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PRÓLOGO 

ANAL!ZADA DESDE LA ÓPTICA dei fortalecimiento de las instituciones de la demo­
cracia, la década dei 90 dejó un saldo ambíguo: por un lado, es destacable que 
en ningún momento hubo un riesgo cierto de ruptura institucional, por el otro, 
también es obvio que hubo un marcado retroceso en el funcionamiento dei Esta­
do de Derecho. En este último sentido, se destacaron los sucesivos embates con­
tra el Poder Judicial, la virtual anulación dei Congreso por la vía de los decretos 
de emergencia y la consolidación de una nueva forma de gobiemo "al margen 
de la ley" -que no necesariamente significó ilegalidad pero sí despreocupación 
por los postulados legales vigentes. 

Paradójicamente, en este contexto también hubo un espacio para el desarro­
llo de nuevas formas de participación ciudadana - y especialmente de la socie­
dad civil-. Se introdujeron cambios en la arquitectura de las instituciones de 
gobiemo, sE crearon nuevos espacios de interlocución y negociación entre el 
Estado y la sociedad civil, se sancionaron instrumentos legales novedosos y se 
incorporaron nuevas instancias de participación ciudadana para el control de 
los actos de gobiemo, que abrieron un nuevo capítulo en el desarrollo, la pro­
fundización y la institucionalización de formas democráticas de ejercicio dei 
poder ciudadano. 

Figuras tales como el Defensor dei Pueblo o los consejos de acción vecinal, 
instrumentos legales como e! amparo colectivo o la acción de hábeas data y la 
incorporación de los tratados sobre derechos humanos a la Constitución Nacio­
nal, además dei reconocimiento de nuevos derechos como los dei medio am­
biente o las minorías, son sólo algunos ejemplos de una nueva forma de institu­
cionalización de la participación ciudadana. 

Paralelamente, la asunción de nuevos compromisos intemacionales por par­
te de la Argentina desde la reinstauración democrática en 1983 - por la vía de la 
ratificación de numerosos tratados sobre derechos humanos- y un nuevo contex­
to internacional también generó la apertura de nuevas formas de activismo "su­
pranacional". La consigna de pensar en forma local y actuar globalmente se es­
parció con rapidez en el contexto de una Administración más preocupada por su 
imagen internacional que por la local. 

Como ya se ha dejado entrever, estos avances no fueron siempre el producto 
de una decisión política de favorecer la participación. Por el contrario, puede 
sostenerse que causas y azares explican esta multiplicidad de nuevas herramien­
tas a disposición de la sociedad civil. Un ejemplo claro de las múltiples y a ve-
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ces contradictorias razones que permitieron los nuevos mecanismos de partici­
pación es la reforma constitucional de 1994: impulsada con el único objetivo de 
habilitar la reelección presidencial, dejó algunos beneficios colaterales producto 
de la aparición de nuevos actores justamente por su oposición a la reforma. 

Tal vez sea el carácter aleatorio de estos nuevos instrumentos institucionales 
el que explique su todavia demasiado esporádico e intuitivo uso de estas herra­
mientas por parte de los distintos actores de la sociedad civil. A pesar de que 
muchas de estas nuevas instituciones "están ahi" , esperando para ser utilizadas, 
es posible verificar que su aprovechamiento por los interesados es todavía de­
masiado embrionario. Por supuesto que han surgido obstáculos desde los mis­
mos poderes constituídos que intentaron dar marcha atrás (coo proyectos muy 
restrictivos de ley de amparo o coo la elección de personajes muy cuestionables, 
por ejemplo para el cargo de Defensor del Pueblo de la Nación), lo que de algu­
na manera confirma la volatilidad de la voluntad política por habilitar nuevos 
canales de participación ciudadana. Sin embargo, un relevamiento de Ias accio­
nes de la sociedad civil nos lleva a concluir que tampoco ha habido, desde este 
sector, una estrategia clara para apropiarse de los nuevos espacios de participa­
ción democrática en Ias instituciones republicanas. 

Fue esta percepción la que llevó, ai CEDES y ai CELS, a organizar el Semi­
nario "La Sociedad civil frente a las nuevas formas de institucionalidad demo­
crática", que tuvo lugar los dias 15 y 16 de julio de 1999 y cuyas transcripciones 
hoy publicamos. Es fundamental destacar que este evento se realizó en el marco 
dei Foro de la Sociedad Civil para las Américas, una iniciativa regional que as­
pira a promover una mayor y mejor articulación de las políticas progresistas de 
la sociedad civil en el continente. 

Desde un primer momento coo este seminario nos propusimos: 

Producir un diagnóstico actualizado de los cambios institucionales y legales 
que han habilitado nuevas formas de participación ciudadana en la Argenti­
na. 
Reflexionar criticamente sobre algunas experiencias recientes de moviliza­
ción de Ia ciudadania organizada para identificar los factores facilitadores y 
obstaculizadores de la eficacia de la acción. 
Debatir acerca de la eficacia de la acción política de los movimientos socia­
les transnacionales. 

Para ello solicitamos a distintos autores preparar cinco trabajos, que fueron 
comentados en primer término por dos especialistas y después debatidos por to­
dos los presentes. Es importante destacar que se trató de una reunión cerrada, en 
la que participaron entre veinte y treinta personas en los sucesivos paneles. Tan­
to entre los panelistas como entre los demás asistentes tratamos de mantener una 
presencia proporcional de miembros de la academia y representantes de organi­
zaciones no gubemamentales. En esta obra, entonces, hemos decidido publicar 
los trabajos especialmente preparados para el seminario, así como los comenta­
rios realizados por los especialistas en cada uno de los paneles. Por diversas ra-
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zones, hemos preferido no incluir los debates, a pesar de que en algunos casos 
fueron muy provocativos. 

De Ia Iectura dei material surgen claramente las posibilidades y los limites de 
los cambies institucionales producidos en los últimos afios a partir de diversas 
herramientas para el trabajo de la sociedad civil. Razones y paradojas brindan 
hoy nuevas posibilidades para el trabajo desde el tercer sector que todavía no 
han sabido ser aprovechadas en toda su extensión. Este saldo todavía incierto es 
una demostración de que las meras reformas legales no alcanzan para asegurar 
una mejor participación de Ia sociedad civil en las estructuras de gobiemo -más 
allá de que puedan facilitarias-. Queda pendiente, entonces, llevar adelante un 
proceso de apropiación de las organizaciones no gubemamentales de estos nue­
vos instrumentos. Con este seminario y este libro hemos querido hacer nuestro 
primer aporte en ese sentido. 

SIL VINA RAMOS MARTÍN ABREGÚ 
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PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA ARGENTINA: 
ESTRATEGIAS PARA EL EFECTIVO EJERCICIO 

DE LOS DERECHOS 

Roberto Saba y Martin Bohmer 

1. INTRODUCCIÓN 

HACE YA MÁS DE UNA DÉCADA que nuestro país ha comenzado a transitar, una 
vez más, e! camino bacia la construcción de una institucionalidad democrática. 
Este proceso ha coincidido con experiencias similares en el resto de América la­
tina, en Europa central y oriental y en África, por diferentes motivos en cada ca­
so. En los últimos aõos, sin embargo, se ha incorporado una demanda nueva, o 
ai menos presentada bajo nuevos ropajes, a las exigencias que se le irnponen a 
estas jóvenes democracias: el de la participación ciudadana. 

La inclusión dei elemento " participativo" puede encontrar sus motivos en 
una gran variedad de factores que no serán estudiados en este trabajo por exce­
der e! tema que nos convoca, pero que podrían resumirse en dos razones que go­
zan de bastante aceptación. Por un lado, la toma de conciencia por parte de la 
ciudadanía de que la democracia no colmará las expectativas depositadas en ella 
en cuanto a su capacidad de dar respuesta a las necesidades de la gente, a menos 
que los ciudadanos asuman ciertas responsabilidades. Por otro lado, el despres­
tigio de los dirigentes políticos en la mayoría de los países con democracias jó­
venes como consecuencia de numerosos casos de corrupción o de obvia inefi­
ciencia en la gestión de gobierno, lo que ha provocado de parte de la ciudadanía 
una demanda de mayor control y responsabilidad política (accountability). 

Sin embargo, más aliá dei acuerdo que pueda existir en cuanto a la necesidad 
de elevar Ia calidad de nuestra democracia, haciéndola más participativa y a su 
clase dirigente más responsable frente a los ciudadanos, no todos entendemos la 
participación política de la misma manera. A veces por ignorancia, otras veces 
por falta de experiencia y, en ocasiones, por partir de paradigmas democráticos 
diferentes.' 

Cuando hablamos de participación ciudadana estamos haciendo referencia a 
una gran cantidad de acciones y prácticas que las personas pueden adoptar y que 
van más aliá de la responsabilidad básica de elegir a sus gobernantes por medi o 
dei voto. Estas acciones tienen por objetivo contribuir desde la sociedad civil a 
un mejor funcionamiento de nuestro sistema democrático y a la protección y 
progresivo reconocimiento dei interés público. 

En la Argentina, así como también en la mayoría de los países de América la­
tina, la participación ciudadana se ha asociado básicamente a dos tipos de activi­
dades. En primer lugar, podemos mencionar Ia participación en organizaciones 
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no gubemamentales que abogan (o hacen advocacy) ante el poder político (espe­
cialmente los Poderes Ejecutivo y Legislativo) y que ejercen presión para que se 
consideren intereses particulares más o menos específicos (como por ejemplo, los 
derecbos de la mujer, de los ninos o de las minorias, la protección dei medio am­
biente, la promoción de una cultura democrática, etcétera). En este primer mode­
lo de participación se ubicaría la actividad de /obby (en el sentido anglosajón dei 
término, despojado de la carga negativa que se le asigna en nuestro país) de las 
organizaciones no gubemamentales de la sociedad civil. En segundo lugar, la 
participación también se ha entendido como la posibilidad de que la ciudadanía 
intervenga en el proceso de toma de decisiones dei gobiemo en un sentido formal 
e institucionalizado, a través de mecanismos que permiten escuchar la voz de la 
ciudadanía y que, a veces, le otorgan el poder de decidir colectivamente sin inter­
mediación. Nos referimos concretamente a las audiencias públicas, el referén­
dum, la revocatoria de mandatos, el plebiscito, la iniciativa popular, etcétera. 

Nuestra Constitución se ha hecho eco de la demanda ciudadana por estas 
nuevas formas de participación y ha incorporado a su articulado la protección de 
muchos de los intereses por los cuales la sociedad civil organizada ha trabajado 
en los últimos anos, así como también de numerosos mecanismos de la denomi­
nada democracia semidirecta. No cabe duda de que nuestra sociedad civil es hoy 
más fuerte de lo que era en 1983 y que ha logrado penetrar con sus requerimien­
tos de participación y control los niveles más altos de decisión legal tras colocar 
en la cima de la agenda pública en forma sostenida durante más de una década 
problemas tales como la corrupción, el desempleo, la discriminación y, más re­
cientemente, la seguridad. Sin embargo, creemos que estas formas de participa­
ción, aunque imprescindibles, resultan insuficientes y, por ello, deseamos llamar 
Ia atención sobre una modalidad en el ejercicio de la ciudadanía, cuya utiliza­
ción como estrategia para lograr el aumento y la eficiencia de la participación y 
dei control ciudadano dei poder público ha quedado rezagada. Nos referimos, en 
concreto, a la utilización dei derecho, y más específicamente de los tribunales 
(incluyendo la faz jurisdiccional de la administración), para la defensa, la pro­
tección y la promoción de ciertos derechos, así como también el control dei go­
biemo en la ejecución de Ias políticas públicas. 

Por razones que desarrollaremos luego, se le ha dado relativamente poca im­
portancia a la utilización dei derecho y de los tribunales como una forma posible 
de participación ciudadana tendiente a cumplir los mismos roles que usualmente 
se le adjudica a la advocacy que llevan a cabo las diferentes organizaciones de 
la sociedad civil frente ai poder político. Sin embargo, la forma en que se estruc­
tura nuestro sistema jurídico no só lo brinda la posibilidad de convertir los tribu­
nales en otro espacio de trabajo por el interés público, sino que debemos llamar 
la atención sobre e! hecho de que éste está construido, justamente, sobre la pre­
sunción de que el ciudadano cumpla con su rol republicano de hacer que Ias ins­
tituciones democráticas logren realizar sus objetivos. La democracia sólo fun­
ciona si sus ciudadanos cumplen con su responsabilidad de hacerlas trabajar. 
Los tribunales son uno de los varios escenarios posibles para el avance y la pro­
tección dei interés público. 



Participación ciudadana en la Argentina: estrategias para el efectivo ejercicio de los derechos 17 

Trataremos en este trabajo de explicar por qué no se ha considerado priorita­
ria a esta estrategia (a diferencia de lo que ha sucedido en los Estados Unidos), 
qué es lo que se puede hacer y de qué modo la reforma constitucional de 1994 
ha contribuído a que sea más factible la advocacy judicial, término con e! que 
sintetizaremos este tipo de actividad como complementaria de la advocacy en 
los contextos "político" o, incluso, "mediático" . 

Para entender Ia propuesta que surge de este trabajo, debemos analizar algu­
nos aspectos dei funcionamiento de nuestro sistema jurídico que sonarán obvios 
a los oídos de los juristas, pero que no lo serán tanto para Ia mayoría de los acti­
vistas cívicos hacia quienes va dirigida la propuesta de incorporar la advocacy 
judicial como una estrategia adicional para la promoción dei correcto funciona­
miento de nuestro sistema democrático. A fin de ser lo más sintéticos posible en 
lo que concierne a esta descripción dei marco jurídico-constitucional que nos 
servirá como herramienta de trabajo, sólo haremos referencia a cuatro datos bá­
sicos: 

La supremacia de la Constitución respecto dei resto de Ias normas de nuestro 
sistema j urídico. 
Los limites a la regulación de los derechos impuestos por esa Constitución. 
El funcionamiento dei control de constitucionalidad en nuestro país, cuyas 
diferencias con el de los Estados Unidos genera algunas complicaciones y 
obstáculos para desarrollar la advocacy judicial con las mismas modalidades 
y eficacia que en e! país dei norte. 
La forma en que se encuentra regulada la legitimación activa para actuar en 
juicio después de la reforma constitucional de 1994 y su progreso respecto 
de la situación anterior. 

2. MARCO JURÍDICO CONSTITUCIONAL PARA LA REALIZACIÓN 
DE ACCIONES DE INTERÉS PÚBLICO (O PARA LA ADVOCACY JUDICIAL) 

a) la supremacia de la Constitución 
La dogmática constitucional ha aceptado en forma prácticamente generaliza­

da que la norma constitucional se encuentra, en términos de jerarquia normativa, 
por encima de todas las demás normas dei sistema jurídico. La reserva que sub­
yace a las palabras "prácticamente generalizada" se debe a que algunos pueden 
sostener que esa preeminencia normativa sólo existe si se dan ciertas condicio­
nes de validez norrnativa,2 mientras que otros, desde el campo dei "derecho in­
ternacional de los derechos humanos", sostendrán que los compromisos intema­
cionales adoptados en esa materia deben ser respetados internamente más aliá de 
lo que la Constitución exija. 

Sin embargo, esta superioridad j erárquica de nuestra Constitución no surge 
en forma explícita de su texto, sino que se desprende implícitamente de los limi­
tes impuestos por ella a la regulación de los derechos y las garantias constitucio­
nales y de un razonamiento jurídico de características similares a las desarrolla­
das por e! juez Marshall en el caso Marbury vs. Madison. 3 
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Según Marshall, djversos elementos conducen a pensar que la Constitución 
debe tener preeminencia sobre el resto de las normas. En este sentido, la Consti­
tución establece un procedimiento rígido de reforma de sí misma, de lo cual se 
infiere que la sanción de una ley o de otro tipo de normas (decretos, circulares, 
etcétera) mediante procedimientos ordinarios no puede hacer a un lado (o, lo 
que seria equivalente, contradecir) una norma constitucional. Si se aceptara que 
mediante la sanción de cualquier otra norma se deroga alguna prescripción cons­
titucional, estaríamos haciéndolo por un procedimiento menos rígido que el re­
querido por el constituyente y, por ello, coritradiciendo su voluntad. 

Otros, como Hamilton,4 sostenían que la supremacia de la Constitución se 
fundaba en la supremacia de la voluntad dei pueblo expresada en la Asamblea 
Constituyente por sobre la decisión de las mayorías coyunturales de representan­
tes dei pueblo en el Congreso o en el Poder Ejecutivo. 

Por supuesto, no todos comparten esta visión y consideran que el espacio de 
decisión que permanece en manos de la ciudadanía en instancias no constituyen­
tes es mucho más amplio de lo que Hamilton y Marshall sugieren.5 

De todas formas, y cualquiera que fuese la forma de justificaria, y pese a lo 
obvio que pueda parecerle a un profesor de derecho constitucional (aunque no a 
cualquier profesor de derecho), el dato de la supremacia constitucional, creemos 
que el constante menosprecio de nuestra cultura política y jurídica por la norma 
fundamental hace muchas veces olvidar un elemento tan crucial de nuestro sis­
tema jurídico. 

b) los limites constitucionales a la regulación de los derechos 
La propia Constitución establece pautas de regulación en materia de dere­

chos que implícitamente reconocen su supremacia al poner límites a las faculta­
desde los Poderes Legislativo y Ejecutivo. El artículo 14 establece que "todos 
los habitantes de Ia nación gozan de los siguientes derechos conforme a las Ieyes 
que reglamenten su ejercicio [ ... ]" y el 28 afirma que "los princípios, garantias y 
derechos reconocidos en los anteriores artículos, no podrán ser alterados por Ias 
leyes que reglamenten su ejercicio [ ... ]", lo cual intplica que el Poder Legislati­
vo no puede tomar decisiones que tomen imposible el ejercicio de los derechos. 

Por su parte, el artículo 99 inc. 2, al referirse a las facultades regulatorias dei 
Poder Ejecutivo establece que "el Presidente de la Nación tiene las siguientes 
atribuciones [ ... ] expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios pa­
ra la ejecución de Ias leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu con 
excepciones reglamentarias [ ... ]". Ello implica que es ahora la administración la 
que resulta limitada en su facultad de prescribir la forma en que se pueden ejer­
cer los derechos y los márgenes entre los cuales el gobiemo puede tomar deci­
siones que impliquen una interferencia con la vida de sus ciudadanos. 

c) El contrai de constitucionalidad en la Argentina 
Las características propias de nuestro sistema de control de constitucionali­

dad tienen relación e impacto directo sobre la posibilidad y efectividad dei uso 
dei derecho para el avance dei interés público, y por ello nos detendremos en sus 
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elementos básicos: su carácter de judicial, difuso, así como el hecho de que no 
puede realizarse en abstracto y que sólo tiene efectos para el caso concreto. 

Su carácter difuso implica que cualquier juez se encuentra facultado para 
contrastar una norma con el texto la Carta Magna y decidir acerca de su consti­
tucionalidad, es decir, de su validez, en la medida en que la norma inferior se 
conforme o no a la norma fundamental. A diferencia de otros sistemas, como los 
existentes en Ia mayoría de los países de Europa con tradición continental, nues­
tro sistema jurídico no cuenta con un órgano único y concentrado para ejercer el 
control de constitucionalidad. El origen de este control judicial y difuso, que no 
es ni más ni menos que la poderosa facultad que tiene cada juez de ordenar la no 
aplicación de una decisión tomada democráticamente (por regia de mayoría), se 
baila en los argumentos ya referidos dei juez Marshall en el mencionado caso de 
Marbury vs. Madison. En este sentido, si un juez, cualquiera sea su jerarquía, 
sostuvo Marshall, debe aplicar la ley a casos concretos, lo primero que debe ha­
cer para cumplir con su misión es establecer si la norma que se le solicita que 
aplique es en verdad " ley". Dado que una "ley" será sólo aquella que sea consti­
tucionalmente válida (y aquí remite a los argumentos que defienden Ia suprema­
da de Ia Constitución por sobre el resto de Ias normas dei sistema jurídico), el 
juez, para poder aplicar la "ley", debe primero saber si esa norma es constitucio­
nal. Si no lo es, declarará su inconstitucionalidad y no la aplicará. 

De más está decir el enorme y muchas veces subestimado poder que implica 
esta facultad que los jueces han descubierto pretoriamente en forma implícita 
dentro de su misión institucional. En nuestras democracias constitucionales, las 
mayorías toman decisiones en forma cotidiana (por eso son democracias), pero 
cuentan con el limite impuesto por la Constitución (por eso son constituciona­
les)6 y son los jueces quienes tienen la capacidad jurídica de informarles a las 
mayorías cuándo han llegado a ese limite. Procesos deliberativos complejos co­
mo los que conducen a Ia sanción de una Iey, no importa cuánto tiempo o debate 
hayan consumido, pueden ser dejados totalmente de lado si un juez, cualquier 
juez, tiene suficientes argumentos para sostener que su resultado (la ley o norma 
sancionada) es contrario a la Constitución. Es este poder e! que veremos de qué 
forma puede ser utilizado por la ciudadanía para promover la protección dei in­
terés público. 

Por otro lado, ningún juez puede decidir acerca de la constitucionalidad de 
una norma a menos que le sea sometido a su consideración un caso concreto. 
Esto significa que no puede, en principio, declararse la inconstitucionalidad de 
una norma en abstracto, sin que medie una lesión u afectación de un derecho. 
Éste es posiblemente uno de los aspectos más relevantes desde el punto de vista 
de la posibilidad de llevar a cabo acciones judiciales de interés público. En este 
sentido debemos dejar en claro ciertos elementos característicos de nuestro sis­
tema jurídico respecto de la estrategia que ha adoptado para lograr el efectivo 
cumplimiento de la ley (su enforcement). 

Según Owen Fiss, 7 e! sistema jurídico cuenta con una enorme cantidad de 
mandatos, obligaciones y responsabilidades que só lo se hacen cumplir cuando el 
afectado por la conducta u omisión dei Estado o de un tercero decide activar la 
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jurisdicción, esto es, decide some ter la cuestión a la decisión de un juez. Salvo 
la mayor parte d.el derecho penal y algunas normas dei derecho público y priva­
do asociadas a Ia defensa dei orden público, sólo será aplicada la casi totalidad 
de las normas que exigen comportamientos y atribuyen responsabilidad y exigi­
do su cumplimiento (enforced), si e! afectado decide llevar Ia causa a los tri­
bunales. El sistema jurídico descansa, en lo que se refiere a su efectivo cum­
plimiento, en el nível de responsabilidad ciudadana que alcance la comunidad 
sujeta a sus normas. Los ciudadanos rienen, bajo esta estrategia de nuestro siste­
ma, la responsabilidad última de hacerlo funcionar, de hacer que sus regias se 
cumplan. Si los ciudadanos no reclaman por el cumplimiento de la ley frente a 
los tribunales, la ley puede permanecer incumplida sin que e! sistema se resienta 
en modo alguno, y afectar muy indirectamente lo que en Ia actualidad se !lama 
seguridad jurídica. 

Nuestro sistema fue diseiíado, entonces, haciendo dependiente su enforce­
ment de dos factores: en primer lugar, de que exista una ciudadanía lo suficien­
temente "educada", en términos cívicos y jurídicos, para asumir su responsabili­
dad como agente principal de la aplicación dei derecho y, en segundo lugar, de 
que existan los mecanismos procesales apropiados que Je permitan a la ciudada­
nía acceder a la justicia para ejercer esta responsabilidad. 

En el trabajo citado de Fiss, se explica por qué las "acciones de clase" son un 
buen mecanismo para promover e\ ejercicio de la responsabilidad ciudadana de 
hacer cumplir Ia ley frente a los tribunales. En nuestro país no existe este tipo de 
acciones, pero nuestra Constitución ha incorporado en 1994 un reconocimiento 
más amplio y generoso de la legitimación activa para interponer recursos de am­
paro ante los tribunales, con un objetivo similar (aunque con alcance más res­
tringido) que e! de las mencionadas class actions. Nos referiremos a esto en e! 
siguiente parágrafo. 

Antes de focalizar en e! tema de la legitimación activa para Ia interposición 
de amparos, debemos aludir ai último elemento característico de nuestro sistema 
de control de constitucionalidad que consiste en que sus efectos sólo alcanzan ai 
caso concreto sometido a consideración de los tribunales. A diferencia de lo que 
sucede en sistemas de common /aw como e! de los Estados Unidos, Gran Breta­
iía y Ia mayoría de sus ex colonias, nuestro sistema no cuenta con la "regia dei 
precedente" que obl iga a los tribunales inferiores a seguir la jurisprudencia deci­
dida por los tribunales de mayor jerarquía. Esta regia, conocida bajo e! nombre 
de stare decisis, permite a quien somete un caso a consideración de un juez, sa­
ber que Ia decisión a Ia que !legue el tribunal no sólo afectará a las partes invo­
lucradas en el pleito, sino que tendrá un alcance general. 

Es en esta regia en Ia que se ha apoyado e! éxito de numerosas campaílas 
Janzadas desde organizaciones de la sociedad civil en los Estados Unidos donde 
Ia victoria lograda en algunos /eading cases ha implicado enormes avances en e! 
respeto de los derechos civiles. A modo de ejemplo basta con recordar los casos 
Brown vs. Board of Education (por ei cual se puso término ai sistema de escue­
Jas segregadas por raza) o ei caso Roe vs. Wade (que declaró Ia inconstituciona­
lidad de la punición dei aborto antes dei sexto mes). Este elemento, dei que ca-
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rece nuestro sistema de derecho continental, toma más difícil la tarea de aque­
llos que utilizan e! derecho y lajusticia como ámbitos de advocacy. Sin embar­
go, se explicará más adelante cómo se han intentado superar los obstáculos deri­
vados de la carencia de la regia de precedente. 

d) La legitimación activa para interponer acciones de amparo 
Como se dijo más arriba, nuestro sistema descansa, para su efectivo acata­

miento y observancia, en que los ciudadanos activen la jurisdicción cuando se 
encuentren afectados ciertos derechos por el incumplimiento de mandatos lega­
les constitucionales. Pero también es cierto que este enorme poder que el siste­
ma deposita en la ciudadanía (el poder de activar Iajurisdicción y forzar una de­
cisión judicial que tendrá carácter ejecutorio contra quien se promueva, ya sea el 
Estado o un particular) puede resultar disminuido y debilitado si las regias que 
rigen Ia legitimación activa la circunscriben y limitan. 

Estar legitimado activamente significa que uno se encuentra habilitado para 
activar la jurisdicción, es decir, para llevar un caso ante la justicia y poner ai juez 
en posición de tomar una decisión que será ley para las partes. Dicho en términos 
un poco grandilocuentes, la posibilidad de activar la jurisdicción es la posibilidad 
que tiene un ciudadano o ciudadana común de promover una decisión dei Estado 
(dei juez, en este caso) con impacto directo sobre el quehacer dei gobiemo (si Ia 
demandada es la administración) u otros particulares, sin importar el poder o ta­
mano de la persona demandada (un consumidor, por pequeno que sea su consu­
mo, puede forzar a Ia empresa más poderosa dei país a cumplir con su requeri­
miento si el juez lo encuentra razonable en términos legales). 

Por lo tanto, restringir la legitimación activa implica restringir el acceso a la 
justicia y disminuir las posibilidades de que el derecho sea efectivamente respe­
tado. Los jueces han sido tradicionalmente reacios a reconocer una legitimación 
activa amplia, y debemos resaltar el hecho de que las regias que rigen la legitima­
ción son en su gran mayoría establecidas por los pro pios jueces a partir de sus de­
cisiones. El caso quizá más paradigmático en este sentido de limitar la legitima­
ción es e! dei permanente rechazo a reconocer que la afectación de lo que los 
propios jueces han denominado "intereses difusos" habilita ai que sea depositaria 
de ese interés a solicitar su respeto frente a un juez. Los jueces sólo han recono­
cido como depositarias de legitimación activa a aquellos que consideren afectado 
un derecho subjetivo o, muy excepcionalmente, un interés legítimo. Por esta vía 
(la de restringir la denotación de "estar legitimado"), se restringe el derecho de 
un ciudadano a ejercer la responsabil idad republicana de hacer cumplir la ley. 

En 1994 se introdujo un artículo nuevo en nuestra Constitución que incorpo­
rá lo que Daniel Sabsay llama e! "amparo colectivo".8 En el artículo 43 de la 
Constitución reformada se amplió la legitimación activa para interponer accio­
nes de amparo, abarcando no sólo al afectado sino también ai Defensor dei Pue­
blo y, he aquí el cambio revolucionaria en términos de derecho procesal, a las 
asociaciones que tiendan a los fmes que el propio artículo enumera a título 
ejemplificativo y que engloba bajo e! nuevo concepto de "derechos de inciden­
cia colectiva" .9 



22 La sociedad civil frente a las nuevas formas de institucionalidad democrática 

El enforcement de la ley en nuestro país no sólo depende de la voluntad y 
posibilidad de acceso de los ciudadanos afectados en sus derechos, sino que 
tarnbién se encuentra en manos de las asociaciones que cumplan con ciertos re­
quisitos legales y a las que se reconoce el derecho a activar la jurisdicción. Si 
bien es cierto que, una vez más, esta ampliación de la legitimación activa puede 
volver a restringirse por medio de la regulación legal, lo cierto es que la Consti­
tución provee de una nueva y poderosa herramienta de participación ciudadana 
entendida en los términos referidos ai inicio de este trabajo. 

El constituyente quiso, a nuestro parecer, incorporar algunos rasgos de las 
acciones de clase, cuya importancia para el cumplimiento de la misión republi­
cana dei ciudadano nos remonta a los argumentos de Fiss, así como también el 
reconocimiento de algo parecido a los intereses difusos como causa para soste­
ner la legitimación activa (aunque por alguna razón optó por denominar el obje­
to de protección bajo la etiqueta de "derechos de incidencia colectiva" y no de 
"intereses difusos"). 

Hacer distinciones entre estas tres categorias o instituciones es importante 
para evitar algunos errores. Este articulo 43, ai incorporar el amparo colectivo, 
no establece exactamente lo que el derecho estadounidense llama "acciones de 
clase". En primer lugar, porque las características técnicas de ambos institutos 
son diferentes (sobre las cuales no nos detendremos aqui). En segundo lugar, 
porque los efectos de las sentencias sólo son para los afectados que sometieron 
e! caso a consideración dei juez. Si bien es posible que, en ciertos casos, algunas 
sentencias beneficien a otras personas en iguales circunstancias, estos terceros 
sólo se estarían beneficiando de la decisión judicial como free riders o "cola­
dos", beneficiarios de las consecuencias derivadas de la misma, pero no por ser 
poseedores de un interés difuso o por ser miembros con iguales derechos de la 
clase afectada. 

Si una persona discapacitada solicitara a la Corte Suprema la construcción de 
rampas para evitar una actitud discriminatoria dei Estado por existir sólo escale­
ras para acceder ai Palacio de Tribunales, la posibilidad de que otros discapaci­
tados usen las rampas se debe sólo a que, de hecho, resulta imposible desmon­
tarias cada vez que la parte victoriosa dei pleito, la Ora. Labatón, por ejemplo, 
abandone el Palacio de Justicia. Este tipo de situaciones de hecho no debe con­
fundirse con la existencia y protección de un interés difuso ni con el reconoci­
miento jurídico de la "clase" en términos procesales.10 

En síntesis, la supremacia de la Constitución nos brinda el poderoso instru­
mento de desafiar la constitucionalidad de aquellas decisiones que el gobiemo 
toma a través de sus Poderes Legislativo y Ejecutivo, o de otros particulares, 
que afecten nuestros derechos o incumplan con el mandato constitucional (con­
forme lo establece el marco que limita en la Carta Magna la actividad regulato­
ria dei Estado). El control judicial de constitucionalidad nos brinda la posibili­
dad de recurrir ai ámbito de los tribunales entendiéndolo como el espacio en el 
cual se puede realizar la advocacy respecto de los intereses que la sociedad civil 
considere afectados. 

Este espacio judicial cuenta con algunos déficit derivados de las característi-
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cas propias de nuestro sistema de derecho continental, a diferencia de los benefi­
cias que ofrece un sistema de common law, con regia de precedente obligatorio. 
Sin embargo, pese a los benefícios que puede potencialmente proporcionar el 
acceso a este espacio de advocacy, ella no será posible si se imponen determina­
das restricciones en cuanto a la posibilidad de acceder ai juez como consecuen­
cia de una Iegitimación activa estrecha y reservada a una minoria de situaciones. 
La reforma de 1994 amplió la legitimación activa, aunque más no sea para la in­
terposición de amparos, aunque no de acciones ordinarias. Sólo resta esperar y, 
si es posible, evitar que la regulación legal que exige el artículo 43 de Ia Consti­
tución nacional respecto de las asociaciones legitimadas para interponer la ac­
ción, no tome demasiado estrecho, una vez más, el campo de la legitimación ac­
tiva. 

En el próximo punto ofrecemos una defmición dei derecho de interés públi­
co como herramienta de una sociedad civil vigorosa, mostramos algunas de sus 
-estrategias y proponemos un objetivo de la práctica dei derecho de interés públi­
co que le es propio. 

3. EL "USO" DEL DERECHO PARA LA DEFENSA DEL INTERÉS PÚBLICO 

a. t.Oué se entiende por derecho de interés público? 
En el Reporte dei Simposio sobre Derecho de lnterés Público en Europa dei 

este y Rusia se afmna: 
"Definir el derecho de interés público es una tarea difícil. De hecho, sería 

más sencillo defmir lo que el derecho de interés público no es. E! derecho de in­
terés público no es un área dei derecho en el sentido tradicional. No es derecho 
público, no es derecho administrativo, no es derecho penal, no es derecho civil. 
AI mismo tiempo, cubre todos esos campos. 

[ ... ] Estamos usando el término para referimos a una forma de trabajar con 
e! derecho y a una actitud hacia el derecho. Más aún, /levar casos selectos a los 
tribunales es una estrategia importante dei derecho de interés público, pero no Ia 

. única. E! derecho de interés público puede también incluir la reforma dei dere­
cho, la educación j urídica, e/ entrenamiento en alfabetización jurídica o servi­
cios de asistencia legal. Tampoco es un ámbito sólo reservado a abogados: el 
derecho de interés público también incluye allobby, la investigación, la educa­
ción pública y otras actividades que no requieren necesariamente capacidad téc­
nica. 

No tenemos una defmición más precisa en mente. El significado de un térmi­
no como el de 'derecbo de interés público' se encuentra inevitablemente in­
fluenciado por Ia cultura jurídica y política de la sociedad en la que se utiliza. 
Esto es así porque el concepto de ' interés público' se basa en presupuestos cul­
turales y filosóficos sobre el derecho y Ia sociedad [ ... ]".11 

La defmición de "derecbo de interés público" ofrecida en el párrafo prece­
dente subraya dos actividades: la de " trabajar con el derecbo" y la de mantener 
cierta "actitud bacia el derecho". Son dos tareas bien diferentes y volveremos a 
ellas y a sus peculiares maneras de relacionarse más adelante. En esta parte dei 
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trabajo nos dedicaremos a la primera y a analizar algunas de las estrategias que 
el derecho de interés público utiliza. 

Estas estrategias son formas de " trabajar con" el derecho. es decir, formas de 
utilizar normas jurídicas, prácticas legales, la jurisprudencia de los tribunales, 
las normas y resoluciones dei Poder Ejecutivo, el sistema de creación de normas 
y los diversos canales de participación que brinda nuestro sistema jurídico. 

Este uso dei derecho se realiza con la idea de llevar adelante una agenda (o 
agendas) que no dudamos en cal i ficar como política. En efecto, el derecho como 
herramienta dei interés público está a la orden de quienes ya han definido objeti­
vos normativos sustantivos, por lo que la definición de qué cosas califican como 
metas de interés público es previa a la creación y articulación de estrategias ju­
rídicas que son las que estamos considerando, justamente, como estrategias dei 
derecho de interés público. La manera en la que el interés público se conforma 
(a través de la decisión unipersonal de una persona o grupo de iluminados, de la 
disputa de intereses desnudos de diversos grupos de interés, o a través de la deli­
beración de los afectados por las decisiones públicas) es un tema que excede es­
te trabajo. 12 

b. El"uso" dei derecho para la defensa dei interés público 
La utilización dei derecho como herramienta para la defensa dei interés pú­

blico (cualquiera sea la definición de interés público, como hemos indicado) 
puede realizarse en cualquiera de lastres áreas dei Estado democrático. En efec­
to, no sólo en el Poder Judicial e! derecho tiene posibilidades de incidir en las 
decisiones públicas. Tanto en el Poder Ejecutivo como en el Legislativo existen 
mecanismos que se toman oportunidades utilizables por quien esté dispuesto a 
iniciar el camino de la disputa legal. 

b. I. El derecho de interés público y los órganos /egiferantes 
La primera estrategia que viene a la mente cuando se debe incidir en las de­

cisiones de quienes tienen la capacidad de crear normas generales obligatorias 
(el Poder Legislativo o en ciertos casos, el Poder Ejecutivo) es e!lobby. 

En nuestro pais, esta institución t iene el curioso status de ser una actividad 
desregulada13 (es decir, una actividad que ha sido dejada librada a la actividad 
dei mercado, y que, por lo tanto, cualquiera ejerce de cualquier forma) y, a la 
vez, objeto de profundas suspicacias y sospechas de que constituye un promi­
nente vehículo de corrupción y de tráfico de influencias. 

Sin embargo, esta misma desregulación y cierta concepción de nuestro siste­
ma jurídico hacen de la actividad de!lobby, a los ojos de las organizaciones no 
gubemamentales y de los grupos de interés, una estrategia privilegiada sobre 
otras que anal izaremos más adelante. 

(,Qué se hace cuando se realiza lobby de interés público? La creación o re­
forma de las leyes es un proceso complejo. En él están involucrados, por lo me­
nos, tres actividades conceptualmente distintas: la decisión sobre el objetivo sus­
tantivo de la ley, e! diseiio de las normas de modo de evitar la traición dei 
objetivo buscado debido a problemas de interpretación de las normas propues-
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tas, y la creación de procedimientos que aseguren el cumplimiento efectivo de la 
ley. 

La primera es la más conocida y es seguramente la más relevante de las tres. 
En efecto, la lucha ideológica por asegurar que las normas coincidan con el ob­
jetivo de interés público propuesto es fundamental. En este aspecto la función 
dei derecho de interés público consiste en proponer textos de ley, reformas de 
normas existentes, derogación de otras, etcétera. Para ello, es necesario realizar 
profundas investigaciones normativas tanto desde el punto de vista de las nor­
mas positivas dei derecho nacional y comparado, como desde el punto de vista 
de una normatividad crítica. 

La creación de argumentos a favor de la posición que se va a defender ante 
la agencia legiferante de que se trate requiere de un trabajo jurídico de alta cali­
fi cación, ya que para que estos argumentos sean eficaces en el debate público 
deben haber sido examinados contra los posibles argumentos de las diversas 
partes de la contienda, teniendo en cuenta, también, esa especial posición de 
quien tiene el poder de decidir, ya que en el mejor de los casos se pondrá por en­
cima de los intereses de las partes e intentará definir su deber en tanto custodio 
dei " interés público" . Como dijimos, deben conocerse el estado dei derecho po­
sitivo y la situación dei derecho comparado, la posición de la doctrina y las os­
cilaciones de la jurisprudencia nacional. 

En esta tarea, la imaginación creativa, la capacidad de desarrollar empatía 
con posiciones diversas a la propia, la sensibilidad a los argumentos eficaces y 
la capacidad retórica son sólo algunas de las destrezas que quien lleve adelante 
esta estrategia dei derecho de interés público debe manejar con habilidad. 

La segunda de las actividades mencionadas es la de asegurar que el texto nor­
mativo no traicione los objetivos propuestos. Es evidente que las normas no se 
aplican solas y sin problemas a los casos que van surgiendo. A medida que los 
hechos ponen a prueba los presupuestos fácticos y normativos con los que se san­
cionaron las normas, ellenguaje dei derecho despliega sus problemas de interpre­
tación. Como se sabe, el proceso de interpretación normativa, ai ser un proceso 
volitivo que se encuentra a cargo de seres humanos inscriptos en un contexto de­
liberativo, no es ajeno a la necesidad de tomar decisiones valorativas. 14 

La actividad de lobby también debe estar enderezada a la dificil tarea deres­
tringir la discrecionalidad de quienes interpretan la ley (prominentemente jue­
ces, pero también reguladores, oficiales dei Poder Ejecutivo, funcionarias de en­
tes descentralizados, fiscales, etcétera). Así, debe decidir sobre el punto justo de 
vaguedad de los términos utilizados en las normas (a veces se requerirá la filosa 
claridad de los números en un presupuesto y, otras, el vagaroso lenguaje de los 
derechos o aun de princípios generales), debe evitar contradicciones y redundan­
cias normativas, proponer derogaciones de normas y debe evitar lagunas formu­
lando nuevas normas. 

Esta actividad de aclarar y restringir la discrecionalidad de los intérpretes de 
la ley es fundamental y ha sido soslayada imperdonablemente por quienes tienen 
la responsabilidad de velar por que los objetivos de las normas que tanto ha cos­
tado sancionar no sean traicionados en su aplicación en los casos concretos. 



26 La sociedad civil frente a las nuevas formas de institucionalidad democrática 

No termina allí el trabajo de lobby. En efecto, sin procedimientos que garan­
ticen su aplicación, las leyes son impotentes manchas de tinta sobre papel. Re­
sulta fundamental regular la forma en que sus mandatos serán cumplidos. Así, 
se debe tener en cuenta quién, frente ai incumplimiento de las normas, tendrá la 
legitimidad necesaria para exigir su cumplimiento, qué incentivos (tributarias, 
penales, vinculados a la responsabilidad civil, seguros, etcétera) se proponen co­
mo preventivos, indemnizatorios o punitivos, y qué medios económicos e insti­
tucionales se prevén para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la norma. 

En nuestro país un trabajo de lobby urgente es justamente la creación de una 
ley de lobby. En efecto, creemos que para la consolidación de una democracia 
deliberativa robusta la regulación debe evitar cei'lirse sólo ai reconocimiento de 
lobbistas como representantes de grupos de interés (la transparencia de su iden­
tidad y de sus objetivos, la limitación a ocupar cargos públicos en forma in­
mediata antes o después de convertirse en lobbista) y a la ejecutabilidad de los 
contratos entre ellos y sus clientes. La regulación debe, además, asegurar la pre­
sencia de todos los afectados por la decisión a tomar (o ai menos la presencia de 
sus argumentos articulados razonablemente), obligando a! legislador objeto dei 
lobby a escuchar las diferentes voces afectadas. 

b.2. E/ derecho de interés público y e/ Poder Ejecutivo 
Existe una vieja tradición que se podría llamar de "lobby ante el Ejecutivo" 

que consiste en "elevar una nota". Hemos podido detectar que la estrategia de la 
nota tiene, para quienes la realizan, ai menos dos fines. 

El primero es un fin preventivo. En este caso, quien eleva la nota piensa que 
el solo hecho de elevaria produce efectos normativos, por ejemplo, evita lares­
ponsabilidad futura por falencias presentes. Supongamos que !lega una persona 
herida a la sala de urgencias de un hospital que carece de los medios necesarios 
para atenderlo y no hay una ambulancia para trasladado. El médico a cargo ele­
va una nota a la dirección dei hospital dejando constancia de que ha solicitado 
una ambulancia sin éxito. La ambulancia no llega y el médico sigue elevando 
notas. Si el paciente muere le va a resultar dificil ai médico evitar su responsabi­
lidad por la mera existencia de la nota. El caso dei director de escuela que eleva 
una nota pidiendo la reparación dei cielo raso ai estar en peligro la integridad de 
los alumnos es similar. 

El segundo fm es como el pedido de un favor. El director de escuela o la or­
ganización no gubemamental que solicita la inscripción de un niiío indocumen­
tado o el médico o la cooperadora que pide una partida de medicamentos para 
un hospital intentan lograr algo de algún funcionaria por medio de la elevación 
de la nota. 

Este segundo objetivo de las notas tiene grandes similitudes con ellobby an­
te el Poder Legislativo. En efecto, la nota, por más precaria que sea, es la argu­
mentación de un caso para modificar el curso dei presupuesto de la administra­
ción pública a favor de un interés particular. La retórica que se utiliza y los 
argumentos que se ofrecen con mayor o menor sofisticación son los que un lob­
bista daría ante un legislador o un abogado ofrecerla en un escrito judicial. 
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Esto muestra que ante el Poder Ejecutivo también hay espacio para las estra­
tegias dei derecho de interés público. Sin embargo, para tornar más eficaces es­
tas estrategias se requiere que pasemos dei procedimiento de la "elevación de la 
nota" a regias más sofisticadas de lo que los anglosajones denominan "ru/e ma­
kint'. 

En nuestro país los procedimientos administrativos en teoría deberían serre­
ceptivos a la incorporación de los requerimientos de los ciudadanos, y, en este 
sentido, se han incorporado importantes herramientas que abren las decisiones 
de la administración a la participación cívica. Nos referimos a los mecanismos 
de audiencias públicas, en algunos casos obligatorias antes de tomar decisiones 
trascendentales, como en el caso de la Constitución de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, en su artículo 63. 15 Otra forma de participación ciudadana en e! 
control de los actos de gobiemo lo conforma la posibilidad de exigir informa­
ción a Ias autoridades. La ciudad de Buenos Aires ha dictado una Ley de Acceso 
a la Información inspirada en Ia Freedom oflnformation Act de los Estados Uni­
dos que brinda una legitirnación activa muy amplia (cualquier ciudadano puede 
requerir la inforrnación sin necesidad de demostrar su interés o la causa de su 
solicitud o requerimiento) para exigir información con la posibilidad de recurrir 
a la justicia si esa inforrnación se niega sin justificación. 

A pesar de todos estos avances, la práctica dei derecho de interés público an­
te e! Ejecutivo es muy difícil. En efecto, los funcionarios públicos se niegan a 
involucrarse en un diálogo con los afectados por sus decisiones. Una razón fun­
damental de esta negativa es que los rnismos funcionarios no aceptan la discre­
ción de la que goz.an para aplicar las normas jurídicas. Así, negándose a admitir 
e! rol que les cabe en la implementación de políticas hacen de su tarea una acti­
vidad cerrada a la discusión. ai control y a la asunción de responsabilidades. 

Es necesario destacar, entonces, que constituye una tarea fundamental dei 
derecho de interés público e! desarrollo, la profundización y la creación de pro­
cedimientos de control y de corrección de las prácticas dei Poder Ejecutivo en 
su rol de irnplementación de políticas públicas. 

En una sociedad en la que los servicios públicos se han privatizado, pasando 
e! Estado de ser proveedor a ser regulador, y los ciudadanos, en forma acorde, 
de ser dueõos a ser consumidores y usuarios de bienes y servicios, resulta evi­
dente que Ia relación entre los ciudadanos y el Estado debe modificarse. No to­
dos los conflictos por aplicación de estándares de regulación pueden convertirse 
en un caso judicial, ni todos ameritan una modificación de la ley (que es un pro­
cedimiento muy costoso). 

La letra pequena de las leyes es, justamente, la regulación que de e lias reali­
za Ia administración, y la posibilidad de sumar la voz dei afectado ai ajuste de 
los detalles es fundamental tanto para evitar e! avasallamiento de derecho como 
para hacer más eficiente la regulación. La alícuota justa de un permiso para ver­
ter desperdícios en un rio, e! nível justo de una tarifa, el ajuste de una multa o Ia 
aplicación correcta de una clausura son decisiones públicas de prirnera irnpor­
.tancia. Elias configuran los incentivos que permiten llevar a cabo políticas pú­
blicas, por lo que la información y los argumentos de los afectados deberían ser 
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la materia prima de una regulación correcta. Un Estado regulador razonable de­
be admitir procedimientos eficaces para la participación de los ciudadanos en el 
control de la implementación de las políticas públicas. Tal vez el siguiente caso 
sirva como ejemplo. 

La Fundación Discar es una organización dirigida a facilitar la inserción so­
cial de niiios y adolescentes con discapacidades mentales y para ello ha creado 
un sistema de trabajo en diversas empresas. Las exigencias legales en materia 
laboral imponen la obligación de obtener un número de CUIL (código único de 
identificación laboral) para poder realizar tareas laborales en relación de depen­
dencia. Cuando los padres de los jóvenes discapacitados se acercaron a las ofici­
nas dei ANSES (Administración Nacional de Seguridad Social) para cumplir 
con la exigencia legal, se les informó que una vez que obtuvieran e l CUIL, los 
jóvenes perderían los beneficies de la pensión "derivada" (aquella que les co­
rresponderia a la muerte de sus padres, por su condición de incapaces). 

Frente a este eventual perjuicio, los padres no siguieron con el trárnite, y el 
programa se detuvo. El dilema de los padres era el siguiente: renunciar a la po­
sibilidad de que sus hijos pudieran experimentar la satisfacción dei trabajo y con 
ello ayudar a su inserción social, o bien, exponerlos al desamparo el dia de su 
fallecimiento. Éste fue el motivo de la consulta a la clínica jurídica de interés 
público de la Universidad de Palermo. 

En un primer análisis, se observó que la ley en cuestión (de jubilaciones y 
pensiones), determina que a la muerte de un beneficiaria dei Sistema de Seguri­
dad Social, los hijos que se encuentran " incapacitados para trabajar" percibirán 
los beneficies que en vida correspondían a sus padres. El ANSES interpretá, que 
cuando los discapacitados obtienen el número de CUIL, dejan de ser "incapaci­
tados para trabajar" a los fines de la ley, y en consecuencia tampoco serán bene­
ficiarias de la pensión. Las derivaciones de esta interpretación aparecían como 
claramente injustas. Los discapacitados no podían trabajar en condiciones espe­
ciales sin quedar desamparados por el Estado. Se trataba, en definitiva, de dos 
opciones discriminatorias: exclusión social o desamparo estatal. Opción que re­
sultaba legalmente paradójica dada la existencia de leyes especificas sobre dis­
capacidad que tenían como objetivo la integración laboral y social dei discapa­
citado. 

La primera dificultad que se presentó fue que no exist ia aún una víctima y, 
por lo tanto, no habia caso. Hasta que no se produjera el deceso de algún padre, 
parecia que no se podia invocar la afectación de un derecho que pusiera de 
manifiesto el carácter discriminatorio, y, por ello, inconstitucional de la ley. Se 
advirtió que el obstáculo no estaba en la ley sino en la interpretación que el AN­
SES hacía de la misma. Desde siempre había entendido que el beneficio previ­
sional en cuestión era para quienes no podían, en absoluto, trabajar. De ahí 
resultaba fácil deducir que quien trabajaba estaba excluído, y dado que la obten­
ción dei CU IL era prueba de ello, también era razón de exclusión. Sin embargo, 
los abogados entendieron que las palabras de la ley admitían una interpretación 
diferente, que además era la correcta. Por ello, se optó por una presentación ad­
ministrativa ante el ANSES para solicitar que se pronunciara expresamente res-
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pecto de la interpretación de la norma. Esta solicitud se realizó con la forma de 
un escrito judicial con toda la argumentación pertinente. Se acompafíaron, ade­
más, cartas de adhesión de asociaciones que defienden los derechos de las per­
sonas discapacitadas. Se presentó como peticionaria Victoria Shocrón en su ca­
rácter de presidenta de una institución cuyos programas de acción se veían 
paralizados por la incertidumbre legal, con el patrocínio letrado de los miembros 
de Ia clínica. Afortunadamente, el cuerpo de asesores legales dei ANSES com­
partió los argumentos y emitió un dictamen recomendando hacer lugar a la peti­
ción de la fundación. 

Sin embargo, el Ministro de Trabajo, que debía emitir una reglamentación 
que generalizara esta decisión, respondió con un sorprendente decreto: mandó 
suspender los efectos de la Jey, conforme la incorrecta interpretación que se ve­
nía haciendo, hasta tanto una comisión de juristas (que creó ad hoc) produjera 
un proyecto de reforma de la ley (conforme la correcta interpretación de sus pro­
pios abogados), que seria elevado ai Congreso de la Nación para su sanción. 

La negativa dei Ministerio a entrar en una discusión fructífera con los afec­
tados, que hubiera ahorrado tiempo y dinero, sólo puede entenderse en virtud de 
una visión particular dei derecho a la que nos referiremos en detalle más adelan­
te, pero que básicamente consiste en ver ai Poder Legislativo como único âmbi­
to de discusión y decisión política, y a Ias leyes como refractarias a la interpre­
tación. 

b.3. E/ derecho de interés público y e/ Poder Judicial 
Como hemos afirmado más arriba, las estrategias que acabamos de resefíar 

son Ias formas casi exclusivas que la sociedad civil utilizaba como advocacy 
hasta hace poco tiempo con más o menos sistematicidad. La incorporación de la 
práctica dei derecho de interés público ante los tribunales ha requerido de un 
cambio en la concepción dei derecho que merece ser subrayada. 

Para entender que los tribunales son también una arena en la que se puede 
discutir, disefíar y modificar políticas públicas es necesario aceptar el hecho de 
que la aplicación de Ia Jey a casos particulares no es un procedimiento mecáni­
co sino que implica Ia necesidad de interpretar y con ella la de optar por diver­
sas soluciones a los casos que se presentan. Se debe admitir que la aplicación de 
la Jey es un acto de voluntad en el que el agente goza de cierta discreción. 

La admisión de este hecho no es tarea fácil. La idea contraria ha sido la con­
cepción tradicional de nuestro sistema jurídico, por lo menos, desde la unifica­
ción de la Confederación en 1860 y la sanción de los códigos una década más 
tarde. 

Esta concepción tradicional parte de Ia asunción de que la Iegitimidad políti­
ca reside en Ia voluntad popular que se expresa en la asamblea. Como afirma 
nuestra Constitución "el pueblo no delibera ni gobiema sino a través de sus re­
presentantes". Es el Legislativo el Poder privilegiado en nuestrajerarquía de los 
poderes públicos, en él se discute valorativamente y en él se toman las decisio­
nes políticas. El Poder Ejecutivo hace realidad el mandato popular y el Poder 
Judicial aplica las normas a los casos que surjan de las desinteligencias entre 
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ciudadanos o entre ellos y el Estado respecto de Ia correcta aplicación dei dere­
cho. Así, la democracia puede afmnar que la obligatoriedad de las normas surge 
dei hecho de que ellas son obligaciones autoirnpuestas por los ciudadanos. 

Esta concepción dei poder descansa en el supuesto de la neutralidad valora­
tiva de los jueces (y de los agentes dei Poder Ejecutivo). Si embargo, este su­
puesto sólo puede ser razonable en la medida en que las normas brinden un es­
quema completo y no contradictorio de pautas para decidir los casos que se 
presentan. En efecto, sólo cuando exista una única respuesta para todos los ca­
sos posibles, no habrá discrecionalidad de los jueces y ellos serán, como quería 
Montesquieu, la boca (descerebrada, sin voluntad propia) de la ley. 

Sin embargo, resulta extrafio que ésta haya sido nuestra concepción dei po­
der ya que resulta consistente con sistemas continentales puros (como los siste­
mas de Europa continental previos a la existencia de las cortes constitucionales), 
y no con un sistema como el nuestro (en realidad, como la mayoría de los siste­
mas jurídicos latinoamericanos) que suman a Ia existencia de los códigos el con­
trol de constitucionalidad, como ya indicamos. En efecto, nosotros conocemos 
la posibilidad de que nuestros jueces dejen de lado normas jurídicas cuando 
ellas se contradicen con la Constitución y que esta decisión (dada la gran vague­
dad de los términos constitucionales) es una decisión discrecional, valorativa, 
política, de nuestros jueces. Lo extrai'ío es nuestra permanente negación dei he­
cho de la interpretación legal. La explicación de este fenómeno excede los lími­
tes de este trabajo. 

Ahora bien, para ejercer la práctica dei derecho de interés público en nuestro 
sistema jurídico, dadas algunas de las restricciones arriba sefialadas (las lirnita­
ciones de la legitimidad para actuar, la inexistencia de la regia de la obligatorie­
dad del precedente, los imprecisos efectos dei amparo colectivo, las oscilaciones 
jurisprudenciales de nuestros tribunales), es preciso contar con una compleja red 
de alianzas y realizar un trabajo realmente complejo de coordinación de accio­
nes entre diversos actores de la sociedad civil. 

En principio, la educación de los abogados deberá admitir el hecho de la in­
terpretación, y una vez asimilado este evento, nuestras Facultades de Derecho 
deberán modificar radicalmente su concepción de la ensefianza dei derecho. En 
efecto, hoy en nuestras Facultades de Derecho los futuros abogados, jueces, pre­
sidentes de la nación, legisladores y asesores se forman estudiando textos de 
memoria. Esta concepción curricular tiene sentido dentro de la tradición jurídica 
ya explicitada, en Ia cual el derecho es la ley escrita y, por lo tanto, saber dere­
cho equivale a conocer Ia ley. En cambio, para formar abogados sensibles a su 
rol , dentro de una sociedad democrática, habrá que modificar esta forma de en­
sei'íar derecho, lo que requerirá, a su vez, sensibles modificaciones instituciona­
les.l6 

Como respuesta inmediata a esta necesidad se han formado en algunos paí­
ses de Latinoamérica clínicas jurídicas de interés público. Estas clínicas son gru­
pos de estudiantes liderados por uno o varios profesores de derecho que llevan 
gratuitamente casos de interés público. La ventaja de estas clínicas respecto de 
la profesión radica en que ellas se benefician dei contexto de debate académico 
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de Ia universidad y se convierten en virtuales laboratorios donde se prueban teo­
rías en los casos y, a su vez, desde los casos se provee material para la elabora­
ción académica. 

Los abogados de interés público necesitan casos paradigmáticos de situacio­
nes que se intentan modificar. Estos casos pueden provenir de Ia invención de 
los mismos abogados en la medida en que ellos "crean" casos a medida dei pro­
blema y "buscan" el cliente cuando no son ellos mismos, a título personal, o co­
mo asociación civil, quienes se presentan como la parte afectada. Los casos tam­
bién pueden provenir de la sociedad, a través de indivíduos particulares o de 
organizaciones no gubemamentales. Pero para que esto sea posible debe reali­
zarse una tarea de "alfabetización jurídica" en la sociedad que permita a los 
afectados traducir sus problemas en causas legales. Identificar un caso no es ta­
rea fácil, pero una vez que se entienden ciertos rudimentos legales mínimos, la 
experiencia demuestra que la sociedad civil responde de manera apabullante. 

Una vez identificado el posible caso se requiere sortear el obstáculo legal de 
Ia Iegitimación activa. El papel de la sociedad civil, y concretamente de las or­
ganizaciones no gubemamentales, es en este punto fundamental. En efecto, en­
contrar el cliente adecuado, el que con mayor claridad exponga el caso a defen­
der, y que además esté dispuesto a ser utilizado en pos dei interés público, es 
una tarea por demás ardua. El cliente en estos casos debe ser un militante, al­
guien que se exponga, en ocasiones, a dejar de lado una ganancia personal para 
avanzar el ínterés de la causa que está representando. Pero además, y como se­
iialamos antes, la Constitución reformada ha ampliado la Iegitimación activa y 
deja abierta la posibilidad de que sean las mismas asociaciones quienes se cons­
tituyan en parte dei pleito. 

Así, las organizaciones de Ia sociedad civil, además de los indivíduos, pue­
den ser clientes de causas de interés público, lo que nos lleva a volver sobre la 
discusión acerca de los efectos dei amparo colectivo. Dada la posibilidad de que 
Ias asociaciones presenten demandas por afectaciones a derechos de incidencia 
colectiva, entonces, ante el evento de una sentencia que dé lugar a la petición 
debe entenderse que sus efectos no sólo incidirán sobre Ia situación de un indi­
viduo. En algunas circunstancias fel ices, como el caso Labatón antes menciona­
do, Ia ejecución de la sentencia tendrá, de hecho, efectos erga omnes. Sin em­
bargo, cuando esto no sucede, los efectos dei amparo dei artículo 43 son todavia 
dudosos. La cuestión en extremo trascendental para nuestro sistema jurídico, ra­
dica en que, según cómo se interpreta esta cláusula se podría decir que, en cier­
tos casos, el sistema de control de constitucionalidad argentino ha sido modifi­
cado, ai menos respecto de sus efectos, que tradicionalmente sólo incidían en el 
caso particular y ahora se extienden a otros. De ser esto cierto surgen varios in­
terrogantes para los juristas, por ejemplo: (,quién puede ejecutar una sentencia 
ganada por una asociación que representa intereses de incidencia colectiva? 
(,Qué pasa si el caso se pierde? (,Hace la sentencia cosajuzgada para el resto de 
la clase a la que la asociación dice representar?, entre otros. 

Otro de los elementos de nuestro sistema jurídico, como dijimos, lo constitu­
ye la falta de obligatoriedad de los precedentes judiciales, la falta de stare deci-
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sis. La importancia de este elemento para el derecho de interés público resu lta 
evidente: el impacto de ganar un caso es inmediato. En efecto, ai ganar un caso 
en un tribunal superior la sentencia se convierte en norma general para todos los 
tribunales inferiores. Todos los afectados por e! mismo problema deberán recu­
rrir simplemente a la cita dei caso ganado para ganar el suyo. De hecho, es tal la 
fuerza de este principio que en muchos casos no babría ya necesidad de interpo­
ner la demanda. La mera existencia de la decisión judicial solucionaria el con­
flicto. 

En sociedades como la nuestra, en la que no contamos con este principio, el 
trabajo es más arduo. Los afectados por una norma, a pesar de que exista un ca­
so ganado, deben recurrir nuevamente ante la justicia, con el riesgo de que el 
juez disienta con la doctrina sentada en el caso anterior, por lo que tendrá que 
recurrir a instancias superiores, y aún seguirá existiendo e! riesgo de que el mis­
mo tribunal que falló el caso anterior cambie de opinión. Nuestra Corte Supre­
ma ba afirmado que el cambio de jurisprudencia no afecta el principio de igual­
dad. 

Es por ello que el trabajo con la prensa se vuelve indispensable. Con ella se 
logra el impacto público dei caso. Eljuez sabe que su decisión tendrá repercu­
sión pública. De ganarse el caso, los afectados (y los demás jueces) conocerán la 
decisión y la podrán utilizar en sus propias demandas. De perderse, el tema ha 
sido hecho público y, dado que en general estas causas gozan de opinión públi­
ca favorable, el objetivo de llevar el problema a la deliberación pública y ganar 
el favor de la comunidad, ha sido logrado. 

Como se puede apreciar, el derecho como herramienta dei interés público se 
orienta ai ideal de la democracia participativa en el sentido de intentar garantizar 
la presencia de todos los afectados por las decisiones públicas en el debate pre­
vio a su implementación y, una vez implementadas, crear o utilizar los medios 
que el sistema ofrece para controlarias y, en su caso, modificarias. 

4. UN OBJETIVO PROPIO DEL DERECHO DE INTERÉS PÚBLICO 

Todas estas actividades analizadas son ejemplos de lo que la definición de 
derecho de interés público brindada más arriba llamaría formas de "trabajar 
con" el derecho. Ahora bien, estas tareas que son posibles de realizar ante los di­
ferentes poderes dei Estado no son privativas dei derecho de interés público. 

En efecto, tanto el lobby en el Poder Legislativo como ante el Poder Ejecuti­
vo son actividades relativamente normales para cualquier abogado. Trámites de 
jubilaciones, de documentos de identidad, pensiones por invalidez, estándares de 
seguridad, perrnisos para actividades riesgosas, son ejemplos de situaciones en 
las que los abogados son llamados por sus clientes para lograr de las autoridades 
ciertas decisiones que beneficien sus intereses particulares. El trámite a favor de 
una organización no gubemamental para lograr una exención irnpositiva no se 
diferencia de estas tareas babituales. 

Respecto dei Poder Judicial, el trabajo de los abogados que defienden intere­
ses privados consiste, justamente, en lograr que los jueces le den la razón a sus 
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clientes e intentan que adopten la interpretación de los hechos y de las normas 
más favorable a su causa. 

Tal vez lo que diferencia ai derecho de interés público dei ejercicio dei dere­
cho en forma privada radica en el tipo de clientes que ambos defienden. Así, el 
abogado que ejerce el derecho de interés público tendría como clientes a organi­
zaciones de ia sociedad civil, intereses colectivos, ciases de ciudadanos, ciudada­
nos individuales con intereses difusos vulnerados, etcétera. Sin embargo, todos 
eilos pueden ser defendidos por profesionales en forma individual como cual­
quier otro cliente. (,En qué se diferencia una sociedad anónima de una fundación, 
cuando ambas son entidades colectivas? Si Ia diferencia es que una tiene fin de 
lucro y Ia otra no, (,Cn qué se diferencia el abogado de un club de fútbol, que es 
una asociación civil, dei abogado de una organización no gubemamental consti­
tuída como asociación? 

Quizá no sea el tipo de cliente lo que resulte relevante, sino el hecho de que 
el caso no tiene como objetivo final su defensa particular, sino que en la práctica 
dei derecho de interés público se utiliza ai cliente como un instrumento para la 
defensa dei interés público en cuestión. Este uso dei cliente, de ser consentido, 
no haría surgir ningún problema de ética profesional, (,CS, sin embargo, privati­
vo de la práctica dei derecho de interés público? Parece que la respuesta debe 
ser negativa. En efecto, se pueden pensar (o recordar) casos en los cuales ciertos 
intereses privados utilizan esta estrategia cone! finde obtener beneficies indivi­
duales. 

Más complicado aún resulta intentar distinguidos con un criterio valorativo 
por el cual el derecho de interés público sería aquel que se ejerce en pos dei bien 
común. En este caso, para identificar el derecho de interés público deberíamos 
tener la capacidad de distinguir una asociación de ciudadanos que luchan por su 
derecho a portar armas, de otra que lucha por su derecho a portar estupefacien­
tes para consumo personal, de otra que lucha por su derecho a portar ropas dei 
sexo opuesto. (,A cuál de ellas no debo defender si practico el derecho de interés 
público? Es dable recordar que el nacimiento de lo que hoy llamamos derecho 
de interés público estuvo relacionado con Ia defensa de los intereses conserva­
dores de los grandes empresarios estadounidenses a fines dei siglo XIX y contra 
el avance dei Estado de bienestar. 17 

El derecho de interés público tampoco es la mera asistencia legal gratuita. El 
hecho de no cobrar no garantiza que Ia práctica que se lleve a cabo consista en lo 
que normalmente entendemos por derecho de interés público. En efecto, se pue­
de defender gratuitamente intereses privados como sucede en casi todas ias ase­
sorías jurídicas que conocemos, y se pueden defender causas de interés público 
por dinero. No todos los casos interesantes que permiten hacer progresar un área 
dei interés público carecen de recompensas económicas. Los casos de defensa de 
los derechos dei consumidor, por poner un ejemplo, son a veces casos que produ­
cen honorarios más que razonables. Hay un punto, sin embargo, en Ia gratuidad 
de la defensa jurídica que es importante. La gratuidad es una forma de garantizar 
la defensa jurídica eficiente sin importar el caudal económico dei cliente. En este 
sentido permite que lleguen las voces de todos los afectados ai debate público. La 
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discriminación que implica la diferencia en la calidad del servicio legal en virtud 
de la capacidad económica es una importante falia de Ias democracias reales y la 
defensa legal gratuita, cuando es eficiente, viene a llenar este vacío. 

Parece, entonces, que el hecho de tomar meramente ai derecho como un ins­
trumento ("trabajar con" el derecho) para defender un interés que de otra manera 
no se expresaría con la claridad y la eficacia que brinda un correcto asesora­
miento legal es un elemento necesario, pero que no resulta suficiente para defi­
nir el derecho de interés público. 

Podemos pensar un caso que tal vez resulte iluminador. Supongamos que un 
abogado penalista defiende por dinero a un cliente particular que realizó una ac­
ción que claramente entra en la defmición de un delito de un determinado siste­
ma legal aunque no esté claro que la acción en cuestión (conforme determinada 
posición valorativa) deba ser considerada un delito. Supongamos, además, que 
lo defiende con un argumento basado en una norma (por ejemplo, alguna de las 
que garantizan el debido proceso penal) que resulta confusa por lo vaga y por­
que tanto la doctrina como la jurisprudencia la han aplicando en forma contra­
dictoria. Supongamos que el abogado crea un argumento que de tan sólido resul­
ta convincente para cualquier juez, con lo que Ia garantía queda finalmente 
definida y su cliente sale en libertad, este abogado, t,está practicando derecho de 
interés público? 

Vimos que el hecho de que lo defienda por dinero o que sea un cliente parti­
cular, y no una entidad colectiva o que el caso en cuestión consista en la defensa 
de algo que se podría cal i ficar como una causa justa, no resultan criterios sufi­
cientes para la defmición de derecho de interés público. 

Sin embargo, hay algo más en el caso. El resultado no consistió simplemente 
en Ia libertad dei cliente en cuestión. EI caso tuvo como resultado, también, Ia 
virtual creación de derecho (una garantía procesal claramente definida) no só lo 
para el caso particular de este cliente particular sino para todos los demás que 
vengan Juego. Se creó un instrumento confiable para Ia defensa de los derechos 
de todos los que necesiten utilizados. Se podría decir que, en este caso, el abo­
gado logró un avance en Ia consolidación dei estado de derecho. 

Supongamos ahora que es este tipo de logros el que busca el abogado de nues­
tro caso. Supongamos, además, que lo hace en forma consciente y deliberada, que 
el argumento de la garantía procesal no era un medio para lograr el fm de la liber­
tad de su cliente sino que el caso de su cliente era un medio para lograr el fm de 
aclarar Ia garantía procesal en cuestión. Hemos pasado, entonces, de la idea de 
"trabajar con" el derecho a la asunción de cierta "actitud hacia" el derecho. 

t,Qué tipo de actitud es ésta? Hemos dicho que ella debe ser asumida en for­
ma consciente y sistemática. En efecto, el resultado de interés público ai que se 
llega en forma accidental o como parte de un trabajo jurídico bien hecho no cal i­
fica como práctica de interés público en este sentido. Pero además de ser cons­
ciente y sistemática, t,en qué consiste esta actitud hacia e! derecho? 

Nos arriesgamos a sugerir que esta actitud consiste en una preocupación por la 
creación y el cuidado dei Estado dei derecho entendido como una práctica social 
compleja. Esta práctica social a Ia que nos referimos es una práctica discursiva y 
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como tal, para ser inteligible, las proposiciones lingüísticas que la conforman de­
ben poseer un significado que, además de poder ser comprendido intersubjetiva­
mente, permanezca inalterado un tiempo prudencial. Una práctica tal que, de ser 
modificada, sus modificaciones seanjustificadas, públicas y esporádicas. 

En Ia Argentina estamos en plena construcción de un sistema jurídico con 
estas características. Por ello, creemos que en nuestro país el abogado que prac­
tica el derecho de interés público debe considerar esa construcción como su 
agenda propia, paralela a la de su cliente. Es cierto que ambas agendas pueden, 
en raras instancias, contradecirse. Así, ante la solicitud de un cliente de llevar 
adelante un caso que precise una interpretación disruptiva dei Estado de derecho 
(por ejemplo, el cambio en Ia interpretación pacífica de una norma que ha crea­
do derecho a terceros), el abogado enfrentará una difícil disyuntiva: convertirse 
en herramienta dei interés de su cliente y socavar su herramienta de trabajo, o 
negarse a defenderlo a través de esta estrategia. 

En definitiva, quien utilice ai derecho para que las voces de los afectados 
participen de la discusión pública, asumiendo, a la vez, una actitud consciente y 
sistemática de cuidado por e! Estado de derecho, practica esa forma de entender 
su profesión que podemos denominar derecho de interés público. 

I . Sobre dos paradigmas de participación democrática asociados a dos ideas diferentes de demo­
cracia (deliberativa y pluralista) véase Roberto Saba, "Participación ciudadana, democracia deli­
berativa y políticas públicas", en Perspectivas bioéticas en las Américas, FLACSO, en prensa. 

2. Véase Carlos S. Nino, "La validez de las normas 'de facto"', en La valide= de/ derecho, Astrea, 
1985, págs. 89-105. 

3. 5 U.S. 137 (1803), véase versión en espaiiol en Jonathan Miller et ai., Constitución y poder po­
lítico, Astrea, 1987, págs. 5-14. 

4. Hamilton, A., "EI Federalista No 78", en Madison, J.; Hamilton, A. y Jay, 1. , México, E/ Fede-
ralista, Fondo de Cultura Económica, 1974, págs. 330-335. 

5. V é ase Roberto Gargarella, La justicía frente a/ poder, Ariei, 1987, págs. 5-14. 
6. Carlos Nino, La Constitución de la democracia deliberativa, Gedisa, 1997, cap. l. 
7. Owen Fiss, "La teoria política de las acciones de clase", en Revista Jurídica de la Universidad 

de Palermo, Ailo 1, N° l. 
8. Sabsay, Daniel, El denominado "amparo colectivo" consagrado por la reforma constitucional de 

1994, González Morales, Felipe, Las Acciones de lnterés Público, Facultad de Derecho, Univer­
sidad Diego Portales, Santiago, 1997. 

9. El articulo menciona a " toda persona" y a "el afectado, el defensor dei pueblo y las asociaciones 
-que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley [ ... ]". 

1 O. Una lectura incorrecta de este tipo de decisiones se percibe en Agustín Gordillo, Tratado de de­
recho administrativo, t 2, 2" edición, Ciencias de la Administración, 1998, págs. 11126-11127. 

11. Reporte dei Simposio sobre Derecho de Interés Público en Europa dei este y Rusia organizado 
por la Fundación Ford y e! Instituto para Políticas Constitucionales y Legislativas de Budapest, 
realizado entre ell 5 y el20 de 1996 en e! Queen Elizabeth House de Oxford, Inglaterra. 

12. Véase Martin Bõhmer, "Sobre la inexistencia dei Derecho de lnterés Público en la Argentina". 
Trabajo presentado en e! Seminario en Latinoamérica (SELA) sobre "Responsabilidad de los 
Funcionarias Públicos y Participación Ciudadana" en Buenos Aires, en el mes de agosto de 
1996. Publicado en Revista Jurídica de la Universidad de Palermo, Ailo 3, N° I. 

13. Frente a la posibilidad de que un contrato de lobby se a ejecutado ( es decir que el acuerdo entre 
las partes se haga cumplir a través dei aparato coactivo dei Estado, por ejemplo, que se paguen 
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los honorarios dei lobbista) la doctrina y la jurisprudencia están divididas. La justificación para 
oponerse a la ejecutabilidad de este tipo de acuerdos radica en que este tipo de contratos seria de 
"objeto prohibido" ai desvirtuar las regias dei juego democrático. La posición alternativa es ad­
mitir que la no regulación no hace desaparecer la actividad sino que la deja li brada ai mercado, 
y que por lo tanto los representantes están expuestos a la actividad de lobby de quienes tienen la 
capacidad de desarrollarla, que en general serán los grupos poderosos, produciéndose así una 
" falia" en el proceso legislativo. Véase Graciela Tapia de Cibrián y Martin Bõhmer, "Un funda­
mento para la regulación de los lobbies". Nota a fali o, La Ley, 4 de febrero de 1993. 

14. Véase Carlos Nino, La constitución de la democracia deliberativo, Gedisa, 1997. 
15. La convocatoria a audiencia pública es facultativa de la Legislatura, dei Ejecutivo o de las Comu­

nas de la ciudad, salvo en el caso en el que la solicitud de realizaria cuente con el apoyo dei media 
por ciento dei electorado de la ciudad o de la zona en cuestión, y antes dei tratamiento de proyec­
tos de ley que modifiquen el planeamiento urbano de la ciudad o el uso de los bienes públicos. 

16. Ver. M. BOhmer, "Para escapar ai silencio dei aula", en Concurso Jurídico "Hacia el octavo 
congreso provincial de la abogacia", Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, La 
Plata, 1987. 

17. Véase Robert Gordon, The lndependence ofLawyers, 68 B.U. L Rev. I, 63, 1988. 
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COMENTARIO 

Catalina Smulovitz 

A DIFERENCIA DE MARTiN BõHMER Y DANIEL SABSA Y yo no soy abogada. Desta­
co este hecho, que podría parecer anecdótico, porque voy a hacer este comenta­
rio desde la sociologia y la ciencia política. (,Qué observamos, desde estas pers­
pectivas, respecto dei uso que los ciudadanos hacen de las acciones legales de 
interés público? 

EI trabajo de Martin Bõhmer y de Roberto Saba es efectivamente muy inte­
resante y esperanzado. Constantemente sefíala la existencia de una llave maestra 
para e! logro de objetivos de orden público: las acciones legales. En esta época, 
encontrar una llave maestra puede ser un logro particularmente valioso. Sin em­
bargo, a mí me gustaría discutir algunos de sus posibles límites. 

E! trabajo sefíala distintas modalidades de utilización de las acciones legales 
y se detiene en particular, en lo que los autores llaman el uso dei derecho de in­
terés público. Esto es, acciones legales que se llevan adelante para peticionar y 
proteger derechos y bienes públicos. Los autores subrayan dos elementos deter­
minantes para e! ejercicio de este tipo de acciones. Por un lado, estudian las con­
diciones y restricciones de orden institucional que facilitan o dificultan e! uso de 
estas acciones. Esto es, las características dei sistema legal que determinan la 
eficacia o el fracaso de estas acciones. Se consideran aqui, entre otros factores, 
cuestiones tales como (,quién tiene legitimidad para iniciar una acción? (,Opera 
una sentencia como precedente? Entiendo que estas condiciones institucionales 
deben considerarse como una condición necesaria aunque no suficiente para 
analizar la factibilidad y las características que puede asumir la movilización l.e­
gal. Veremos mas adelante por qué. 

Por otro lado, los autores sefi.alan que el éxito de estas acciones depende de 
la existencia de un segundo factor, que ellos estiman clave para el éxito de este 
tipo de instrumento: la presencia dei abogado militante, de un abogado con con­
ciencia cívica, de un abogado virtuoso. Es cierto que la presencia de un ciudada­
no virtuoso es siempre una ventaja. Sin embargo, me pregunto si podemos cen­
trar la esperanza en el uso de este tipo de acciones en la presencia de la voluntad 
y la virtud cívica. Hace ya tiempo que Madison1 nos advirtió que parte de nues­
tros problemas derivan dei hecho de que no somos todos ángeles. Es más, si Ia 
virtud fuese un bien difundido, el problema no existiria. Por lo tanto, considero 
que no podemos centrar nuestras esperanzas en la difusión de Ia virtud. 

En consecuencia, (,qué otros factores, además de las restricciones Iegales, y 
la no difusión de la virtud, determinan que la gente inicie o no este tipo de ac-
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ciones legales? Es justamente para contestar a esta pregunta que desearía buscar 
la contribución que la sociología y la ciencia política han hecho ai analizar las 
condiciones en Ias cuales puede ejercerse Ia acción legal. 

Este tipo de uso del derecho es lo que habitualmente en Ia literatura de Ia so­
ciología jurídica se conoce con el nom bre de movilización legal. i, Cuáles son los 
determinantes sociales que afectan la movilización legal? En Ia literatura, Ia mo­
vilización legal ha sido analizada como una de las tantas formas posibles de Ia 
participación. Si esto es así, si la movilización legal es una de las formas especí­
ficas o uno de los subtipos de Ia participación política y social, se deberían con­
siderar los hallazgos que presenta la investigación empírica con relación a los 
factores que condicionan a la participación en general. 

En esta presentación sólo voy a mencionar algunos pocos sefialamientos. Y 
dado los límites que impone una presentación oral, lo haré en forma muy sinté­
tica y casi brutal. Por un lado, y creo que para Ia mayoría de los que están aquí 
lo que voy a decir no constituye una novedad, los estudios empíricos sobre par­
ticipación muestran que Ias disparidades en la participación están correlaciona­
das con la estratificación social. Esto es, a mayores recursos o a mayor status, 
mayor participación. Las razones por Ias cuales esto sucede así, también la ma­
yoría de ustedes las conocen. Para participar la gente necesita hacer uso de re­
cursos escasos, tales como su tiempo, su esfuerzo y sus ingresos. De hecho, to­
dos estos son recursos que el que participa debe restar a otro tipo de actividades. 
Por lo tanto, participar tiene costos, y el costo de oportunidad de participar es 
distinto según la condición social de los participantes. Esto es relevante para el 
tema que nos ocupa porque afecta Ia identidad de los que van a poder hacer uso 
de este tipo de acciones y porque determina, a su vez, Ia oríentación y el conte­
nido de Ias acciones que se presentan. Por lo tanto, la disparidad social que se 
verifica en Ia participación en general se refleja también en Ia participación le­
gal. Así, se verifica que hacen más uso de Ias acciones Iegales como mecanismo 
de protección o como mecanismo de petición, aquellos que disponen de mayo­
res recursos económicos, de más tiempo y de más capacidad organizativa. Esto 
es, las desigualdades en Ia participación, en general, se reproducen en la movili­
zación legal. Y esta disparidad participativa afecta también la orientación y el 
contenido de los temas y las cuestiones que llegan a ser motivo de litigación. 

Otro elemento que determina el uso de las acciones judiciales es la intensi­
dad que los distintos problemas adquieren y tienen para los distintos actores so­
ciales. En general, y dado el esfuerzo que supone iniciar una acción, só lo se con­
vierten en litígios judiciales cuestiones que los actores valoran intensamente. 
Esto significa que cuestiones que estén extensamente difundidas en la sociedad, 
pero que no despierten emociones intensas tienden a ser dejadas de lado. Así, y 
en tanto Ia activación dei mecanismo legal depende de la existencia de un actor 
con preferencias intensas, su utilización puede producir resultados antidemocrá­
ticos, ya que las acciones legales son más aptas para atender las preferencias de 
minorías intensas antes que Ias de mayorías moderadas. 

Es de destacar que este elemento, el rol de la intensidad en Ias preferencias 
para la activación dei mecanismo legal, tiene también consecuencias en la natu-
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raieza de Ias cuestiones que tienden a ser tratadas a través de Ias acciones lega­
Ies. Ciertos temas, como los bienes públicos, en los cuales los beneficiarios de 
una acción son difusos o en donde los potenciales beneficios de la acción son 
menos evidentes, tienden a ser dejados de lado. La gente tiende a litigar más so­
bre aquellas cuestiones en donde los beneficios de una acción resultan más evi­
dentes o en aquellas en donde los costos de no litigar aparecen como más inme­
diatos. En consecuencia, es de suponer que las acciones se concentrarán en 
cuestiones particularistas antes que en problemas de interés público, y en asun­
tos que afectan en el corto antes que en ellargo plazo. Por lo tanto, debe tenerse 
en cuenta que el problema de la intensidad afecta, también, la configuración de 
temas que tienden a ser abordados a través de este mecanismo. En tanto el mis­
mo es más apto para e! tratamiento de ciertas cuestiones que de otras, se advierte 
un nuevo límite ai uso que estas acciones pueden llegar a tener. 

Estas últimas observaciones permiten entender por qué, para Bõhrner y Saba, 
la presencia de una masa de abogados virtuosos y con elevados intereses cívicos 
constituye un factor determinante en la difusión y éxito de este tipo acciones. Es 
cierto que si pudiéramos contar con ello, seguramente el mundo se veria distin­
to. Sin embargo, e! requisito de virtuosidad, es un supuesto demasiado fuerte a 
la hora de analizar los potenciales efectos sociales de este tipo de acciones. Un 
análisis de las condiciones que determinan su ejercicio no puede basàrse en se­
me jante supuesto. Por lo tanto, y sin desconocer las potencialidades de las ac­
ciones legales en pos dei interés público, entiendo que e! análisis de las mismas 
debe tener en cuenta los seíialamientos provenientes de la sociología y de la 
ciencia política, ya que estas perspectivas nos advierten sobre los límites que 
confronta e! uso de este instrumento. 

I. Madison, 1.; Hamilton, A., y Jay, J., El Federalista, Fondo de Cultura Económica, México, 
1957, pág. 220. 



COMENTARIO 

Daniel Sabsay 

ANTE TODO QUIERO DESTACAR UNA OBSERVACIÓN con la cuaJ comienza e! trabajo 
de Roberto Saba y de Martín Bõhmer, que considero sumamente útil y que la 
rescato por su originalidad y valor para entender la adaptación a nuestro medio 
de los antecedentes extranjeros de la Constitución nacional. Se trata de una suer­
te de juego de contradicciones producto de una mala combinación de estos pre­
cedentes extranjeros en el derecho argentino, con claros efectos sobre el sistema 
de justicia elegido. Elia surge de una extraíia relación entre organización del Po­
der Judicial como poder, de acuerdo con el modelo de los Estados Unidos, pero 
ai mismo tiempo, con un sistema de codificación dei derecho de fondo de con­
formidad con el tipo francés. 

Efectivamente, este marco tiene enormes incidencias sobre los efectos que 
producen las sentencias. En el derecho constitucional argentino esto se observa 
de manera fracturada. Por un lado, se repite casi a "boca de ganso" que el siste­
ma judicial argentino es igual que el de los Estados Unidos, y que sufre una 
transformación, de resultas de la reforma de 1994 en razón de la creación del 
Consejo de la Magistratura. Por otro lado, al estudiar la forma de Estado se sos­
tiene que el federalismo argentino, a pesar de que sigue el modelo estadouniden­
se, presenta, a diferencia de éste, la legislación de fondo unificada en códigos. 
Sin embargo, cuando las dos cuestiones son observadas de manera conjunta, tal 
como lo hacen los autores dei documento, se ponen de manifiesto consecuencias 
muy sutiles y profundas que determinan una gran distancia entre lo que ocurre 
en uno y otro país a nível dei funcionamiento dei Poder Judicial. 

La segunda observación que también me parece un hallazgo es la diferencia 
que se establece entre un control de constitucionalidad difuso, como el argenti­
no, y el de los Estados Unidos, pero en el cual el efecto de las sentencias está 
centrado en el principio de obligatoriedad de los precedentes - respecto de un 
sistema como es el nuestro, en el cual este postulado no rige. Como consecuen­
cia inevitable de lo anterior en nuestro país quedan muy debilitados los efectos 
del control de constitucionalidad. Esto da la posibilidad de que ante situaciones 
similares, distintos jueces puedan opinar de manera diferente, en lo relativo a 
determinar si una norma se compadece o no con la Constitución. Creo que esta 
gran diferencia hace que, en el sistema argentino, el control de constitucionali­
dad sea contingente y, por ende, mucho más débil que el dei país del norte. 

Ahora bien, el trabajo desarrolla de manera muy interesante una cantidad de 
formas de participación. Como primer comentario, creo que estas distintas for-
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mas son presentadas como una suerte de menú que contiene diferentes posibili­
dades para la intervención ciudadana. No son formas que se pueden tomar aisla­
damente. Creo que todas estas modalidades participativas son una manifestación 
del fenómeno de la irrupción del a veces llamado tercer sector o sociedad civil, 
en gran parte como rersultado del cambio dei rol del Estado. Elias conforman 
una suerte de sistema encaminado a asegurar un modelo de gobemabilidad parti­
cular, que acompana de manera bien clara a los institutos de la democracia re­
presentativa. Pero no nos podemos limitar a un modo de accionar ante la Justi­
cia, que es distinto y que permite, gracias ai ejercicio de una generación de 
derechos muy particular, como son los de incidencia colectiva, llevar a una ma­
yor participación y a un cambio en la toma de Ias decisiones. Considero que éste 
es uno de los elementos a los que necesariamente se deben adicionar otros; co­
mo son, por ejemplo, aquellos que hacen a Ia participación en el proceso de to­
ma de Ias decisiones en sí mismas o también en seguir Ia suerte de la decisión ya 
tomada por los poderes y, de ese modo, lograr un buen enforcement. Esto a tra­
vés de cuerpos o consejos de asesoramiento o de monitoreo, entre muchas otros 
institutos posibles. 

De esta manera, será posible la obtención de decisiones públicas que sean de 
un determinado color ya que ellas probablemente serán la resultante de una cul­
tura de consenso y no de imposición. Y, en este sentido, creo que para este an­
darivel tiene que haber una combinación entre un sistema de audiencias públicas 
coo otro de acceso a la información de una amplitud suficiente como para que 
logre una suerte de dilución de1/obby entendido en el sentido negativo, o sea, 
dellobby exclusivamente organizado desde los poderosos, quienes lo hacen de­
trás de las bambalinas, no a la luz dei dí~. (,Por qué digo esto? Porque considero 
que la audiencia pública de_~_e ser 9hfigatoria para Ia toma de una cantidad im­
portante de decisiones. No sólo-ãdministrativas -y bago esta aclaración ya que 
en la ponencia que estoy comentando pareciera resultar que la audiencia pública 
acompafia el control de la toma de decisiones administrativas exclusivamente. 
Sin embargo, no deben olvidarse las decisiones de tipo legislativo, porque de 
allí surgen las grandes normas que fijan las grandes políticas públicas y es ade­
más ahí donde hay que generar e! consenso para, ai mismo tiempo, fortalecer a 
un Poder Legislativo que en América latina presenta una debilidad notoria. 

En este punto disiento coo el enfoque que se hace en esta ponencia. Parecie­
ra darse a entender que e! poder débil es el Ejecutivo ya que seria el Legislativo 
el que en última instancia media y tiene realmente como depositaria de Ia volun­
tad del pueblo la posibilidad de cambiar las cosas. jOjalá fuera así! A mí me en­
cantaria que fuese así. Desgraciadamente no lo es. Entonces, creo que a partir de 
ese gran desequilibrio, ese gran disloque que importa en un sistema democráti­
co, un Legislativo absolutamente minimizado, como es el caso nuestro, la posi­
bilidad de recurrir ai Poder Judicial se presenta como una suerte de escapatoria. 
Sin lugar a dudas esta es una de las herramientas que componen el sistema de 
gobernabilidad ai que hacíamos alusión antes. Pero creo que e! Poder Judicial, 
cuando ya interviene, vía una class action o a través, en nuestro caso, de un am­
paro colectivo, no lo puede hacer de manera ordinaria. Estamos frente a un pro-

., 
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cedimiento que puede ser útil para alertar y para contener las consecuencias que 
derivan de la inoperancia de los poderes políticos - sea por acción o por omisión. 
A tales efectos puede resultar sumamente útil la búsqueda de una solución des­
de la esfera de los magistrados. 

Sin embargo, la observación de casos exitosos de amparo colectivo (art. 43, 
2° párrafo, C.N.) demuestra, a mi modo de ver, e! carácter limitado de la posibi­
lidadjudicial de resolver de manera ordinaria las omisiones de los decisores po­
líticos. Esto pensamos que surge con claridad de los dos ejemplos que a conti­
nuación vamos a comentar brevemente. En 'ellos están involucrados el medio 
ambiente y el derecho a la salud. El primero es un amparo colectivo que se in­
terpone en Río Santiago, a fm de impedir el cierre dei hospital que la Marina po­
see allí. Tal decisión había sido tomada por e! Jefe de la Armada, haciendo uso 
de la Ley de Reforma dei Estado. Es decir, a partir de la visión economicista que 
resguarda el "equilíbrio de caja", sin tener en cuenta las repercusiones sociales 
que origina el cierre de un nosocomio. El amparo fue interpuesto por la Asocia­
ción de Trabajadores dei Estado de Ensenada y se fundó, por un lado, en la vio­
lacióri dei derecho a la estabilidad laboral y, por otro lado - y he aqui e! argu­
mento desde la visión dei interés de la comunidad-, en la defensa dei derecho a 
la salud. Los amparistas fundaron su legitimación en su calidad de titulares de 
una suerte de cuota aparte de un interés difuso que perseguía la satisfacción de 
una mejor calidad de vida. Éste emanaba dei objetivo compartido por toda la co­
munidad de ese lugar, que era la prestación de un servicio adecuado de salud a 
partir de un establecimiento, nosocomio, cuyas características defmieron. Des­
pués dei cierre dei hospital esa comunidad tendría que recurrir a otro estableci­
miento de la misma naturaleza, situado por lo menos a 400 o 500 km de distan­
cia. 

En consecuencia, los accionantes entendían que se negaba el derecho a la sa­
lud a los miembros de Ia comunidad de Río Santiago. Como fuente jurídica dei 
mencionado derecho se invocó la normativa contenida en instrumentos intema­
cionales sobre derechos humanos que hoy tienen jerarquíâ constitucional (art. 
75, inc. 22 C.N.). El fallo, dei que fue el gran inspirador el Dr. Leopoldo Schri­
fm -y lo subrayarnos a fin de expresar la irnportancia dei juez interviniente-, hi­
zo una interpretación muy profunda de las modalidades que adquiere el control 
de constitucionalidad previsto como una de las consecuencias dei amparo colec­
tivo. 

El amparo colectivo da la posibilidad, por primera vez en Ia Argentina, de 
que un juez declare de oficio la inconstitucionalidad de la norma que genera Ia 
situación de arbitrariedad o de legalidad manifiesta que produce la supresión o 
menoscabo dei ejercicio de un derecho de fuente constitucional, convencional o 
legal. Pues bien, corno efecto de la intervención judicial el hospital no se ha ce­
rrado y esto es altamente positivo. No obstante ello, no podemos desconocer 
otra realidad, y es que en la actualidad el nosocomio se encuentra en un estado 
deplorable, ya que la sentencia no se ha visto acompaiiada de decisiones en ma­
teria de políticas que apuntalen ai sector de la salud. 

El segundo caso es igualmente interesante, nos referimos a la sentencia Vi-
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ceconte contra Ministerio de Salud. La amparista reside en un partido de la pro­
víncia de Buenos Aires, zona que padece el mal de los rastrojos. lnterpuso la ac­
ción a fm de exigir por via judicial ai Ministerio de Salud que prosiguiera con la 
remisión de fondos y que impulsara el programa a cargo dei Instituto de lnvesti­
gaciones Virales Dr. Maiztegui, encaminado a la obtención de una vacuna con­
tra el mal de los rastrojos. Asimismo se solicitó, y acá está Ia clave, lo cual es 
lógico, la puesta en marcha de un plan de recuperación ambiental para la zona, 
que apuntaba a cambiar el modelo de desarrollo dei partido bonaerense, de mo­
do de lograr la recomposición dei ecosistema danado, con e! propósito de obte­
ner la reaparición de los antídotos naturales contra Ia especie transmisora de la 
mencionada enfermedad. 

(.Cuál ha sido el resultado? El rechazo en primera instancia y Ia presencia en 
Ia Cámara de un magistrado de fuste como es el Dr. Alejandro Uslengui, quien 
después de un exhaustivo análisis dei tema decidió revocar e! fallo. (.Por qué? 
Porque consideró que más aliá de lo que el Poder Ejecutivo estaba haciendo, era 
esencial que lo hiciera de conformidad con un determinado tiempo, con un de­
terminado plan de inversiones y que se cumplieran el presupuesto y una serie de 
indicaciones más que hacían ai modo de cómo se debe gobemar, de manera ade­
cuada y transparente. Para llegar a este resultado se llevaron a cabo una gran 
cantidad de investigaciones in situ y se Ie exigió ai Poder Ejecutivo que volviera 
a dar los fondos, a retomar el personal, y con ello permitir que en un tiempo pru­
dencial Ia vacuna fuera una realidad. Respecto de lo solicitado en la segunda 
parte dei amparo, con muy buen criterio, el tribunal interviniente fijó los Hmites 
de Ia actividadjudicial. Ello entanto y en cuanto unjuez no puede organizar e! 
replantado de árboles ni tomar las medidas necesarias para asegurar el regreso 
de los felinos que serían los encargados de eliminar a las ratas que contagian el 
mal -entre varias de las medidas requeridas en Ia demanda. Tampoco es de la 
incumbencia de los magistrados el ejercicio dei poder de policía en la materia, 
ya que todo ello desborda totalmente la competencia dei Poder Judicial, pues es 
propio dei poder político. 

Resumiendo lo sucedido con posterioridad ai dictado dei fallo, se puede in­
dicar que respecto de la cuestión acogida por el Tribunal pareciera que el Insti­
tuto está trabajando de manera más acelerada. Pero, en cambio, en relación con 
lo rechazado, que a nuestro entender, como organización que se ocupa de temas 
ambientales, resulta lo más trascendente, no se ha hecho absolutamente nada. Es 
decir que ante la imposibilidad de la competencia dei juez, y la falta de políticas 
apropiadas de parte dei poder administrador, la situación continúa sin solución. 

Ante lo comentado se puede concluir, por una parte, que no podemos sino 
entusiasmamos frente a estos casos exitosos de utilización de la via judicial. Y a 
ellos se podrían sumar cerca de treinta más que se han ido agregando a partir dei 
adecuado empleo dei amparo colectivo. Pero, por otra parte, no podemos perder 
de vista que la judicialización de las cuestiones de Ia sociedad civil plantea dos 
grandes problemas. Primero, el límite de la actividad judicial como consecuen­
cia de la misma naturaleza de su competencia. Segundo, las características de 
los resultados que se obtienen a través de ella. La lógica de un pronunciamiento 
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judicial importa la concesión de toda la razón a una de las partes en detrimento 
de la otra. Es decir, es un juego de suma cero. Esto es muy dificil que pueda ser 
de otra manera, porque es de la esencia dei hacer justicia a través de una deci­
sión determinada dentro de un marco jurídico y fáctico dado. Pero entiendo que 
el objetivo que debe perseguirse en la resolución de la mayoría de las situacio­
nes dificiles que plantea el gobierno de las sociedades, todos estos derechos e 
intereses colectivos, es obtener una cultura de concertación para lograr consen­
so, donde seguramente todas las partes deberán perder algo, pero uno solo no 
pierde todo. Lo fundamental, a mi modo de ver, es entender que el acceso a la 
Justicia constituye uno de los remedios posibles pero que no puede ser el único, 
por sus limitaciones en la esencia. Considero que aun los resultados obtenidos 
en los casos comentados pueden ser victorias "pírricas", esto es así desde la 
perspectiva de una visión holística que apunte a la recomposición de las relacio­
nes sociales de conformidad con lo que decíamos ai principio. 

Para fmalizar, deseo destacar especialmente la última parte dei documento, 
en la que se hace referencia ai rol de los abogados, si bien considero que esto 
puede extenderse a todas las profesiones y hasta a los Ciudadanos con mayúscu­
la. Sin embargo, no se puede perder de vista que en la Argentina los abogados 
hemos tenido mucho que ver en todo lo maio, algo tal vez de lo bueno, pero mu­
cho de lo maio que tiene este país. Es decir, hemos sido grandes articuladores e 
instrumentos en el manejo, tanto desde el gobiemo como fuera de él, de muchas 
de los peores defectos que aquejan a la Argentina como sociedad politicamente 
organizada. Esto ha sido así porque evidentemente hemos potenciado muchos de 
los males que tenemos como sociedad, a través de un culto maravilloso de lo 
que puede ser el rédito personal, aquello respecto de lo cual nuestra sociedad 
manifiesta una suerte de "amor-odio" y que de ninguna manera Ia enaltece desde 
el terreno de los valores. Frente a esta aplicación utilitaria y mezquina dei dere­
cho, emerge una visión dei derecho de interés social, de interés público, funda­
do en una militancia tribunalicia y, al mismo tiempo, que estimula la evolución 
de todas aquellas herramientas que favorecen las acciones de interés público. Se 
trata de un importantísimo a porte para la ensefianza jurídica, así como también 
para Ia búsqueda de una aproximación diferente hacia el mundo del derecho 
que, sin lugar a dudas, representa un gran beneficio para la sociedad argentina. 
Así que los felicito a Roberto Saba y a Martin Bõhmer por el impulso que le im­
primen a una tendencia que esperamos termine imponiéndose en nuestro país. 
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I. INTRODUCCIÓN 

LA DIMENSIÓN TRANSNACIONAL 
DE LOS MOVIMIENTOS SOCIALES 

Kathryn Sikkink 

Es CADA VEZ MÁS DIFÍCIL ESTUDIAR la sociedad civil y los movimientos socia­
les én un país como Ia Argentina, sin tomar en cuenta sus vinculaciones y di­
mensiones transnacionales. La sociedad civil y los movimientos sociales son in­
fluídos por las nuevas instituciones democráticas (aquello que los teóricos de los 
movimientos llamarían nuevas estructuras de oportunidades políticas). AI mis­
mo tiempo, muchos movimientos sociales también reciben la influencia de las 
instituciones y de los acontecimientos intemacionales (lo que podriamos deno­
minar una estructura internacional de oportunidades políticas). Por ejemplo, los 
movimientos de mujeres en todo el Planeta se vieron influídos no sólo por sus 
contextos nacionales y sus bases de apoyo, sino también por las conferencias or­
ganizadas por las Naciones Unidas en Viena, El Cairo, y Beijing. En este trabajo 
se sostiene que, para entender las acciones y la efectividad de los movimientos 
sociales, es necesario comprender tanto la estructura de oportunidades políticas 
nacional como la internacional, y explorar las formas en que ambas estructuras 
interactúan y producen resultados concretos. Se presenta un argumento teórico 
general acompafíado por ejemplos de una amplia gama de temas y tipos de redes 
transnacionales y movimientos sociales. Además, analizo algunos de los dese­
quil íbrios y asimetrías de poder emergentes que exhiben los movimientos socia­
les y las redes transnacionales. Debido a que las organizaciones no gubernamen­
tales y las redes transnacionales se están perfilando como actores poderosos e 
influyentes en e! plano internacional, se toma aún más importante abordar las 
cuestiones y los problemas concernientes a su dinámica interna. 

11. MARCO TEÓRICO 

Los académicos que estudian las redes y los movimientos sociales transna­
cionales deben considerar dos literaturas teóricas principales: la dei campo de la 
ciencia política que se ocupa dei transnacionalismo, de los regímenes y normas 
dei ámbito de las relaciones internacionales, y la literatura sobre los movimien­
tos sociales. Los académicos de estos dos campos no se reconocen entre sí.I Pa­
ra que los teóricos de las relaciones internacionales y de los movimientos socia­
les puedan establecer un diálogo entre ellos, se vuelve necesario un ejercicio de 
traducción -a veces hablan de los mismos fenómenos pero utilizan diferentes 
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términos- y de familiarización con los conceptos y las teorias de los otros. La li­
teratura sobre movimientos sociales ha desarrollado proposiciones teóricas inter­
medias acerca de cuándo surgen los movimientos sociales, qué formas adoptan 
y, en menor medida, acerca de las condiciones bajo las cuales pueden ser efecti­
vos.2 Debido a que esta literatura se ha centrado, en general, en actores no esta­
tales, su síntesis emergente de conceptos teóricos y proposiciones ofrece una 
perspectiva enriquecedora para el estudioso de los movimientos y redes transna­
cionales (por ejemplo, McAdam, McCarthy, y Zald, 1996; Tarrow, 1994). Sin 
embargo, no existe aún un campo estable de producción teórica sobre los movi­
mientos sociales transnacionales. A medida que se desarrolle, este campo podría 
beneficiarse de las contribuciones de la teoria de las relaciones internacionales. 
En particular, pensamos que dos diálogos teóricos serían probablemente útiles: 
en primer lugar, los debates acerca de las normas e ideas en las relaciones inter­
nacionales podrían beneficiarse de los debates sobre el enmarcamiento (fra­
ming) y las creencias colectivas en la literatura de los movimientos sociales. En 
segundo lugar, los debates acerca de la estructura de oportunidades políticas en 
la teoria de los movimientos sociales podrían beneficiarse de la literatura exis­
tente sobre relaciones internacionales, que examina la interacción dinárnica en­
tre la política nacional y el sistema internacional. 

Nos referiremos a estos dos potenciales diálogos teóricos después de descri­
bir las principales formas y dimensiones de la acción colectiva transnacional. 
Luego, usaremos algunos de los aportes de esos diálogos para analizar dos cues­
tiones principales que se abordan en este trabajo: por qué surgen las redes y coa­
liciones transnacionales y en qué condiciones pueden ser efectivas. 

las formas de la acción colectiva transnacionall 
En este trabajo sostenemos que los tipos principales de acción colectiva 

transnacional son las organizaciones no gubernamentales internaciona/es, las 
redes de advoca~ transnacionales, las coaliciones transnacionales y las orga­
nizaciones de movimientos sociales transnacionales. Como punto de partida 
presentaremos una tipologia de estas formas de acción colectiva transnacional, 
porque creemos que la forma que adopte la acción colectiva incidirá sobre sus 
objetivos y su efectividad. Para los propósitos de este trabajo defmimos a las or­
ganizaciones no gubernamentales como grupos privados, voluntarios, sin fmes 
de lucro, cuyo objetivo principal es promover públicamente alguna forma de 
cambio social. En términos generales, las organizaciones no gubernamentales 
tienen un mayor nível de formalización, son más profesionalizadas que los mo­
vimientos sociales nacionales y cuentan con personería jurídica y con personal 
remunerado.s Las organizaciones no gubernamentales reclutan a sus miembros 
en sus países, aunque el foco de sus esfuerzos pueda estar orientado en forma in­
ternacional. Las organizaciones no gubernamentales internacionales tienen una 
estructura de toma de decisiones compuesta por miembros que provienen, por lo 
menos, de tres países diferentes con derecho a voto, y sus objetivos sonde al­
cance nacional y/o internacional.6 Todos los casos que se analizan en este traba­
jo consideran tanto a las organizaciones no gubernamentales como a las organi-
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zaciones no gubernamentales internacionales como actores cruciales para el de­
sarrollo de diversas campos temáticos. 

Las instituciones internacionales han abierto oportunidades políticas que han 
impulsado el desarrollo de diferentes formas de acción colectiva. Esto es parti­
cularmente evidente en el caso de las organizaciones no gubernamentales y de 
las organizaciones no gubernamentales intemacionales. Los académicos de los 
movimientos sociales nacionales, no utilizan, a diferencia de los estudiosos de 
las organizaciones y los movimientos sociales internacionales, e! término de or­
ganizaciones no gubemamentales. Esto se debe en gran parte a que las Naciones 
Unidas han creado una oportunidad política formal para la participación de las 
organizaciones identificadas como organizaciones no gubernamentales. La Carta 
de las Naciones Unidas convocá ai Consejo Económico y Social "a realizar los 
arreglos adecuados para establecer consultas con las organizaciones no guberna­
mentales" . Las Naciones Unidas fijaron una categoria de organizaciones no gu­
bernamentales con "status consultivo", que se convirtió en un vehículo para Ia 
articulación de una amplia gama de cuestiones sociales con los intereses de Ia 
entidad. 

Las organizaciones no gubemamentales internacionales y nacionales son los 
actores centrales de las redes y coaliciones en las que se centra este trabajo. En 
esta presentación, se analizan tres tipos diferentes de configuraciones de actores 
no estatales - redes, coaliciones y movimientos transnacionales- que suponen di­
ferentes niveles de vinculación y movilización. 

Las Redes Transnacionales de advocacy son las configuraciones más infor­
males de actores no estatales. Las redes son conjuntos de actores de relevancia 
vinculados más aliá de las fronteras nacionales, que se encuentran unidos por 
valores comunes, por intensos intercambios de información y de servicios, y por 
discursos compartidos (Keck y Sikkink, 1998). Mientras que algunas redes están 
formalizadas, la mayoría se basa en contactos informales. Lo central en Ia acti­
vidad de Ia redes el intercambio y e! uso de información. Las redes no exhiben 
una coordinación sostenida de tácticas como lo hacen las coaliciones, ni movili­
zan a gran número de personas como los movimientos sociales. Las redes de ad­
vocacy son la forma más común de acción colectiva internacional analizada en 
este trabajo. 

Una coalición transnacional supone un nível mayor de coordinación trans­
nacional que el de una red transnacional. Las coaliciones transnacionales son 
conjuntos de actores vinculados rriás aliá de las fronteras nacionales, que coordi­
nan estrategias o conjuntos de tácticas comunes orientadas a promover e! cam­
bio social. Las estrategias y tácticas compartidas son identificadas como campa­
fias transnacionales, y éstas constituyen con frecuencia Ia unidad de análisis de 
los estudios y Ias investigaciones sobre el cambio social transnacional. Esa coor­
dinación de tácticas requiere de un nível mayor de formalidad en los contactos 
que en el caso de una red. Esto se debe a que los grupos generalmente necesitan 
reunirse para identificar y acordar tácticas comunes y desarrollar Ias estrategias 
para implementar Ias campafias y, también, para inforrnarse acerca dei progreso 
de las actividades. La estrategia o táctica coordinada puede ser "no institucio-
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na!", como es el caso dei boicot. Sin embargo, las coaliciones transnacionales, al 
igual que los movimientos sociales nacionales, conjugan a menudo tácticas ins­
titucionales y no institucionales (Tarrow, 1994; Meyer y Tarrow, 1998). Las 
coaliciones transnacionales actúan en forma colectiva y esto requiere de algún 
grado de identidad colectiva transnacional (Kiandermans, 1997), aunque la im­
portancia de esa identidad colectiva transnacional no sea necesariamente mayor 
que la de las restantes identidades de los actores. 

Un ejemplo de una red transnacional que se convirtió en una coalición es la 
red transnacional sobre violencia contra la mujer. La red se transformó en una 
coalición transnacional antes de que se realizara la Conferencia de Derechos 
Humanos de Viena en 1993, cuando los agrupamientos de mujeres desarrollaron 
y coordinaron en forma transnacional dos tácticas: una petición internacional y 
la "campana de los 16 días" que consistia en el desarrollo continuado y sirtmltá­
neo de acciones en diversos países. 

Las organizaciones de movimientos sociales transnacionales son conjuntos 
de actores coo objetivos comunes y solidaridades vinculadas por sobre las fron­
teras naciona1es, que tienen la capacidad de generar acciones coordinadas y 
sostenidas de movilización social en más de un país para promover el cambio 
social. A diferencia de las redes y de las coaliciones transnacionales, los movi­
mientos sociales transnacionales frecuentemente movilizan a sus bases (transna­
cionales) para la acción colectiva bajo modalidades de protesta y de acción dis­
ruptiva. Esta definición de las organizaciones de los movimientos sociales 
transnacionales se ajusta a las definiciones de los movimientos sociales locales, 
que ponen el énfasis en la presencia de la movilización y de Ias acciones disrup­
tivas como rasgos característicos. {Tarrow, 1994; Rucht, 1996; Kriesi, 1996). 
Los teóricos de los movimientos sociales sostienen que la capacidad de los mo­
vimientos de producir el cambio social está vinculada a su capacidad de con­
mocionar o amenazar el orden social (McAdam, 1982; Tarrow, 1994). De esta 
forma, cabría esperar que las organizaciones de los movimientos sociales trans­
nacionales, dada su capacidad para la movilización, fueran más efectivas que 
otras formas de acción colectiva transnacional. También cabría esperar que los 
movimientos transnacionales tuvieran un nivel más alto de identidad colectiva 
transnacional. 

Los movimientos sociales transnacionales son la forma de acción colectiva 
transnacional más difícil e inusual. Para poder hablar de un movimiento social, 
debe haber, por lo menos en tres países, activistas vinculados y con capacidad 
de emprender una movilización conjunta y sostenida. 

Creemos que éstos son los tres niveles ascendentes de acción colectiva trans­
nacional. Generalmente, una coalición transnacional se forma sólo después de 
que se tiaya desarrollado una red de comunicación; y un movimiento agregará el 
elemento de movilización a una coalición transnacional existente. Si bien las de­
finiciones de coaliciones, redes y movimientos transnacionales no soo necesaria­
mente completas ni mutuamente excluyentes, subrayan la modalidad principal 
de cada tipo de acción colectiva transnacional (véase cuadro 1). 
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Cuadro 1 
Principales modalidades de acción colectiva transnacional 

Forma 

Red transnacional 
Coa lición transnacional 
Movimiento transnacional 

Modalidad principal 

lntercambio de información 
Tácticas coordinadas 
Movilización conjunta 

Los miembros de las coaliciones y redes intemacionales pueden ser defini­
dos, en un sentido amplio, como el conjunto de actores relevantes que operan en 
un campo de actividad. Esto significa que, a pesar de que las organizaciones no 
gubernamentales son los actores principales en las redes y coaliciones transna­
cionales (parte de) los Estados, así como las organizaciones intemacionales, las 
fundaciones, o los centros de investigación podrían ser también incluídos. 

Por otro lado, las coaliciones, las redes y los movimientos sociales transna­
cionales pueden ser definidos en sentido limitado como organizaciones no gu­
bemamentales intemacionales, nacionales y movimientos sociales. Algunos aca­
démicos creen que esta conceptualización más estricta permite considerar los 
vínculos con otros actores como factores condicionantes de la emergencia y/o 
efectividad de la acción colectiva transnacional, más que como parte de la pro­
pia red. De esta forma, las fundaciones pueden ser cruciales para la formación 
de redes transnacionales ai proveer recursos financieros; las coaliciones transna­
cionales que se alían con funcionarios estatales particulares y con partidos polí­
ticos incrementan las oportunidades de impacto de los movimientos sociales na­
cionales, y el conocimiento generado por los centros de investigación puede 
aportar un discurso común para la persistencia de las redes transnacionales. Los 
activistas creen que una definición restrictiva es necesaria para preservar el ca­
rácter y la autonomia dei movimiento o de la red. 

Dimensiones de la actividad de los movimientos sociales transnacionales 
Por su parte el activismo difiere en si involucrafuentes transnacionales de 

problemas, procesos transnacionales de acción colectiva, y/o resultados transna­
cionales (lmig y Tarrow, 1999). En muchos casos los activistas de derechos hu­
manos utilizan procesos transnacionales para generar resultados a nível nacio­
nal, como puede ser, por ejemplo, el desarrollo de mejores prácticas de derechos 
humanos en un país en particular. Podemos pensar acerca de la diferencia entre 
fuentes transnacionales, resultados y procesos en términos de quién es el objeti­
vo de la acción colectiva transnacional. En algunos casos el objetivo ha sido el 
Estado, en otros, una firma internacional o una empresa privada o un banco. Si 
la fuente de la acción colectiva es la actividad de otro actor transnacional -una 
institución transnacional o una empresa transnacional-, la campana usualmente 
persigue un resultado transnacional. Debido a que el estímulo es transnacional, 
también lo es la respuesta. 
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Estructuras de oportunidades nacionales e internacionales y acción colectiva 
transnacional 

Uno de los principales aportes de la teoria de los movimientos sociales sena­
la que ciertos rasgos de las estructuras de oportunidades políticas dentro de las 
cuales operan los movimientos sociales, afectan sus oportunidades de éxito (Ta­
rrow, 1989; Kitschelt, 1986). Ta:-row defme las estructuras de oportunidades co­
mo "dimensiones congruentes - aunque no necesariamente formates o perma­
nentes- , dei entorno político, que ofrecen incentivos para que la gente participe 
en acciones colectivas ai afectar sus expectativas de éxito o fracaso" . Es preciso 
recordar que las oportunidades políticas no son sólo percibidas y aprovechadas, 
sino también creadas por los activistas de los movimientos sociales (Tarrow, 
1994; Gamson y Meyer, 1996). 

La mayoría de los teóricos de los movimientos sociales examina Ia estructura 
de oportunidades políticas y sociales de las democracias liberales. En estos análi­
sis, los términos de estructura de oportunidades "abierta" o "cerrada" general­
mente refieren a un continuo dentro de las democracias liberales, y dependen dei 
grado de porosidad de esas estructuras a la influencia de las organizaciones socia­
les (Kitshelt, 1986). De esta forma, y comparando con la estructura de oportuni­
dades "relativamente abierta" de la mayoría de los regímenes democráticos, mu­
chos estudios desestiman la estructura de oportunidades "realmente cerrada" de 
los regímenes autorítarios o semiautoritarios.7 Una estructura de oportunidades 
definitivamente cerrada es la dei régimen autoritario represivo. Este último no só­
lo no es poroso a las influencias sociales, sino que puede impulsar el debilita­
miento de la capacidad de organizarse de sus opositores o su eliminación. 

Sin embargo, no es suficiente pensar la efectividad de la acción colectiva 
transnacional sólo en términos de las estructuras de oportunidades políticas na­
cionales. Además, necesitamos analizar en forma sistemática las estructuras de 
oportunidades políticas transnacionales, esto es, debemos ver cuáles soo las di­
mensiones congruentes dei entorno político internacional o transnacional que 
ofrecen incentivos para la acción colectiva. 

Las organizaciones internacionales también difieren en su estructura institu­
cional. El Banco Mundial, por ejemplo, ha sido mucho más permeable a la in­
fluencia externa que el Fondo Monetario Internacional. Por otra parte, las em­
presas transnacionales son menos abiertas a la influencia de las redes que las 
organizaciones internacionales. 

Finalmente, y lo que es muy importante, necesitamos analizar el modo en 
que Ias estructuras de oportunidades políticas nacionales e ioternacionales inte­
ractúan, y cuáles soo los efectos de esa interacción sobre la actividad de los mo­
vimientos sociales. Ni los teóricos de los movimientos sociales ni los teóricos de 
las relaciones internacionales han conceptualizado esta interacción en forma 
adecuada. Los teóricos de los movimientos sociales son cada vez más conscien­
tes de que los movimientos operan tanto en un entorno nacional como interna­
cional (Oberschall, 1996). Estos autores hablan de una estructura de oportunida­
des "de múltiples capas" que incluye un capa "supranacional" (Kiandermans, 
1997); o de una "comunidad política de varios niveles" (McAdam y Marks, 
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1996), o subrayan el modo en que las presiones internacionales inciden sobre las 
estructuras de oportunidades nacionales (McAdam, 1996, Tarrow, 1998, 1999). 
Sin embargo, las presiones intemacionales son aún vistas principalmente como 
algún tipo de "shock externo" para los procesos nacionales primarios. No hemos 
conceptualizado aún con exactitud el modo en que las estructuras de oportunida­
des políticas podrían interactuar de forma continua, y qué tipo de patrones ca­
racterísticos podrían resultar de esa interacción. 

Consideramos que Ias instituciones intemacionales son dimensiones con­
gruentes dei entorno político transnacional para la acción colectiva transnacional 
(véase también Tarrow, 1999). Una estructura política internacional no despla­
zará a Ia estructura de oportunidades nacionales sino que interactuará con ella. 
Para aprehender la efectividad de las redes transnacionales debemos comprender 
Ia interacción dinámica entre una estructura internacional de oportunidades y 
una nacional. Esa interacción dinámica puede ser similar a la lógica de los jue­
gos de dos niveles desarrollada por Robert Putnam (Putnam, 1988; Evans, Ja­
cobson y Putnam, 1993), pero sin e! negociador principal que actúe como Ia pie­
za clave en e! centro de Ias negociaciones. 

Dei mismo modo en que hay ciertas lógicas que corresponden ai juego de 
dos niveles de Putnam, parece haber patrones característicos en Ia interacción 
entre las estructuras de oportunidades nacionales e intemacionales. E! modelo 
"boomerang" (Keck y Sikkink, 1998), y el "modelo de la espiral" (Risse y Sik­
kink, 1999), pueden ser pensados como esquemas referidos a la interacción en­
tre estructuras de oportunidades nacionales e intemacionales. Ambos sugieren 
que un bloqueo en Ia sociedad local conduce a los actores de los movimientos 
sociales ai campo transnacional. Este bloqueo se origina con frecuencia en la re­
presión y/o el autoritarismo. La combinación de una estructura de oportunidades 
nacionales cerrada y una estructura de oportunidades intemacionales abierta da 
inicio ai boomerang y a Ia espiral. En el modelo de Ia espiral, Ia interacción es 
más compleja. Las comunidades políticas cerradas promueven el desarrollo de 
vínculos transnacionales, dado que los activistas locales son "arrojados" hacia el 
exterior generalmente para proteger su propia existencia. Uno de los principales 
objetivos de la actuación en e! campo internacional es el de presionar por la Ji­
beralización y apertura de los regímenes nacionales. De este forma, e! modelo 
de Ia espiral generó un cambio continuo só lo cuando fue capaz de contribuir a la 
transformación hacia una estructura de oportunidades nacionales más abierta, 
generalmente a través dei cambio dei régimen (Risse et a/. , 1999). 

Así, una estructura de oportunidades políticas que interactúa en dos niveles 
produce resultados que serían poco evidentes para aquellos que sólo observan la 
estructura de oportunidades nacionales. Por ejemplo, generalmente se asume 
que la capacidad o propensión de los Estados a la represión disminuirá Ia activi­
dad de los movimientos sociales (Tarrow, 1995; McAdam, 1998). Pero el mode­
lo de boomerang sugiere que Ia represión puede impulsar simultáneamente a los 
actores al campo internacional para continuar su actividad. Algunos activistas de 
los movimientos sociales organizan mapas de oportunidades políticas tanto a ní­
vel nacional como internacional, teniendo en mente que un bloqueo en el nível 
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nacional podría llevarlos a moverse en el plano internacional (a veces con la 
idea de abrir espacios en el tablero nacional). La represión es la forma más ob­
via de bloqueo, pero la falta de respuesta a las demandas de los movimientos 
puede impulsarlos, también, a actuar en el plano internacional. Por ejemplo, tan­
to los grupos feministas como los indígenas han encontrado mayor receptividad 
a sus demandas en el plano internacional (Brysk, 1994). Esta dinámica no difie­
re de la que exhiben algunos movimientos sociales en los sistemas federales. 
Así, por ejemplo, cuando los defensores de los derechos civiles en el sur de los 
Estados Unidos no cuentan con el poder suficiente para derrotar a sus opositores 
segregacionistas en los conilictos locales, desarrollan tácticas que provoquen la 
intervención del gobierno federal en aras de la integración (McAdam, 1983). 

El grado de apertura de las estructuras intemacionales de oportunidades po­
líticas es percibido en relación con el grado de apertura de las estructuras nacio­
nales. De esta forma, para un activista de derechos humanos en Chile, el campo 
internacional se mostraba permisivo y abierto en comparación con la cruda re­
presión en su país. Por el contrario, para los activistas de países en los que las 
estructuras de oportunidades están muy abiertas, el desplazamiento hacia una 
institución internacional puede importar una disminución en su nivel de influen­
cia. Éste es el principal argumento que explica el déficit democrático de la 
Unión Europea. Por otra parte, los defensores de los derechos laborales plantean 
argumentos similares en referencia a la World Trade Organization (WTO) y al 
NAFTA. Acusan a los gobiemos de trasladar las decisiones de políticas a las 
instituciones multilaterales, debido a que éstas son menos abiertas a la influen­
cia de los actores sociales. En muchos casos los activistas transnacionales han 
disenado estrategias para intentar influir sobre este tipo de instituciones, pero 
esas estrategias son percibidas como una respuesta necesaria más que como una 
acción estratégica deseada. En los casos en los que los grupos nacionales se 
mueven en estructuras de oportunidades nacionales abiertas no buscarán acceder 
a instituciones internacionales, incluso cuando la fuente de los problemas que 
enfrentan sea de naturaleza transnacional. Por el contrario, intentarán presionar 
a sus propios gobiernos para que representen sus intereses en los foros interna­
cionales (Tarrow, 1995). 

Tarrow ha planteado el interrogante acerca dei efecto que la internacionali­
zación produce a largo plazo sobre los actores nacionales: (,los fortalece o los 
debilita? (Tarrow, 1999). Nuestro modelo interactivo propone que no hay una 
respuesta única a este interrogante, ya que las respuestas posibles dependen de 
la naturaleza de la estructura de oportunidades nacionales, y del área temática de 
intervención. Para los activistas que actúan en una sociedad represiva, resulta 
evidente que la internacionalización dei movimiento los fortalece y contribuye a 
la democratización de esa sociedad a través de la apertura de espacios previa­
mente cerrados. Este fortalecimiento es, sin embargo, relativo a la posición de­
bilitada que ese movimiento ocupaba en el ámbito nacional. En este sentido, va­
rios activistas dei campo laboral sostienen que la globalización los ha debilitado 
a nível nacional, y que su actuación en el plano transnacional es un recurso de­
fensivo para intentar recuperar niveles de poder (empowerment) perdidos. 
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Las posibilidades de establecer una interacción dinámica entre las estructuras 
de oportunidades políticas nacionales e internacionales son dificiles de concretar. 
Por ejemplo, un aspecto básico de la estructura de oportunidades nacionales es la 
presencia de alianzas con elites y grupos de apoyo. Cuando el movimiento consi­
dera la actuación en el plano internacional, el universo de potenciales aliados y 
grupos de apoyo se expande en gran medida. AI mismo tiempo, sin embargo, re­
.sulta dificil movilizar a este tipo de aliados ai plano transnacional, debido a la 
distancia, allenguaje y a las diferencias culturales. A medida que se multiplica el 
número de aliados potenciales, se multiplica también, el número de potenciales 
sectores antagónicos. En otras palabras, el "campo multiorganizado" en el cual 
operan los movimientos sociales transnacionales es mucho más complejo que e! 
de los movimientos sociales nacionales (Kiandermans, 1997). 

Esto plantea la siguiente pregunta: (,por qué podemos pensar ai sistema inter­
nacional como una estructura de oportunidades relativamente abierta, por lo me­
nos para algunas cuestiones? Tarrow (1999) ha planteado que la existencia de 
instituciones internacionales es esencial para la movilización transnacional. Así 
como el pluralismo institucional o la existencia de múltiples puntos de acceso 
constituyen una dimensión clave de la estructura de oportunidades políticas na­
cionales (Rochon, 1998; Hipsher, 1998), ese pluralismo y los puntos de acceso 
son rasgos centrales de la estructura internacional de oportunidades políticas. El 
modo en que los diferentes niveles de apertura institucional condicionan la efec­
tividad de las redes transnacionales será discutido más adelante. Ya revisados 
los principales debates teóricos, analizaré los dos interrogantes clave: por qué 
surgen las redes y las coaliciones y bajo qué condiciones pueden lograr sus ob­
jetivos. 

El surgimiento de redes y coaliciones transnacionales 
El desafio analítico actual consiste en identificar las condiciones que posibi­

litan el surgimiento de Ia acción colectiva transnacional emprendida por organi­
zaciones no gubernamentales y determinar el modo en que éstas logran incidir, 
a pesar de ser mucho más débiles en materia de recursos tradicionales de poder 
que las organizaciones y los actores a los que enfrentan. Comenzaremos por la 
primera pregunta: (,qué contribuye al surgirniento de la acción colectiva transna­
cional? Los movirnientos sociales transnacionales plantean algunos dilemas a la 
teoría de los movirnientos sociales. En particular, la teoría de los movimientos 
sociales afirma que las condiciones que favorecen la aparición y el éxito de los 
movirnientos sociales son dificiles de encontrar y de sostener a nivel transnacio­
na1 (Tarrow, 1999). Por ejemplo, la teoría indica que el proceso de enmarca­
miento (framing) que resulta crucial para los movirnientos sociales tendrá lugar 
entre "personas homogéneas que se encuentran en contacto regular" (McAdam; 
McCarthy y Zald, 1996: 9). Sin embargo, los movimientos sociales generalmen­
te se inician entre participantes que no son homogéneos. Cómo explicamos, en­
tonces, e1 modo y los motivos a partir de los cuales los agrupamientos de perso­
nas que no son homogéneas se vuelcan a Ia acción colectiva transnacional. La 
teoría de los movimientos sociales también sostiene que éstos surgen de "estruc-
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turas movilizdoras" en las comunidades-famílias, redes de amistad, y "estructu­
ras informales de la vida cotidiana", esto es, instituciones locales, como iglesias 
y escuelas (McAdam; 1982, 1988; McCarthy, 1996). Sin embargo, esas estruc­
turas están ausentes en el campo transnacional. A partir de esto propondremos el 
modo en que ciertos aspectos de la teoría de los movimientos sociales deberían 
ser modificados para poder explicar el surgimiento y el éxito de la acción colec­
tiva transnacional. 

Podría ser útil agrupar las explicaciones acerca de la aparición de redes trans­
nacionales y movimientos en factores impulsares (pushfactors) y factores facili­
tadores (pull factors) (Imig y Tarrow, 1999).8 Los factores impulsores ya anali­
zados incluyen los diversos tipos de represión, bloqueo o aislamiento que llevan 
a los activistas ai campo internacional. La globalización de la economia a través 
dei creciente movimiento transnacional de las empresas y dei proceso dei NAF­
TA es también un factor de este tipo que ha !levado a los activistas ai plano in­
ternacional. Los procesos económicos globales limitaron a los gobiernos e impli­
caron que las soluciones ya no podrían ser buscadas solamente en e! ámbito 
nacional. Los activistas necesitaron, entonces, formar alianzas transnacionales 
para llevar adelante sus tareas básicas. Estos procesos debilitan las estructuras de 
oportunidades políticas nacionales y, de esta forma, colocan a los activistas en el 
campo internacional.9 

Además de los factores descriptos, hay factores que operan promocionando o 
facilitando la actuación en el plano transnacional (por supuesto, algunos factores 
pueden ser alternativamente descriptos como impulsares (push) o facilitadores 
(pu/[) . Como ocurre con los movimientos sociales, las redes sociales subyacentes 
y las estructuras movilizadoras contribuyen a reclutar miembros para las redes, 
coaliciones, y organizaciones de los movimientos sociales transnacionales. Estu­
dios anteriores sugieren que organizaciones como los Peace Corps, las organiza­
ciones misioneras laicas y algunos procesos más generales, como e! estudio en e! 
extranjero y el exílio, ayudan a crear una conciencia internacional y relaciones 
personales que facilitan posteriormente e! ingreso en las redes. Las conferencias 
organizadas en forma paralela a varias de las conferencias de las Naciones Uni­
das sirvieron para crear y reforzar redes sociales necesarias para la acción colec­
tiva transnacional. Este hecho fue posible porque en esas conferencias los acti­
vistas pudieron encontrarse y establecer la confianza personal necesaria para el 
desarrollo de una acción colectiva continua. Esto no hizo que estos indivíduos 
fueran "homogéneos", sino que les brindó una experiencia compartida que se su­
mó a sus objetivos com unes para el desarrollo de la acción colectiva. 

El rol de los avances en las comunicaciones y en la tecnologia internacional, 
descripto por la mayoría de los autores de los movimientos sociales transnacio­
nales puede ser considerado también como un factor facilitador (pu// factor), da­
do que propició las conexiones transnacionales y las hizo menos costosas y ac­
cesibles. Los académicos han tratado esto como un factor facilitador (pu// 
factor) tecnológico, y quizá han relegado las dimensiones facilitadoras (pu/[) 
más subjetivas de la acción colectiva internacional -tal como la atracción dei 
transnacionalismo- especialmente la tecnologia transnacional y el viaje. Desde 
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hace ya tiempo que los historiadores han reconocido que el viaje simboliza una 
forma de libertad y de aventura. A finales dei siglo XIX el viaje en tren simbo­
lizaba la libertad y provocaba una fascinación especia1. 10 Hacia fmes dei siglo 
XX, los viajes aéreos se han vuelto accesibles a un número mayor de personas 
debido a la importante disminución de los precios de los pasajes. Creo que no 
debemos desestimar Ia atracción de estos viajes como uno de los aspectos facili­
tadores (pull) de la transnacionalización. 

La formación de instituciones internacionales y normas más amplias es tam­
bién un factor facilitador (pull factor), ya que ofrece nuevos objetivos para la 
acción y nuevas oportunidades para la conexión de activistas. Un factor facilita­
dor (pullfactor) adicional es simplemente la disponibilidad de recursos intema­
cionales para la actividad transnacional. Por ejemplo, cuando se acercaba la con­
ferencia de Beijing muchas fundaciones proporcionaron grandes sumas de 
dinero para facilitar la participación de activistas (especialmente de los países en 
vías de desarrollo) en Ia conferencia. 

El éxito de la acción colectiva transnacional 
El segundo interrogante clave apunta a ver bajo qué condiciones estas redes 

y movimientos transnaci<_males pueden lograr algunos de sus objetivos. Algunos 
factores que pueden afectar el éxito son las cualidades intrínsecas de las cuestio­
nes tratadas, la fuerza de las redes y también factores institucionales como la 
densidade institucionalización de las normas internacionales y la apertura de las 
instituciones internacionales a Ia influencia no estatal. 

;,Qué queremos decir con efectividad? Para responder este interrogante 
adaptamos una comprensión de niveles de influencia o efectividad de Keck y 
Sikkink. Esto incluye I) Ia atención a las cuestiones/fijación de la agenda; 2) la 
incidencia sobre discursos o actores en posiciones clave que incluyen a los me­
dios, los Estados y Ias organizaciones internacionales; 3) la incidencia sobre 
cambio de políticas, y 4) la incidencia sobre Ias prácticas concretas de actores 
clave. La acción colectiva transnacional puede contribuir a modificar las prácti­
cas y los comportamientos de actores clave, y cambiar sus propias percepciones 
sobre sus intereses o reconstruir sus identidades. Es probable que esta visión de 
Ia efectividad se concentre exclusivamente en el cambio de la política (por par­
te de Estados, organizaciones internacionales o empresas), y preste poca aten­
ción a Ia capacitación y construcción de redes de base previas e independientes 
del cambio concreto de la política. Wapner ( 1995) sostiene que de bem os prestar 
atención a Ias actividades sociales de los movimientos transnacionales, a lo que 
él ha llamado "política cívica mundial " -en la cual los activistas trabajan para 
cambiar las condiciones culturales sin presionar en forma directa a los Estados. 

Reconocemos que esta dimensión cultural o social es crucial para compren­
der la actividad de los movimientos sociales transnacionales, y creemos que está 
englobada en Ias categorías de atención a las cuestiones/fijación de la agenda y 
de cambio discursivo. Cualquier evaluación dei impacto no debe perder de vista 
que los movimientos generalmente crean conceptos y cuestiones que no estaban 
presentes en los debates anteriores. 
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Insistimos que explorar el cambio en la política y en el comportamiento de 
los Estados y de las organizaciones intemacionales es un barómetro esencial pa­
ra medir el impacto de la acción colectiva. Los autores comparten la premisa de 
que el Estado es todavia el repositorio principal de poder y el sitio principal de 
autorídad en el mundo contemporáneo. Es difícil negar que las normas y las 
práctícas de los Estados -particularmente de los Estados hegemónicos- tienen 
efectos poderosos sobre los campos intemacionales y nacionales. Sin embargo, 
es importante también prestar atención a las prácticas de los Estados porque la 
mayoría de los activistas de los movimientos están interesados en cambiar las 
políticas públicas. Los Estados y las organizaciones intemacionales son los ob­
jetivos primarios de las redes y coaliciones transnacionales. Los Estados y las 
organizaciones intemacionales son considerados los sitios más importantes de 
autorídad y poder, y de esta forma, constituyen espacios cruciales de confronta­
ción para los actores sociales. El lema parece ser: para cambiar el mundo hay 
que cambiar a los Estados y las organizaciones intemacionales. De esta forma, 
por ejemplo, mientras que los activistas ·por los derechos de las mujeres quieren 
potenciar a las mujeres en forma directa, también quieren contar con la ayuda de 
los gobiemos para derogar las leyes que son injustas y sancionar leyes favora­
bles. Los activistas pueden evitar temporalmente a los Estados y dirigirse direc­
tamente bacia el campo transnacional. Sin embargo, por lo general se busca in­
fluir a nivel nacional a través de la movilización de presiones transnacionales 
sobre los Estados. Mientras que algunos casos se centran en la fijación de la 
agenda y en la educación de base, cada caso tiende finalmente a involucrar una 
combinación de esos niveles de influencia. Los académicos no son los únicos in­
teresados en los cambios en las políticas -también lo están los activistas, y es 
extrafío ver un caso de "política cívica mundial" en el cuallos activistas a la lar­
ga no presionen para obtener cambios en las políticas de los Estados, o de orga­
nizaciones internacionales o de firmas comerciales. 

La evaluación dei impacto generalrnente requiere de estudios de caso cuida­
dosamente investigados. En muchos casos los movirnientos sociales y las redes 
transnacionales aliadas a los movimientos nacionales son esenciales para llamar 
la atención sobre determinadas cuestiones e incluirias en la agenda de discusión. 
Incluso en algunos casos podemos decir que cn!an nuevas cuestiones. Por ejem­
plo, la violencia contra la mujer no era considerada una cuestión internacional 
hasta que una red transnacional de organizaciones de derechos humanos y de de­
rechos de la mujer la convirtieron en un tema internacional y ·la colocaron en la 
agenda. En otros casos, las redes transnacionales tomaron cuestiones que se en­
contraban en las agendas intemacionales -<:orno los derechos humanos- y em­
prendieron buenas campanas en determinados países. En algunos casos, los mo­
vimientos transnacionales plantearon cuestiones o críticas que han sido 
formuladas en círculos científicos y de análisis de políticas más amplios, como 
la creciente crítica ai impacto negativo y a los resultados decepcionantes de la 
construcción de una gran represa, y tradujeron ese conocimiento en una deman­
da específica: que el Banco Mundial realizara cuidadosos análisis de impacto 
ambiental de los proyectos de construcción de represas antes de fmanciarlos. 11 

\, 
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Es oecesario tener en cuenta que los movimientos tienen diferentes tipos de 
objetivos y su impacto, por lo tanto, debe ser medido en términos dei éxito en 
lograr esos objetivos. Además, sostenemos que la existencia de normas interna­
cionales en conjunción con la acción colectiva transnacional es más susceptible 
de producir efectos: la acción colectiva sin las normas intemacionales y éstas sin 
la acción colectiva transnacional tendrán menos probabilidades de éxito, y la au­
sencia de ambos probablemente no producirá cambios. 

Además de la existencia de normas y de la acción colectiva transnacional, 
otros factores pueden también contribuir ai impacto y a la efectividad de la ac­
ción colectiva transnacional. Estos factores incluyen la naturaleza de la interac­
ción entre la estructura de oportunidades políticas internacional y la estructura 
de oportunidades dei actor objetivo, sea este un Estado o una organización inter­
nacional, esto es la permeabilidad de este actor a la influencia no estatal. 

El pluralism? institucional o la apertura de las instituciones internacionales 
varia a lo largo dei tiempo, por área temática y por regiones. Así, por ejemplo, 
el contexto institucional internacional posterior a la Segunda Guerra Mundial 
fue mucho más denso y pluralista que el dei período transcurrido entre las dos 
guerras. El contexto institucional internacional posterior a la década de 1970 
fue, a su vez, mucho más denso que la dei decenio de 1950. Además, el pluralis­
mo internacional varia en relación con las cuestiones de las que se trate. AI igual 
que la Unión Europea,_ el campo internacional exhibe una gran heterogeneidad 
de regímenes de políticas (Marks y McAdam, 1996), y es más abierta o recepti­
va a algunas cuestiones que a otras. La teoria de los regimenes internacionales y 
la investigación nos indican que las cuestiones internacionales varian significa­
tivamente en relación con el grado de existencia e institucionalización de las 
normas, las regias y los procedimientos. Además, las instituciones internaciona­
les también varían en gran medida en el grado de apertura y receptividad que 
exhiben hacia los actores no estatales. De esta forma, por ejemplo, el régimen de 
la deuda puede ser más fuerte que el régimen de los derechos humanos, por el 
hecho de que tjene más mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de las 
regias dei régimen. Sin embargo, el contexto institucional internacional en ma­
teria de derechos humanos es más accesible que en materia de la deuda. La es­
tructura de oportunidades políticas también varia por regiones debido a la densi­
dad y apertura de las instituciones regionales. En este caso, Europa es la más 
densa, seguida por el sistema interarnericano, y luego -y a una mayor distancia­
por África, Asia y Medio Oriente. 

Si las instituciones internacionales son las principales estructuras internacio­
nales de oportunidades políticas que afectan e! éxito de las redes y de los movi­
mientos transnacionales, las variaciones antes descriptas en esas instituciones 
nos permiten formular una serie de hipótesis acerca de la acción colectiva trans­
nacional. De esta forma, esperaríamos que las redes y los movimientos transna­
cionales fueran más efectivos hoy que en el pasado, y que fueran más efectivos 
en aquellas cuestiones y regiones en las que las instituciones son más densas. 

Tarrow ha sostenido que las instituciones internacionales ayudan a facilitar 
las acciones y conexiones de actores no estatales a través de mecanismos de in-



60 la sociedad civil frente a las nuevas formas de institucionalidad democrática 

termediación. esto es. estableciendo conexiones entre actores que previamente 
no estaban vinculados; de certificación, es decir, reconociendo y legitimando 
nuevas actividades y actores, y modelando y difundiendo normas, tácticas y pa­
trones de organización y de apropiación institucional, es decir, utilizando recur­
sos o reputación para apoyar a los grupos. Estas categorias son útiles para ayu­
damos a pensar sobre los modos en los que las instituciones internacionales 
ofrecen oponunidades para la acción colectiva intemacional.12 Sin embargo, es 
imponante subrayar otra vez la variación entre las instituciones intemacionales 
en relación con estas dimensiones. ECOSOC ha sido más abierta a los grupos no 
estatales y más proclive a dedicarse a la mediación, certificación, modelación y 
apropiación institucional que e! Fondo Monetario Internacional, el Consejo de 
Seguridad o la OTAN. Las instituciones intemacionales en e! ámbito de la segu­
ridad, las fmanzas y el comercio han sido menos abiertas a los actores no estata­
les que las instituciones que operan en otras áreas de actividad. <, Por qué esto es 
así? E! poder formal de veto dei Consejo de Seguridad crea una estructura de 
oportunidades diferente de la lógica mayoritaria de un Estado-un voto que reina 
en la Asamblea General o en ECOSOC. Esto se suma a la ausencia de "status 
consultivo" formal de los grupos vis-à-vis el Consejo de Seguridad. En relación 
con e! tema de la deuda, el Fondo Monetario Internacional, con su personal tec­
nocrático y su sistema de votación en e! cual los países más ricos tienen mayor 
peso, y coo su sistema bancario privado, exhibe una estructura de oportunidades 
extremadamente cerrada a la influencia externa. La mayor incógnita entre las 
instituciones internacionales consideradas en este trabajo es el Banco Mundial 
que también cuenta con una estructura de votación que exhibe diferencias en e! 
peso de los diferentes miembros y con funcionarios tecnocráticos, pero que se 
ha mostrado mucho más abierto a la influencia en materia de medio ambiente y 
de pobreza. Es posible que las cuestiones vinculadas ai desarrollo y a la recons­
trucción tengan una base de apoyo menor que las cuestiones vinculadas ai co­
mercio y a Ias finanzas. De esta forma, e! Banco Mundial necesita construir ba­
ses de apoyo para asegurar e! financiamiento continuo de los Estados miembro. 
Los acuerdos comerciales y las organizaciones como e! WTO y NAFTA, son 
tarnbién estructuras relativamente cerradas. Los activistas logran mayor inciden­
cia en estas organizaciones cuando hacen lobby sobre sus instituciones naciona­
les en materia de ratificación de tratados y renovación de fondos para las institu­
ciones financieras internacionales. Una vez que las cuestiones se retiran dei 
ámbito nacional, la influencia se torna más dificultosa. Finalmente, a pesar de 
que los movimientos son limitados por la estructura de oportunidades estableci­
da por Ias instituciones intemacionales en su área temática, estas pueden buscar 
otras instituciones más favorables a sus temáticas y así expandirse o mejorar las 
estructuras de oportunidades en las que operan (Keck y Sikkink, 1998). Esto es 
en esencia lo que las redes de mujeres hicieron cuando, a través de la campana 
de derechos de mujeres y de derechos humanos, expandieron su relevante es­
tructura internacional de oportunidades políticas para incluir a los órganos de 
derechos humanos o a las Naciones Unidas. 
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Problemas y asimetrías en las redes y movimientos transnacionales 
Si como sostenemos en este trabajo, las redes y los movimientos sociales 

transnacionales son efectivamente rasgos permanentes de la vida internacional, 
los académicos y activistas necesitan comprender en forma más acabada los di­
lemas que plantean la presencia y el poder de esos actores no tradicionales. 
Creemos que las organizaciones no gubernamentales internacionales y las redes 
transnacionales pueden aumentar la transparencia, la representación y la respon­
sabilidad de las instituciones intemacionales ai llevarles voces e ideas que no 
habían estado presentes previamente. AI mismo tiempo, las organizaciones no 
gubemamentales y Ias redes necesitan enfrentar sus propias asimetrías y proble­
mas de accountability, para poder afianzar su propia democracia interna ai tiem­
po que ayudan a democratizar Ias instituciones internacionales. 

Creemos que los trabajos futuros acerca de las organizaciones no guberna­
mentales internacionales y los movimientos transnacionales prestarán mayor 
atención a las asimetrías y a los conflictos en el seno de los movimientos trans­
nacionales. Esta es también una preocupación creciente de sus miembros, quie­
nes sostienen que deben encontrarse los medios más adecuados para coordinar 
los movimientos sociales, fijar prioridades, controlar los " productos" y evitar la 
competencia. 

Asimetrías y poderes escondidos en el seno de las redes 
Además dei poder informal que ejercen en las instituciones internacionales, 

Ias propias redes transnacionales están permeadas de poder informal u oculto. A 
pesar de que las redes son horizontales y recíprocas, también exhiben asimetrías 
en su seno, que plantean serios problemas de representatividad. 

En primer lugar, si bien Ia mayoría de las organizaciones no gubemamenta­
Ies intemacionales enfatizan la democracia y la democratización, muchas de 
ellas no son democráticas. Sin embargo, un dilema que presenta Ia democratiza­
ción de las organizaciones no gubemamentales es que no siempre queda claro 
quién debe participar en la toma de decisiones acerca dei liderazgo y de las po­
líticas -t,las organizaciones no gubemamentales deben ser conducidas por sus 
funcionarias, sus directorias, sus voluntarios, sus miembros, quienes las finan­
cian o por aquellos en cuyo nombre se organizan? t,Cómo deben organizarse los 
sistemas de accountability? 

AI menos deben econtrarse mejores formas de cooperación y consulta entre 
las organizaciones en los países desarrollados y las de los países en desarrollo. 
La mayor parte de las organizaciones no gubernamentales se originan y operan 
en el mundo desarrollado. En los últimos cuarenta afíos se ha registrado una ma­
yor tendencia a Ia dispersión geográfica de Ias organizaciones no gubemamenta­
les intemacionales tanto en términos de la composición de su membresía como 
de la Iocalización de sus secretarias intemacionales. Sin embargo, las organiza­
ciones no gubemamentales intemacionales establecidas en Europa y en los Esta­
dos Unidos son aún mayoritarias (Sikkink y Smith, en prensa). 

Las asimetrías en el seno de Ias redes están ligadas a los tipos de influencia 
que Ias redes ejercen en las instituciones intemacionales. Las organizaciones no 
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gubemamentales más poderosas y que cuentan con mayor cantidad de recursos, 
serían las más susceptibles de incidir sobre Ias organizaciones intemacionales. 
Esto se debe, en parte, a que es muy probable que las organizaciones no guber­
namentales dei Norte estén vinculadas a los Estados dei primer mundo que son 
los que frecuentemente cuentan con una mayor capacidad de presión sobre las 
organizaciones intemacionales. Así, este grupo de organizaciones no guberna­
mentales ejerce su influencia, en forma directa, sobre las organizaciones interna­
cionales y, en forma indirecta, sobre los Estados más poderosos. Sin embargo, 
un estudio reciente sobre 150 organizaciones no gubemamentales de derechos 
~umanos reveló que las organizaciones dei Sur pueden vincularse con entidades 
intemacionales dei mismo modo que los grupos establecidos en el Norte, aunque 
suelen establecer contactos con diferentes organizaciones intemacionales: las or­
ganizaciones no gubemamentales dei Sur tienden a vincularse con UNICEF y el 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, y los grupos dei Norte, con el 
Human Rights Centre, de Ginebra. Asimismo, no se registraron diferencias en­
tre las organizaciones no gubemamentales dei Norte y Ias dei Sur en materia de 
participación en las conferencias mundiales. 13 Si bien el contacto por sí mismo 
no dice mucho acerca de los niveles de incidencia efectivos de las organizacio­
nes, sí sugiere que las organizaciones no gubemamentales dei Sur tienen una 
mayor presencia internacional de lo que podría esperarse, dados los recursos con 
los que cuentan. 

Las organizaciones intemacionales que operan en los países en desarrollo 
frecuentemente dependen de Ia financiación de las organizaciones localizadas en 
los países desarrollados. Muchas no son organizaciones con muchos miembros 
que financian su actividad mediante donaciones, sino que son grupos de ad­
vocacy con un número relativamente pequeno de miembros. Estos grupos gene­
ralmente dependen dei financiamiento que reciben de fundaciones para llevar a 
cabo sus actividades. 14 Casi la mitad de los fondos que recibieron las organiza­
ciones de derechos humanos de fundaciones estadounidenses, entre 1973 y 
1993, provenían de una sola fundación: la Fundación Ford. 

De esta forma, una de las principales fuentes de poder oculto en el seno de 
las redes reside en la influencia que en ellas ejercen las fundaciones de países 
desarrollados. Debido a la influencia de las organizaciones no gubernamentales 
y las fundaciones dei Norte, las asimetrías en el seno de las redes transnaciona­
les han sido tradicionalmente enmarcadas en términos Norte-Sur. Esto puede ser 
un punto de partida útil para analizar algunas de las divisiones internas en las re­
des transnacionales, pero esta explicación no logra captar cabalmente la comple­
jidad de las asimetrías y divisiones. Por ejemplo, algunos activistas han seiíala­
do que las fundaciones y organizaciones no gubemamentales dei Norte se 
encuentran principalmente interesadas en derechos individuales, civiles y políti­
cos, mientras que las organizaciones no gubernamentales dei Sur se interesan 
por los derechos culturales, sociales y económicos. Sostienen que este sesgo in­
dividualista refleja un ethos capitalista occidental. Sin embargo, muchas organi­
zaciones no gubernamentales dei Sur también están interesadas en derechos in­
dividuales, políticos y civiles básicos especialmente en el caso de los activistas 



La dimensión transnacional de los movimientos sociales 63 

de países con regímenes represivos. El estudio de organizaciones no gubema­
mentales de derechos humanos reveló que los grupos que operan en e! Sur 
muestran una mayor tendencia que los dei Norte a trabajar en temáticas de dere­
chos sociales, económicos y culturales y de derechos ai desarrollo, pero varios 
grupos tanto dei Norte como dei Sur indicaron que trabajaban para promover los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales, y culturales. 15 

Las asimetrías dentro de las redes transnacionales no están sólo causadas por 
la lógica politico estructural de las diferencias Norte-Sur, sino también por una 
lógica organizacional inherente a la naturaleza de las organizaciones no guber­
namentales, las redes informales, y las fundaciones que las financian. Uno de los 
problemas recurrentes en las redes es que muchas organizaciones no gubema­
mentales compiten por recursos limitados provistos por un pufiado de fundacio­
nes. Así, las prioridades de unos pocos indivíduos clave dentro de las grandes 
fundaciones pueden modelar las prioridades programáticas de muchas organiza­
ciones no gubemamentales. En ~egundo Jug~r, esta competencia por el fmancia­
miento puede bloquear posibilidades útiles de colaboración entre organizaciones 
no gubemamentales debido a que cada institución debe perfilarse en una posi­
ción de liderazgo capaz de producir programas nuevos e innovadores y resulta­
dos sólidos con el fin de asegurarse financiamientos futuros. Finalmente, en el 
área de desarrollo, las organizaciones no gubemamentales pueden depender dei 
fmanciamiento otorgado por las organizaciones que ellas mismas controlan, lo 
que afecta, de esta forma, su independencia. 

Las fundaciones exhlben un sesgo bacia las organizaciones no gubemamen­
tales más grandes y burocratizadas. Es probable que una organización no guber­
namental pequena y luchadora no cuente con los conocimientos necesarios para 
elaborar una propuesta de financiamiento y, de esa forma, obtener fondos de una 
fundación importante. Si llega a recibir fmanciamiento de este tipo, es probable 
que no tenga la capacidad de usar esos fondos en forma productiva, sin distor­
sionar el crecimiento y desarrollo de la organización. Además, es probable que 
no cuente con los procedimientos burocráticos que permitan una rendición satis­
factoria dei subsidio en los correspondientes informes entregados a las fundacio­
nes. Esto puede llevar a una jerarquia entre las organizaciones no gubemamen­
tales en los países en desarrollo, en la cual un punado de ellas desarrollan 
mejores contactos con el mundo de las fundaciones y reciben los primeros sub­
sídios que, por su parte, les permiten desarrollar la infraestructura que necesitan 
para atraer nuevos fondos. AI mismo tiempo, las restantes organizaciones no gu­
bemamentales son marginadas no tanto por su propuesta programática sino, so­
bre todo, por su falta de capacidades burocráticas. 

Las fundaciones han enfrentado este desafio en parte a través de la especia­
lización. Así, existen fundaciones más chicas y grupos religiosos que se dedican 
a la provisión de subsídios para grupos más pequenos o entidades que actúan co­
mo intermediarias, como el Global Fund for Women, que busca fondos de fun­
daciones más grandes y después los distribuye en forma de becas pequenas en­
tre diversas organizaciones no gubemamentales de países en desarrollo. 

Los problemas de moda son aún más severos en el mundo de las fundaciones 
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y de las organizaciones no gubernamentales, que las cuestiones relativas a las 
capacidades burocráticas antes mencionadas. Algunas cuestiones se ponen de 
moda y cada fundación debe tener "su propio" proyecto ai cual financiar. La 
cuestión de los derechos humanos experimentó este problema cuando ciertos ti­
pos de derechos o ciertas regiones fueron priorizados por sobre los restantes. Por 
ejemplo, los derecbos de los aborígenes o los de las mujeres fueron ignorados 
antes por el mundo de las fundaciones, pero recientemente se han vuelto más vi­
sibles y han conseguido obtener mayor financiamiento. Así, por ejemplo, en los 
anos previos a la celebración de la conferencia de Beijing, concretamente en 
1995, las fundaciones incrementaron en forma sustancial el fmanciamiento de 
proyectos vinculados a los derecbos de las mujeres. Durante varios anos la ma­
yor parte dei financiamiento de las fundaciones se dirigió a América latina y Su­
dáfrica. A fines de la década de 1980 y princípios de la de 1990, cuando Améri­
ca latina y Sudáfrica experimentaron la apertura democrática, el financiamiento 
proveniente de las fundaciones comenzó a agotarse y los nuevos recursos se 
orientaron hacia nuevos temas y regiones, a pesar de que persistían los proble­
mas acuciantes en materia de derechos humanos. En este sentido, ha sido parti­
cularmente dificil obtener fmanciamiento para la actividad de las organizaciones 
de derechos humanos en países que son formalmente considerados democracias. 
De esta forma, el campo de los derechos humanos en Perú y Colombia -que ex­
bibe algunos de los problemas más serios en el continente- no pudo obtener du­
rante anos suficiente financiamiento internacional. Esto se debió a la idea de que 
las violaciones a los derechos humanos no pueden ser tan serias en un contexto 
democrático. 

Mientras que la pérdida de interés por algunas temáticas o regiones tiene un 
lado positivo -es una fuente de innovación y de renovación en el mundo de las 
organizaciones no gubernamentales y de las fundaciones- , también exbibe un 
costado negativo, dado que algunos proyectos prometedores son descartados. 
Las fundaciones sostienen que después de un determinado número de anos de 
recibir financiarniento, las organizaciones no gubernamentales deben ser capa­
ces de autofinanciarse. Sin embargo, en varios países en desarrollo marcados 
por la ausencia de una tradición filantrópica, esas expectativas resultan poco rea­
listas. 

AI mismo tiempo, las leyes en los Estados Unidos y en otros países exigen a 
las fundaciones e indivíduos realizar donaciones a organ izaciones sin fines de 
lucro acreditadas para poder deducirlas de sus irnpuestos. Sin embargo, muchos 
países no cuentan con procedimientos similares de otorgamiento dei status de 
persona jurídica a una entidad, y así los donantes enfrentan el riesgo de realizar 
contribuciones y subsídios a entidades que finalmente no resulten deducibles. 
Esos obstáculos han llevado a varias organizaciones de los Estados Unidos a ca­
nalizar sus contribuciones a instituciones de su propio país orientadas ai ámbito 
internacional, en lugar de financiar organizaciones no gubernamentales peque­
nas en los países en desarrollo. 

Como consecuencia de la competencia por el fmanciamiento así como de las 
diferencias ideológicas y personales, las divisiones internas y los contlictos son 
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frecuentes en las redes, en las coaliciones y en los movimientos transnacionales. 
Si bien las redes pueden presentar un aspecto de armonía exterior, generalmen­
te experimentan divisiones internas profundas. 

En interesante observar, sin embargo, que las divisiones internas en las re­
des o en los movimientos transnacionales no socavan -necesariamente- su efec­
tividad. A pesar de que no queda claro por qué motivo las divisiones internas no 
afectan en todos los casos la efectividad dei movimiento o de la red, es posible 
que las divisiones aumenten su visibilidad, y esta última es crucial para alcanzar 
la efectividad. Otra explicación puede ser que los conflictos suelen llevar a los 
actores transnacionales a modificar sus estrategias con el objetivo de limitar el 
conflicto. Es posible que la competencia en el sector de las organizaciones no 
gubernamentales a la vez que genera efectos negativos, también promueva una 
mayor vitalidad y diversidad en el trabajo de las organizaciones que luchan por 
captar fondos y la atención de los medios de comunicación. El crecimiento es­
pectacular de organizaciones no gubernarnentales ha generado una pluralidad de 
estrategias que pueden producir efectos positivos. En Chile, por ejemplo, sedio 
una cierta división dei trabajo de facto (no coordinada) entre los actores de las 
redes. Algunas organizaciones no gubernarnentales se concentraron en librar ba­
tallas en los tribunales; otras, en atraer la atención de los medios de comunica­
ción; varias, en motivar actores internacionales y otras realizaban negociaciones 
más reservadas. Estas divisiones muchas veces no sólo reflejaron diferentes tác­
ticas sino también diferencias filosóficas subyacentes en tomo a la moralidad 
dei diálogo versus la acción; las soluciones de largo plazo versus las soluciones 
de corto plazo; y en tomo a la relevancia de los diferentes tipos de derechos. Es­
ta división dei trabajo (y el desacuerdo subyacente) puede haber fortalecido, 
más que debilitado, la convocatoria y la publicidad dei movimiento de derechos 
humanos en Cbile. l6 

Las divisiones internas de las redes tarnbién pueden provenir de las mismas 
normas por las cuales abogan las redes. 

Por ejemplo, el movimiento por los derechos de las mujeres ha incrementa­
do la conciencia y la atención sobre el problema de la violencia contra ellas, ai 
tiempo que legitimaba la creciente intervención dei Estado en la vida de las fa­
milias con el fin de prevenir y combatir esa violencia. En el caso de los grupos 
de mujeres, Ia adopción dei discurso de los derechos humanos y de lo normati­
vo tuvo el efecto de privilegiar a los grupos que tenían un enfoque de corte más 
legal, y a los/las abogadas dentro dei movimiento, dado que el ámbito interna­
cional de los derechos humanos es un terreno legalizado. Otros grupos de muje­
res han sostenido que circunscribir la violencia contra las mujeres al dafio fisi­
co ha marginado cuestiones vinculadas a la desigualdad económica entre 
hombres y mujeres, que probablemente sean el origen de gran parte de Ia vio­
Iencia fisica. 

Otro efecto paradojaJ dei advocacy transnacional es que recomienda que las 
instituciones y las organizaciones internacionales adquieran un rol más promi­
nente. Como han reconocido los estudiosos de la Unión Europea, Ia transferen­
cia de actividades a niveles elevados más aliá dei Estado, podría contribuir a la 
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generación de un "déficit" democrático a partir dei cual se aparten las decisiones 
de los grupos representativos y sean delegadas a burócratas intemacionales me­
nos representativos. Resulta irónico que el advocacy transnacional ai promover 
la democracia puede llevar, de esta forma, a un nível menor de democracia. 

Conclusiones 
Cuando comparamos las organizaciones no gubemamentales transnacionales 

con los modelos ideales de representación, democracia, transparencia y autono­
mia, la mayoría no los logran. Sin embargo el patrón adecuado con el cual me.: 
dir la representatividad de las organizaciones. no gubemarnentales es el grado 
existente de representación en las instituciones intemacionales. En estas últimas 
la representatividad es extremadamente imperfecta. La doctrina de la soberan"ía 
de los Estados ha llevado a la regia de "un Estado, un voto" que crea la igualdad 
política formal de pajses muy pequenos, con poca población, y de enormes paí­
ses como China. El sistema de veto en el Consejo de Seguridad y el voto de ma­
yor peso de los países ricos en el Banco Mundial y el Fondo Monetario Interna­
cional no pueden ser justificados por ninguna teoria de la representación. No se 
hace ningún tipo de distinción entre gobiemos democráticos y no democráticos 
en sus delegaciones en las Naciones Unidas. Si bien algunas delegaciones pue­
den ser consideradas representativas de las opiniones de los ciudadanos de sus 
países y sujetas a críticas y reemplazos eventuales, otras están bastante alejadas 
de todo tipo de representación y de accountability. 

En esa situación de representación imperfecta, la mayoría de los esfuerzos de 
las organizaciones no gubemamentales y de las redes inyecta una mayor diver­
sidad de criterios y de información en las organizaciones intemacionales, que de 
otra forma no estaria presente. Dei mismo modo que las empresas se adaptan a 
las "imperfecciones dei mercado", las organizaciones no gubemamentales han 
desarrollado respuestas a las imperfecciones políticas de la representación en las 
instituciones intemacionales. Las voces de las organizaciones no gubemarnenta­
les de países con regímenes autoritarios posibilitan la representación de aquellos 
cuya participación política está restringida por el autoritarismo. En la medida en 
que las organizaciones no gubemamentales insten a las burocracias de las insti­
tuciones internacionales a rendir cuentas, promueven la democratización inter­
nacional, ya que existen muy pocos mecanismos para hacer rendir cuentas a las 
burocracias internacionales en los países en los cuales operan. 

Sin embargo, la representación a través de las redes transnacionales es toda­
via insuficiente para compensar el déficit democrático generado por la toma de 
decisiones a niveles elevados y la subsiguiente pérdida de accountability demo­
crática. Las organjzaciones no gubemamentales y las redes son antídotos ad hoc 
informales y asimétricos contra las imperfecciones en la representatividad na­
cional e internacional. El dilema que enfrentan las organizaciones no gubema­
mentales, las redes y los movimientos transnacionales es cómo continuar en for­
ma pragmática con sus agendas de políticas ai mismo tiempo que intentan 
incrementar sus propias prácticas democráticas internas y la representatividad y 
accountability dei sector de las redes transnacionales. 
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I. Con la exepción de Sidney Tarrow, cuyo trabajo reciente sirve de puente entre ambos campos. 
Véanse también Keck y Sikkink, 1998, y Smith et ai., 1997. 

2. Durante varios anos la I iteratura sobre los movimientos sociales se caracterizá por "un choque 
de paradigmas" en el cual los partidarios de la movilización de recursos, la estructura de opor­
tunidades políticas o los enfoques de los nuevos movimientos sociales luchaban por imponerse. 
Más recientemente, están apareciendo esfuerzos orientados a una síntesis teórica, a medida que 
los académicos europeos y americanos integran premisas de varios modelos y sugieren que la 
cuestión no pasa por determinar qué modelo es superior, sino qué conceptos son útiles para 
comprender determinados aspectos y etapas de los movimientos sociales. Véanse Klandermans, 
1997, y McAdam, McCarthy y Zald, 1996. 

3. Este trabajo recoge las ideas y el material de un capítulo que será próximamente publicado es­
crito en forma conjunta con Sanjeev Khagram, a quien me gustaría agradecerle que me haya 
permitido poder utilizar ese material. 

4. Nota de traducción: por organizaciones de advocacy se entiende aquellas instituciones dedica­
das a abogar por causas. Dada la dificultad de hallar un término más adecuado, las nombrare­
mos como organizaciones de advocacy. 

5. Los teóricos de los movimientos sociales consideran la profesionalización y la formalización 
como una dimensión organizacional de las organizaciones de movimientos sociales (véase 
Hanspeter Kriesi, 1996). Pera en el plano internacional, muchos consideran a las organizaciones 
no gubernamentales instituciones con personeria legal y con personal remunerado, en parte por­
que esa formalización es necesaria para adquirir "status consultivo" en las Naciones Unidas. 

6. La Guia Anual de Organizaciones Internacionales define a las organizaciones no gubernamen­
tales internacionales como organizaciones en las que la votación incluye la participación de por 
lo menos tres países. 

7. Una excepción es McAdam, 1996, quien explícitamente reconoce que la represión es un aspecto 
clave de la estructura de oportunidad política 

8. Nota de traducción: dada la dificultad de traducir pushfactors y pullfactors es preciso aclarar 
que hemos optado por traducciones que no resultan cabalmente expresivas de los términos seila­
lados. Es así que ai lado de la traducción que hemos considerado adecuada colocamos las pala­
bras en el idioma original. 

9. Un argumento similares planteado por Jeffrey M. Ayres en "From National to Popular Sove­
reignty? The Evolving Globalization of Protest Activity in Canada", Intemational Joumal of 
Canadian Studies 16, otoilo de 1997, págs. I 09 y 119. 

10. Véase Barbara Weld, "Gendered Journeys", mímeo. 
11. Esto es similar ai argumento de Rochon ( 1996) acerca de los movimientos sociales a nivel na­

cional que seilala que las ideas inicialmente provienen de "comunidades críticas" de académi­
cos, pero que para tener impacto deben ser asumidas y difundidas por los movimientos sociales. 

12. Es también interesante observar que, a veces, estas mecanismos han operado en forma inversa 
esta es, a veces los actores transnacionales no estatales desarrollan funciones para las institucio­
nes internaciona1es. Así, por ejemplo, la cantidad de personal y el presupuesto de investigación 
de las grandes organizaciones no gubernamentales de derechos humanos, como Amnesty Inter­
national y Human Rights Watch, son mucho mayores que las dei centro de derechos humanos 
de las Naciones Unidas. De esta forma, en el ámbito de los derechos humanos, la apropiación 
institucional frecuentemente ocurre de forma inversa, ai usar las instituciones internacionales 
los recursos y las capacidades de investigación de las organizaciones no gubernamentales para 
poder realizar sus actividades con mayor eficiencia 

13. Smith, Pagnucco y López (1998). 
14. En su estudio de las organizaciones no gubernamentales internacionales de derechos humanos 

Smith, Pagnucco y López descubrieron que el 60% de ellas recibian contribuciones de fundacio­
nes para sostener sus actividades y que el 52% recibía apartes dei gobierno o de agencias guber­
namentales. La mayoría de las organizaciones no gubernamentales identificó las dificultades fi­
nancieras como el obstáculo institucional más importante que enfrentan. Smith, Pagnucco y 
López (1998). 
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15. Smith, Pagnucco y López ( 1998). 
16. Estoy en deuda con Darren Hawkins por este ejemplo, y por sus comentarias generales y suge­

rencias en torno a las conclusiones. 
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COMENTARIO 

Martín Abregú 

MIS COMENTARIOS A ESTE TRABAJO no podrán evitar el lugar desde donde me 
acerco a este tema: soy un abogado que trabaja en una organización de derechos 
humanos local. En primer lugar quiero aclarar que hice trampa como organiza­
dor para estar acá como comentarista: me interesaba comentar este trabajo justa­
mente porque desde hace un tiempo que tengo algún nivel de obsesión con la 
necesidad de pensar una política internacional para una organización no guber­
namentallocal. 

La lectura de este trabajo fue para mí muy esclarecedora, muy reveladora en 
el sentido estricto. Me introdujo en la discusión dei marco teórico que estaba ne­
cesitando para entender muchas de las cuestiones con las que me enfrento coti­
dianamente. En ese sentido, creo que esta ponencia es muy acertada en la des­
cripción que hace de todos estos actores y de su forma de relacionarse. El 
problema que me generó fue que, como la descripción me pareció extremada­
mente acertada, no tengo agregados ni comentarios que hacer ai respecto, razón 
por la cual opté por tomar algunas cuestiones que me fueron surgiendo de su 
lectura. 

Voy a tratar de plantear algunas, no sé si ponerle de nombre paradojas, tram­
pas o encrucijadas, en relación con esta dimensión internacional. Básicamente, 
surgen de la pregunta que planteó recién Kathryn Sikkink, que me parece extre­
madamente interesante, acerca de si la internacionalización de los actores loca­
les nos fortalece o nos debilita. Creo que ésta es una pregunta clave y, como ella 
seiiala, considero que no hay una respuesta por lo positivo o por lo negativo. Por 
e! contrario, me parece que hay muchas respuestas en distintas coyunturas e, in­
cluso, muchas veces un mismo componente de la transnacionalización sistemá­
ticamente puede, a la vez, fortalecer y debilitar -y esto es lo que, de alguna ma­
nera, me parecía interesante destacar. 

Quiero aclarar antes de empezar con una enumeración de las cinco, digamos, 
encrucijadas, que lo que intenté hacer es no valorarlas. No quiero decir que la 
transnacionalización sea buena o mala. De alguna manera lo que reconozco es 
que está ahí, se da, funciona como tal, pero hay que tomar en cuenta ciertas pa­
radojas, ciertas trampas, etcétera, que nos plantea, para definir una política apro­
piada para hacerle frente. Estos problemas que presento creo que son generales. 
Sin embargo, por razones obvias mis ejemplos se van a referir siempre a temas 
de derechos humanos -pero, insisto, creo que estas encrucijadas trascienden este 
campo. 
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Primera cuestión: la internacionalización de los actores abre una nueva ins­
tancia de legitimización, una legitimización exterior. Cuando por ejemplo, el 
CELS es invitado a una recepción en una determinada embajada, las autoridades 
locales nos reconocen, nos tratan de manera distinta. En ese sentido uno puede 
verse fortalecido. Cuando las Naciones Unidas nos dan status consultivo tam­
bién nos fortalecen frente ai Gobiemo. Incluso, cuando una organización no 
gubernamental internacional nos considera contraparte, también nos vemos legi­
timados frente ai interlocutor estatal. Sin embargo, me parece que esta legitima­
ción externa es también bastante tramposa. A mí por lo menos, esta paradoja me 
quedó muy claramente expuesta el día que estaba conversando con el Director 
de la Academia de la Policia Federal. Estaba enumerando los pactos de conve­
nios que ellos tienen con el FBI e lnterpol y me dijo: "Lo que pasa es que nues­
tro trabajo está mucho más reconocido afuera que adentro", y yo le contesté: 
"Exactamente lo mismo nos pasa a nosotros". Creo que esto nos enfrenta a una 
debilidad: (,qué es esto de que la legitimización de la Policia Federal y la dei 
CELS dependa de lo que digan los que están afuera? Me parece que ahí hay un 
problema. 

Segunda encrucijada: la igualdad formal de armas. Una de las ficciones, de 
las ilusiones, que nos ofrece la transnacionalización combinada con la "juridiza­
ción" de las regias internacionales, es que a veces nos encontramos "en igualdad 
de condiciones" con el Gobierno. El Derecho, aun en el plano internacional, 
tiende a hacernos creer que somos iguales. Cuando nosotros hacemos una de­
nuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y tenemos una 
audiencia, para poner el ejemplo más práctico, más expreso, está, por un lado, la 
Comisión, el Gobierno de otro, y nosotros de este. Estamos en igualdad de con­
diciones: ahí está el Gobiemo, ahí estamos nosotros y nosotros podemos "com­
prar" esa ilusión de la igualdad de armas. Sin embargo, cuando salimos de la au­
diencia, "ellos" siguen siendo el Gobierno y nosotros seguimos siendo una 
organización no gubernamental. No lo quiero plantear en términos de contradic­
ción Gobierno versus sociedad civil, pero lo que sí quiero destacar es que no 
existe tal igualdad de armas más allá de esa coyuntura en la que somos " igua­
les". Es más, en esos casos, en general, tenemos la posibilidad de ganar. Incluso 
cuando ganamos, (,qué pasa? Vuelvo al caso de la Comisión Interamericana: ga­
namos y el Gobiemo si no quiere hacer nada no hace nada; puede ignorar la re­
comendación de la Comisión Interamericana. Obviamente no estoy hablando en 
el plano de las regias, donde e! Estado debería cumplir esas recomendaciones. 
Lo que me parece importante de esto, entonces, es la necesidad de asumir que 
esta igualdad de armas, que a veces nos ofrece la dimensión transnacional, es 
una ilusión que tenemos que utilizar como tal, aprovechar como tal, pero no te­
nemos que ignorar que es una ilusión. Y esto nos debe llevar a pJantear estrate­
gias distintas. Hoy por hoy, nosotros le recomendamos a las personas que llevan 
casos hasta la Comisión Interamericana, que hagan todo lo posible para que e! 
caso nunca termine porque el día que el caso termine es un fracaso. Durante e! 
trámite dei procedimiento nosotros podemos influir en la política dei Estado. El 
día que e! caso se cerró ya no tenemos más herramientas. Entonces, me parece 



72 La sociedad civil frente a las nuevas formas de institucionalidad democrática 

que hay que asumir esta igualdad formal de armas y ver cómo la podemos apro­
vechar. 

Otro problema: los reclamos cruzados. Me parece que sistemáticamente se 
sale a reclamar afuera cosas que sólo se pueden demandar adentro y se reclama 
adentro cuestiones que sólo se pueden reclamar afuera. Es obvio que hoy por 
hoy ya no es tan sencillo dividir lo que se puede reclamar adentro y afuera, pero 
lo que si creo es que en este continuo hay también extremos y hay ciertas cues­
tiones en las que uno puede decir "esto lo puedo resolver en el ámbito local" o 
"esto se debe discutir en el ámbito internacional" . Y acá es donde veo una con­
fusión enorme de roles. Me parece que muchas veces se pone a la comunidad in­
ternacional, alternativamente, en un lugar de árbitro o de "gran papá". Esto me 
parece complicado. Si asumimos que hoy los Estados nacionales ya no deciden 
muchas cosas hay que asumir esa realidad y apuntar a las políticas transnaciona­
les para ampliar el ámbito de decisión dei Gobierno local. inversamente, en 
aquellos casos en los que la responsabilidad es local no podemos aspirar a que 
"venga" la comunidad internacional a darle órdenes a nuestras autoridades. 

Un par de ejemplos: cuando el CELS, dos semanas atrás, hizo una denuncia 
ante el Banco Mundial para que el Gobiemo no recortara un programa social, 
hubo que detenerse a pensar cómo hacerlo. En este caso lo pensamos, lo discu­
timos y creemos que la decisión que tomamos es correcta; pero es necesario pre­
guntarse en qué medida uno tiene que ir a pedirle ai Banco Mundial que el Go­
biemo no recorte un programa de asistencia social. Teníamos un pretexto 
contractual y creo que la denuncia estuvo bien hecha, pero no debemos perder 
de vista qué es lo que le estamos pidiendo a cada uno de los actores. i,Qué es lo 
que le estamos pidiendo a cada uno de los actores cuando, en el marco de un se­
minario sobre aplicación de los tratados en el ámbito interno, todo el mundo to­
ma nota cuando uno de los expositores menciona que hay un relator sobre la in­
dependencia de los jueces en las Naciones Unidas y entonces se piensa en ir 
corriendo a este relator para solucionar los problemas de independencia judicial 
en la Argentina? Era un seminario en el que estábamos discutiendo cómo apro­
vechábamos los tratados en el ámbito interno y el público estaba integrado, fun­
damentalmente, por abogados de organizaciones no gunbemamentales. Me pa­
rece que es una terrible confusión. Y creo que también es una terrible confusión 
cuando una funcionaria de Cancillería dice " informalmente", ai tener que res­
ponder e! Estado argentino la denuncia, en el caso de los jubilados, a la Comi­
sión Interamericana: "Yo creo que lo que hay que responderes: 'Sei\ores de la 
Comisión Interamericana, arréglense ustedes con sus vecinos dei Banco Mun­
dial y dei Fondo Monetario, nosotros lo único que hicimos con el tema de los ju­
bilados fue cumplir con las recomendaciones que ellos nos hicieron'". Entonces, 
el punto es dónde está jugando cada uno de estos actores, dónde nos estamos po­
niendo nosotros, qué papel estamos haciendo jugar a cada uno de los otros. 

Cuarta encrucijada: la incompatibilidad/compatibilidad de las agendas loca­
les, regionales y universales. Me refiero a la incompatibilidad/compatibilidad, 
porque creo que en cada caso esto es dificil de determinar. Un ejemplo para mi 
paradigmático de la dificultad de determinar esta compatibilidad/incompatibili-
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dad es la campana internacional por la creación de una corte penal internacional. 
Todos los organismos internacionales de derechos humanos presionaron mucho 
por esto y a la mayoría de los organismos locales no les importaba nada. No nos 
importaba nada, pero hicimos mal en que no nos importara. Es un caso muy di­
fícil. Nosotros teníamos una agenda local que nos tenía tapados hasta el cuello. 
Estábamos pensando en otras cosas y nos preguntamos qué nivel de prioridad 
presentaba esta cuestión para nosotros. A todo el mundo le parecia bien una cor­
te pero no contábamos con recursos humanos para trabajar ni para impulsar una 
corte que no tenía ningún papel importante que cumplir en nuestro plan local en 
el corto o mediano plazo. Sin embargo, también creo que es miope de nuestra 
parte ignorar el establecimiento de una corte penal internacional. El punto es có­
mo juegan todas esas agendas, cómo hacemos para que esas agendas funcionen 
fluidamente. 

Creo que no es sencillo y que el caso dei tribunal penal internacional es muy 
claro en el sentido de que no siempre el interés de los países dei Norte es distin­
to dei de los países dei Sur, porque en realidad una corte penal internacional es 
mucho más útil para los países dei Sur que para los países dei Norte. Entonces, 
los países dei Norte empujan e impulsan una herramienta para los países dei 
Sur, que a éstos no les interesa promover. 

Un problema de incompatibilidadlcompatibilidad de las agendas se datam­
bién en el tema de los derechos sociales mencionado por Kathryn Sikkink en su 
ponencia y estoy de acuerdo. Mientras que muchas de las organizaciones no gu­
bernamentales locales empujaban el tema de los derechos sociales, a los interna­
cionales no les interesaba de Ia misma manera. Me parece que el mismo proble­
ma lo tenemos también en relación con el Mercosur. El Mercosur no está en la 
agenda de la sociedad civil local por su limitadísima influencia en la coyuntura; 
sin embargo, regionalmente debería ser un aspecto prioritario en la relación de 
las organizaciones civiles de los países miembro. (.Cómo hacemos para compa­
tibilizar esas cosas? Uno piensa que trabajar actualmente en el Mercosur en una 
organización no gubernamental local no tiene mucho sentido, sin embargo pare­
ce obvio que hay que empezar ya a tallar en ese terreno. Esta es una preocupa­
ción común que tenemos con Jacqueline Pitanguy. 

Y, especificamente, el tema de las redes. Me parece que en relación con las 
redes se puede hacer una clasificación: las redes con agenda propia y las redes 
sin agenda propia. Cuando se impulsa una red para trabajar sobre tal tema y na­
die está trabajando sobre ese tema, entonces es un problema. Esas redes me ge­
neran cierto rechazo o desinterés. Por el contrario, las redes sin agenda propia 
son redes que surgen espontáneamente de Ias necesidades. Cuando nos juntamos 
con cualquier otra organización de derechos humanos de América latina hay 
muchas cuestiones que tenemos en común y nos encantaria armar una red para 
trabajar esos temas. A veces lo podemos hacer, y otras, no. Pero estoy seguro de 
que éstas son el tipo de redes que es necesario y beneficioso articular. 

El último problema que quisiera plantear hoy es lo que denominaria la utili­
zación perversa de las estructuras de oportunidad políticas, tanto nacionales co­
mo intemacionales. Quiero traer un ejemplo relacionado con mi actividad como 
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abogado: los casos Giroldi y Bramajo. El caso Giroldi es un caso muy interesan­
te en el que la Corte Suprema de Justicia dice que los tribunales nacionales de­
ben seguir lajurisprudencia de la Corte Interamericana como guía para la apli­
cación de los tratados. De alguna manera, lo que la Corte Suprema sostiene es 
"Senores, lo que diga la Corte Interamericana para nosotros es vinculante". Esta 
decisión es un enorme salto adelante y es una excelente utilización de esta es­
tructura de oportunidad política, en palabras de Kathryn Sikkink. Ahora, poco 
tiempo después, en otro caso, el caso Bramajo, la Corte Suprema apela a la ju­
risprudencia de la Comisión lnteramericana de derechos humanos para restringir 
derechos. 

Es decir, lo que estaba más protegido en el derecho interno la Corte lo res­
tringe utilizando lajurisprudencia de la Comisión lnteramericana. Esto, desde el 
punto de vista legal, es un disparate; pero independientemente de la cuestión le­
gal, lo que me parece que es interesante es cómo la Corte aprovecha una estruc­
tura internacional determinada para restringir derechos en el ámbito interno. A 
esto lo llamo una utilización perversa. 

Creo que no se pueden sacar muchas conclusiones de estas paradojas o en­
crucijadas que planteo. En primer lugar, aspiro a hacer una llamada de atención 
a aquellas concepciones que consideran las estructuras internacionales como un 
talismán en el que encontraremos todas las respuestas y a aquellas otras que po­
nen allí todos sus miedos. En todo caso, creo que una implícita conclusión es 
que cada vez es más necesario y fundamental que empecemos a defmir y a dis­
cutir muy seriamente lo que debe ser una política internacional de una organiza­
ción local - y no solamente hacia fuera sino también en relación con cómo utili­
zamos esos elementos que nos da el afuera cuando queremos trabajar acá 
adentro. 



COMENTARIO 

Jacqueline Pitanguy 

SOY DIRECTORA DE UNA ORGANIZACIÓN no gubemamental que se llama CE­
PIA, Cidadania, Estudos, Pesquisa, Informação e Ação, localizada en Río de Ja­
neiro. Desde 1990 desarrollamos diversos proyectos, fundamentalmente en las 
áreas de salud y de violencia, y trabajamos bajo una perspectiva de género, en el 
marco de los derechos humanos. 

La creciente transnacionalización de los procesos económicos, sociales y po­
líticos y sus efectos simultâneos en diversos sectores de la sociedad constituyen 
una preocupación central de CEPIA, que considera que es urgente y necesario 
que organizaciones de la sociedad civil con agendas diferentes establezcan for­
mas de diálogo y de colaboración, de modo de construir estrategias conjuntas 
frente a los grandes desafios que afectan a todas las organizaciones no gubema­
mentales. 

Por esta razón, desde 1997 CEPIA ejerce también la función de cosecretaria, 
junto con el Center for Health and Social Policy, dei Foro de la Sociedad Civil 
en las Américas, sobre el cual ba bablado Axel Mundigo, y en cuyo marco se in­
serta esta relevante iniciativa de CEDES y CELS, a quienes agradezco la invita­
ción a participar de esta reunión. 

Concuerdo con los planteamientos de Martin Abregú, pero me gustaría dis­
cutir un poco sobre las clasificaciones propuestas por Kathryn Sikkink, relativas 
a las formas diversas de actuación de organizaciones de la sociedad civil a nivel 
transnacional. En primer lugar, queria agradecer a Kathryn Sikkink por traer 
cierto orden a nuestro quehacer y a nuestra vida cotidiana de activistas, porque 
no tenemos mucho tiempo para pensaria y situaria en marcos analíticos. 

De hecho, mucbas de nosotras y de los colegas que están aquí somos activis­
tas y hemos actuado en movimientos sociales en las décadas de 1970 y de 1980, 
hemos incursionado en el gobiemo cuando nuestros países iniciaron el proceso 
de redemocratización, y luego, en la década de 1990, nos transformamos en or­
ganizaciones no gubemamentales, con fuertes inserciones intemacionales. 

La presentación de Kathryn Sikkink aporta una cierta inteligibilidad a esa 
complejidad de nuestra vida cotidiana. A veces no la comprendemos porque nos 
bace falta una mirada más distante. Así que considero que su trabajo es muy in­
teresante en ese sentido. Por otro lado, y partiendo justamente de la experiencia 
de vida, yo tengo una cierta dificultad en trabajar con esa separación que propo­
ne entre redes, coaliciones y lo que llama organizaciones en movimientos trans­
naciona1es. 
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Creo que para comprender esas articulaciones transnacionales en las cuales 
estamos inmersos, debemos buscar su inteligibilidad a partir de la dinámica de 
la acción política en la cual se insertan y en los objetivos para los cuales se esta­
blecen tales redes o movimientos. Es esta dinámica, resultante de la interacción 
entre metas e instrumentos de la acción política, y de los contextos políticos, so­
ciales y económicos en que se inserta, la que nos permite captar la lógica orga­
nizacional (y formato) que toma una articulación nacional, regional o internacio­
nal. Depende de esta dinámica, lo que esa red puede actuar como articulación y 
viceversa. Dentro de nuestra acción política, a veces trazamos con claridad es­
trategias dentro de las cuales optamos por actuar como red o coalición. 

Sin embargo, frecuentemente, no anticipamos el ritmo y la forma de nuestra 
articulación sino que respondemos a una conyuntura en la cual intervienen va­
riables y otras fuerzas sociales que escapan a nuestro control y determinan, en 
gran parte, los ritmos y las formas posibles de nuestra actuación. En realidad, 
dada la gran flexibilidad requerida de los actores que, como nosotros, actúan en 
escenarios intemacionales, es difícil separar las redes, las coaliciones y los mo­
vimientos. 

Entonces, creo que estos conceptos son interesantes, corresponden a entida­
des concretas que, incluso, se autodenominan de este modo, pero deben ser 
comprendidos como instrumentos de interlocución política entre diversos acto­
res, por lo tanto, y flexibles en su forma. Su objetivo fundamental es maximizar 
la participación (dei movimiento, red o coalición) en esta interlocución. 

Voy a tomar, un ejemplo que Kathryn Sikkink menciona, que es el de la 
campana Women 's Rights are Human Rights, que yo vivi muy de cerca porque 
acompané a la formación dei Center for Women's Global Leadership, que es un 
centro que se creó en 1989, dentro de la Universidad de Rutgers. Creo que el 
Center tiene un carácter híbrido, está dentro de la Universidad pero recibe recur­
sos como lo hacen las organizaciones no gubernamentales. Esta institución va a 
ser, en cierta forma, el núcleo de esta campana internacional, pero yo no diria 
que esta campana crea una coalición. La acción política está centrada en este nú­
cleo, desde donde, a través de un gran trabajo de militancia de las personas que 
lo componen, como Charlotte Bunch y las demás integrantes dei Center, esta ac­
ción política se irradia mundialmente como campana. Y cabe decir, ahí se forma 
la corriente inicial que desarrolló una de las campanas más importantes, yo di­
ria, de este fin de siglo, y que culminó en Viena, en 1993, en la Conferencia In­
ternacional de Derechos Humanos. Después de la campana internacional quere­
cogió firmas para el reconocimiento de los derechos de Ias mujeres como 
derechos humanos, se establece un núcleo estructurado que conduce los trabajos 
políticos relat ivos a la difusión de esta petición. Utilizada como instrumento po­
lítico, esta campana tiene su gran momentum en Viena, donde el Center organiza 
el Tribunal de Crímenes contra las Mujeres. Creo que este Tribunal va a actuar 
de la forma que Kathryn Sikkink atribuye a lo que denomina movimientos, que 
utilizan recursos para producir un gran impacto y, así, llamar la atención sobre 
sus demandas (me refiero ai peso dei efecto visual dei Tribunal). 

Lo que quiero decir es que la acción politica tansnacional utiliza redes, coali-
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ciones, movimientos sociales, pero a mi entender, no es ni red ni coalición, ni 
movimiento transnacional, o es un poco de cada una de estos. 

En otras experiencias también observamos cómo en la dinámica de la acción 
política se construyen redes, y después núcleos, a veces coaliciones, con el ob­
jetivo de sostener redes. Así que creo que si partimos de Ias características dei 
escenario político -objetivos, estrategias, actores, peso relativo de los intereses 
y de las fuerzas en juego- com prenderemos por qué la acción política se confi­
gurá en aquel momento de determinada forma, por qué los actores en aquel mo­
mento actuaban en redes y, en otro, estos mismos actores actúan en coaliciones 
o participan de un modo más individual. 

Esto nos conduce a la cuestión que plantea inicialmente de por qué emergen 
las redes, coaliciones internacionales y en qué circunstancias son efectivas. O 
sea, Ia efectividades la que va a responder, en cierto modo, por qué surgen así o 
se transforman. 

A partir de Ia experiencia que nosotras, los movimientos de mujeres hemos 
tenido en estas conferencias internacionales de la ONU, de esta década, me gus­
taría llamar Ia atención para una acción política bastante particular, en el sentido 
de que se podría tal vez llamar trabajo doméstico a nível internacional o, más 
bien, en un sue/o internacional. 

De hecho, los avances más importantes de esas conferencias de las Naciones 
Unidas que tuvieron lugar en la década de 1990 y que produjeron algunos efec­
tos concretos en políticas nacionales, ocurrieron por el trabajo de actores políti­
cos de la sociedad civil, dentro de Ias delegaciones de sus propios países. Así, 
por ejemplo en 1994, en la Conferencia Internacional de Población y Desarrollo, 
en E! Cairo, cuando se avanzó en temas fundamentales de salud sexual y repro­
ductiva, desarrollamos un intenso trabajo de advocacy junto con la delegación 
oficial de Brasil; nosotras, brasileilas que estábamos dentro o fuera de Ia delega­
ción, trabajamos desde afuera en articulación con redes y coaliciones interna­
cionales de organizaciones no gubemamentales. El trabajo era, sin embargo, di­
rigido, en primer lugar, a nuestros connacionales, brasilefias hablando con 
representantes dei gobierno de Brasil, peruanas con representantes dei Perú, et­
cétera. Eso era lo primordial, aunque sin duda también hicimos un trabajo de ad­
vocacy con delegaciones de otros países. 1 

Esa es una forma de trabajo político, que no sé cómo nombrar, pero que es 
fundamental y que sólo ocurre en momentos precisos, relacionados con grandes 
conferencias internacionaJes. Yo diria que es un tipo de acción política con efec­
tos domésticos que se desarrolla en escenarios internacionales. Las estrategias 
utilizadas en este "trabajo doméstico" se tejen de forma transnacional, son dis­
cutidas en redes y articulaciones transnacionales. Creo que es dificil para noso­
tros clasificar estas experiencias, estos procesos en curso y en los cuales somos 
protagonistas. Falta también a las ciencias sociales un mayor investimento inte­
lectual en la teorización de estos fenómenos. No es fácil nombrar una experien­
cia de acción política tan próxima y flexible ... 

Creo que es urgente y necesario el esfuerzo de com prender, de nombrar y de 
buscar una inteligibilidad a estas experiencias y, en este sentido la ponencia de 
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Kathryn Sikkink es muy importante porque procura nombrar la acción política 
internacional de la sociedad civil en la década de 1990. Esta es una acción de in­
mensa importancia y de grandes alcances, y buscar su inteligibilidad nos ayuda 
a comprender la lógica de la articulación de organizaciones de la sociedad civil 
con otros actores, como fundaciones, agencias intemacionales y gobiemos. 

Bourdieu2 ofrece un aporte interesante a esta temática con su concepto de 
campo. Si pensamos el campo como un espacio que se conforma por las con­
frontaciones, las tensiones, y las alianzas que establecen los diferentes actores 
en la disputa por el dominio o la hegemonia, nosotros podemos percibimos co­
mo actores (enredes, coaliciones, movimientos, delegaciones) que desempenan 
un papel en la configuración dei campo de los derechos humanos, de la salud re­
productiva, de los derechos sociales, en fin , en el concepto mismo de ciudada­
nía. 

La otra cuestión que me gustaría destacar también, es que en esos momentos 
de acción transnacional la separación entre la sociedad civil y el gobiemo o más 
bien los órganos gubemamentales, no es tan rígida ni es tan nítida, en el sentido 
de que con la redemocratización, en diversos países de América latina, la socie­
dad civil no tiene más el monopolio dei lenguaje de los derechos humanos. El 
hecho de que en nuestros gobiemos existan algunos órganos y comisiones orien­
tados a esta cuestión no significa que haya coincidencia en las agendas gubema­
mentales y de la sociedad civil. Sin embargo, hay sí la presencia de nuevos y po­
derosos actores, que actúan en la reconfiguración dei campo de los derechos 
humanos. 

Es así posible, y en ciertas circunstancias necesaria, una interlocución entre 
determinados órganos dei Estado y organizaciones de la sociedad civil. Estas in­
terlocuciones pueden producir un aumento de tensiones, delinear fronteras o lle­
var a que se establezcan alianzas en algunos puntos, incluso, fortaleciendo algu­
nos órganos dei gobiemo frente a otros. En realidad, ai establecer una estrategia 
de advocacy, es necesario pensar en el gobiemo con más porosidad y no como 
estructuras rígidas, monolíticas e impermeables. 

Quisiera, finalmente, comentar una cuestión que Martin Abregú planteó 
cuando preguntó qué papel desempenan los países y/o organizaciones dei Norte 
en nuestro proceso de legitimación aqui, considerando el desequilíbrio entre 
Norte y Sur, el domínio de los Estados Unidos y Europa. Seguramente, la rela­
ción es desigual y los países, as í como las organizaciones dei Norte, con más re­
cursos y poder, tienen gran influencia en esta legitimación. Pero quisiera desta­
car que, actualmente, hay también un proceso recíproco. Cada vez más, las 
organizaciones dei Norte necesitan estar legitimadas por sus !azos con nuestros 
países. Nosotros, en el Sur, tenemos que reconocer nuestra importancia de acto­
res políticos en estos movimientos transnacionales. En lo que respecta a los de­
rechos humanos, el medio ambiente, los derechos de las mujeres, la violencia 
doméstica, la salud reproductiva y sexual, hay un aporte fundamental dei Sur. 

Finalmente, un punto, que me gustaría destacares la necesidad de establecer 
una diferenciación entre los actores, ya sea que pertenezcan a una misma cate­
goria más amplia, de un tipo de gobiemo o instituciones intemacionales, según 
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el tipo de órgano a que pertecen, di ferenciando las más "duras" de otras cuyas 
puertas se abren con mayor facilidad a la sociedad civil. 

El trabajo político es más complejo actualmente porque en países como la 
Argentina o Brasil ya no actuamos con gobiemos cuyas instituciones se rigen 
por el principio dei Estado autoritario. Nuestra identidad ya no se construye úni­
camente por oposición, como en los períodos de la dictadura militar cuando te­
níamos el monopolio dei discurso de los derechos humanos y la justicia social, 
por ejemplo. 

Nuestra identidad se construye hoy, sobre todo, por nuestra capacidad de te­
jer lazos y redes de solidaridad entre nosotros, y de establecer el diálogo con los 
sectores gubemamentales, sin cooptación pero buscando puentes para que algu­
nas de nuestras propuestas sean traducidas en leyes y políticas públicas a nivel 
nacional. Y también por nuestra capacidad de trazar estrategias conjuntas y de 
buscar formas de articulación nacionales e intemacionales para enfrentar los 
grandes desafios de la transnacionalización dei poder económico y político. 

I. A lo largo dei proceso preparatorio de la Conferencia de El Cairo, hubo una impresionante mo­
vilización de mujeres, a nivel nacional e internacional. En Brasil, por ejemplo, se realizó en 
1993 un gran encuentro en el Congreso Nacional, donde se redactó la Carta de Brasil ia, conde­
mandas y propuestas relativas a la posición que el gobiemo debía asumir en la futura conferen­
cia. En enero de 1994, en Río de Janeiro, CEPIA y eiiWHC, lnternational Women's Health 
Coalition, actuaron como secretaria de una gran conferencia internacional, en la que mujeres de 
ochcnta y nueve países redactaron un documento de consenso con sus propuestas para la Confe­
rencia de El Cairo. 

2 . Bourdieu, Pierre, A Economia das Trocas Simbólicas, Perspectiva, San Pablo, 1982. 
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EN LIBERTAD (MADEL): LA EXPERIENCIA 

RECIENTE DEL MOVIMIENTO DE MUJERES1 

María Alicia Gutiérrez 

I. INTRODUCCIÓN 

MUJERES AUTOCONVOCADAS PARA DECIDIR EN LlBERTAD (MADEL) se constituyó en 
el afio 1994, como respuesta a la articulación y acción de una alianza conserva­
dora en materia de aborto y derechos sexuales y reproductivos. 

Esa respuesta está enmarcada en una etapa de profundos cambios que se pro­
dujeron en la economía y La política argentina, así como también en su inserción 
en el nuevo orden internacional. Con la economía de libre mercado se reformulá 
la relación Estado/sociedad y con ello un nuevo rol, de unos y otros, respecto de 
las políticas públicas y sociales. 

Por otro lado, en la década de 1990 se produjeron modificaciones en el mo­
vimiento de mujeres que redefinieron su sentido e inserción en el nuevo proceso 
democrático. La problemática dei aborto, como los derechos sexuales y repro­
ductivos reaparecerán en el escenario político por la impronta de una coalición 
conservadora entre el gobiemo Justicialista y la Iglesia católica, que intenta, tan­
to a nível nacional como internacional, promover Ias posiciones sostenidas por 
el Vaticano en materia de sexualidad y género. 

Tres instancias fueron cruciales en la aparición pública de MADEL que pu­
sieron en evidencia la disidencia con la posición oficial y mostraron la falacia 
dei argumento eclesial: la Reforma Constitucional de 1994, la Ley de Salud Re­
productiva de 1995 y el Estatuto de la Ciudad de Buenos Aires de 1996. 

De las razones de su constitución, del desarrollo de los acontecimientos, de 
las estrategias planteadas así como también de las alianzas y los conflictos que 
se produjeron, intentará dar cuenta el siguiente documento. 

11. CONTEXTUALIZACIÓN Y CARACTERIZACIÓN DEL CONTEXTO 
ARGENTINO 

Carlos S. Menem inició su gestión en 1989, en un cambiante escenario inter­
nacional. La caída dei Muro de Berlín, el tan proclamado fin de la historia y de 
las ideologías y la necesidad de reconvertir aJ capitalismo con una clara orienta­
ción neoliberal son emblemáticas de los nuevos tiempos. Menem asumió esa 
"cruzada" y se sintió el verdadero renovador de las "caducas" estructuras dei 
Estado de Bienestar. Inició la embestida contra el Estado con un amplio y mu­
chas veces desprolijo programa de reformas estructurales, cuyo eje central eran 
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las privatizaciones, que gozaron de escasa transparencia en su proceso de adju­
dicación a diferentes corporaciones intemacionales y a empresas públicas dei 
Primer Mundo. 

Sin lugar a dudas, ese proceso sólo pudo llevarse a cabo debido a la profun­
da convicción dei presidente Menem y de amplios sectores dei Partido Justicia­
lista de estar gestando una verdadera revolución modemizadora, para la cual 
contaron con un enorme aval político otorgado en las sucesivas elecciones. 

El advenimiento de Carlos Menem ai poder en 1989 fue recibido con una cá­
lida acogida por parte de los miembros de la Conferencia Episcopal de la Iglesia 
católica quienes se habían sentido afectados durante la gestión dei Dr. Raúl Al­
fonsín (Unión Cívica Radical, 1983-1989). Por otro lado, la campana política 
centrada en la idea de " la revolución productiva y e! salariazo" permitió articu­
lar una fórmula triunfadora que abrió la puerta defmitiva a la aplicación dei mo­
delo económico neoliberal. 

La Argentina inició en las décadas de 1980-1990 su proceso de democratiza­
ción junto con la agudización de la crisis social. Las condiciones de la crisis no 
comenzaron con las políticas económicas aplicadas por la gestión justicialista 
pero se profundizó la tendencia hacia una nueva coalición conservadora-popular 
(CLACSO; 1996). 

Algunos datos permitirán ubicamos en el contexto: la deuda externa creció 
en los últimos anos de a1rededor deUS$ 70 mil millones a aproximadamente 
US$ 140 mil millones, lo cual condiciona el futuro, no sólo de las posibilidades 
vitales de sucesivas generaciones sino de la propia viabilidad y desarrollo de la 
democracia. En este marco, los programas sociales dirigidos a la atención de los 
derechos sexuales y reproductivos se ven condicionados a esa situación, uno de 
cuyos datos relevantes es el incremento de la pobreza. 

Actualmente se estima que 13,4 millones de personas son pobres (diario Pá­
gina 12, 5 de julio de 1999). Dentro de este porcentaje se encuentran los deno­
minados nuevos pobres, ex integrantes de las clases medias que ingresaron en el 
territorio de la pobreza, pero que no han perdido la noción de sus derechos (co­
mo salud y educación). 

El panorama de la década de 1990 muestra una sociedad que se ha segmen­
tado, polarizado y empobrecido masivamente, con un dramático ascenso dei de­
sempleo. 

En la última década, " numerosos estudios han analizado la relación entre gé­
nero y pobreza, sugiriendo la denominación ' feminización de la pobreza', enten­
diendo que la pobreza de las mujeres está directamente relacionada con desi­
gualdades de género en el reparto dei poder económico y con la dependencia y 
sobrecarga que implica la responsabilidad exclusiva de la administración dei ho­
gar. Por lo tanto, la feminización de la pobreza es un concepto más abarcativo 
que alude a la discriminación de género. Fue acuftado para marcar el impacto 
dei fenómeno de la pauperización de las mujeres, dado que el 70% de los pobres 
son mujeres, sumándole a ello que el segundo grupo más afectado es la nifíez, 
quienes, en su mayoría, dependen de las mujeres" (Durand y Gutiérrez, 1998). 

En este marco de crisis socioeconómica las condiciones sanitarias básicas de 
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la población han desmejorado en forma sustantiva, y con ello la atención de la 
salud, lo que ha impactado particularmente sobre los indicadores de salud repro­
ductiva. 

La salud ha dejado de ser un derecho humano básico y un derecho ciudada­
no para transformarse en una mercancia más. Así, en general, los servicios fun­
cionan más por el principio de pobreza que por las concepciones de derecho y 
universalidad. 

En relación con el comportamiento reproductivo y la salud reproductiva, y 
de acuerdo con Durand y Gutiérrez (1998), podemos observar que " la tasa de 
mortalidad materna para el total dei país para 1995 es de 4,4 por 10.000 naci­
dos vivos, mostrando notables diferencias con los países desarrollados. La mor­
talidad materna responde básicamente a causas prevenibles y como tal es facti­
ble alcanzar valores marcadamente inferiores. Analizar la mortal idad materna 
supone tener en cuenta la existencia de un subregistro de alrededor de i 50%. 
Un componente importante de este subregistro está relacionado con Ia muerte 
por complicaciones de aborto, que no se consigna por estar penalizado por Ia 
Jey. La estructura de las causas de muerte materna es Ia siguiente: alrededor dei 
30% por aborto, 30% por causas obstétricas directas y el mismo porcentaje 
aproximadamente por causas obstétricas indirectas. La mayor parte de Ias muer­
tes maternas se explican por causas relacionadas con el embarazo y su aten­
ción, más que con enfermedades preexistentes agravadas por esta condición, 
por lo cual Ias acciones preventivas ocupan un lugar prioritario. El número de 
abortos que se practican en Ia Argentina estaria entre los 450.895 y los 
498.358, lo que supone un aborto cada dos nacimientos" (CLADEM, 1998). 
Los países que tienen legislación restrictiva sobre aborto (es el caso de los paí­
ses de América latina) Iejos de resolver el problema producen un significativo 
impacto en Ias condiciones de salud de las mujeres corno en las economias na­
c ionales, debido a los gastos en recursos médicos y financieros que afectan ai 
sistema público de salud por la atención que requieren las complicaciones po­
saborto. En los países con aborto legal la tasa de abortos inducidos es menor 
que donde es ilegal. En Holanda la tasa es de 0,53 por cada 100 mujeres, en 
Canadá I ,20, en Inglaterra y Gales 1 ,42, en los Estados Unidos 2, 73, en tanto 
que en países donde el aborto es ilegal la tasa es más alta. Este es e! caso de 
países como Brasil 3,65 , Colombia 3,37, Chile 4,54, etcétera. La razón de Ias 
diferencias se sustenta no sólo en la condición jurídica de la despenalización si­
no en " la existencia de servicios gratuitos de aborto junto coo un amplio acce­
so a anticonceptivos, servicios y protección social para la mujer" que esa situa­
ción permite (CRLP, 1999). 

Es importante destacar la importancia de la fecundidad de Ias mujeres meno­
res de veinte anos. Aproximadamente de 700.000 mujeres que tienen hijo en un 
período de un afio, I 00.000 son adolescentes. Esta fecundidad tiene un acentua­
do sesgo de clase, pues afecta principalmente a las mujeres adolescentes más 
pobres (Dinardi et a/., 1998). 

En cuanto a la prevalencia de i uso de métodos anticonceptivos, en mujeres 
urbanas es alto, con diferenciales importantes por clase social y en un rango que 
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va dei 73% ai 53% y se observa una significativa dificultad para el acceso a los 
métodos anticonceptivos en los sectores más carenciados y una importante de­
manda insatisfecha (López y Tamargo, 1996, Dinardi et a/., 1998). 

Sin lugar a dudas, en las condiciones económico-sociales actuales y con le­
gislaciones restrictivas, la posibilidad de ejercer los derechos sexuales y repro­
ductivos, se encuentra limitada y condicionada ai ejercicio de los derechos eco­
nómicos y sociales. 

III. MADEL: SU ORIGEN Y CONFORMACIÓN 

En marzo de 1994 el presidente Carlos Menem viajó a Cartagena de lndias 
(Colombia), para asistir a la IV Reunión de Jefes de Estado de Tberoamérica. Es 
allí donde, por primera vez, explicitó su alineamiento a las posturas dei Vatica­
no y definió el derecho a la vida desde la concepción. Buscó establecer alianzas 
con representantes de otros países para emitir un comunicado condenando explí­
citamente el aborto, pero su objetivo no fue logrado. 

Un grupo de mujeres, en Buenos Aires, reaccionó con rapidez y produjo una 
reunión informal, en una casa privada y un dia no laborable, para comenzar a es­
bozar una respuesta. En esa primera convocatoria puede rastrearse el núcleo ftm­
dacional de lo que luego será Mujeres Autoconvocadas. De esa reunión surgió 
un principio de declaración, con la intención de hacerla pública. 

De allí en más los hechos se sucedieron velozmente. El gobiemo, luego de 
aprobado el Pacto de Olivos entre los partidos mayoritarios, tuvo allanado el ca­
mino para la Reforma Constitucional, en la cual, uno de los objetivos priorita­
rios dei partido gobemante era lograr que se instrumentaran las condiciones !e­
gales para la reelección dei presidente Menem. 

El procedimiento para la elección de los constituyentes fue por medio dei 
voto de la ciudadanía. Para ello cada partido presentó sus plataformas y sus pro­
puestas. En ninguna de ellas se hizo referencia a la problemática dei aborto y 
menos aún a los ftmdamentos acerca dei origen de la vida. Esto representó un 
dato muy importante pues fue uno de los argumentos fuertes de MADEL a la 
hora de reclamar la ilegitimidad de los representantes para legislar sobre temáti­
cas que no habían sido puestas a consideración de la ciudadania. 

La Convención se conformó con un total de 300 delegados, de los cuales 222 
eran hombres y 80 mujeres. Reunidos en la ciudad de Santa Fe, durante tres me­
ses, se formularon 99 nuevos artículos, se reformaron 40 y se introdujeron 17 
cláusulas transitarias (Dinardi et a/., 1998). La intención, promovida por una 
alianza conservadora entre la Jerarquia Eclesiástica y el Partido Justicialista, de 
introducir una cláusula sobre el derecho a la vida desde la concepción, en el 
cuerpo constitucional, provocó reacciones adversas especialmente en el movi­
miento de mujeres. 

Mujeres Autoconvocadas para Decidir en Libertad (MADEL) se constituyó 
con la participación de I 08 organizaciones de mujeres, que presentaban una im­
portante diversidad de perfiles políticos e institucionales. Este frente contó con 
la activa participación de mujeres pertenecientes a las secretarias de la mujer de 
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diversos sindicatos, militantes de partidos políticos, activistas y trabajadoras de 
ONGs dedicadas a la problemática de la mujer, coo mayor o menor grado de 
institucional ización, feministas independientes, etcétera. 

No queda muy claro en qué momento se adoptó e! nombre de Mujeres Auto­
convocadas para Decidir en Libertad. Dei archivo de recuerdos personales sur­
gen algunas ideas que es interesante rescatar. No podia tener el nombre de Me­
sa, Frente o Red por su referencia cercana a las organizaciones políticas y a las 
formas institucionalizadas dei movirniento de mujeres. La idea dei "derecho a 
decidir" debia confrontar claramente a la cláusula dei respeto por e! origen de Ia 
vida desde la concepción, la cual obturaba la libre decisión de las mujeres res­
pecto de su cuerpo y de sus pautas reproductivas. 

La idea de " libertad" sugeria e! respeto por las diferencias y la necesidad de 
establecer, en esas condiciones, un debate amplio sobre la cuestión dei aborto en 
el conjunto de la ciudadania argentina. 

Este movimiento, que tuvo su origen en la Capital Federal, rápidamente fue 
sumando adhesiones y apoyos dei movirniento de mujeres dei interior dei país. 

IV. ANÁLISIS DE LOS TRES CASOS 

1) Reforma Constitucional 
En I 994, en el escenario de la Reforma Constitucional, por decisión dei pre­

sidente Menem se propuso Ia inclusión de una cláusula constitucional que plan­
teaba "el derecho a la vida desde la concepción hasta Ia muerte natural", en una 
cruzada que reforzaba la posición que luego fue sostenida en la Conferencia de 
Población de EI Cairo (septiembre de 1994) y que, a través de la figura dei mi­
nistro de Justicia Dr. Rodolfo Barra, reflejaba la alianza coo los sectores más re­
tardatarios de la Iglesia Católica (Bellucci, 1997; Gutiérrez et a/. 1998). 

La acción de MADEL se articuló sobre los siguientes ejes: primero, la " ile­
gitimidad" de la representación política de la Constituyente para tratar esa temá­
tica, dado que no aparecia en Ia plataforma de ningún partido, por lo tanto, los 
constituyentes no tenían mandato de Ia ciudadanía para tomar decisiones en la 
materia. Segundo, dado que el aborto es un delicado y complejo tema que revis­
te multiplicidad de aristas era necesario abrir un debate amplio, inclusivo y plu­
ralista ai conjunto de la sociedad. Tercero, la importancia de hacer visible la rea­
lidad dei aborto inducido en la Argentina y de problematizarlo como una 
cuestión de salud pública y de derecho de mujeres en materia de autodetermina­
ción y, cuarto, la necesidad de respetar el pluralismo y la multiplicidad de opi­
niones con el objeto de legislar para e! conjunto de la ciudadanía y no sólo para 
Ias convicciones éticas o religiosas de un grupo (Gutiérrez et a/., 1998). 

La importante acción dei movimiento de mujeres permitió, pese a la fuerte 
presión de la lglesia, que la cláusula no fuera incluída en el texto constitucional 
y de esa forma no cerrar el debate sobre e! aborto para instancias futuras, en las 
que el conjunto de Ia sociedad pudiera ser partícipe activa de esta demanda. 

Todo ello estaba sustentado en una interpretación de los derechos sexuales y 
reproductivos desde una triple dimensión: como un problema de salud pública, 
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como una cuestión de equidad social y, fmalmente, como un elemento crucial en 
la construcción democrática de la sociedad. 

MADEL organizó su estrategia básicamente en tres frentes (que de ninguna 
manera eran los únicos): 

a ) La construcción de un discurso que organizaba y fundamentaba su posi­
ción a través de cartas y documentos dirigidos a la ciudadanía, a los convencio­
nales constituyentes, ai ministro Barra como portavoz de la alianza conservado­
ra, que buscaba concitar apoyos a través de ftnnas a solicitadas. declaraciones y 
participando en los medios masivos de comunicación. La relación con los me­
dios de comunicación fue crucial (y el papel de algunas mujeres periodistas que 
compartían el reclamo) para amplificar e instalar en el conjunto de la sociedad la 
complejidad dei debate. 

b) Las actividades callejeras y de movilización. 
c) El desarrollo de estrategias, lobby y cabildeos con los constituyentes en 

diferentes espacios, especialmente el propio ámbito de la Constituyente en la 
província de Santa Fe. 

a) Es importante destacar una solicitada publicada el 9 de julio de 1994 en el 
diario Página 12, titulada ··Carta abierta a los convencionales constituyentes y a 
la sociedad argentina", con gran cantidad de firmas de diversas organizaciones y 
de personas dei mundo político, cultural, social, académico, activistas , etcétera. 
En ella se intentó, básicamente, quebrar la polarización binaria (a favor/en con­
tra) planteada por la alianza conservadora, dejando claro que "todos estábamos a 
favor de la vida". La cuestión se centró en marcar que esa práctica política impli­
caba el ejercicio de un mecanismo antidemocrático, dado que la introducción de 
la cláusula era una decisión inconsulta que violaba las regias dei juego democrá­
tico. El segundo punto importante fue marcar la violación de algunos princípios 
constitucionales en tanto estaban en contradicción con compromisos intemacio­
nales asumidos, como la Convención de Eliminación de todas las formas de Dis­
criminación contra la Mujer (CEDA W) y las conclusiones de la Conferencia In­
ternacional de Derechos Humanos (Viena, I 993), adem ás de desconocer los 
pronunciamientos de las mujeres en diversos encuentros nacionales, zonales y re­
gionales realizados en el país de manera sistemática desde e! ano 1986. 

La premisa " defender la vida", en Ia concepción de MADEL, implicaba Ia 
aplicación de políticas sociales acorde a las necesidades de las mujeres y un ac­
tivo rol dei Estado para paliar las condiciones de deterioro de la atención de la 
salud, básicamente de la salud sexual y reproductiva. 

Finalmente, se planteaban el cumplimiento de demandas puntuales: otorgar 
rango constitucional ai tratado de San José de Costa Rica, que extiende la defen­
sa de la vida a la prohibición de la pena de muerte (largamente aclamada por el 
presidente Menem como "metodologia" de resolución de los problemas de segu­
ridad), garantizar el derecho de hombres y mujeres a decidir libre y responsable­
mente sobre su reproducción, a través dei acceso a la información, la educación 
sexual y los métodos anticonceptivos, que permitirlan efectivamente evitar los 
embarazos involuntarios. 
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Luego de esta primera carta abierta se sucedieron otras declaraciones centra­
das en el espíritu antes descripto. Una de ellas, titulada "De qué vida hablamos", 
planteaba la cruel realidad de las mujeres que no pueden acceder a los métodos 
de anticoncepción ni a una correcta atención dei embarazo, parto y puerperio, 
las condiciones de la clandestinidad dei aborto, las muertes provocadas por esa 
condición, la carencia de atención de sida y ETS, así como la falta de educación 
sexual. Se seõalaba, además, que la "libertad de decidir sobre el cuerpo, la re­
producción y la sexualidades un derecho humano básico", e introducía un ele­
mento muy importante, dado que referia a la violación de los derechos humanos, 
tema relevante en la historia argentina de las últimas tres décadas. En este pun­
to se centraba el espiritu de MADEL reafirmando la necesidad dei desarrollo de 
la autoestima y emancipación de las mujeres. 

En ese documento se incluian cifras y cuadros comparativos que daban una 
dimensión cuantitativa de la magnitud de la problemática que se estaba plan­
teando. 

Otro documento importante fue la carta abierta dirigida específicamente ai 
ministro de Justicia Dr. Rodolfo Barra, quien lideraba, con alambicadas argu­
mentaciones jurídicas, la embestida conservadora, por su conocido acercamiento 
a la lglesia católica. En ese texto se volvia a pivotar sobre los ejes fundamenta­
les de la estrategia de MADEL pero con un agregado que apuntaba a la falta de 
legi timidad de "defender la vida", de un gobiemo que había indultado a los ge­
nocidas responsables de la violación de los derechos humanos durante la última 
dictadura militar ( 1976-1983), período en el cual muchas de las víctimas fueron 
mujeres embarazadas, cuyos hijos nacidos en cautiverio fueron dados en adop­
ción a los propios secuestradores. Esta carencia de compromiso con la vida con­
creta, real, de miles de personas les restaba Jegitimidad ética y moral para apare­
cer como los defensores de la vida. 

Se emitió un comunicado refutando las argumentaciones utilizadas en la pe­
lícula "EI Grito Silencioso", dei Dr. Bernard Nathanson, en el que se marcaban 
la falsedad y la ideologización de las escenas allí presentadas. 

Un instrumento muy importante, tanto en la acción de MADEL como en la 
de los constituyentes que apoyaban la demanda de las mujeres, fue la "Carta a 
los convencionales Constituyentes", que marcaba la importancia de la función 
que estaban destinados/as a cumplir, ai tener la responsabilidad de legislar para 
lograr "cambios sociales acordes con una aspiración común: la reducción dei su­
frimiento humano" . Para lograr ese objetivo era necesario legislar para todos y 
no para una fracción de la sociedad. En la carta, que centraba su argumento en 
rescatar la idea de derecho humano básico, se sostenía que " pugnar por la despe­
nalización dei aborto no implica necesariamente estar a favor dei aborto". 

Aquí se incluía la cuestión de la inequidad social y la hipocresfa, dado que 
esa situación es padecida fundamentalmente por las mujeres pobres, en tanto las 
mujeres de clase media acceden ai aborto en condiciones de seguridad. La des­
penalización tendria como efecto, entre otros, la reducción de las tasas de mor­
talidad y morbilidad materna. 

Ante una declaración de la Academia de Medicina dei 4 de agosto de 1994 
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en desacuerdo con la despenalización, MADEL respondió con datos estadísticos 
y referencias teóricas a la falsedad de estas apreciaciones, y puso en evidencia 
cómo la supuesta verdad científica y experimental era el sustento de posiciones 
ideológicas atines a la alianza dei gobiemo. 

Se realizaron, por otro lado, encuestas personales y telefónicas que propor­
cionaron algunos datos actualizados ai momento de las deliberaciones de la 
Convención Constituyente, que fueron utilizados en declaraciones enviadas a los 
convencionales constituyentes. 

Finalmente, el viemes 26 de agosto de 1994 se publicó en e! diario Página 
12 una solicitada denominada "Basta de silencio", en la que se refirió ai "éxito" 
logrado por MADEL tras su acción sistemática, organizada.y de movilización 
permanente. 

b) Durante los meses de julio y agosto de 1994 se realizaron, en puntos neu­
rálgicos de la ciudad, concentraciones y radios abiertas, con e! objeto de explici­
tar las razones de las demandas y convocar a la ciudadanía a participar activa­
mente. Se tomaban como ejes los temas expresados en todas las declaraciones, 
las cartas y los documentos, anteriormente detallados. Dos de estas actividades 
fueron muy importantes. Una se llevó a cabo el 7 de agosto de 1994, frente ai 
Teatro San Martín. Se realizó una radio abierta, donde se recabaron más de 736 
flrmas de la gente que por allí transitaba. La otra tuvo lugar en Diagonal Norte y 
Florida, centro de la "city" porteõa, donde se recabaron 620 fmnas de transeún­
tes, en apoyo de los postulados y de las demandas fundamentales de MADEL. 
Sin lugar a dudas, e! activismo en las calles permitió, juntamente con los medios 
masivos de comunicación, visibilizar la problemática ai conjunto de la pobla­
ción. Este mecanismo de movilización y agitación callejera, de larga tradición 
en la historia argentina (no sólo en el movimiento de mujeres), fue dejando paso 
en los anos posteriores, a la acción de cabildeos en los espacios de decisión polí­
tica. 

c) Esta fue una tarea muy importante que se llevó a cabo ai interior de los 
partidos políticos y en el propio recinto de la Constituyente. El rol desplegado 
por las mujeres políticas (así como muchas otras activistas dei movimiento de 
mujeres) fue muy importante en la explicitación de la postura de MADEL en 
una acción de reclamo personal con los legisladores, que aportó resultados posi­
tivos. El tema, ai menos, estaba fuertemente instalado en los debates y los inter­
cambios tanto dentro como fuera dei recinto. 

Finalmente y dado el despliegue de diversas estrategias mancomunadas, el 
objetivo dei gobiemo y de la lglesia católica no fue logrado y la frase dei carde­
na! Primatesta reflriéndose a la cláusula: "Dios se quedó en el frontispicio, no 
entró en la Constitución. La vida comienza desde la concepción y decirlo en 
otras palabras se presta a diversas interpretaciones", es una muestra elocuente de 
la batalla perdida. 
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2) El caso de la Ley de Salud Reproductiva 
El segundo momento de participación activa de MADEL fue en el ámbito de 

Ia Câmara de Diputados en la presentación dei proyecto de Ley de Salud Repro­
ductiva, en el afio 1995. 

La IV Conferencia Internacional de la Mujer en Beijing (1995) volvió a po­
ner en primer plano, entre otros temas, la cuestiones referidas ai aborto y ai ejer­
cicio de derechos sexuales y reproductivos. La delegación argentina en conso­
nancia con el Vaticano defendió, en palabras de la Embajadora Zelmira 
Regazzoli, el hecho que la mujer argentina ha alcanzado conciencia de "su mi­
sión, una clara imagen de mujer madre, de mujer esposa, de mujer que se une ai 
varón para procrear" (diario Clarín, 1995), en defensa de la família y ai papel de 
la mujer como "centro dei encuentro en el hogar". 

Sin embargo y pese a una posición tan conservadora, el tema de los derechos 
sexuales y reproductivos tuvo un espacio de significativa importancia en Ia re­
dacción dei documento final de Beijing, dejando a nuestro país alineado, junto 
con otros pocos, a las posiciones más retrógradas dei Vaticano. El movimiento 
de mujeres, tanto en Huairou (China, sede dei Foro de ONGs, paralelo ai de go­
biemos de Beijing) como en la Argentina, reaccionó movilizándose y contrapo­
niendo la falacia dei discurso oficial con la denuncia de las deficiencias en la 
atención de la salud reproductiva de las mujeres, con especial impacto en las 
mujeres carenciadas. 

Finalmente, pese a todas las presiones, las referencias a la salud reproducti­
va fueron consensuadas en el capítulo sobre salud, donde la Argentina fmnó con 
reservas especificaciones sobre derechos sexuales y reproductivos. 

Resulta paradójica una estrategia tan fundamentalista de la Argentina cuan­
do el propio Vaticano giró su posición (sin modificar sus convicciones) tratando 
de poner el eje dei debate en el problema dei colonialismo Norte-Sur, ai plantear 
que lo central de los países periféricos era la cuestión de la "feminización de la 
pobreza" y que la preocupación por los derechos sexuales y reproductivos era 
una problemática de los países desarrollados para ejercer el control demográfico 
sobre los países pobres. 

Sin lugar a dudas el Vaticano, con una práctica diplomática milenaria, Jogró 
ubicarse en una posición un poco más ambígua, dejando a la delegación argen­
tina entrampada en las posiciones mas retrógradas. 

El "clima" logrado en Beijing y la importancia de las resoluciones finales 
inspiraron la necesidad de contar en nuestro país con una Ley de Salud Repro­
ductiva. Esta propuesta de ley se llevó a cabo teniendo como telón de fondo, 
también, la decimoprimera encíclica de Juan Pablo II, "Evangelium Vitae" en la 
que reitera su condena ai aborto, la anticoncepción y la eutanasia. Respecto dei 
aborto plantea: "EI aborto procurado es la elirninación deliberada y directa, co­
mo quiera que se realice, de un ser humano en la fase inicial de su existencia, 
que va desde la concepción hasta el nacimiento [ ... ] el aborto directo, es decir, 
querido como fin o como medio, es siempre un desorden moral grave, en cuanto 
a eliminación deliberada de un ser humano inocente" . Refiere el Papa que lares­
ponsabilidad "implica también a los legisladores que han promovido y aprobado 
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leyes que amparan e! aborto, y, en la medida que haya dependido de ellos, a los 
administradores de las estructuras sanitarias utilizadas para pracricar abortos" . 
(diario Página 12, marzo de 1995). 

La presentación de un proyecto conjunto por un grupo de diputadas acompa­
iladas por MADEL permitió poner en e! debate público lo que para las mujeres 
concretas, sobre todo de sectores populares, es una realidad cotidiana: la impo­
sibilidad de decidir libremente sobre sus pautas reproductivas con los servicios 
de salud adecuados para poder ejercerlos. 

Varios proyectos legislativos habian sido presentados sin lograr tener curso, 
sin poder traspasar mas aliá de las Comisiones de Salud y de Mujer, Minoridad 
y Família. El oficialismo impedia sistemáticamente su debate. 

Finalmente, y ante las condiciones favorables, tres diputadas decidieron pre­
sentar un proyecto en común, articulado sobre la base de tres proyectos diferen­
tes. Las tres diputadas, Elisa Carca (Unión Cívica Radical), Graciela Fernández 
Meijide (Frente Grande) y Cristina Zuccardi (PA IS), pertenecientes a partidos 
políticos diferentes, decidieron llevar adelante una estrategia politica mancomu­
nada, para lo cual convocaron a MADEL. 

La discusión dei tema dei aborto en esta instancia quedó soslayada. Esto 
conllevó una serie de intercambios ai interior de MADEL sobre la conveniencia 
o no de adoptar esa estrategia. Aquí comienza, a mi entender, un primer esbozo 
de diferencias respecto, no sólo de la concepción acerca dei aborto y los dere­
chos sexuales y reproductivos sino también de cuáies serían las estrategias polí­
ticas más convenientes. 

En el accionar de MADEL prevaleció la idea de soslayar la mención especí­
fica a la cuestión dei aborto, centrando su estrategia en tres ejes fundamentales: 
a) acceso a la información y suministro de anticonceptivos, por entender que 
evitar los embarazos no deseados y poder apuntar ai ejercicio de la libertad de 
decidir, iba a impedir la adopción dei aborto como un método de control de la 
natalidad. Por otro lado, b) que era una cuestión de salud pública y de equidad 
social, dado que sólo las mujeres de los sectores populares estaban imposibilita­
das de ejercer ese derecho. Por último, c) la reformulación de los derechos se­
xuales y reproductivos como una problemática integral de la salud de la mujer y 
no sólo referida ai embarazo, parto y puerperio. Ello debía incluir referencias a 
las enfermedades de transmisión sexual, VIH!sida, prevención de cáncer genito­
/mamario, etcétera. 

Con este esquema como referencia MADEL comenzó a desplegar nueva­
mente múltiples acciones en diversos espacios. AI igual que en 1994, las estra­
tegias de acción se desarrollaron en tres niveles. 

a) Producción de materiales para difusión en medios de comunicación masiva, 
con la intención de hacer pública y amplificar la voz de las mujeres acerca 
de la importancia y los contenidos y fundamentos de la ley 
En e! acto dei 8 de marzo de 1995, Dia Internacional de la Mujer, se produjo 

una declaración que fue repartida en la movilización en la Plaza de los Dos Con­
gresos, en la que se relataba la experiencia dei aiio 1994 y se reclamaba a los le-
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gisladores sobre la necesidad de dar preferencia ai tratamiento de los proyectos de 
Salud Reproductiva y Despenalización dei Aborto que, desde hacía varios anos 
habían sido presentados sin ninguna respuesta. La demanda se centraba en la irn­
plementación de programas de saJud integral y reproductiva en los hospitales pú­
blicos, que atendieran el derecho a decidir cuándo y cuámos hijos tener, propor­
cionaran información sobre ETS y sida, anticoncepción eficaz, inocua y gratuita 
para quienes lo requirieran, seguimiento, control y atención dei embarazo, parto y 
puerperio, facilidades para la crianza de hijos, despenalización y asistencia pública 
de la interrupción volumaria dei embarazo, acceso a la educación, ai trabajo, sin 
discriminación por edad, estado civil, nacionalidad, raza o preferencia sexual. 

MADEL estaba constituído como un interlocutor reconocido y legítimo ante 
los medios masivos de comunicación, las/os legisladores, constituyentes y esta­
tuyentes, así como también ante los voceros de la alianza conservadora y los re­
presentantes de la lglesia. 

E! 12 de junio, en e! diario Clarín, de amplia circulación en todo e! país, el 
arzobispo de Buenos Aires, publicó una nota titulada '·Preocupación de la lgle­
sia'·, en la que manifestaba su preocupación por las directivas y la composición 
de la delegación argentina que la Cancilleria estaba organizando para la IV Con­
ferencia Internacional de la Mujer a realizarse en Beijing, China. 

El discurso eclesial se cuestionaba e! criterio de representatividad de la dele­
gación, y manifestaba la duda en la capacidad de defender los princípios cristia­
nos. Se referia a las mujeres como "coro desafinado dei feminismo enloqueci­
do", condenando e! concepto de género y su construcción cultural. 

MADEL respondió con otro artículo titulado " Preocupación de mujeres", en 
el que respondia en forma irónica a cada una de las proposiciones de Monsefíor 
Aguer y hacía hincapié en que e! enloquecirniento de las mujeres tiene que ver 
con la imposibilidad de decidir libremente y sin coerción sobre sus pautas se­
xuales y reproductivas. En e! mismo artículo se hacía referencia a la falta de re­
presentatividad de la delegación que iria a Beijing pero por otras razones: Ia for­
ma verticalista en que fue seleccionada, el proceso en el cual no se consultó ai 
movimiento de mujeres. Finalmente, se demandaba '·a quienes se consideren au­
torizados tanto para opinar como para representar a las mujeres" que se hicieran 
cargo de cuestiones pendientes relativas a los derechos sexuales y reproductivos. 

La crítica a la delegación a Beijing fue el eje de otra declaración de MA­
DEL, dada a conocer en agosto de 1995, donde reitera Ia falta de Jegitimidad de 
la representación argentina, que presentaba un perfil conservador y en conso­
nancia con las demandas de la Iglesia católica. El texto se centró en remarcar la 
condición de derechos humanos básicos de los derechos reproductivos (hay que 
aclarar que rara vez se enuncian los derechos sexuales), y en la necesidad de 
suscribir ai respeto de los mismos por via dei cumplimiento de los compromisos 
asumidos en convenciones intemacionales, y planteaba, nuevamente, Ia necesi­
dad de una Jey que autorizara la creación de programas a nivel nacional. 

Es decir, en e! transcurso dei ano 1995, MADEL fue trabajando la necesidad 
de contar con una ley que recién fue aprobada en e! recinto de la Cámara de Di­
putados en el mes de noviembre. 
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En julio de 1995, un nuevo documento denominado "De qué vida habla­
mos", volvió a poner el eje en la defensa dei derecho a la vida, recuperando una 
concepción tomada por la Iglesia y resignificada por MADEL enclave de dere­
chos y necesidades de las mujeres. Para poder ejercerlos era necesario contar 
con una legislación que autorizara la creación de programas que dieran curso a 
las demandas diversas que implicaban la atención de la salud reproductiva. 

Documentos, artículos, reportajes y notas periodisticas se centraron en mos­
trar la realidad de las mujeres, la deserción dei Estado en su responsabilidad de 
atender la salud integral de las mismas, el análisis y las estadisticas sobre las 
causas de mortalidad materna, etcétera, como apoyo a las diversas fundamenta­
ciones sobre la necesidad de una ley. 

b) Acciones callejeras 
Dei mismo modo que en 1994, MADEL convocó a una serie de eventos que 

se realizaron en la vía pública. Se llevó a cabo una campana nacional de pedidos 
de firmas y adhesiones, cuyo slogan "Anticonceptivos para no abortar, aborto 
legal para no morir", representaba el espíritu de las demandas de MADEL. 

Ante las elecciones nacionales se llevaron a cabo diversas acciones públicas 
para sugerir a los votantes tener en cuenta, en la elección dei voto, los siguientes 
item en las plataformas de los partidos: educación sexual en todos los niveles de 
enseflanza, que incluyera la prevención de las enfermedades de transmisión se­
xual; anticoncepción eficaz, entendiendo por esto acceso a información y méto­
dos anticonceptivos adecuados y seguros en centros asistenciales y de manera 
gratuita; asistencia adecuada y gratuita dei embarazo y parto, despenalización 
dei aborto, y legislación que garantice su realización gratuita en hospitales pú­
blicos de todo el país. 

Se llevaron a cabo numerosas concentraciones frente a la Cámara de Diputa­
dos, en la fase de negociaciones de la ley. 

Una actividad muy importante fue la convocatoria en un espacio de la propia 
Cámara de Diputados a una Audiencia Pública, con partícipación de profesiona­
les de la medicina, psicologia, políticos/as, representantes dei movimiento de 
mujeres, etcétera. Se organizó una serie de intervenciones para fundamentar el 
proyecto de Salud Reproductiva y la necesidad de su sanción. Particularmente 
importante fue la intervención de un conocido médico ginecólogo declarado ca­
tólico activo que argumentó la defensa de todos los métodos anticonceptivos, 
desde su experiencia en la práctica hospitalaria cotidiana. 

MADEL, por otro lado, organizó un pequeno Boletín, de circulación interna, 
denominado "Dicho y Hecho" donde se relataban las actividades realizadas, las 
estrategias desplegadas y las acciones a desarrollar en el futuro, con designación 
de responsables de las diferentes acciones. 

c) Se constituyá una instancia de diálogo e intercambio permanente entre MA­
DEL y las diputadas, y se colaborá activamente en e/ di seno y la formula­
cián dei proyecto. Se organizá una "estrategia política integral que operá 
para dar visibilidad política a/ tema, sensibilizar a la sociedad y convocaria 
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a la rejlexión y e/ compromiso activo respecto a/ tema" (Gutiérrez et a/., 
1998) 
AI igual que en el ano 1994, hubo que enfrentar a la coalición conservadora 

que, se organizó y articuló tras los movirnientos ProNida y la figura visible dei 
entonces ministro de Justicia, Dr. Rodolfo Barra, quien intentó alinear ai bloque 
oficialista (que no tenía una opinión consensuada) tras la posición dei gobiemo 
y de la Iglesia católica. 

Las negociaciones fueron arduas y complejas pero la efectividad de la acción 
colectiva de MADEL y las mujeres políticas comprometidas en e! proyecto per­
mitieron ir articulando sucesivos consensos. Se establecieron estrategias de ne­
gociación que, si bien tenfan puntos de inflexibilidad, se iban rediscutiendo a 
medida que aparecían demandas de parte dei gobiemo. 

Uno de los ejes de discusión estuvo centrado en la denominación de la ley. 
Se llamaba Ley de Salud Reproductiva pero e! gobiemo pretendía que secam­
biara por Patemidad Responsable para mostrar que el eje fundamental estaba li­
gado a la reproducción y no ai ejercicio libre de la sexualidad. Fue aceptado por 
MADEL. 

Un segundo punto de negociaciones estuvo centrado en la mención de los 
métodos anticonceptivos. La objeción provino una vez más dei ministro Barra, 
con la intención de que no se realizara para impedir, así, la especificación dei 
dispositivo intrauterino, método considerado abortivo por la Iglesia. El Dr. Ba­
rra apareció como vocero dei gobiemo luego que el bloque de diputados pero­
nistas anunció el arribo a un dictarnen único con consenso y que el presidente de 
la Comisión de Salud, Manuel Corchuelo Blasco, manifestó que el bloque no 
sólo aprobaría sino que impulsaria la sanción de la ley. 

La Iglesia católica, a través de una carta enviada ai presidente Menem por el 
obispo de La Rioja, Fabriciano Sigampa, afirrnó que el proyecto atentaba contra 
el derecho a la vida desde su concepción, y planteó que "el anteproyecto dei 
Programa de Procreación Responsable, asurniendo y propagando los anticoncep­
tivos que constituyen métodos abortivos [obviamente en alusión ai dispositivo 
intrauterino que fue motivo de enormes divergencias] contradice la posición ofi­
cial argentina sostenida en El Cairo y Beijing" (diario Página 12, octubre de 
1995). 

Sin lugar a dudas, este fue el inicio de una serie de presiones y acciones con­
cretas que permitió retirar dei cuerpo de la ley e! listado de métodos anticoncep­
tivos. Si bien este era un punto no negociable para MADEL, finalmente y en el 
transcurso dei debate en el recinto se introdujo un Anexo, elaborado por el Mi­
nisterio de Salud y Acción Social de la Nación que contemplaba y enumeraba 
todos los métodos anticonceptivos, incluyendo el dispositivo intrauterino (DIU). 

Nuevamente, la estrecha relación de la Iglesia Católica con el poder político 
permitió la intromisión de una institución religiosa en las decisiones dei cuerpo 
legislativo. 

Otro de los puntos álgidos dei debate fue acerca de los destinatarios dei pro­
grama. La objeción tenía que ver, dado el texto amplio y abarcativo de la ley sin 
restricciones de ninguna índole, con la información y provisión de métodos an-
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ticonceptivos a los adolescentes. La coalición conservadora manifestá su negati­
va a que este segmento de la población pudiera hacer uso dei derecho sin autori­
zación paterna. Finalmente se optó por una fórmula de consenso que no alteró 
demasiado lo sustancial de su contenido. La ley establecería, el siguiente enun­
ciado: " la población en general, especialmente hombres y mujeres en edad fér­
til", lo que de hecho incluía a los adolescentes. 

Por último, la ley que fue aprobada en la Cámara de Diputados, denominada 
Ley de Procreación Responsable (pero conocida por los medios y en la opinión 
pública como Ley de Salud Reproductiva, lo que muestra el poco efecto de los 
acuerdos cupulares), se aprobó por 124 votos a favor y 9 en contra. 

En el cuerpo de la ley se explicitan básicamente todas las demandas de MA­
DEL, y se hace hincapié en la creación de Programas que atiendan la demanda 
de anticoncepción, Ia atención dei embarazo, parto y puerperio, las enfermeda­
des de transmisión sexual y HIV/s ida, y Ia prevención de cáncer genito-mama­
rio, todo ello dentro dei criterio de universalidad y gratuidad de los servicios pú­
blicos de salud. 

Luego de este "éxito" logrado con mucho esfuerzo la ley pasó a dependen­
cias de la Cámara de Senadores con una oposición más fuerte y estructurada por 
la composición mayoritaria dei partido oficialista. Allí estuvo para su tratamien­
to durante dos anos hasta que venció el plazo y quedó sin efecto su sanción. Las 
objeciones refieren ai listado de los métodos anticonceptivos, a la autorización 
paterna para los adolescentes y a la objeción de conciencia, tres cuestiones que 
transformarían a la ley en un cuerpo normativo sin ninguna incidencia en las ne­
cesidades reales de la gente. La insistencia de la Iglesia de sostener su autoridad 
y a través de ella el control social es un imperativo de orden superior ai bienes­
tar de la población. 

En el ano 1997, algunas mujeres consultadas, dado que MADEL estaba 
completamente desarticulado, consideraron que una ley con esas modificaciones 
era un instrumento jurídico completamente vaciado de contenido, por lo tanto 
apoyarlo sólo serviria para legitimar un gobierno que había dado una dura bata­
lia a nivel nacional e internacional en contra de los derechos sexuales y repro­
ductivos. 

3) la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires 
En el ano I 996 se eligió a los estatuyentes, quienes tenían la tarea de redac­

tar el Estatuto de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. La composición dei 
cuerpo colegiado con una tendencia mayor hacia posiciones progresistas permi­
tió que, sin demasiadas dificultades, las reivindicaciones dei movimiento de mu­
jeres formaran parte dei Estatuto tanto en los capítulos de salud como en el refe­
rido a derechos. 

Nuevamente comenzó a operar MADEL en una instancia claramente dife­
rente. Como expresaron Durand y González Vélez (1997), en este caso el movi­
miento actuó estableciendo la "agenda" y no como respuesta a temas irnpuestos 
por el poder politico. 

Es interesante destacar, sin embargo, que mujeres políticas pertenecientes a 
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MADEL fueron estatuyentes que posibilitaron la incorporación de la demanda 
de las mujeres sin demasiada oposición. Por lo tanto, Ia " agenda" aparece articu­
lada entre MADEL y el poder político representado en las mujeres estatuyentes. 

Sin embargo, como en e! ano 1994, la voz y Ia presión de Ia Iglesia se hizo 
notar. En esta oportunidad fue Monseiior Aguer, obispo auxiliar de Buenos Ai­
res, quien presionó públicamente a Ia Convención Constituyente para evitar la 
inclusión de los derechos sexuales y reproductivos en la Carta Magna porteiía. 
Sostuvo que " los términos procreación responsable y salud reproductiva suelen 
ocultar Ia intención antinatalista y la utilización de medios abortivos de regula­
ción de los nacimientos" (diario Página I 2, septiembre de 1996). 

Las cartas de los obispos a los estatuyentes, las reuniones privadas con 
miembros de la Estatuyente y las apelaciones públicas ai sentido cristiano de la 
sociedad argentina no alcanzaron para lograr su cometido pero sí para dejar en 
evidencia, una vez más, que la Iglesia iba a continuar la bataJia en estos terrenos 
haciendo uso de su poder y de la capacidad de presionar ai poder político. En es­
ta acción estaba acompafiada por los grupos de laicos denominados " Pro Vida". 

En 1996 los obispos emitieron un documento en el que nuevamente plantea­
ban su posición respecto dei aborto: "Nuestro pueblo siempre ha valorado la vi­
da como un don y la ha conservado con el cuidado de sus leyes y la delicadeza 
de su mejor atención. Sin embargo, advertimos con preocupación que, bajo el 
pretexto de una legítima patemidad responsable, se introducen en diversas sedes 
legislativas planteos y técnicas antinatalistas, e incluso abortivas, que destruyen 
el donde la vida y ofenden la dignidade intimidad de las personas" (diario Pá­
gina 12, agosto de 1996). 

MADEL desarrolló diversas actividades. Elaboró un dossier con datos e in­
formaciones que distribuyó entre los bloques de los diferentes partidos. Mantu­
vo, además, diversas reuniones con la presidenta de la Convención, Ia Sra. Gra­
ciela Fernández Meijide quien, en esa oportunidad, apoyaba los reclamos de 
MADEL. 

Se enviaron cartas abiertas a los/as estatuyentes y se participá de una audien­
cia en Ia que el conjunto dei movimiento de mujeres presentaba sus demandas 
en una diversidad de temáticas de su incumbencia. El contenido de esas deman­
das replicaba el de Ias que aparecieron en e l ano 1995, pero coo la omisión a la 
despenalización dei aborto. Sin embargo, se hace una expresa referencia a la 
atención de abortos (de acuerdo con las excepciones dei Código Penal) en los 
hospitales públicos de manera rápida y efectiva. 

La Iglesia, a través de Monseiior Quarracino, intentó reavivar Ia introducción 
de la cláusula restrictiva en el texto dei Estatuto. MADEL respondió con una 
carta de lectores en un diario de circulación masiva, denominada " Pedido a los 
candidatos", donde se reclamaba a los candidatos de los partidos a expedirse en 
relación con los derechos sexuales y reproductivos. Para ello, se hizo una cam­
pana de firmas en el conjunto de Ia ciudadanía. 

Por otro lado, se hizo uso, por primera vez dei mecanismo de presentación 
de propuestas de proyectos de artículos para ser incorporados ai texto constitu­
cional. 



98 la sociedad civil frente a las nuevas formas de institucionalidad democrática 

E! Estatuto de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires incluyó varias de las 
demandas de MADEL, así como también de otros movimientos sociales que ex­
presaron sus reclamos en esa oportunidad. 

Se introdujo en el capítulo de derechos y garantías un artículo en e! que son 
reconocidos los "derechos sexuales y reproductivos, libres de coerción y violen­
cia, como derechos humanos básicos, especialmente, a decidir responsablemente 
sobre la procreación, el número de hijos y el intervalo entre sus nacimientos. Se 
garantiza la igualdad de responsabilidades de mujeres y varones como progeni­
tores, y se promueve la protección integral de la família" . 

Por otro lado, en el capítulo de Politicas Especiales-Salud se acordó un artí­
culo por e! cual se estipuló que " la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sancio­
nará una Ley General de Salud teniendo en cuenta los siguientes lineamientos 
[ .... ] Promueve la matemidad y paternidad responsable. Para tal fin pone adis­
posición de las personas la infonnación, educación, métodos y prestaciones de 
servicio que garanticen sus derechos reproductivos". Además, en el capítulo de 
Políticas Especiales-Educación, fue incorporada la educación sexual como parte 
de la currícula dei ciclo educativo básico" (Gutiérrez et a/., 1998). 

Como afirmamos en otro trabajo, " la lucha política es, entre otras cosas, una 
lucha de ideas y de palabras. Por ello la incorporación de los derechos sexuales 
y reproductivos ai texto de la nueva Constitución de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, es un punto de inflexión" (Gutiérrez et a/. , 1998), sin dejar de re­
conocer e! profundo y conflictivo debate que se despliega alrededor de la con­
ceptualización de los derechos sexuales y reproductivos. 

V. MADEL: ALIANZAS, PAITOS Y ACUERDOS 

La conformación de MADEL tuvo la singularidad de albergar en su interior 
a un sinnúmero de agrupaciones de mujeres y voluntades individuales que no te­
nían específicamente una tradición de trabajar coordinadamente. Por otro lado, 
no todas poseían un conocimiento ni desarrollo de acciones en relación con la 
temática convocante. 

Pareciera ser que la coalición articulada en MADEL tuvo un claro sesgo po­
lítico de crítica ai gobiemo, que funcionó como un elemento aglutinador en e! 
momento de su constitución. 

Esta "comunidad de intereses" no es tan clara en la especificidad de la cues­
tión dei aborto. Es decir, el aborto aparecia en esta instancia como un tema con­
vocante para reaccionar ante la embestida de la alianza conservadora que avasa­
Uaba los derechos de las mujeres. 

Sin embargo, ai menos en la esfera dei discurso, aparecía explícita en todas 
las declaraciones la necesidad de despenalizar e! aborto como una manera de ga­
rantizar mejores condiciones de salud ai conjunto de las mujeres, particularmen­
te a las de sectores populares. 

En un país donde la pobreza (entre pobres estructurales y nuevos pobres) 
crecía vertiginosamente, esta demanda tendia a reparar un sesgo muy fuerte de 
desigualdad propia de la política económica neoliberal. 
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En ese sentido, me parece pertinente la opinión de Bellucci ( 1997) que plan­
tea que fue una alianza política que se articuló tras un tema convocante y de alto 
grado de significación para Ias mujeres en su conjunto. 

Esto implicó la existencia de diferencias político-partidarias, diferencias en­
tre feministas y no feministas, diferencias ai interior dei propio feminismo, dife­
rencias de tácticas y estrategias en función de diversidad de temáticas, diferen­
cias de estrategias politicas en relación con las diversas tradiciones que cada 
mujer y cada organización portaban. Estas "diferencias" se fueron dibujando 
más claramente a medida que avanzaron las acciones de MADEL. 

Pareciera ser que la "clave dei éxito", ai menos en la Refonna Constitucio­
nal, fue la acción coordinada y estructurada tras un objetivo común, que hacía 
uso de todas las estrategias posibles y podía soslayar las diferencias en función 
de un objetivo. Mi impresión es que tanto en e! afio 1994 como en el aiio 1995 
la coalición se articuló sobre la base de demandas que vinieron establecidas des­
de e! espacio político y que, en e! caso de la Convención Estatuyente (1996), de 
acuerdo con Durand y González Vélez (1997) la "agenda" la instaló MADEL 
pero, sin lugar a dudas con una capacidad de movilización y reacción mucho 
menor que en los dos casos anteriores. 

Esto llevaría a la pregunta de las posibilidades o no dei movimiento de mu­
jeres en su conjunto, atendiendo a su diversidad, de establecer un orden de prio­
ridades (o agenda) en sus temáticas que pongan, de algún modo, en e! espacio 
público Ias demandas. Dicho de otra manera, si es posible para las condiciones 
actuales dei movimiento de mujeres en Ia Argentina instalar los temas "fuertes" 
y no responder por reflejo a Ia instalación de los temas desde otros espacios. 

MADEL fue variando su grado de participación y convocatoria de manera 
diversa en los tres casos analizados. 

En e! afio 1995, si bien ya habían aparecido diferencias respecto de las estra­
tegias y, básicamente, de la "posición" que ocupaba el tema dei aborto en las ne­
gociaciones, todavia las acciones contaban con un alto grado de consenso y par­
ticipación. 

Es sólo en esta oportunidad que en las acciones de MADEL participaron 
miembros de otros movimientos sociales, como los ecologistas y Gay por los 
Derechos Civiles. Si bien esto es muy importante, no responde, a mi entender, a 
una estrategia de alianza que deberían darse todos los movimientos sociales, si­
no más bien a un interés genuíno de algún grupo o dirigente de esas organiza­
ciones. 

En las acciones dei afio 1996 MADEL, si bien continuaba fmnando con la 
sigla que le dio reconocimiento público y desarrollaba una importante acción de 
cabildeo y fonnulación de propuestas en la Estatuyente, ya había perdido su ac­
ción movilizadora y callejera. Por otro lado, cierto grupo de mujeres representa­
tivas de algunos sectores (sindicatos, por ejemplo) ya no integraban la coalición . 

Sin embargo, todavia en el afio 1997 se realizaron importantes acciones. Con 
Ia visita a la Argentina dei presidente de los Estados Unidos, Bill Clinton, e! 
Consejo de la Mujer, organismo que no compartia las posiciones sostenidas por 
MADEL, organizó una conferencia de la primera dama, Hillary Clinton, en e! 
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Teatro Colón. En esa oportunidad, algunas mujeres de MADEL lograron intro­
ducir panfletos bilíngües en el recinto dei teatro y los arrojaron en el momento 
en que la primera dama se referia a la cuestión de los derechos reproductivos. 
Los panfletos hacían alusión a la situación de los derechos sexuales y reproduc­
tivos en la Argentina. El texto fue entregado en mano a la Sra. Hillary Clinton, 
con el objetivo de mostrar un discurso alternativo ai de las organizadoras. Esto 
produjo un importante impacto y una significativa presencia pública. Sin embar­
go, ya eran muy pocas las organizaciones que constituian MADEL. 

VI. ALIANZA CONSERVADORA: GOBIERNO, IGLESIA CATÓLICA 
Y GRUPOS PRO/VIDA 

Si bien la coalición articulada a través de MADEL fue sólida y con logros 
importantes, la alianza conservadora tuvo mayor consolidación dado que tiene 
una larga historia en nuestro país. 

El gobierno y la Jerarquia Eclesiástica consensuaron la propuesta para la Re­
forma Constitucional, para la política oficial !levada a la Conferencia de Pobla­
ción de El Cairo (1994), a la Conferencia de Desarrollo Social de Copenhague 
( 1995) y a la IV Conferencia Internacional de la Mujer de Beijing (1995). Las 
representaciones oficiales argentinas se constituyeron sobre la base de un acuer­
do cupular que permitió defender los intereses acordados previamente, sin con­
sulta ni representación dei movirniento de mujeres. 

La concesión dei gobierno respecto dei aborto y los derechos sexuales y re­
productivos más que una convicción propia parece estar inscripta en la necesi­
dad de calmar los ánimos y acallar los reclamos respecto dei problema de la po­
breza. El objetivo no fue logrado, a pesar de las grandes concesiones otorgadas, 
como la designación de un asesor para defender el " derecho de los por nacer" y 
el establecimiento dei "dia dei nonato", que le valió un premio dei Vaticano ai 
presidente Menem. 

Esta avanzada dei Vaticano no es exclusiva en la Argentina pero sí encontrá 
en la actual gestión de gobiemo un campo propicio. La caída dei Muro de Ber­
lin, que ponía fm a la Guerra Fría (proceso dei cualla Iglesia no estuvo ajena, en 
el caso polaco por ejemplo) redimensioná la importancia de "recristianizar" 
aquella parte de Europa, asf como también a la "vieja Europa" que estaba sien­
do asediada por el avance de las nuevas identidades y el multiculturalismo. 

En ese sentido, durante las décadas de 1980 y 1990 surgieron nuevos desa­
fios a la conducción eclesiática, y el papado de Juan Pablo II con sus intermina­
bles peregrinaciones por los lugares más remotos dei mundo se inscribió en una 
lógica de recristianización, desplegando la denominada Teologia de la Cultura 
por contraposición a la Teologia de la Liberación. 

A la inexistencia de un público cautivo y a la competencia de multiplicidad 
de ofertas religiosas se contrapuso una estrategia de "reconversión", de la cual 
América latina y muy particularmente la Argentina no fueron ajenas. 

Así fue cómo las diversidades religiosas no fueron fácilmente toleradas y ad­
mitidas y las estrategias de relación con las diferentes formas estatales se reacti-



Mujeres autoconvocadas para decidir en libertad (MADEL) 101 

varon vivamente. Los vínculos con los gobiemos de turno se estrecharon, a ve­
ces en una convivencia pacífica y otras con contradicciones y contlictos. 

En ese sentido, lo que es nuevo e inesperado en la década de 1980 no fue la 
emergencia de los nuevos movimientos religiosos sino la asunción de roles públi­
cos en los países desarrollados, de aquellas religiones tradicionales a las cuales, la 
teoria de la modemización entre otras, habían "confinado" a un espacio cada vez 
más marginal e irrelevante en el mundo moderno (Casanova, 1994). Los movi­
mientos sociales que han aparecido o son religiosos o desafian en nombre de la re­
ligión la legitimidad y autonomia dei Estado y la economia de mercado. De la 
misma manera, las instituciones y organizaciones religiosas no aceptan circunscri­
birse a la actividad pastoral síno que se inteman en las interconexiones entre lo 
público y privado, desafiando los reclamos de los Estados y los mercados. Las re­
ligiones a través dei mundo están entrando en la esfera pública y en la arena de la 
contestación política no solamente para defender sus princípios tradicionales, co­
mo ha sido en e! pasado, sino también para participar en las luchas para definir las 
nuevas fronteras entre la esfera pública y la privada, entre la legalidad y la mora­
lidad, entre el individuo y la sociedad, entre la família, la sociedad civil y e! Esta­
do, entre las naciones, los Estados, las civilizaciones y el sistema mundial. La re­
ligión tiene y probablemente continuará teniendo una dimensión pública, pues 
aunque no se exprese directamente en partidos políticos confesionales o en el Es­
tado, va tejiendo un delicado entramado en la sociedad civil. Esta situación no es 
nueva en e! conjunto de América latina, muy particularmente en Ia Argentina. 

El "retomo de Dios" (Kepel, 1994), a través de múltiples manifestaciones, se 
ha dado por fuera, pero también ai interior de las propias religiones de "libro", 
entre ellas la Iglesia Católica. 

En ese sentido, tanto las Jerarquias Católicas como las multiplicidades de ex­
presiones "carismáticas" entre otras, han tenido intervención directa en los di­
versos procesos políticos de las dos últimas décadas en la región. 

El advenimiento de Carlos Saúl Menem a la presidencia de la Nación iba a 
plantear nuevos cursos de acción a la Iglesia católica. Por un lado, una sólida 
al ianza encontra dei aborto y los derechos sexuales y reproductivos y, por otro, 
una importante disonancia en la crítica que la Iglesia plantea, desde el ailo 1995, 
ai modelo económico y la ampliación de la pobreza y la marginalidad. 

En noviembre de 1996 se produjo el recambio de la conducción eclesiástica 
y asumió la presidencia dei Episcopado el arzobispo de Paraná, Estanislao Kar­
lic, quien inauguró un nuevo estilo de conducción que se centró en un plan de 
acción hasta e! afio 2000. Este plan, que colocó a los obispos en "estado de mo­
vilización", incluía la visita y el contacto con todos los sectores de la sociedad, 
sobre todo partidos políticos, sindicatos y entidades empresarias. Los obispos, 
luego de la reunión, presentaron un documento en e! que denunciaban, por un 
lado, que el "país está herido por el escándalo" debido a las innumerables de­
nuncias por corrupción, y planteaban que ello suscitaba en el pueblo actitudes de 
descreimiento y falta de confianza en Ias máximas autoridades y, por otro, seila­
laban e! enorme agravamiento de la cuestión social y económica por la falta de 
trabajo y la distribución cada vez más inequitativa de la riqueza. 
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El afío 1997 estuvo signado por un importante avance de las Iuchas sociales 
por la demanda de trabajo. En cada uno de estos eventos ha estado presente el 
obispo dei lugar, oficiando de mediador y negociador con el gobiemo y expre­
sando su apoyo a Ia demanda de los sectores excluídos. El obispo Rafael Rey, 
presidente de Caritas, repite sistemáticamente un concepto convertido casi en 
eslógan: no se trata de hacer asistencialismo, aunque se ayude a Ia gente que tie­
ne dificultades, sino de eliminar la pobreza. 

Esta certera crítica se fue acentuando cada vez más. Desde agosto de 1997, 
Ia Jerarquía Eclesiástica abandonó su respaldo absoluto ai poder y también la 
prescindencia, que era una forma oblicua de apoyarlo. La convocatoria dei Epis­
copado a los diferentes sectores de la sociedad y la presencia en los conflictos 
sociales son expresiones de esa actitud. 

t,Cómo explicar, entonces, el fervor "fundamentalista" dei gobiemo argenti­
no en las tres instancias analizadas? 

La proximidad de la conferencia de Población de El Cairo alentó en e! go­
biemo la posibilidad de "congraciarse" con una jerarquía que, si bien en la fi­
gura máxima dei cardenal Quarracino, apoyaba la gestión de gobiemo, había 
empezado a mostrar síntomas e indicadores de disconformidad frente a la pro­
blemática de Ia pobreza. La Iglesia Católica Argentina, de larga tradición en 
acuerdos cupulares, no podía ser ajena a la "voz" de los sin voz que estaban em­
pezando a hacerse oír. Las elecciones presidenciales de 1995 fueron otro ele­
mento clave en Ia intencionalidad dei gobiemo de cooptar los sectores ligados a 
la Iglesia católica para obtener e! tan deseado objetivo de Ia reelección. 

Esta alianza que aún persiste, en la actualidad se establece en "línea directa" 
con los representantes dei gobiemo en e! Vaticano y con el Vaticano mismo, 
soslayando Ia mediación "natural" de la conducción episcopal. 

VIl. MADEL: FIN DE UNA EXPERIENCIA 

Tratándose dei feminismo como un movimiento, también se trata de un pen­
samiento en movimiento. Olympe de Gouges (citada en Ergas: 1983) se pregun­
taba durante Ia Revolución Francesa: "t,Estarán Ias mujeres siempre divididas 
entre sí? t,Nunca constituirán un cuerpo único?". 

Es muy difícil dar, en la actualidad en Ia Argentina, y me temo que no sólo 
aquí, una respuesta a estas preguntas tan sugerentes de la feminista mencionada. 
Por un lado, porque no parece pertinente suponer que las mujeres deban consti­
tuir necesariamente una unidad, sino más bien, atender a la multiplicidad de las 
diferencias y, por otro, porque en atención a la diversidad, articular una estrate­
gia política común para e! logro de objetivos compartidos no parece una tarea 
fácil de realizar. La experiencia de MADEL fue el reflejo de estas preocupacio­
nes, similitudes y diferencias, así como también de instancias de acuerdos, con­
sensos y acción conjunta. Intentaré desarrollar algunas sugerencias de lo que 
constituyó, no sé si la disolución de MADEL pero sí un impasse en su acción. 

1) Como se indicó anteriormente, era un movimiento que se articuló en res-
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puesta a una demanda concreta que le fue impuesta por el gobierno. Fue una 
coalición de reacción frente ai avasallamiento de un derecho humano básico 
como es la posibilidad de decidir sobre el propio cuerpo. Esta lógica de su 
constitución le daba, como a toda coalición, un objetivo contundente pero li­
mitado. Pasado ese momento cada organización y cada mujer volvió a su es­
pacio de trabajo y de activismo habitual. 

2) Las dificultades de aceptar ai "otro" como diferente pero a su vez igual en 
términos de derechos, la capacidad de decidir, operar y construir atentó con­
tra Ia solidez de la coalición, más explícitamente, lo que constituyó su rique­
za, "la diversidad", se expresó como signo de su vulnerabilidad, porque fue 
muy dificil convivir con ella dado que "pareciera que lo de ' libertad' era más 
para afuera que para adentro" (entrevista a Teresa Durand, 18 de junio de 
1999). 

3) La diferencia, Ia existencia dei Otro se expresó en la dificultad de consen­
suar, sobre todo en el afio 1996, una actividad mancomunada. En parte, por 
las diversidades, pero, en parte, porque ya se estaban vislumbrando el privi­
legiar determinadas estrategias por sobre otras. El debate, tan importante ai 
interior dei feminismo entre mujeres políticas y autónomas, juntamente con 
el proceso de "oneigización" dei movimiento de mujeres, (Áivarez, 1998) se 
comenzaba a expresar de manera oblicua en MADEL. 

4) Las diferencias denotaban no sólo diversidad de enfoques en el momento 
puntual sino una tradición también diversa, registros que, pasada la situación 
de "euforia" empezaron a surgir como emergentes más significativos. Me re­
fiero a quienes tenían tradición de izquierda o liberales y privilegiaban deter­
minadas temáticas y estrategias, a las feministas antipartidos, a las mujeres 
de partidos políticos, etcétera. 

5) A mi entender, apareció configurado el agotamiento de privilegiar (en esa 
coyuntura) una forma de acción por sobre las otras. El cabildeo, el Iobby 
parlamentario se transformá (en 1996) en la única forma de acción de MA­
DEL, lo que limitó su capacidad de acción y convocatoria y las posibilidades 
de seguir desarrollando actividades en conjunto. 

6) La configuración de concepciones diferentes respecto dei debate aborto-de­
rechos sexuales y reproductivos que no hizo más que reproducir el debate 
desde los anos 1960-1970 hasta la fecha. Esta configuración no fue explici­
tada, pero estaba presente ai identificar a Ias demandas por e! aborto legal o 
la despenalización como más progresistas que Ia demanda por los derechos 
sexuales y reproductivos. Esto aparece elípticamente en las pocas instancias 
de debate en Ias que se planteó que "no incluir Ia consigna sobre la despena­
lización dei aborto en Ia Ley de Salud Reproductiva" implicaba un giro res­
trictivo a Ia propia consigna de "Anticonceptivos para no abortar, aborto le­
gal para no morir'' (Chaneton, 1996). 
En función dei debate planteado en MADEL, es importante interrogarse so­
bre si Ias decisiones tácticas respecto de la Ley de Salud Reproductiva no 
implicaron moverse en el terreno de lo posible pero no de lo deseable. Por 
ello, de acuerdo con Durand y Gutiérrez (1998) "i,La inclusión dei derecho 
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ai aborto dentro dei gran paraguas de los derechos reproductivos no signifi­
caria resignar las banderas que en los anos 1960/ 1970 implicaron en el mo­
vimiento femin ista 'la' verdadera razón de su emancipación dado que rever­
tia, poniendo el poder de decidir en las mujeres, la lógica de opresión dei 
patriarcado?". 

7) Por último, la carencia de un debate " amplio, participativo, inclusivo, tlexi­
ble, autocrítico" (Chaneton, 1996) que permitiera seguir construyendo unes­
pacio verdaderamente democrático, que efectivamente aportara a construir 
una práctica ciudadana de Ias mujeres. 

VIII. CONCLUSIONES 

No fue tarea fácil, por un sinnúmero de razones, intentar desarrollar el proce­
so de surgimiento, desarrollo y declinamiento de MADEL. En primer lugar, por 
el protagonismo directo y muy cercano en los eventos analizados y, en segundo 
lugar, por la carencia de materiales y elaboraciones que permitiesen ir constru­
yendo un discurso desde el propio movimiento de mujeres, que nos brindara ins­
trumentos para analizar y evaluar los hechos desde diferentes perspectivas. 

Por otro lado, la necesidad de enmarcar el surgimiento de MADEL y su ac­
ción en una especial coyuntura de la política argentina que implicaba desarrollar 
recorridos históricos para poder comprender Ias razones de la alianza entre el 
Partido Justicialista y Ia lglesia católica, elemento crucial en las acciones de 
MADEL. 

El desarrollo dei proceso neoconservador, cuyo liderazgo, entre otros, pro­
movió el papado de Juan Pablo II, como la particular inserción de América lati­
na en ello, son un marco necesario para comprender la acción de MADEL. Da­
do que Ia alianza conservadora se expandió y actuó (por via de las conferencias 
intemacionales) por todo el mundo, la lucha por el derecho ai aborto y los dere­
chos sexuales y reproductivos adquirieron su sentido en ese marco. En el caso 
argentino, una política refractaria ai ejercicio de esos derechos y una acción sis­
temática en contra de los mismos Ie dieron a MADEL un sentido a su acción. 

El silencio y la despreocupación dei Estado para atender las demandas dei 
movimiento de mujeres llevaron a MADEL a privilegiar otros espacios de ac­
ción. En los tres casos analizados se desarrollaron en la arena legislativa sin que 
ello impidiera acciones en otros frentes. Es decir, una fuerte presencia dei movi­
miento de mujeres organizado, por primera vez, en las esferas de decisión polí­
tica, teniendo que establecer regias de juego específico en las negociaciones con 
e! poder. 

La acción de MADEL permitió darle estatuto y reconocimiento público a 
una temática que era, hasta ese momento, una problemática restringida a las mu­
jeres. La instalación en el discurso político y los medios masivos de comunica­
ción amplificaron sus posibilidades de acción y con ello un nuevo campo donde 
desarrollar Ias diversas estrategias. 

AI interior dei propio movimiento, la existencia de la diversidad implicó un 
ejercicio de convivencia, de debate, de confrontación y, finalmente, de consen-
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so, para desarrollar las estrategias. A mi entender, se desplegó una estrategia de 
acción colectiva que privilegiá el interés de la mayoría sobre los particularismos 
de las diferencias. Cuando esa acción colectiva dejó de tener sentido, MADEL 
no pudo absorber el debate, franco, abierto, pluralista. De hecho fue dejando de 
actuar no como producto explícito de una decisión (si bien existieron algunas 
reuniones de debate), sino por el paulatino alejamiento de sus integrantes. 

Esto dejó pendiente y para el futuro, la tarea de redefmir nuevas formas dei 
"contrato" que " pondrían en el centro de la discusión la selección de los meca­
nismos de consulta y decisión para la adopción de determinadas estrategias en 
detrimento de otras que permitieran otorgarle alto grado de legitimidad a las ac­
ciones li evadas a cabo" (Gutiérrez et a/., 1998). Este debate debería incluir la 
necesidad de actuar en alianza con otros movimientos sociales, hecho que MA­
DEL pudo desarrollar muy escasamente. 

Por otro lado, quedó de manifiesto la importancia y la fuerza que posee la 
alianza conservadora pues "aún los hombres no religiosos estamos determinados 
férreamente, más aliá de nuestras decisiones conscientes, en la conformación de 
nuestro imaginaria más hondo, por la cultura cristiana de Occidente [ ... ]" (Ro­
zitchner, 1997). 

En ese sentido y dado los "fracasos" de MADEL (en el caso de la Ley de Sa­
lud Reproductiva, por ejemplo) cabría preguntarse cómo desarrollar estrategias 
que permitan traspasar los límites que marca la alianza católica-conservadora. 

Marta Lamas (1995) sugiere una propuesta que está estrechamente ligada a 
la construcción de una ciudadanía verdaderamente democrática: recuperar o ins­
talar el laicismo como un principio articulador de la constitución de los Estados 
modernos y democráticos. Ese principio liberal permite articular la idea de 
igualdad de las personas a partir dei principio de soberanía popular y de la libre 
determinación de los indivíduos. El laicismo expresado en la verdadera separa­
ción de la Iglesia-Estado y la constitución de una ciudadanía democrática y un 
Estado que responda a sus necesidades. 

El desarrollo dei laicismo es una condición de posibilidad, aunque no sufi­
ciente, para Ia convivencia de una sociedad plural, sobre la base de la tolerancia 
y dei respeto a Ia diferencia, con la aceptación de Ia multiplicidad de creencias e 
identidades religiosas expresadas en la sociedad civil. Lamas refiere al peso sig­
nificativo que la ideología católica produce en Ia construcción dei entramado 
cultural y cómo ello condiciona los comportamientos reproductivos y retleja las 
acciones políticas (Lamas, 1997). Ello remite a la estrategia de dominación y re­
productora ideológica de las estructuras eclesiales. 

Es irnprescindible y una gran deuda, un debate amplio y pluralista al interior 
dei movimiento de mujeres que permita poner entre paréntesis todo los supues­
tos y reiniciar un diálogo sobre la base dei respeto por la disidencia y la multi­
plicidad de interpretaciones del sentido de lo que implica Ia lucha por los dere­
chos de las mujeres, derechos que, por otro lado, no se otorgan sino que se 
conquistan en la lucha cotidiana. 

En ese sentido, entiendo que es en la acción cotidiana y permanente, hora­
dando lentamente la cultura, juntamente con Ias demandas puntuales, cómo será 
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posible reinstalar nuevamente, a nivel dei movimiento de mujeres y de la socie­
dad en su conjunto, un debate amplio y pluralista sobre la cuestión dei aborto y 
los derechos sexuales y reproductivos. 

I. Agradezco a Mabel Bellucci por los interminables diálogos que hemos mantenido en estos anos 
y por sus múltiples sugerencias para la acción y la participación en el feminismo, sin los cuales 
mi compromiso con MADEL y por ende la escritura de este trabajo no hubieran sido posible. 
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COMENTARIO 

Mabel Bellucci 

HABER siDO INVlTADA A ESTE SEMINARIO para comentar este trabajo escrito por 
una gran amiga representa una gratificación, de la cual no renuncio. En realidad, 
no tuve mayores inconvenientes porque con María Alicia Gutiérrez estamos 
acostumbradas a leer nuestras producciones y siempre logramos sortear la valia 
de los afectos y entramos de lleno en el debate, los acuerdos y desacuerdos. Esto 
es más que nada para tranquilizar a la audiencia porque los elogios que van a es­
cuchar nacen de la talla dei texto y no de cumplidos complacientes entre dos 
amigas. . 

Comienzo diciendo que es un excelente texto. Cualquier persona alleerlo se 
siente interpelada, sin necesidad de haber conocido con anterioridad la experien­
cia de Mujeres Autoconvocadas para Decidir en Libertad. Esencialmente, desa­
rrolla un recorrido exhaustivo de las tres instancias cruciales en la aparición pú­
blica de MADEL, escrito con una pluma estética. No siempre resulta fácil 
relatar de manera minuciosa con perrnisos literarios. La limitación que me pre­
senta este trabajo es que todo o casi todo está incluído. Deja poco margen para 
la disidencia y mucho para la recuperación de la memoria, ejercicio poco fre­
cuente dentro dei movimiento de mujeres. Por lo tanto, disefíaré un breve relato 
dei estado de las cosas en la actualidad, desde mi mirada como activista en el fe­
minismo y en los derechos humanos. 

La Argentina tiene una historia opaca en cuanto a las luchas por el derecho 
al aborto. Hubo minúsculos intentos en la década de 1970 en debatir el tema, pe­
ro básicamente dos coordenadas atentaron contra su invisibilidad, sin permitir 
siquiera convertido en escandaloso: por un lado, el proceso de conflictividad na­
cional y, por el otro, la debilidad de un movimiento feminista recién nacido ai 
calor dei Women's Lib de los países centrales. Pronto las botas que trajeron el 
terror y el genocídio consiguieron silenciar no sólo esta problemática sino cual-. 
quier otra. Llegada la primavera democrática, pese a que algunos grupos femi­
nistas insistieron en la necesidad de abordarlo se omitió cualquier enunciado en 
los reclamos dei movimiento de mujeres. En ese momento, la estrategia de en­
trismo de un grueso dei movimiento feminista, interesado en permear e ingresar 
a las instituciones, lo consideró impresentable a la mirada dominante. De allí, 
que MADEL se convirtió en un paradigma en esta historia por su forma auto­
gestiva de organización y de transversalidad. Ahora bien, repito como lo hice en 
otras oportunidades, que no fue precisamente esta demanda la que produjo la 
configuración de este frente. A mi entender, fue el escenario político local el que 
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estimulá su creación, entanto existia un espíritu permisivo a recibir los malesta­
res provocados por un arreglo, entre gallos y medianoche, de las dirigencias po­
líticas. Vale decir: MADEL se nutrió de las resistencias y de los enojos que pro­
vocá e! Pacto de Olivos, ai representar un acuerdo de cúpulas inconsulto y a 
espaldas de la ciudadanía. Fue un catalizador en clave mujer. Y como suele su­
ceder en la mayoría de los casos con las luchas políticas de los particularismos, 
fueron, justamente, las grietas en e! bloque dominante -<:orno campo de conflic­
tos hegemónicos- las que permitieron filtrar cuestiones que hasta ese momento 
resultaban indigestibles. De allí, que e! aborto se visibilizó con nombre y apelli­
do en la narrativa en curso. Y no será necesario recurrir a eufemismos para su 
enunciado. No por nada, después de fmalizada la Asamblea Constituyente, en 
1994, volvió todo a su perversa normalidad. AI poco tiempo hablar de aborto, en 
los circuitos públicos como en los medios, sonará políticamente incorrecto, in­
cluso para las propias interesadas. Quienes sí no tienen ningún empacho en 
nombrarlo tal cual suena, son los representantes dei fundamentalismo católico y 
dei oficialismo. El resto recurrirá a estrategias de sustitución. 

Llamaría, entonces, a no confundimos: MADEL fue un frente político de 
mujeres, enardecidas en un clima de bastilla, tanto más para frenar la embestida 
autoritaria dei poder hegemónico conservador que para instalar deliberadamen­
te e! debate en tomo a la libertad reproductiva, debate que aún es una deuda 
pendiente dei feminismo local. 

A mi entender, no es buen consejo sustituir la historia por el mito legitima­
dor. Actualmente, e! mito y la necesidad de que la historia vaya por la vía pro­
clamada se convirtieron en una herramienta fundamental para la política de las 
identidades, a través de que numerosos colectivos que se definen a sí mismos de 
acuerdo con sus orígenes, tratan de lograr una cierta seguridad y afmnación en 
un mundo incierto e inestable. Es muy importante que las activistas recordemos 
nuestra responsabilidad y que ésta consiste, ante todo, en permanecer ai margen 
de las pasiones de la política de las identidades, incluso si las compartimos, a la 
hora de escribir nuestra propia historia. No me detengo más en este punto ya que 
la brillantez de Eric Hobsbawn 1 en Sobre la Historia, desnuda los rituales den­
tro de las narrativas identitarias. 

No obstante, MADEL con su intervención en las tres etapas legislativas - y que 
e! texto de María Alicia Gutiérrez abarca sin olvidos- representa un punto de par­
tida dei colectivo de mujeres en movimiento y el hilo conductor para otro paso: re­
cientemente, se integrá el punto de la despenalización dei aborto en el programa 
nacional de la Central de Trabajadores de los Argentinos (CT A), convirtiéndose 
así en una de las pocas confederaciones obreras latinoamericanas que lo detentan. 

Otra cuestión que no quisiera soslayar, es que no todas las mujeres que inter­
vinieron en esta cruzada estaban de acuerdo con librar una batalla por el aborto 
libre u otras mediaciones. Tengo muy frescas las discusiones de entonces. Tan­
to es así que algunas de Ias integrantes de esta gesta, luego apoyaron compla­
cientemente el hecho de que la candidata dei Frepaso, Graciela Femández Meiji­
di, exprese sin sonrojos: "Estoy encontra dei aborto", después de haber fmnado 
una solicitada por la despenalización. Y el clima se tomó totalmente hostil para 
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aquellas que marcamos la clara contradicción, ya no desde el oficialismo sino 
desde la oposición. Más aún, se utilizaron argumentos atávicos patentados por Ia 
izquierda tradicional. Dirían entonces: " Denunciar es dividir aguas y abrir el 
juego ai menemismo". Otras dieron rienda suelta a su imaginación hasta límites 
inconcebibles para justificar lo injustificable. Si traigo a esta mesa esta triste 
anécdota, no es para abrir viejos rencores sino para entender el proceso de mar­
chas y contramarchas dei movirniento de mujeres. 

En cuanto a la percepción que tiene María Alicia Gutiérrez en torno a las di­
versidades constitutivas de MADEL, su razonamiento me resulta necesario pero 
no suficiente. Sostiene que la multiplicidad de diferencias y las dificultades de 
aceptar ai otro como diferente pero a su vez igual en términos de derechos, la 
capacidad de decidir, operar y construir atentaron contra Ia solidez de la coali­
ción. Más explícitamente, lo que constituyó su riqueza, "la diversidad", también 
fue signo de su vulnerabilidad. 

Los movimientos sociales se configuran como un campo autogestivo, hori­
zontal, heterogéneo y pluralista, transversalizados en cuanto a condición de ela­
se, género sexual, etárea, étnica, política, cultural y religiosa de un grupo movi­
lizado que incluye cualquier tipo de estrategias, por medio de las cuales se 
Iogran y realizan los intereses comunes que comparten sus miembros. Prevalece 
Ia práctica informal por sobre la institucionalizada y es esta misma la que lleva 
a una lógica de disciplinamiento y homogeneidad, propia de las instancias parti­
cipativas clásicas, sean partidos políticos u organizaciones gremiales. 

Los frentes sociales resumen acciones o proyectos que transforman, alteran 
o afectan alguna instancia dei sistema político o cuestionan su Jegitimidad o en­
cierran intenciones de modificar el orden establecido. Si bien siguen los dieta­
dos de un proyecto asumido en forma consensuada, rara vez lo hacen con obje­
tivos estructurales y con una instancia organizativa que perdure más aliá dei 
conflicto. 

Por momentos -y de acuerdo con cada movimiento social específico- por el 
acentuado carácter espontáneo, su presencia se percibe por efectos de lo que po­
dría llamarse síndrome de rebelión colectiva, una suerte de estallido catártico 
que asume el conflicto y llega a encerrar también momentos de violencia. 

Resumiendo, nuestra dinámica que se configura por los flujos y reflujos dei 
movimiento y por formas de articulación puntual y precisa, después de obtenido 
e! logro, tiende a su declinación. Y, justamente, ésta es la mayor riqueza de la 
diversidad: nada se institucionaliza, nada se fija dentro dei activismo. Es una re­
creación permanente de los modos organizativos, de los tiempos y de las lógicas 
de acción. 

Volviendo ai perfil de las participantes de MADEL, no todas las que conflu­
yeron se sentían involucradas con el feminismo. Y esto no es un detalle menor: 
es sentido común decir que el derecho de abortar constituye el eje emblemático 
dei feminismo internacional a lo largo de estos cuarenta anos en las sociedades 
capitalistas. Para muestras bastan las innumerables campafías históricas de las 
activistas estadounidenses, francesas e italianas, por nombrar algunos casos. Y 
de todas las otras demandas sexuales que pululan en la narrativa de género, el 
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aborto junto con el lesbianismo y el travestismo son las que menos marketing 
presentan para muchas mujeres de buenas intenciones que bregan por la tan so­
fiada paridad entre ambos sexos. (.Qué quiero decir con esto? El aborto es una 
demanda contrahegemónica, en la medida en que desnuda lo que se quiere man­
tener tapado u omitido. 

Legislar sobre el aborto moderniza a la sociedad, en tanto así se legislaria 
para toda la ciudadanía por encima de sus convicciones religiosas y de los prin­
cípios morales de la diversidad de creencias. Efectivamente, separa a la lglesia 
dei Estado. Se deberia evitar la trampa que juega el poder: discutir s iempre en 
términos religiosos lo que, en el fondo, no quiere que sea discutido. 

AI hablar de aborto se habla también de violencia en los cuerpos, de una ma­
ternidad no deseada, de goce, de deseo, de culpa, de respeto a los derechos pri­
vados, de pobreza, de coerción dei Estado y de presiones corporativas, de desi­
gualdad de clase, de condiciones culturales y de apropiación dei cuerpo de las 
mujeres. A su vez, ayuda a evidenciar el espacio de lo íntimo y también de lo 
privado. 

Otro punto es que el reclamo dei derecho de abortar encierra una fuerte para­
doja. Por un lado, representa un fuerte cuestionamiento de lo instituído pero, 
también, dispone de un techo: requiere de los resortes legislativos para su discri­
minalización. Critica el sistema pero necesita de él para su visibilidad como 
conflicto social i, Y cómo se resuelve? AI menos, nuestro Parlamento presenta 
voces consonantes en torno a no legislar sobre ciertos derechos sexuales. Todos 
o casi todos están de acuerdo que el tratamiento de esas temáticas representan 
suma cero, más aún, en momentos electorales. Nuestros partidos políticos ejer­
cen el principio de "obediencia debida" dentro de sus estructuras, armando sus 
agendas de obligaciones más atentos a las necesidades de las corporaciones eco­
nómicas y religiosas que a las de la ciudadania. Por otra parte, las comentes di­
ferenciales que deberían expresar la heterogeneidad a su interior, ya casi no tie­
nen cabida. El pensamiento hegemónico que regula ideológicamente a las 
mismas, en vez de dirimir, confrontar o coexistir con las diversas expresiones de 
lo diferente, las desplaza hacia los márgenes o directamente impulsa su expul­
sión en una suerte de uniformidad cultural. Situación ésta que devela la preten­
sión de impedir reflejar el vasto mosaico de pertenencias y representaciones. En 
esta dirección, el desafio de un nuevo orden y una nueva cultura politica seria en 
reconocer hacia adentro, presupuestos amplios e incluyentes. Son los que abri­
rán las posibilidades de reconocimiento de los distingos singulares, para una po­
sible articulación con los frentes activistas. Con ello se evitaria la reproducción 
de la uniformidad cultural, que no es más que un impedimento a reflejar el vasto 
mosaico de pertenencias y representaciones. t,De allí saldrá algo entonces? (.Qué 
dicen a esto nuestras tantas compafieras feministas que durante aí'ios tuvieron la 
esperanza de obtener algo de la Honorable Câmara? Aparte, t,este espacio no ha 
dado infmidad de muestras de insuficiencia en el momento de tratar y legislar 
demandas muy sentidas por la gente? Creo que seguir efectuando /obby con la 
intención de atraer a las diputadas sensibles, es a esta altura dei partido casi una 
frustación. Cabe la posibilidad de que me equivoque. 
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Las que estamos realmente interesadas e involucradas con la causa debería­
mos invertir e! recorrido. La experiencia demostró que no es de arriba hacia aba­
jo como se logra. Me pregunto (,no es hora de probar en otros espacios? Quedan 
sin incursionar e! campo sindical, estudiantil y social. Quizá sea tierra virgen 
más propicia para su abono. Sóio falta intentaria. 

Para cerrar, tengo una última pregunta: el hiato producido en ei interior dei 
territorio que se siente interpelado por e! aborto. Se escribe muchísimo, se dis­
cute en cóngresos nacionales e intemacionaies, pero después en ia calie somos 
siempre las mismas. Un número ínftmo es el que organiza acciones públicas en 
comparación con ia cantidad de mujeres interesadas en ia temática a nivei aca­
démico o teórico (,A qué se debe? Esta fractura entre e! hacer y e! pensar genera 
fuertes tensiones, no siempre resueltas de la manera adecuada, y provoca erosio­
nes en e! terreno invocado. 

Todas estas cuestiones - y muchas otras que seguramente podrían considerar­
se si hubiese más tiempo- surgen después de haber leído esta ponencia, que no 
es ni la prirnera ni será la última en el intento de abordar e! fenómeno de MA­
DEL, pero sí representa una fuerte apuesta a no dejar nada fuera dei relato. 

I. Eric Hobsbawn, Sobre la historia, Barcelona, Crítica, 1998. 



COMENTARIO 

Haydée Birgin 

MIS COMENTARIOS DIFIEREN de los expuestos por la otra comentarista, lo que es­
pero estimulará el debate. Maria Alicia Gutiérrez realizó un buen trabajo de sín­
tesis sobre e! surgimiento de MADEL, un registro de la experiencia y las activi­
dades dei movimiento -lo que no siempre sucede con las luchas de las mujeres­
que testimonian el proceso de la Constituyente. Centró su análisis en tres mo­
mentos: la Asamblea Constituyente de 1994, la Constitución de la Ciudad de 
Buenos Aires y la Ley de Salud Reproductiva. 

Mis comentarias van a estar centrados en lo que no dice e/ texto de Maria 
Alicia y que me lleva a conclusiones distintas de las de ella, que expone en e! 
"finde la experiencia" (capítulo VII). 

I. 

Dado el poco tiempo de que dispongo, sobre la introducción voy a hacer sólo 
tres comentarias, o mejor dicho precisiones, para luego adentrarme en el tema. 

1) En la introducción dice el documento "[ ... ] en la década de 1990 se produje­
ron modificaciones en e! accionar dei movimiento de mujeres que redefrnie­
ron su sentido y su inserción en el nuevo proceso democrático". No coincido 
con esta afirmación. En la Argentina como en el resto de América latina, en 
1983 e! movim iento feminista redefmió su acción y comenzó a pensar en 
una estrategia de cara al Estado democrático. Más precisamente, en el TI En­
cuentro feminista Latinoamericano (Lima). Por el contrario, en Ia década de 
1990, con el cambio de gobierno y el arribo de Menen ai poder, el movi­
miento sufrió el impacto de un presidente que interpeló a Ias mujeres y fue 
visto por algún sector del movimiento como "transgresor" , como si eso fuera 
un dato en sí mismo. La creación dei Consejo como organismo dependiente 
de la presidencia generó expectativas en el movimiento, y feministas de re­
conocida trayectoria -algunas pertenecientes a sectores radicalizados- se in­
corporaron a la gestión. Se confundió Estado y gobierno. Más aliá de las 
buenas intenciones de las feministas que participaron -Virgínia franganillo, 
entre otras-, no era pensable que el Consejo pudiera tener una política dife­
rente a la dei resto dei gobierno. La Conferencia de CEPAL preparatoria de 
Beijing, el comportamiento de Menen y su alineamiento con el Vaticano nos 
"resolvieron" el problema, todo volvió a su lugar y el "post Beijing" nos en-
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contró nuevamente "unidas" . Fue un período difícil para el movimiento; no 
distinguir entre Estado y gobierno puso enjuego la autonomia. 

2) Se hace referencia ai modelo económico, coincido con su análisis crítico, pe­
ro creo que se establece una relación lineal entre el modelo económico y la 
falta de servicios en salud reproductiva. Dice " [ .. . ] los programas sociales di­
rigidos a la atención a los derechos sexuales y reproductivos se ven condi­
cionados a esta situación". Las consecuencias nefastas de este modelo po­
drían ser perfectamente compatibles con buenos servicios de planificación 
familiar, si fueran funcionales a las políticas de población de! país. Prueba de 
ello es México, con un modelo económico similar y una política pública de 
servicios, porque regular la fecundidad es parte de su política de población. 
Coincido en que el deterioro de las áreas sociales tiene impacto sobre la sa­
lud e incide en los programas de salud reproductiva, tanto como en otros. La 
política dei gobierno en el tema y la falta de programas adecuados están con­
dicionadas, más que por el modelo económico, por las alianzas internaciona­
les que Menem buscó para legitimar su gobierno. En el documento se hace 
referencia al Vaticano, con lo que coincido. 

3) El cuanto a la " feminización de la pobreza", es un concepto por lo menos 
discutible para nuestro país. Si tomamos datos dei Gran Buenos Aires, de oc­
tubre de 1998, se observa que bajo la línea de pobreza, el 24,8% son varones 
y el 23,3% mujeres, y sobre la línea de pobreza 75,2% son varones y 76,7% 
son mujeres. Esto no significa que las mujeres estén bien, sólo denota el 
enorme deterioro de! conjunto por el cuallos hombres bajaron su nível y lo 
equiparon con el de las mujeres. Debatir este tema es materia de otro en­
cuentro. 

4. En el último párrafo de la introducción se sefiala que habría "legislación res­
trictiva" para el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos. Sobre es­
te punto me voy a referir al comentar el punto 2 " El caso de la Ley de Salud 
Reproductiva". Es una cuestión polémica e interesante para discutir; en 
nuestro país no existe ley alguna que limite el ejercicio de los derechos re­
productivos. La limitación es de otro orden, ahí donde la ley no !lega. 

II. 

Paso ahora a comentar la experiencia de MADEL. Convención Constituyen­
te 1994. 

1) Primera cuestión y para centrar mi intervención. Me parece importante tener 
en cuenta que el tema de! aborto irrumpe en el debate político y social por 
iniciativa dei presidente Menem. Es Menem quien coloca el tema, que hasta 
ese momento era preocupación sólo de algunos grupos feministas. 

2) La riqueza de MADEL ha sido su capacidad de reacción. Es evidente que 
pudo actuar, porque existía un trabajo previo de distintas organizaciones 
-Foro por los Derechos Reproductivos, Red de Salud, Movimiento Por el 
Aborto-, lo que marca una diferencia con la Convención Constituyente de la 
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província de Buenos Aires, frente a la cual el movimiento no tuvo participa­
ción alguna. MADEL pudo sostener el debate en los medios de comunica­
ción durante varios meses con ideas y propuestas. Aportó materiales y argu­
mentos a los convencionales y decisores políticos. Y, lo que no es poca cosa, 
coordinó la movilización de las mujeres en ese período. Logró su objetivo: la 
cláusula contra el aborto no fue incluída. 

3) Lo que falta en el análisis de María Alicia Gutiérrez es el papel que desem­
pei\aron las fuerzas políticas en ese proceso. t.Cuál era el escenario de la 
Convención? <.Qué otros actores intervinieron? t,Cómo las demandas dei mo­
vimiento se transformaron en acción pública? t,Qué mediaciones se estable­
cieron? María Alicia Gutiérrez incluye en su relato a las fuerzas políticas só­
lo en referencia a las tareas de MADEL. En el punto c) dice: "[ ... ] fue una 
tarea muy importante que se llevó a cabo ai interior de los partidos políticos 
y el propio recinto de la Constituyente. El rol desplegado por las mujeres po­
líticas[ ... ]". 

4) La ausencia., en el anális is, dei lugar que ocuparon otros actores sociales 
-más precisamente los partidos- hace que, por un lado, se sobredimensione 
el papel de MADEL en el éxito obtenido y, por otro, no se encuentre expli­
cación lógica a Ia "disolución o impasse en su acción". 

5) En la ponencia se senalaron los ejes sobre los cuales MADEL articuló su ac­
ción: primero la "[ ... ] ilegitimidad de la representación política de la Coilsti­
tuyente para tratar esa temática, dado que no aparecia en ninguna plataforma 
de ningún partido, por lo tanto lo constituyente no tenía mandato [ ... ]". Me 
parece importante aclarar que no hubo tal ilegitimidad de representación. El 
tema no debía tratarse por otras razones, pero no por "ilegitimidad" . Creo 
que esta confusión entre " ilegitimidad" y "habilitación" parte justamente de 
haber excluído dei análisis la real dimensión de las fuerzas políticas en la 
Convocatoria de la Constituyente. La ilegitimidad dei tratamiento -este fue 
el único argumento util izado por el arco progresista de la Convención- fue 
que el tema dei aborto no estaba habilitado por ley para ser tratado. El Con­
greso de la Nación, por ley, convocó a la Convención Constituyente y habi­
litó los temas que podían ser tratados tomando como base el acuerdo cele­
brado por los dos grandes partidos -Partido Justicialista y la Unión Cívica 
Radical. O sea que los temas que podían ser considerados fueron decididos 
por Jey, esto es lo que limitó la inclusión dei aborto, independientemente de 
que en Ias campanas electorales los partidos lo hubiesen levantado o no co­
mo tema. Es la ley que convocó a Ia Convención Ia que estableció qué temas 
se habilitaban y qué temas no podían ser tratados. En este punto, la demanda 
de MADEL fue convergente con las de un amplio espectro político que, por 
distintas razones, se negó a abrir el debate a otros temas que no fueran los 
habilitados por ley. Todos recordarán que eso dio lugar a que monsefíor Ne­
vares renunciara como convencional constituyente. El éxito y Ia fuerza de 
MADEL radicó en el entrecruzamiento de las demandas feministas y los in­
tereses de Ias fuerzas políticas para no habilitar el tema. 

6) La lectura dei debate de la última sesión de Ia Convención y especialmente 
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la reacción de los sectores de Ia derecha, muestra con claridad Ia estrategia 
llevada a cabo. EI único recurso que tuvo la derecha fue "patalear" frente a 
su derrota. Es ejemplificativa Ia intervención dei convencional López Zava­
lía, quien después de dejar sentada su adhesión a Ia postura dei Dr. Rodolfo 
Barra y sostener Ia " defensa de la vida", bizo mención a las distintas opor­
tunidades en que quisieron incorporar el tema a lo largo de la Convención y 
siempre, dijo: "[ ... ] recibimos promesas de postergación. El primer momen­
to en que se tocó este tema fue ai hablar dei medio ambiente. Alguien llegó 
a ridiculizar su incorporación en este texto. (,Qué tenía que ver el medio am­
biente con la defensa de la vida?". Continuó su intervención con referencias 
ai embrión como humano y sefialó: " [ ... ] Tampoco se cumplió la promesa de 
tratar la cuestión en materia de amparo[ ... ] pero se volvió a decir que esa no 
era Ia oportunidad ya que debíamos esperar que se considerara el art. 67 inc. 
II - ahora inciso 12-" y se pregunta Zavalía "(,pero basta cuándo vamos a 
esperar? (,Esperaremos basta Ia próxima Convención después de que millo­
nes y millones de argentinos hayan sido suprimidos de la cultura de Ia muer­
te?". Y así continuó despotricando. 

7) El argumento para impedir el tratamiento de la cláusula fue que no estaba 
habilitado por ley y la única referencia ai tema lo hizo Alfonsín cuando dijo: 
"[ ... ]queremos dejar perfectamente aclarado que se ha cambiado el criterio y 
que abora Ia vida se defiende a través de un esfuerzo que realizará la socie­
dad y el Estado para dar a Ia madre y ai niil.o la posibilidad de desarrollarse 
tranquilamente en el entendimiento de que, ai menos, va a obtener el apoyo 
mínimo, necesario y fundamental". Aclaró, "votamos esta[ ... ) que no Ie dice 
a Ia ley que penal ice el aborto o que libere cualquier posibilidad de aborto, 
sino que se trata de una iniciativa que podría estar perfectamente vinculada a 
la legislación de un país que acepta el aborto como Suecia y también podría 
estarlo para lrlanda que lo probíbe [ ... ]". Esto en relación con el régirnen de 
seguridad social. 

8) Retomando el punto inicial, el éxito de MADEL fue su acción política, es di­
fiei! especular qué hubiese pasado con la cláusula dei aborto si no hubiese 
estado limitado su tratamiento. Es pura especulación. Lo concreto es que la 
demanda dei Movimiento coincidió con lo planteado por las fuerzas políti­
cas. Lo significativo es que por primera vez el tema del aborto fue discutido 
en un escenario político, el movimiento de mujeres tuvo presencia y fue ca­
paz de articular Ia protesta. 

ESTATUYENTE DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

I) Se sefíala en el documento que el movimiento estableció Ia agenda a diferen­
cia de Ia Constituyente de 1994 que actuó por reacción. Creo que el dato di­
ferencial fue Ia relación de fuerzas en la ciudad de Buenos Aires con el triun­
fo de la Unión Cívica Radical y el Frepaso. El escenario era otro. Además, 
varias de las convencionales eran feministas e integrantes de MADEL y pre­
sentaron propuestas vinculadas ai tema. Se bace referencia, en la ponencia, a 
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las intenciones de la Iglesia de reintroducir la misma cláusula que en la 
Constitución Nacional y a las respuestas desde la sociedad. Me parece im­
portante destacar, que esta victoria no significa una derrota de la Iglesia si­
no que la derecha cambió de estrategia. Dieron un paso ai costado, la Au­
diencia Pública fue una muestra, estuvieron· presentes, dejaron sentada su 
posición pero no movilizaron. Lo que la Iglesia sí sabe y a las feministas nos 
cuesta, es que el tema no se reduce a los textos de la ley, que son importan­
tes, sino lo que deftne es la política. Tres anos de gobierno en la ciudad de 
Buenos Aires lo muestran. No hemos avanzado significativamente en el te­
ma, no obstante estar los derechos sexuales y reproductivos garantizados en 
la Constitución. Dejé con intención el tema de la Ley de Salud Reproductiva 
para el fmal porque creo que se engarza con esta cuestión y explica de algu­
na manera la "disolución o impasse en la acción de MADEL". 

LEY DE SALUD REPRODUGIVA 

2) La autora dei trabajo defme como el "segundo momento de participación ac­
tiva de MADEL la presentación en diputados dei Proyecto de Ley de Salud 
Reproductiva, 1995". Me parece importante detenernos en este punto -aun­
que me queda poco tiempo-- porque creo que es uno de los nudos a dilucidar. 
MADEL apuesta a la /ey y queda entrampado en e/ sistema legislativo per­
diendo e/ carácter contestatario dei inicio y su poder de acción. La ley es la 
trampa en la que cae el movimiento; se plantea un objetivo inconducente 
-era inviable- y crea la ilusión de que es posible su sanción en los términos 
planteados por el movimiento y, lo que es más grave, de que ésa es la única 
vía para lograr el ejercicio de los derechos reproductivos. 

3) La relación dei movimiento feminista y la ley es un tema dificil de debatir, 
cualquier discurso que intente poner en cuestión una estrategia centrada en la 
ley -en realidad en la legislación- no puede ser oído. Esta ba sido mi expe­
riencia desde el inicio de este proceso, hace ya más de seis o siete anos. Ca­
rol Smart, una feminista inglesa y en relación con el tema senala que existe 
una "[ ... ] creciente concientización acerca de cuán pobre es la victoria, esca­
sos los logros de las mujeres surgidos dei empeno en que se reformen las le­
yes". Además, dice "[ ... ] aquellas feministas contemporáneas que se han in­
volucrado en campafias tendientes a reformar la ley cuyos primeros frutos 
parecían ser exitosos, se sienten ahora más y más decepcionadas mientras 
contemplan cómo los efectos benéficos de estas reformas se ven erosiona­
dos". Los efectos de la ley en la vida de las mujeres, constituyen aún un de­
bate pendiente, pero lo que quiero poner de relieve es que MADEL pierde 
autonomia al subordinar su acción ai complejo entramado dei proceso legis­
lativo. 

4) Resulta dificil entender cómo a un ano de la Constitución de 1994, que no 
sólo amplió derechos y garantías sino que al incorporar, entre otros instru­
mentos, la Convención contra Todas Formas de Discriminación de la Mujer, 
que convirtió el famoso art. 16 Obligación dei Estado de prestar servicios y 

... 
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atención en planificación familiar en una norma de aplicación directa y au­
tomática, la estrategia de MADEL se centró en el Proyecto de ley. Las nor­
mas incorporadas a la Constitución Nacional no fueron un dato relevante pa­
ra MADEL. No lo considera y, por ende, no exige su cumplimiento. 
Se apostó a una ley "como si" nada hubiese cambiado en la Constitución. 
Tal fue Ia confusión sobre el sentido dei art. 75 inc. 22 y la trascendencia 
que la incorporación de los tratados tiene ai ampliar los derechos y garantías, 
que María Alicia Gutiérrez afirma que en las"[ ... ] condiciones actuales, con 
legislación restrictiva, las posibilidades de ejercer los derechos sexuales y re­
productivos están limitadas". 
La pregunta que cabe hacer es: (.no es suficiente que un derecho sea recono­
cido y garantizado por la Constitución? (.E! instrumento dei amparo para ha­
cerlo exigible tampoco? Entonces, (.por qué el proyecto de ley apoyado por 
MADEL tendría mayor poder y eficacia que Ia propia Constitución? No hay 
explicación, salvo el " fetichismo" en Ia ley. 

5) La estrategia dei Dr. Rodolfo Barra y de la derecha fue clara: trasladó a la 
Cámara de Diputados e! debate y dejó que durante anos e! movimiento dis­
cutiera cuestiones puntuales, artículos, incisos, puntos y comas, lo que obs­
taculizá el tratamiento. Todos sabíamos - porque sabemos contar los votos­
la relación de fuerzas que hay en la Cámara. Era obvio que aun con la apro­
bación en Diputados quedaría "cajoneado" en el Senado o bien, lo que hu­
biese sido más grave, que Ia derecha hubiese logrado fuerza suficiente para 
un dictamen adverso. Se aprobó en Diputados a lo "pirro", porque incluir un 
documento dei Ministerio de cientos de páginas no resiste el menor análisis 
de técnica legislativa. Como bien se sefiala en Ia ponencia " [ ... ] el cabildeo, 
el Iobby parlamentario se transformó ( en 1996) en la única forma de acción 
de MADEL que limitó su capacidad de acción y convocatoria [ ... ]". Desde 
una visión conspirativa de la política uno podría imaginarse ai Dr. Rodolfo 
Barra refregarse las manos con una enorme sonrisa diciendo: "Que ellas dis­
cutan la ley, porque la política Ia hacemos nosotros". En ningún momento se 
evaluó el riesgo de que el Senado aprobara Ia Iey y, en e! mismo texto, por 
ejemplo, prohibiera e! uso dei DfU que, por otro lado, era Ia propuesta dei 
bloque dei Partido Justicialista. En ese caso, con una prohibición expresa de 
la Jey no podría ser colocado el DfU en ningún hospital público. Es ingenuo 
pensar que en Ia composición actual dei Senado es viable que se apruebe una 
Jey distinta a la que el Partido Justicialista propuso con el asesoramiento dei 
Dr. Rodolfo Barra. En e! supuesto de aprobación por e! Senado (.qué hubie­
se hecho MADEL? (.Cómo explicar a las mujeres que seles restringió un de­
recho que tenían? 
En nuestro país no existe prohibición alguna para que los hospitales o las 
obras sociales brinden asistencia en salud reproductiva. Lo que no está pro­
hibido está permitido, y la prohibición famosa de López Rega fue derogada 
por el gobiemo de Alfonsín por decreto 2274 que, además de estipular tareas 
de difusión y asesoramiento, estableció medidas para que"[ ... ] el derecho a 
decidir acerca de Ia reproducción pueda ser ejercido libremente por la pobla-
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ción" . Si las medidas implementadas no son suficientes, es un problema de 
política pública, de política de salud y no de ley. En Ia Argentina sobran ins­
trumentos legales para exigir su cumplimiento, de lo que se trata es de usar­
los. Es tarea dei movimiento indagar cuáles son los obstáculos reales o ima­
ginarios de las mujeres para reclamar sus derechos y qué lugar ocupan las 
organizaciones de mujeres en facilitar su ejercicio. 

6) Pero la historia se repite, ahora bregamos por una Ley de Salud Reproducti­
va en la ciudad de Buenos Aires, derecho expresamente reconocido por Ia 
Constitución. Llamativamente, el Proyecto en discusión prevé el seguimien­
to y control de los servicios, pero se "omitió" asignarle presupuesto para que 
la fiscalización se tome operativa. Más aliá de esto, el fetichismo en Ia ley 
llega a tal nível, que mientras el movimiento discutía la ley nuevamente, el 
Secretario de Salud estableció Ias políticas de salud prioritarias: cáncer de 
útero y câncer de mama. No niego la incidencia que tienen en la vida de las 
mujeres, pero - salvo que nuestra información no sea correcta- la mortalidad 
por causa materna, más concretamente el aborto, ocupa un lugar significati­
vo. Sin embargo, nada se indicaba sobre los servicios de salud reproductiva, 
no parece ser un tema prioritario para la Secretaria de Salud. Desconozco si 
hubo algún reclamo dei movimiento feminista por esa decisión, tampoco si 
se pidió a nuestras legisladoras que interpelaron al Secretario o pidieron in­
formes para saber cómo estableció las prioridades de salud de las mujeres, 
qué elementos tuvo en cuenta, qué información sobre causas de mortalidad, 
etcétera. 

7) Insisto, vivimos aferradas a la ley, entrampadas en los vericuetos legislati­
vos, mientras la política pasa por otro lado, con un costo muy alto para las 
mujeres. 

A modo de síntesis porque se me acabó el tiempo. Desde mi punto de vista: 

1) MADEL fue ex i toso en tanto logró el objetivo por el cual se creó; artículó Ia 
protesta feminista y logró presencia social y política; 

2) En la ponencia se sobrevalora la acción de MADEL por la diticultad de in­
cluir en su análisis la participación de otros actores políticos - los partidos­
que operaron como mediadores de las demandas dei movimiento. Esto difi­
cultó Ia redefinición de MADEL en el nuevo escenario y quedó entrampado 
en lograr Ia ley y perdió su carácter contestatario. 

3) AI final dei trabajo, la autora cita a Ollympia de Gougges quien se pregunta: 
";,Estarán Ias mujeres siempre divididas entre sí? ;,Nunca construirán un 
cuerpo único?". La respuesta es sí, porque somos muchas y diferentes, no 
constituímos un cuerpo único, entre otras cosas, porque el géoero no es Ia 
única diferencia. Desde la multiplicidad de diferencias que nos atraviesan 
(raza, edad, clase) podemos integrar un movimiento donde distintos feminis­
mos conveijan. 
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LA ELECCIÓN DE LA DEFENSORA DEL PUEBLO 
DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES EN 1998 

Patricia Laura Gómez 

INTRODUCCIÓN 

DURANTE LAS DOS ÚLTIMAS DÉCADAS en la Argentina se han desarrollado una se­
rie de cambios en el nível político institucional que han sido ampliamente abor­
dados en Ia bibliografia especializada, especialmente en lo referente a la partici­
pación en los partidos políticos. AI igual que en buena parte de las nuevas 
democracias latinoamericanas, estos cambios han dado cuenta un proceso que 
ya enunciaran Calderón y dos Santos (1990): la ampliación de derechos políti­
cos y la enunciación de nuevos derechos, junto con La restricción en el ejercicio 
de los derechos económicos y sociales. En este marco, la década de 1990 puede 
ser caracterizada como la de la democratización política en la región, con una 
creciente tendencia a la inclusión política de actores sociales diversos, a fin de 
garantizar la legitirnidad dei régirnen. 

Varias reflexiones cabe hacer sobre las formas de participación de la socie­
dad civil, en un contexto de exclusión económica y social de amplias franjas de 
la población con situaciones de desigualdade iniquidad social. En América lati­
na, el protagonismo de la sociedad civil estuvo fuertemente signado por la resis­
tencia a las dictaduras de la región durante la década de 1970 y, ai igual que en 
Europa dei Este en el decenio de 1990, ese protagonismo estuvo vinculado a la 
movilización de actores sin activa participación previa en el juego político. 

Puede decirse, entonces, que este resurgimiento de la sociedad civil en la re­
gión es el corolario de los procesos de transición democrática en la mayor parte 
de los países durante la década de 1980, y posibilitó sirnultáneamente la confor­
mación de nuevos agentes, la reconversión de las prácticas de actores más tradi­
cionales, y la configuración de nuevas demandas frente ai Estado y nuevas for­
mas de negociación para Ia consecución de determinados fines. 

Este proceso ha hecbo que actualmente, tanto desde Ia retlexión teórica co­
mo desde los discursos de los/as propios/as protagonistas, Ia participación ciuda­
dana tenga una alta carga valorativa positiva, sólo discutiéndose sobre las mejo­
res formas de promoción y ampliación de Ia misma. Este resurgimiento de Ia 
sociedad civil lleva a que en muchas oportunidades, los escenarios sociopolíti­
cos sean analizados con una visión (a veces, hasta maniquea) donde la salva­
guarda de lo justo y lo ético sólo tiene lugar en e! espacio de la sociedad civil. 

Pero para dar cuenta de Ia complejidad de este proceso, es necesario analizar 
las articulaciones entre e! ámbito económico, el ámbito político y e! âmbito cul-
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tural, en tanto este último permitiria superar la dicotomia clásica entre sociedad 
civil-Estado, en lo que Cohen y Arato ( 1995) denominan terce r domínio. Los 
primeros lineamientos en este sentido, ya están presentes en Gramsci ai delimi­
tar y conceptual izar la sociedad civil enclave estratégica y enclave política: es 
el escenario para desarrollar la persuasión proclive a los cambios revoluciona­
rios, aun frente a la lentitud y dificultad dei proceso. 

El marco propuesto en estas notas tiene como horizonte las diferencias entre 
participación política, participación social y participación ciudadana. A pesar de 
la ambigüedad de este último concepto, parece diferente de la participación po­
lítica en formas institucionalizadas o no, y de la participación social de carácter 
asociativo o comunitario, ya que su punto de referencia es el régimen político en 
tanto espacio de construcción de lo ciudadano. Dicho en otros términos, la par­
ticipación ciudadana no debe ser vista como reemplazo de la representación po­
lítica de quienes ocupan el poder público, sino como una apelación ai mismo 
desde los intereses privados colectivos de la sociedad civil. Ello Ia caracteriza 
como la publicidad de lo privado frente a los agentes estatales, y por ello su ad­
jetivo de ciudadana, ya que Ia constitución de Ia ciudadanía sólo es posible en 
tanto pertenencia a Ia comunidad política. 

Así, la hipótesis fuerte que aquí se presenta es que la participación ciudada­
na es uno de los elementos de matriz cultural que coadyuva a Ia democratización 
de la cultura política, pero da por tierra con las " ilusiones" sobre la posibilidad 
de sustituir ciertas formas de institucionalidad política partidaria, especialmente 
en aquellos escenarios donde las ·prácticas partidarias tradicionales se encuen­
tran en franco descrédito. La participación ciudadana no resulta la "panacea" a 
la crisis de una forma de representación a través dei gobiemo de partidos (Ma­
nin, 1992), sino que su irnportancia para e! análisis radica en las formas de arti­
culación con otros domínios. 

PUNTOS REFERENCIALES PARA LA ARGENTINA 

La Argentina no es Ia excepción a este proceso de resurgimiento de la socie­
dad civil y puede decirse que dos hechos constituyen referencias insoslayables a 
la hora de analizar en ese proceso: Ia Convención Nacional Constituyente de 
1994 y la Asamblea Constituyente de la Ciudad de Buenos Aires en 1996. En 
ambos casos se presentó una activa participación ciudadana frente a los/as con­
vencionales para lograr la inclusión de nuevas temáticas en el texto constitucio­
nal, sin la presencia de un mandato vinculante imperativo entre representados/as 
y representantes, y de la independencia de decisión dei legislador/a (Pitkin, 
1985). 

Varios/as convencionales resaltaron que algunas decisiones se tomaron con 
libertad de opinión, a pesar de Ia férrea disciplina partidaria dei sistema de par­
tidos en la Argentina. Podría decirse que ello fue posible en virtud dei impacto 
de la participación ciudadana, tanto directo como indirecto, ya que, por un lado, 
distintas organizaciones realizaron intensas tareas de cabildeo y, por otro lado, 
algunos/as de los/as convencionales tenían estrechos vínculos con algunas for-
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mas asociativas de la sociedad civil. En este sentido, ambos casos pueden carac­
terizarse más como un foro representativo de la sociedad (a pesar de las limita­
ciones temáticas en 1994), que como caja de resonancia de posiciones partida­
rias inflexibles, lo que se observa en e! análisis de los debates, dando cuenta de 
un proceso político poco habitual. Prueba de ello es que en ambas Convenciones 
se visibilizaron y reconocieron intereses colectivos y la cuestión de la discrimi­
nación aparece como un elemento que atraviesa todos los debates. 

En el caso de la Convención Constituyente de la Ciudad de Buenos Aires, 
este proceso se vio intensificado, ya que no sólo hubo un reconocimiento explí­
cito de la importancia de la participación ciudadana, sino la facilitación de su in­
tervención en distintos momentos de la vida democrática, como se pone explíci­
tamente de manifiesto en algunos artículos de la Constitución de la Ciudad de 
Buenos Aires: 

Artículo li:[ ... ] La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cual­
quier orden que, limitando de hecho Ia igualdad y la libertad, impidan el pleno 
desarrollo de la persona y la efectiva participación en la vida política, económi­
ca o social de la comunidad. 

Attículo 14: ( ... ] Están legitimados para interponerla [acción de amparo] 
cualquier habitante y las personas jurídicas defensoras de derechos o intereses 
colectivos, cuando la acción se ejerza contra alguna forma de discriminación, o 
en los casos en que se vean afectados derechos o intereses colectivos, como Ia 
protección dei ambiente, dei trabajo y la seguridad social, dei patrimonio cultu­
ral e histórico de la Ciudad, de la competencia, del usuario o dei consumidor. 

Artículo 19: El Consejo de Planeamiento Estratégico, de carácter consultivo, 
con iniciativa legislativa, presidido por e! Jefe de Gobiemo e integrado por las 
instituciones y organizaciones sociales representativas, dei trabajo, la produc­
ción, religiosas, culturales, educativas y los partidos políticos, articula su inte­
racción con la sociedad civil, a fin de proponer periódicamente planes estratégi­
cos consensuados que ofrezcan fundamentos para las políticas de Estado, 
expresando lo denominadores comunes del conjunto de la sociedad. Sus inte~ 
grantes se desempefían honorariamente. 

Artículo 21 inciso 9: [ ... ] crea el Consejo General de Salud, de carácter con­
sultivo, no vinculante y honorario, con representación estatal y de la comunidad. 

Artículo 29: La Ciudad defme un Plan Urbano y Ambiental elaborado con 
participación transdisciplinaria de las entidades académicas, profesionales y co­
munitarias [ ... ]. 

Artículo 38: [ ... ] promueve la participación de las organizaciones no guber­
namentales dedicadas a las temáticas de las mujeres en el disefío de las políticas 
públicas. 

Artículo 40: La Ciudad garantiza a Iajuventud la igualdad real de oportuni­
dades y e! goce de sus derechos a través de acciones positivas que faciliten su 
integral inserción política y social y aseguren, mediante procedimientos directos 
y eficaces, su participación en las decisiones que afecten al conjunto social o a 
su sector( ... ] Promueve la creación y facilita el funcionamiento dei Consejo de 
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la Juventud, de carácter consultivo, honorario, plural e independiente de los po­
deres públicos. 

Artículo 45: El Consejo Económico y Social, integrado por asociaciones sin­
dicales de trabajadores, organizaciones empresariales, colegios profesionales y 
otras instituciones representativas de Ia vida económica y social, presidido por 
un representante dei Poder Ejecutivo, debe ser reglamentado por Iey. Tiene ini­
ciativa parlamentaria. 

Artículo 46: El Ente Único Regulador de los Servicios Públicos promueve 
mecanismos de participación de usuarios y consumidores de servicios públicos 
de acuerdo a lo que regiamente Ia Iey. 

Artículo 52: Se establece el carácter participativo dei presupuesto. La ley de­
be fijar los procedimientos de consulta sobre las prioridades de asignación de re­
cursos. 

Artículo 63: La Legislatura, el Poder Ejecutivo o las Comunas pueden con­
vocar a audiencia pública para debatir asuntos de interés general de Ia ciudad o 
zonal, la que debe realizarse con la presencia inexcusable de los funcionarios 
competentes. La convocatoria es obligatoria cuando la iniciativa cuente con la 
firma dei medio por ciento dei electorado de la Ciudad o zona en cuestión. Tam­
bién es obligatoria antes dei tratamiento legislativo de proyectos de normas de 
edificación, planeamiento urbano, emplazamientos industriales o comerciales, o 
ante modificaciones de uso o domínio de bienes públicos. 

Artículo 64: El electorado de la Ciudad tiene derecho de iniciativa para la 
presentación de proyectos de ley, para lo cual se debe contar con Ia firma dei 
uno y medio por ciento dei padrón electoral. Una vez ingresados a la Legislatu­
ra, seguirán el trámite de sanción de las leyes previsto por esta Constitución. 

Artículo 89: Tienen el procedimiento de doble lectura las siguientes materias 
y sus modificaciones: 

I. Códigos de Planeamiento Urbano, Ambiental y de Edificación. 
2. Plan Urbano Ambiental de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
3. Imposición de nombres a s ítios públicos, emplazamiento de monumentos 

y esculturas y declaración de monumentos, áreas y sítios históricos. 
4. Desafectación de los inmuebles dei domínio público y todo acto de dis­

posición de éstos. 
5. Toda concesión, permiso de uso o constitución de cualquier derecho so-

bre el domínio público de la Ciudad. 
6. Las que consagran excepciones a regímenes generales. 
7. La ley prevista en el artículo 75. 
8. Los temas que Ia Legislatura disponga por mayoría absoluta. 
Artículo 105 inciso 33: Arbitrar los medios idóneos para poner a disposición 

de la ciudadanía toda la información y documentación atinente a Ia gestión de 
gobiemo de la Ciudad. 

Articulo 131: Cada Comuna debe crear un organismo consultivo y honorario 
de deliberación, asesoramiento, canalización de demandas, elaboración de pro­
puestas, defmición de prioridades presupuestarias y de obras públicas y segui­
miento de la gestión. Está integrado por representantes de entidades vecinales 
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no gubemamentales, redes y otras formas de organización. Su integración, fun­
cionamiento y relación con las Juntas Comunales son reglamentados por una 
ley. 

Lo que muestra este articulado dei texto constitucional porteiío es que, a pe­
sar dei proclamado descrédito de la administración de justicia y el Poder Legis­
lativo, y dei "decisionismo" que caracteriza los últimos aiíos de Poder Ejecuti­
vo, los derechos ocupan un lugar importante y diferente ai de hace dos décadas 
en la vida social y política de los/as argentinos/as. Ello es posible en tanto ciu­
dadanos/as que se reconocen a sí mismos como sujetos de derecho en una comu­
nidad política organizada territorial y burocráticamente, que garantiza su cum­
plimiento y funcionalidad. 

Si bien estamos en presencia dei reconocimiento dei "derecho a tener dere­
chos" y de Ia participación ciudadana como mecanismo de democratización de 
las instituciones públicas, Ia pregunta que cabe hacerse es cómo se plasman es­
tos logros obtenidos en Ia redacción de la Constitución porteiía con Ias prácticas 
de los actores concretos. Buen ejemplo lo constituye el caso de Ia Defensoría dei 
Pueblo de Ia Ciudad de Buenos Aires, especialmente en lo que respecta a las 
formas de selección y elección de los/as candidatos/as. 

LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

El artículo 137 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires estableció Ia 
institución de la Defensoría dei Pueblo como uno de los órganos de control en el 
ámbito local, junto con Ia Sindicatura General, la Procuración General, Ia Audi­
toría General y el Ente Regulador de los Servicios Públicos. Su antecedente in­
mediato fue la Controladuría General Comunal creada en 1985 y puesta en fun­
cionamiento tres aiíos después, aunque sus facultades eran limitadas en virtud de 
Ia falta de autonomía de la ciudad. 

En 1997, se sancionó la Ley N° 3, que creó la Defensoría dei Pueblo de la 
Ciudad de Buenos Aires con amplias atribuciones y funciones: la defensa, pro­
tección y promoción de los derechos humanos y demás derechos y garantías e 

intereses individuales, colectivos y difusos tutelados en la Constitución Nacio­
nal, la Constitución de la Ciudad y las leyes, frente a los actos, hechos u omi­
siones de la administración, de prestadores de servicios públicos y de las fuer­

zas de seguridad local, así como los actos de naturaleza administración de los 
poderes dei Estado y de los órganos de contrai. AI igual que otras instituciones 
similares, la Defensoría dei Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires es un organis­
mo autónomo y autárquico, y está a cargo de un/a Defensor/a dei Pueblo y cua­
tro Defensores/as Adjuntos/as, por un mandato de cinco aiíos no coincidente con 
los períodos de gobiemo. Su puesta en funcionamiento tuvo lugar en noviembre 
de 1998, con la designación por unanimidad de Alicia Oliveira como Defensora 
dei Pueblo, y de los/as Defensores/as Adjuntos/as, cuyas áreas de especializa­
ción son: 
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Políticas sociales en general, y en particular destinadas a person~ mayores, 
personas con necesidades especiales, trabajo, seguridad social, turismo y me­
diación comunitaria, a cargo de Alejandro Nató. 
Administración pública y prestación de los servicios públicos de la ciudad 
en general, y en particular políticas de salud, cultura, educación, ciencia y 
tecnologia, juventud, deporte, consumidores, usuarios, economia, finanzas y 
presupuesto, a cargo de Rafael Veljanovich. 
Seguridad y derechos humanos, fuerzas policiales y de seguridad, institutos 
carcelarios, igualdad entre varones y mujeres, derechos de niiios, ninas y 
adolescentes, derechos de las minorias, y libertad de expresión, a cargo de 
Diana Maffia. 
Ambiente, comunicaciones, hábitat y urbanismo, a cargo de Antonio Brai­
lovsky. 

La institución presenta cinco características distintivas: 

I . Autonomia funcional de los tres poderes de/ Estado: la Defensoría dei Pue­
blo es el único de los órganos de control establecidos que no depende de nin­
guno de los poderes dei Estado. No recibe instrucciones de ninguna autori­
dad ni es supervisada por otros órganos de control. 

2. Iniciativa legislativa: la Defensoría dei Pueblo tiene iniciativa legislativa, ai 
igual que los/as miembros dei Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo de la 
Ciudad de Buenos Aires. Asimismo, puede asistir a las comisiones y juntas 
de la Legislatura, en las cuestiones relativas a su incumbencia con voz pero 
sin derecho a voto. 

3. Legitimación activa para presentarse en sede judicial, en defensa de los de­
rechos difusos o colectivos: las actuaciones deVa Defensor/a dei Pueblo es­
tán exentas dei pago de cualquier tasa administrativa o judicial, y está eximi­
do/a dei pago de las costas cuando la Defensoría dei Pueblo litigue contra 
entes públicos o empresas prestadoras de servidos públicos. Asimismo, si 
eVla Defensor/a dei Pueblo toma conocimiento de hechos presumiblemente 
delictivos de acción pública, debe denunciaria de inmediato en sede judicial. 

4. Promoción de la igualdad de oportunidades y trato de varones y mujeres en 
los lugares de toma de decisiones: este mecanismo permite la concreción de 
la igualdad real de oportunidades y trato entre varones y mujeres garantizada 
por erartículo 36 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. Si bien la 
Defensoría dei Pueblo es un órgano unipersonal, la Ley N° 3 establece que 
los/as cuatro Defensores/as Adjuntos no pueden ser dei mismo sexo. 

5. Activa participación de la sociedad civil en la designación de las personas 
que se desempenarál'} como Defensor/a de/ Pueblo y Defensores/as Adjunto­
s/as: esta última característica es la que resulta más importante a los frnes de 
las presentas notas, ya que la participación ciudadana tiene un papel suma­
mente relevante a la hora de la selección de candidaturas, tal como establece 
el artículo 4° de la ley 3. Durante un período de diez días, la Junta de Ética, 
Acuerdos y Organismos de Control de la Legislatura de la Ciudad1 debe abrir 
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un registro para que los/as vecinos/as en forma ·individual o través de organi­
zaciones, presenten a los/as postulantes en sus categorias de Defensor/a dei 
Pueblo y/o Defensores/as Adjuntos/as, con sus respectivos antecedentes, que 
son de libre acceso. Las fechas de apertura y cierre dei registro y la celebra­
ción de la audiencia pública deben ser anunciadas en la emisora radial de la 
Ciudad de Buenos Aires y el Boletin Oficial y al menos en tres diarios de 
amplia circulación, en una emisora de radiodifusión de AM y en una de tele­
visión abierta. Al cierre del registro, debe publicitarse de la misma forma que 
la convocatoria, la nómina de postulantes inscriptos/as y de candidatos/as 
propuestos por diputados/as de la ciudad. 

Quienes deseen formular impugnaciones u observaciones respecto de los/as 
candidatos/as propuestos/as, deben hacerlo por escrito en los siguientes cinco 
días, bajo su fmna y fundarias en circunstancias objetivas que puedan acreditar­
se por medi os fehacientes. Los/as candidatos tienen acceso a las m ismas durante 
los tres días siguientes. Cumplido lo expuesto, la Comisión de Asuntos Consti­
tucionales y la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control de la Legisla­
tura de la Ciudad de Buenos Aires, deben celebrar la audiencia pública a efectos 
de considerar las impugnaciones con la participación de los/as candidatos/as. 
Luego, en sesión especial, designan unia Defensor/a del Pueblo y cuatro Defen­
sores/as Adjuntos/as, por resolución de la Legislatura con los dos tercios de los 
miembros. 

La primera vez que se aplicó esta normativa fue en 1998 cuando se abrió el 
registro de postulantes a los cargos de Defensor/a y de Defensores/as Adjuntas. 
Este registro se cerró el 14 de marzo de 1998 con ochenta y una postulaciones 
correspondientes a cincuenta y nueve personas, según consta en los datos sumi­
nistrados por la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control de la Legis­
latura de la Ciudad de Buenos Aires. La diferencia entre ambas cifras es que la 
inscripción en el registro podia realizarse a título personal (32%), o ser presen­
tada por legisladores/as (4%), vecinos/as a título individual (18%) y/o organiza­
ciones de la sociedad civil que contasen con personería jurídica (47%). Si se 
analiza la composición dei registro de postulantes en razón dei sexo, puede ob­
servarse que el 69% corresponde a varones, mi entras que el 31% corresponde a 
mujeres, manteniéndose casi la misma proporción en lo que respecta a las perso­
nas inscriptas. 

El proceso de inscripción en el registro de postulantes y los cabildeos para Ia 
selección de candidatos/as fueron mucho más extensos en el tiempo de lo que la 
ley preveía, ya que los nombramientos de las actuales autoridades de la Defen­
soría dei Pueblo de la Ciudad recién tuvieron lugar ocho meses después. En este 
contexto, los partidos políticos con representación en la Legislatura (Frepaso, 
Unión Cívica Radical, Partido Justicialista, Nueva Dirigencia y Unión por To­
dos), establecieron acuerdos para que las designaciones recayeran sobre perso­
nas vinculadas a ellos, en una suerte de reflejo de las fuerzas políticas de la ciu­
dad y de equilíbrio entre esas fuerzas. A tal fin, las dos fuerzas mayoritarias 
(Frepaso y Unión Cívica Radical) habían postulado, a través de sus respectivos 
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presidentes de bloque, a Norberto Laporta como Defensor dei Pueblo. Sin em­
bargo, dias antes de la celebración de la audiencia pública que establece el artí­
culo 4° de la Ley 3, se presentó una serie de impugnaciones bacia a este y otros 
candidatos procedentes de los partidos políticos, como fue el caso dei radical 
Roberto Maratea. 

En esta situación tuvo una fuerte incidencia la conformación de la Multisec­
torial de Organizaciones Sociales para la Defensoría dei Pueblo de la Ciudad de 
Buenos Aires. Ésta tuvo por objetivo nuclear a distintas organizaciones de la so­
ciedad civil que estaban presentando postulantes y realizar acciones de cabildeo 
a finde instalar a los/as mismos/as en los cargos de Defensor/a dei Pueblo y De­
fensores/as Adjuntos/as. Quienes participaban de esa Multisectorial establecie­
ron un acta de comprom iso en abril de 1998, la que si bien menciona las " Orga­
nizaciones Sociales abajo firmantes", la misma fue suscripta por personas 
individuales sin mención de su pertenencia institucionaJ.2 

A grandes rasgos, ese compromiso establecía los siguientes puntos: 

I. La Defensoría dei Pueblo no debería estar a cargo de una persona que fuera 
miembro de la misma fuerza política que tuviera a su cargo el Ejecutivo lo­
cal. 

2. La institución es definida como de "carácter comunitario", de lo que deduce 
que debe estar conformada por personas procedentes de los movimientos so­
ciales, respetándose la igualdad entre varones y mujeres. Esto es lo que pre­
servaria la autonomia de la institución " frente ai sistema de partidos". 

3. La misión de la Defensoría dei Pueblo seria defender y fortalecer el derecho 
a tener derechos, a través de la "efectiva construcción y funcionamiento de 
una democracia participativa y representativa". En Ia consecución de este 
fin, será posible no necesitar de la institución en el futuro. 

4. El reconocimiento de una institución unipersonal pero cuya tarea no podría 
ser emprendida con legitimidad y eficacia sin una activa participación ciuda­
dana, para lo cual se propone la constitución de una "Multisectorial de Orga­
nizaciones Sociales de Ia Defensoríá dei Pueblo de la Ciudad de Buenos Ai­
res, con carácter honorario, asesor y no vinculante", que funcione " en 
sintonia" con las autoridades eJectas. 

5. La promoción de un "voluntariado ciudadano para la Defensoría dei Pueblo" 
6. La independencia de los/as candidatos/as de " los gobiemos, empresas pro­

veedoras y contratistas dei Estado, así como de los partidos políticos y las 
competencias electorales", comprometiéndose a "no concurrir a funciones 
directivas ni electivas en los dos afíos posteriores a la finalización de su 
eventual mandato" . 

Finalmente, las designaciones recayeron sobre tres de los/as firmantes dei 
Acta, mientras que las dos restantes no eran candidaturas enroladas en la Multi­
sectorial, pero con participación en las organizaciones de la sociedad civil. 
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ALGUNOS ELEMENTOS PARA LA DISCUSIÓN 

Los puntos sintetizados dei Acta de compromiso de la Multisectorial permi­
ten presentar algunos puntos de discusión, sin que los mismos constituyan con­
clusiones acabadas. 

En primer lugar, es necesario considerar el concepto de autonomía e inde­
pendencia dei poder político que subyace en la letra dei acta, ya que parece es­
tar más cerca de la lógica de la participación social que de la participación ciu­
dadana en el sentido que fue presentado en la introducción, y prueba de ello se 
encuentra en la propuesta de un voluntariado ciudadano. La asignación de un ca­
rácter comunitario a la Defensoría dei Pueblo y no de un corte institucional pa­
rece estar dando prueba de ello, especialmente si se tiene en cuenta la insisten­
cia en la autonomía frente ai sistema dei partidos, cuando en realidad los 
nombramientos provienen dei Poder Legislativo local. 

En segundo lugar y en consonancia con e! punto anterior, la legitimidad y 
eficacia de las acciones de la Defensoría dei Pueblo están ubicadas en la institu­
cionalización de la participación ciudadana a través de la conformación dei Con­
sejo Multisectorial, lo que la desplazaría de una apelación de los intereses priva­
dos colectivos de la sociedad civil hacia el poder público, para entender el 
organismo como dichos intereses hechos poder público. 

Por último, se asigna una fuerte carga valorativa en la asignación de funcio­
nes institucionales tendientes a la construcción y ai funcionamiento de una de­
mocracia participativa y representativa, cuando las posibilidades de lograr este 
objetivo deben estar en e! conjunto de las instituciones democráticas y en la cul­
tura política, y no sólo en un organismo de control, aun cuando presente amplias 
facultades para la defensa, protección y promoción de derechos. 

I. Las Juntas de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires actúan por delegación dei cuerpo y 
constituyen la reunión de diputados/as, con e! objeto de considerar, gestionar y resolver asuntos 
de naturaleza no legislativa. Su funcionamiento es permanente, se reúnen cada vez que sea ne­
cesario, respetando la proporcionalidad de la representación en la Legislatura. Actualmente son 
tres las existentes: Ética, Acuerdos y Organismos de Control, Interpretación y Reglamento In­
terno, y Seguridad. A la primera le compete dictaminar y resolver todo asunto relativo a la con­
ducta de los/as miembros dei cucrpo, funcionarias/as y personal de la Legislatura; el anál is is 
previo de los pliegos y propuestas recibidos para que la Legislatura preste los acuerdos o efec­
túe designaciones, y el análisis y seguimiento de los informes que los organismos de control re­
mitan a la Legislatura 

2. Claudio Lozano, Pablo Bergel, Martha Rosenberg, Alicia Oliveira, Antonio Brailovsky, Euge­
nio Semino, Rafael Veljanovich y Eugenio Freixas. 
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COMENTARIO 

Martha Rosenberg 

AGRADEZCO A LOS ORGANIZADORES de este encuentro ia posibilidad de participar 
sobre un hecho que me toca muy de cerca, en e! que estoy involucrada desde e! 
comienzo, sin dejar de ver -igual que Patricia Gómez- que esta situación me 
crea dificultades importantes para analizar e! tema. Por lo tanto quiero poner mi 
intervención totalmente bajo la especie de la acción de "una persona comprome­
tida con la acción ciudadana" -<:orno dice la carta de invitación de este evento-, 
acción a la que yo prefiero llamar acción política en sentido amplio, aunque no 
esté vinculada a ningún partido. 

Yo fui candidata a Defensora Adjunta en 1998, integrando el grupo de los 
candidatos y las candidatas sostenidos por la Multisectorial de Organizaciones 
Sociales. Entonces, participo en este proceso como militante activista en diver­
sos sentidos. Por un lado, como resultado de mi activismo dentro dei feminismo 
y, por otro lado, dentro de la izquierda. Es decir, a partir de dos posiciones polí­
ticas que se proponen la subversión de los !azos sociales establecidos y no sim­
plemente con e! objetivo de lograr lo que otras personas ya han logrado en este 
mismo sistema. Sin embargo, eso es lo único que logré. Actualmente estoy tra­
bajando como asesora en temas de salud y derechos reproductivos en la Defen­
soría. 

Tengo que decir que me hubiera gustado mucho ver aquí a otros protagonis­
tas de este proceso. Me parece que perdemos una buena parte de la riqueza dei 
análisis si no podemos mantener esta interlocución viva. Digamos que es un 
proceso todavía vivo. Los agregados verbales que Patricia Gómez hizo a su tex­
to indican que este proceso está en plena elaboración. Veo que las personas que 
vamos a encarar aquí este tema, estamos en este momento institucionalizadas en 
la Defensoría dei Pueblo, salvo Martín Abregú que formó parte dei movimiento 
de la Multisectorial de Organizaciones Sociales y creo que actualmente no man­
tiene una relación laboral con la Defensoría. No sé cómo interpretar este hecho, 
dei que recién me di cuenta, pero en e! tipo de análisis que quiero hacer, esto tal 
vez tiene que ver con cómo se pasa de un movimiento social a una institución, 
dentro dei marco de la institucionalidad democrática, tema que es lo que nos 
reúne. Lamento muchísirno no haber podido estar ayer. Y también tener que ha­
blar de este trabajo, que aporta elementos muy importantes para la apreciación y 
discusión de este tema, prácticamente desde una especie de espontaneidad, sin 
haber podido consultar la bibliografia que su autora cita, porque e! texto me lle­
gó muy tarde. 
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Dentro de este campo de "la creación de nuevos espacios institucionales para 
la participación de la sociedad civil organizada" [ .. . ] "con la contraparte de nue­
vos compromisos dei Estado", como expresa la carta de invitación, diria que yo 
quise probar - y todavia quiero- si el invento democrático de la participación, 
con que hemos adornado nuestra Constitución y que ya forma parte dei sentido 
común, produce un dispositivo que permita avanzar en mis objetivos políticos, o 
sólo reproduce las relaciones sociales vigentes. 

Se habla de ·' la posibilidad de nuevas estrategias de acción y negociación polí­
ticas por parte de la sociedad civil organizada" . Esto se da como un hecho, como 
algo que ya se ha producido y que produce una nueva forma de institucionaliza­
ción de la participación ciudadana. Creo que en eventos como éste, es importante 
demostrarlo empiricamente. Y también mayor precisión acerca de cuáles son estas 
nuevas estrategias, estas nuevas formas. Cuál es su novedad y en qué consisten. 

De hecho, cuando ayer recibl el trabajo, en el titulo algo me llamó la aten­
ción. Dice: "La elección de la Defensora dei Pueblo" . No parece ser un error de 
imprenta, (Defensora por Defensoría), porque se repite. En este momento me 
doy cuenta de que no me presenté antes de comenzar a hablar: necesito decirles 
que soy psicoanalista, por lo tanto, desde donde yo leo, me llamó la atención al­
go que es dei orden de un hecho de lenguaje: " La elección de la Defensora dei 
Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires" . Me dije: "Bueno, esto ,va a examinar el 
proceso desde el punto de vista muy concreto de su resultado, que fue, efectiva­
mente, " la elección de una Defensora". Pero me preguntaba qué significa titular 
así un análisis dei proceso mediante el cual se eligió la Defensoría. 

La Defensoría es una institución, que por la ley N° 3, tiene cinco integrantes 
que son elegidos de la misma manera, con los mismos requisitos de eligibilidad, 
aunque no con las mismas atribuciones. Entonces, además, dado todo lo quere­
lató Patricia Gómez acerca de cómo se gestionó la elección, está claro que la 
elección de 1998 no fue solamente de Ia Defensora, sino que fue la elección de 
la Defensoría, institución compuesta por un/a Defensor/a y cuatro adjunto/as. 

Sin embargo, este titu lo hace hincapié en el carácter unipersonal, que la ley 
y la tradición definen, y que el discurso y la gestión institucional refuerzan en 
cada oportunidad. 

Pero en la misma ley hay una serie de elementos que disefian una institución 
en la qu.e es posible cierta distribución de poder y de atribuciones. Creo que en 
el curso de este proceso ai que nos referimos, se va acentuando el rasgo de uni­
personalidad de la Defensoría, tanto a través dei recurso continuo a la letra de la 
ley, como en algunas características de la gestión concreta de la Defensora. 

La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, instituye la forma 
democracia representativa y participativa para el gobiemo de la ciudad. Me pa­
rece muy interesante analizar cómo se puede imaginar o pensar una forma posi­
ble de cambiar las instituciones para ampliar la participación democrática, en la 
trama de los conflictos que surgen en las instituciones mismas a partir de bechos 
suscitados por la propia perspectiva de ampliar esa participación. Que exista una 
voluntad política de ampliar la participación democrática, da lugar a conflictos, 
como es evidente. 
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En nuestro país tenemos una historia en la que los cambios políticos han sido 
imaginados y realizados o propuestos, mediante intervenciones violentas, tales 
como los que precedieron a la "transición democrática". Y esta historia nuestra 
pesa muchísimo sobre Ia posibilidad de imaginar cambios institucionales. El re­
curso a la ley, o como decía antes Haydée Birgin, la fetichización de la ley, actúa 
como un modo de defensa frente a esta historia tan traumática que tenemos por 
no haber sabido pensar cambios institucionales en un marco de no violencia. 

Quiero recordar que la propuesta de ampliación de la participación democrá­
tica, viene planteada en Ias campaflas políticas de los partidos mayoritarios. 
Desde el comienzo, el Frepaso habla de "una nueva manera de hacer política" o 
Ia Unión Cívica Radical del "gobiemo de la gente" , suscitando Ia expectativa de 
un esfuerzo para inventar formas políticas que difieren de la cultura política en 
curso. Digamos que el valor político está puesto en lo que va a ser distinto, lo 
que va a ser diferente. 

La ubicación de los valores de lo justo y lo ético en la sociedad civil es una 
operación fuerte de Ia Alianza, de la cual se infiere que si sus candidatos son 
elegidos, es precisamente por esta reserva democrática de la sociedad que elige 
"una nueva forma de hacer política" y espera que se realice esta alternativa. Sin 
embargo, hay signos de que la nueva forma de hacer política se hace esperar, 
salvo en los aspectos de utilización instrumental, acciones mediáticas que pro­
ducen cierta ilusión de participación y de la privatización de lo público. La últi­
ma campana que vemos Ianzada es: "Tenga ai candidato en su casa", es decir, 
lleve lo público a su intimidad. Esta digresión me fue suscitada por Ia invitación, 
porque coincido en que son temas de enorme riqueza y que su discusión sería de 
gran beneficio. 

Espero que, a pesar de Ia limitación de tiempo - tanto dei análisis previo dei 
documento, como de la exposición aquí- mis observaciones sean comprensibles. 

EL MARCO CONCEPTUAL 

Respecto dei marco propuesto en el documento, su autora habla de los cam­
bios en estas últimas décadas como "la ampliación de derechos políticos junto a 
la restricción de derechos económicos y sociales". Yo enfatizo el "junto" porque 
creo que valdría la pena establecer qué relación hay entre la ampliación de los 
derechos políticos y la restricción de los derechos económicos y sociales. Si hay 
relación causal o de otro tipo entre estos dos términos. Me parece que sería muy 
esclarecedor explorar desde qué imagen de relación entre estos dos términos, 
que se dan simultáneamente, estamos analizando la situación de esta elección. 

Y luego también, menciona como otra de las tendencias centrales en las últi­
mas dos décadas, " la tendencia a la inclusión de nuevos actores sociales a fin de 
garantizar la legitimidad dei régimen". Me pregunto si no será sencillamente Ia 
necesidad de garantizar el régimen, ofreciendo una imaginaria ampliación de de­
rechos a los sectores cuyos derechos básicos son atropellados por las políticas 
que definen a ese régimen, democrático neoliberal, como el más adecuado para 
mantener la exclusión que causa. 
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Yo supongo que ayer -no pude estar- todos estos puntos se habrán abordado 
aquí. 

Me parece que también merecería discusión si la llamada transición demo­
crática y las mencionadas novedades que acarrea nuevas formas de negociación, 
nuevos agentes, ((,como los marginalizados y los desocupados, por ejemplo?), 
son en sí mismas la solución a los problemas sociales, que perduran, o se han 
agravado bajo su predomínio. 

Es decir, (,a qué nuevas definiciones de democracia nos conduciría no redu­
cirlas, como se hace espontáneamente, a la contraposición entre democracia y 
dictadura? (,Qué pasa cuando lo que se negocia es Ia mera supervivencia y no e! 
ejercicio efectivo de derechos, nuevos o viejos? (,Puede la supervivencia ser ob­
jeto de negociación? (,Cómo se puede superar el maniqueísmo cuando e! Estado 
es una potencia amenazadora, más que una instancia de protección para los des­
poseídos de bienes materiales y simbólicos por su régimen? Me planteo estas 
preguntas para ver desde dónde se aborda la cuestión de Ia Defensoría. 

Confieso que me resulta oscura la definición de la participación ciudadana, 
que aparece en el trabajo como la "pub/icidad de lo privado frente a los agentes 
estatales". Creo que Ia palabra "publicidad" tiene un inmediato doble sentido y 
una ambigüedad. Creo que el carácter de público depende de que se exprese un 
interés general y no de ser "publicitado", como equívocamente se puede leer es­
ta definición. 

Es público el interés de Ias1 travestis y prostitutas de defender su derecho a 
transitar sin ser discriminadas por su aspecto u orientación sexual (que es asunto 
privado). Es publicitado el interés privado de los vecinos de Palermo que protes­
taban por la devaluación de sus inmuebles y por otras devaluaciones. 

Se publican opiniones privadas2 que no implican ninguna participación de­
mocrática sobre la deuda externa, ejemplo de pub/icidad de lo privado. En cam­
bio, no se convoca a quienes Ia pagamos para decidir en una consulta pública 
sobre qué queremos que se haga con eso. Imposible e impensable para e\ siste­
ma. 

Creo que tendríamos que defmir la cuestión de Ia participación ciudadana de 
una manera que sea más inclusiva. 

Por otro lado, en el argumento de Patricia Gómez hay una fuerte crítica a Ia 
lógica de participación "comunitaria" que se expresa en la Multisectorial de Or­
ganizaciones Sociales. 

Quiero seftalar que durante el proceso de la elección publiqué mi posición 
sobre el tema en un periódico,3 en donde no utilizo otra expresión que la de 
"participación ciudadana" . Y esto no es casualidad, ya que mi práctica como ac­
tivista, que constituyó e! soporte de mi postulación, se dio siempre en el marco 
de esa defmición. Puede no ser una definición técnica dei tema, pero siempre se 
dio en términos de Ia participación, defmida como Ia conciencia de los propios 
derechos y la defensa de los derechos de las personas, tal como hacemos, por 
ejemplo, en e\ Foro por los Derechos Reproductivos, ai que pertenezco desde su 
fundación. 

También aparece esta consideración en el Acta de Compromiso de la Multi-
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sectorial, en la que se dice que "la defensa dei pueblo estará a cargo de los órga­
nos y representantes de la democracia representativa y de los propios ciudada­
nos, actuando a través de los mecanismos directos y semidirectos de la democra­
cia participativa". Es decir, no está ausente para nada dei horizonte de 
participación que se proponía en la Multisectorial de Organizaciones Sociales 
para la Defensoría dei Pueblo. 

De todas maneras, está claro que la participación ciudadana no es la panacea 
para la crisis de una forma de representación dei "gobiemo de partidos" . Aquí 
hay otra vez una expresión que necesitaría aclaración. Supongo que se gobiema 
desde el Estado y no desde los partidos, pero la verdad es que me llamó a pre­
guntanne: (,qué significa aquí "gobierno de partidos"? 

El argumento de que el modo democrático participativo no es la panacea, pa­
rece ser dirigido a un interlocutor que simplifica Ia Iucha política y propone sus­
tituir a los partidos políticos por las organizaciones sociales y la participación 
ciudadana, y no a un agrupamiento que está reivindicando un espacio específico 
y delimitado, espacio de articulación entre el Estado y la sociedad civil, como es 
el de la Defensoría dei Pueblo. Que se proponga ampliarlo y descentralizarlo 
-en consonancia con lo proyectado para la organización de la ciudad- permite 
vislumbrar la potencia de la sociedad civil para crear acontecimientos que pon­
gan en cuestión el poder dei Estado. 

La preocupación porque se produzca esta postulación de la participación ciu­
dadana como panacea ante la crisis de representación política, es una reacción 
lógica desde la posición dei Estado ("gobiemo de partidos"), y no desde un hí­
brido que articula pueblo y gobiemo en el punto de sus conflictos. Es decir, Ia 
reacción de un Estado que teme que las formas paradigmáticas de representa­
ción sean conmovidas por formas que no están establecidas ni institucionaliza­
das, y trata de evitarlo. 

Los puntos referenciales dei resurgimiento de la sociedad civil en la Argen­
tina elegidos: Ias dos Constituyentes. (,Por qué esos dos, que si bien tuvieron las 
características participativas que se senalan (y hasta son un antecedente inme­
diato de la Multisectorial), estuvieron también más ligadas a la representación 
política partidaria? (,Por qué no también los miércoles de los jubilados, los jue­
ves de las Madres de Plaza de Mayo, los escraches, los cortes de ruta, las mar­
chas, el movimiento estudianti~ los Encuentros Nacionales de Mujeres? En todo 
caso, i,Cómo se evalúa la experiencia de estas formas participativas? i,Es sufi­
ciente que sean alentadas cuando se trata de llevar derechos a los textos normati­
vos y temidas cuando se trata de democratizar la gestión y las políticas concre­
tas para efectivizarlos? 

Respecto a la elección de la Defensoría quiero senalar algo que considero 
importante. 

Creo que cuando se habla de formas distintas de participación se trata de ex­
perimentar y explorar los alcances de la ampliación de la participación y no de 
sustituir o eliminar las formas de representación y de participación representati­
va, que incluso están mencionadas y avaladas en el Acta de Compromiso de la 
Multisectorial de Organizaciones Sociales para la Defensoría. 
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CON RESPECTO A LA ELECCIÓN DE LA DEFENSORÍA 

En una institución que se pretende diseiíada para ampliar la participación 
ciudadana, el acuerdo entre los partidos replica los limites de los que adolece la 
representatividad de estos partidos. No se trata -en e! régimen vigente no es po­
sible- de eliminaria, sino de agregar, y hasta de promover, formas de participa­
ción diferentes. 

Lamento que en el trabajo no se examinen en forma más extensa los hechos 
ocurridos. El prolongado proceso desde la presentación formal de los candidatos 
hasta la elección legislativa, que duró ocho meses, fue un proceso rico y com­
plejo. Tal vez nos podemos dar otra oportunidad para discutirlo. 

Como dice Patricia Gómez en este trabajo, hubo un acuerdo de los partidos 
políticos de la Legislatura para mantener el equilíbrio entre las fuerzas políticas 
de la ciudad. Yo agregaria, además, que los partidos de la Alianza intentaron 
mantener la representatividad de la alianza política gobemante, en el cargo que, 
según la ley, tiene la responsabilidad de controlar las acciones u omisiones reali­
zadas desde el propio gobiemo. Y el fracaso de la candidatura de La Porta fue 
efecto de la oposición a que se cubriera la Defensoría de manera tan funcional a 
un monolitismo estatal, incongruente en esta institución que fue creada con un 
propósito de autonomia e independencia dei poder político.~ 

Queda sin mencionar ni analizar e! proceso de fracaso de las sucesivas can­
didaturas y la negociación de la Legislatura con la Multisectorial en la Mesa de 
Consenso. Que se puede leer como una lucha entre una política comprometida 
con la gobemabilidad -entendida como el acuerdo entre los partidos- , y otra 
comprometida con la ampliación de la participación, que busca nuevas formas y 
espacios de representación para los ciudadanos/as perjudicados/as por las accio­
nes u omisiones políticas y administrativas del aparato de gobiemo de estos par­
tidos por los que no se sienten representados. 

Es probable que el fantasma suscitado fuera la formación de una nueva fuer­
za política y que ése baya sido el motivo de la enorme resistencia despertada por 
la candidatura de Claudio Lozano. Para mí está claro que el despliegue de las in­
tenciones democratizadoras encontró los obstáculos interpuestos - y no en vano­
por la cultura política dei continuismo que nos preside, y que se manifiesta en 
todas las expresiones políticas que hoy se disputan el poder. 

En realidad, los dos candidatos que atravesaron incólumes los sucesivos di­
seí'ios son los que pertenecen o fueron propuestos por los partidos de la oposi­
ción: el Partido Justicialista y Nueva Dirigencia. Esto demuestra que la lógica 
que se impuso fue la de la representación partidaria y no la de la sociedad civil. 
En todo caso, el acuerdo no respetó el equilíbrio entre las fuerzas políticas de la 
Capital en su aspecto cuantitativo, ya que repartió igual representatividad a to­
dos los partidos. 

Algo sobre la crítica que hace Patricia Gómez ai modo de firma dei Acta de 
Compromiso de la Multisectorial. 

Las firmas aparecen sin mención de organizaciones sociales porque son los 
nombres de candidatos/as, que se comprometen personalmente a sostener esa 



La elección de la Defensora dei Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires en 1998 137 

política. Postulantes elevado/as a candidatos/as a través de ese complicado pro­
ceso, y propuesto/as por los diputado/as a la Legislatura, para cubrir los cargos 
electivos de la Defensoría. A partir de que éramos candidatos y candidatas, el 
aval institucional que teníamos pasó a ser el de la Legislatura, que nos había 
promovido a esa condición. El Acta resume el compromiso que esas organiza­
ciones tomaron para poner en ejecución esa politica y el sintagma de " las orga­
nizaciones abajo firmantes" que aparece como encabezamiento, es un error que 
queda como resto de la primera publicación dei Acta, que se difundió en la Le­
gislatura como volante con la firma de las organizaciones sociales. Posterior­
mente, para que los candidato/as la firmaran, se imprimió sin las firmas de las 
organizaciones sociales, pero con el mismo encabezamiento. Fue un error de se­
cretaria. Poco después apareció en el boletín dei MOS Ia larga lista de organiza­
ciones sociales que habían adherido. 

Patricia Gómez define la participación ciudadana como "apelación ai poder 
público desde los intereses privados colectivos de la sociedad civil". Ese es, pre­
cisamente, el modo de participación de Ias organizac iones sociales que se nu­
clean en la Multisectorial, que no dej an de interpelar a/ poder político y, más 
especificamente, a los partidos que gobieman la ciudad, para que respeten las 
instituciones que la Constitución de la Ciudad creó como organismos de control 
dei Gobiemo. Y no sólo desde sus intereses privados. 

En el Acta (puntol) se hace hincapié en la independencia respecto de la fuer­
za política que gobiema, lo cual es intrínseco a la institución Defensoría, tal co­
mo es creada en la ley N° 3. Y se habla de conformaria de manera de preservar 
su autonomia dei sistema de partidos y sustraerla a Ia lógica de la competencia 
electoral (punto 2). Lo que se pretende es que los partidos, que designan a los 
Defensores dei Pueblo, reconozcan la necesidad de establecer mecanismos de 
control independientes y sin compromisos partidarios. No se trata de una abs­
tracta independencia dei sistema político, sino dei respeto de los mecanismos de 
control que su propio sistema ofrece a los gobemados. "Órgano de control, de 
carácter comunitario" dice el Acta. La redacción no es clara, pero vale para 
subrayar que no es un órgano de control interno de los partidos políticos en el 
gobiemo, sino uno de los mecanismos mediante los cuales, los que diseíian y 
ejecutan Ias políticas se hacen cargo de su responsabilidad ante los "representa­
dos". El reclamo de independencia dei sistema político es un llamado a que éste 
establezca sus propios limites, mucho más necesarios en el caso de nombrar un 
organismo de control. Es el sistema político el que tiene que hacerse cargo de 
que hay campos de la actividad política en donde la representatividad partidaria 
debe cesar y ceder el lugar a otras formas de representatividad, como las obteni­
das en los movimientos sociales, que se hacen cargo espontáneamente de Ia re­
presentatividad de lo que los partidos políticos no saben, no pueden o están 
compelidos a dejar vacante. 

La sensibilidad ante los procesos instituyentes, que tienen que ver con la re­
cuperación y el ejercicio dei poder delegado en el Estado, provoca una cierta ce­
guera para percibir los rasgos institucionales que difieren de los ya establecidos. 
Que se instituya otro poder, no significa que no haya institucíón. Por empezar, 
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se cuenta con un pacto explícito, como es el Acta de Compromiso, que no pue­
de ser denunciado tácitamente. Como dice Patricia Gómez, tres de los cinco 
componentes de la Defensoría fueron elegidos bajo este compromiso. Ignoramos 
si hubo otros, que no se hicieron públicos. Pero éste sigue vigente mientras no 
se lo denuncie tan públicamente como fue asumido. Sería de buena práctica de­
mocrática poder contar con una evaluación de la experiencia que compartimos 
hasta la elección y de los avatares de este compromiso en el ejercicio de la fun­
ción. 

Por eso coincido con la autora del trabajo en que " las posibilidades de lograr 
el objetivo de " construcción y funcionamiento de una democracia participativa 
y representativa" deben estar en el conujnto de las instituciones democráticas y 
en la cultura política y no só lo en un organismo de control". 

Yo enfatizo: sobre todo en la cultura política y no sólo en un organismo de 
control. Y digo esto, porque pienso que la elección de la Defensoría del Pueblo 
desnudó una cultura política que no tiene ningún otro recurso que la elaboración 
de los problemas sociales según los parámetros de la negociación de los partidos 
en situaciones electorales. 

I. Adoptamos la forma femenina dei artículo porque de esa manera se autodesignan las personas 
involucradas. 

2. En la fecha de realización de las Jornadas se publicaron pronunciamientos y sucesivas rectifica­
ciones de los candidatos acerca de este tema, sin consultar siquiera en el interior de sus bases 
partidarias. 

3. Página 12, "Las 12, Mujeres en la Defensoría dei Pueblo", 21 de agosto de 1998, pág. 5. 
4. Claudio Lozano -como candidato de sectores que se oponían a la candidatura de Laporta y su 

lógica de la representación política repartida- fue descartado por la representatividad que tenía 
y no porque no la tuviera No se lo impugnó sino que se lo propuso como adjunto, para legiti­
mar el eventual nombramiento de Laporta. Cuando este arreglo fracasó, se inició el prolongado 
forcejeo entre los sectores partidarios y la Multisectorial, que se declara fuera de esa lógica y 
reivindicá el espacio de la Defensaria para las organizaciones sociales y los vecinos apartida­
rios. Demás está decir que ~n mi opinión- tampoco está exenta de ser escenario de la lucha de 
fracciones partidarias, aunque se elaboró un pacto que tendió a neutralizar esos efectos. 



COMENTARIO 

Inés González Bomba/ 

LA PONENCIA DE PATRICIA ÜÓMEZ NOS PRESENTA un caso de innovación institu­
cional: Ia Defensoría dei Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires. Se trata, ante to­
do, de un organismo para el ejercicio dei control, tanto dei poder público como 
de las empresas de servicios, y para la garantía de los derechos de los ciudada­
nos. Quisiera referirme, en particular, a dos atributos que presenta esta nueva 
institución, que me parecen de un enorme potencial futuro para la participación 
ciudadana: a) Ia legitirnación activa para iniciar juicios, b) la iniciativa legislati­
va para la presentación de proyectos de ley. 

En este encuentro hemos analizado dilemas de la acción colectiva y se han 
planteado las dificultades reales que implica para los ciudadanos en términos de 
costos de tiempo y recursos. Por supuesto, estos costos son algo menores cuan­
do los ciudadanos se asocian y actúan por medio de organizaciones. Pero hemos 
visto, también, que nuestro sistema jurídico no es e! más proclive a facilitar ac­
ciones colectivas. 

Es en este contexto que aparece la Defensoría dei Pueblo proveyendo por lo 
menos dos de Ias principales puertas de acceso de la ciudadanía al sistema insti­
tucional: la legitimación activa y la iniciativa parlamentaria. Si lográramos re­
forzar los vínculos entre la Defensoría y los ciudadanos y/o entre la Defensoría 
y las asociaciones, podríamos remover algunos de los obstáculos seíl.alados. A 
través de Ia Defensoría, podría abrirse una puerta de acceso ai sistema institucio­
nal, acceso que tiene altos costos cuando son los indivíduos y aun las organiza­
ciones Ias que deben encararlos. Si reforzamos el " puente" entre la Defensoría y 
los ciudadanos y sus asociaciones, habremos dado mayores posibilidades a las 
acciones colectivas para e! ejercicio de los derechos y la incidencia en políticas 
públicas. La Defensoría es una institución estatal, pero se encuentra casi en Ia 
frontera entre e! Estado y la sociedad civil. Es un organismo de control dentro 
dei Estado, donde se representan los intereses dei "pueblo" frente al mismo Es­
tado y las empresas de servicios. 

La Defensoría debe convertirse en un organismo vivo que tenga "sensores" 
permanentes en la sociedad. Es importante que Ias organizaciones no gubema­
mentales participen en consejos asesores, pero es mucho más importante que los 
ciudadanos por sí mismos o a través de sus asociaciones tengan puentes tendi­
dos con la Defensoría para proveerla de información crítica, de casos jurídicos, 
de denuncias, de proyectos de ley, etcétera. 

El control dei poder, el combate contra Ia corrupción y Ia regulación de los 
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servicios privatizados son deudas pendientes en la Argentina para la mejora de 
la calidad institucional de nuestra democracia. Sin embargo, para pasar de los 
dichos a los hechos se requieren recursos para hacerlos efectivos. Y aqui caben 
algunas preguntas para las que seria bueno contar con más información: i,COn 
qué presupuesto cuenta la Defensoría? t,Qué planta permanente tiene? &Qué ca­
pacidad tiene realmente de procesar las demandas de control y defensa de los 
derechos existentes? 

Es probable que estos recursos sean limitados en relación con las demandas 
potencialmente existentes. Es en ese sentido que yo veo que hay por lo menos 
tres actores, o tres posibles aliados, con los cuales la Defensoría podría poten­
ciar las atribuciones institucionales con que cuenta: 

1) El primero son las organizaciones no gubemamentales, por supuesto las or­
ganizaciones no gubemamentales de defensa de derechos o de "advocacy", 
pero no solamente este tipo de organizaciones especializadas en esa función. 
Hay que interrelacionar también a las organizaciones no gubemamentales 
"asistenciales", las que brindan servicios y que muchas veces no tienen in­
corporada esta dimensión de defensa de derechos. Y sin embargo, son estra­
tégicas en la medida en que son las que están ejecutando gran parte de las 
políticas sociales y las que están !legando a los sectores más "vulnerables", a 
ese universo de víctimas en donde es más probable y frecuente. 

2) El segundo es el periodismo. En la era de la mediatización de la política, el 
acceso a los medios es crucial para la formación de opinión pública y para 
que esa opinión pública se vuelva un factor de control sobre el poder públi­
co y privado. Existen campos que requieren de una mayor publicidad porque 
son espacios en los que la ciudadanía ha quedado en una real desventaja, es­
pacios que justamente son atribuciones de la Defensoría: los derechos de los 
consumidores frente a las privatizaciones de los servicios públicos y la esfera 
de las políticas sociales ante el desempleo y la crisis de la seguridad social. 
Estas son zonas "oscuras", donde el control y la defensa de los derechos son 
imprescindibles pero muy difíciles de llevar a cabo. Para ejercerlos se re­
quiere de un manejo de información estratégica que es cada vez más comple­
ja. En este momento es cuando se requiere de otro aliado. 

3) El tercer aliado a considerar lo constituyen las universidades, los colegios 
profesionales, los centros de investigaciones, y todo tipo de organización de 
profesionales y técnicos que puedan proveer de información y análisis de da­
tos necesarios para hacer control de políticas. No es una tarea fácil hacer el 
seguimiento de los rebalanceos de tarifas o el monitoreo del gasto social del 
gobiemo, sus aplicaciones, su eficacia, etcétera. 

El Estado se ha coroplejizado, la información se ha tecnificado y requiere de 
capacidades de procesamiento, decodificación y análisis de datos o discursos 
que, lamentablemente, los ciudadanos y muchas asociaciones no pueden (o no 
es de su incumbencia) realizar. 

Una estrategia que quiera fortalecer el poder de control de la Defensoría no 
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puede ignorar a las organizaciones no gubemamentales, a los medios, pero tam­
poco a las instituciones capaces de proveer y analizar infom1ación compleja. Es­
tas instituciones pueden hacer transferencia de conocimiento para que las orga­
nizaciones no gubemamentales y/o la Defensoría dei Pueblo puedan activar con 
ella en beneficio de la ciudadanía en general. Para esto hay algunos obstáculos 
que salvar: 

I) De parte de los científicos sociales, pensar nuestros productos de investiga­
ción también puede ser objeto de transferencia para el activismo de la ciuda­
danía y sus asociaciones. A su vez, las organizaciones no gubemamentales 
también son una fuente de inforrnación valiosa para la investigación que mu­
chas veces no alcanzan a procesar. 

2) Incorporar la dimensión de la visibilidad con toda la problemática que ésta 
Jleva consigo, ya que la relación entre la lógica de las instituciones y la lógi­
ca de los medios no es un tema fácil de resolver y puede provocar efectos in­
deseados ai interior de las instituciones si no es objeto de una estrategia de 
comunicación reflexionada. 

3) No cristalizar ni agudizar la distancia entre las organizaciones no gubema­
mentales de advocacy y las de prestación de servicios o asistenciales. Si bien 
hay una especialización funcional que respetar entre tipos de organizaciones, 
es deseable que exista una mayor vinculación entre quienes abogan por los 
derechos y quienes trabajan con las víctimas de la vulneración de esos dere­
chos, especialmente con poblaciones más vulnerables en términos sociales. 
La prestación de servicios no puede ser desprendida dei ejercicio de dere­
chos, esta dimensión debe ser incorporada también a este tipo de organiza­
ciones que son un verdadero yacimiento de casos con los que activar. 

Quiero imaginar un futuro en el que los ciudadanos y sus asociaciones ten­
gan en la Defensoría un canal de acceso ai s istema político y judicial. Que estas 
asociaciones tengan las universidades, los centros o los colegios profesionales 
como proveedores de inforrnación estratégica para el control de políticas públi­
cas y de las empresas. Que exista una conexión más virtuosa entre las organiza­
ciones no gubemamentales de defensa de derechos y las de servicios. Que los 
medios de comunicación refuercen el peso de la opinión pública sobre los pode­
res públicos y privados. Y a la Defensoría dei Pueblo, como una puerta de entra­
da siempre abierta para que la ciudadanía tenga acceso a la Justicia en el Poder 
Judicial , la participación política en el Poder Legislativo, y el control sobre los 
actos dei Poder Ejecutivo. 
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EL CÓDIGO DE CONVIVENCIA URBANA 1 

INTRODUCCIÓN 

Sofia Tiscornia 

María José Sarrabayrousse Oliveira 

La derogación de los edictos contravencionales de policía ha sido el resulta­
do de una lucha sostenida durante ai'íos por organismos de derechos humanos y 
asociaciones civiles, para reducir el poder discrecional de la policía en las deten­
ciones. Sin lugar a dudas, el traspaso de estas facultades ai ámbito de la Justicia 
significá un triunfo en el campo de los derecbos civiles y en el intento de demo­
cratización de las instituciones de seguridad. 

Si bien no se trata de la implementación de un mecanismo alternativo de re­
solución de conflictos, también es cierto que e! Código de Convivencia Urbana 
y la Justicia contravencional concomitante tuvieron en e! "espíritu" de su crea­
ción el objetivo de presentarse como una propuesta que regulase el accionar de 
la fuerza policial y que operase favoreciendo la ampliación de los derechos de 
los ciudadanos y, en este sentido, podría decirse que era una propuesta que in­
tentaba diferenciarse de las estructuras burocráticas dei aparato la de Justicia na­
cional. La creación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires presentó por unos 
meses la ilusión fundacional de ciertos sectores dei derecho y de la política de 
dar a luz un espacio sostenido en valores democráticos y garantistas, como no 
había existido hasta la fecha.2 

Una forma de pensar este proceso -que va desde la eliminación de los edic­
tos policiales hasta la puesta en funcionamiento de la Justicia contravencional 
incorporando las sucesivas modificaciones al Código de Convivencia Urbana-, 
es usar una metáfora usada por Stanley Cohen ( 1985) en su obra Visiones de 
contra/ social. En ese trabajo, e! autor tiene como objetivo realizar un análisis 
crítico de los proyectos alternativos de tratamiento de las conductas desviadas y 
de la delincuencia, de la implementación de los controles comunitarios y dei de­
sarrollo de nuevas formas de intervención, fenómenos que surgieron a fmes de 
la década de 1960. Para ello utiliza una sugerente metáfora mediante la cual re­
presenta ai control social como una gran red. Según la irnagen de Cohen, esta 
red es arrojada ai mar por una cantidad de pescadores, que trabajan de acuerdo 
con prácticas, normas y rutinas establecidas, están sometidos a una autoridad su­
perior (inserta en una pirámide jerárquica, en nuestro caso) y tienen ideas parti­
culares acerca de lo que están haciendo. E! mar es la sociedad. Los peces, los 
clientes del sistema. 

Tomando prestada esta metáfora ictícola, es posible repensar el proceso en 
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análisis desde una perspectiva que conduce a la enunciación de una cantidad de 
preguntas que son utilizadas por Cohen, y que se reformularán para una mejor 
adecuación a la problemática. 

Cuestiones de cantidad: tamafío, capacidad, objetivo, alcance, densidad, in­
tensidad. z,Qué ancho tienen las redes? z,Se extienden a nuevos espacios o se 
contraen? Los cambias que se producen en esta parte dei sistema penal, z,cómo 
afectan a otros sectores: policía, fundamentalmente? (,Cuán grandes son sus agu­
jeros? (,Los peces que se pescan, son los mismos de siempre, son otros, son me­
nos o son más? 

Cuestiones de identidad: (,Se puede observar claramente Ia existencia de la 
nueva red? (,Está siempre visible o está camuflada? (,Quién la maneja (funciona­
rios judiciales, funcionarias policiales)? (,Quiénes se incorporan (organizaciones 
de derechos humanos, de vecinos, de prostitutas y travestis)? 

Cuestiones de oleaje: (,Cuáles son los efectos sobre el resto dei mar (la socie­
dad)? z,Se ven afectadas otras criaturas? (,Qué recepción tuvo en los duei'íos de 
Ias redes anteriores (policía)? (,Qué repercusión tuvo sobre los barcos pesqueros 
de mayor calado (Justicia nacional, pero también "vigilantismo" vecinal)? 

En síntesis, si hablamos de tamaiío, de cantidad y de densidad no estamos 
hablando de otra cosa que de espacio. Es así que, recurriendo una vez más a Co­
hen, parece sugerente pensar que la Justicia contravencional y su ejercicio ocu­
pa, ai tiempo que produce, espacios. Por un lado, un espacio real-institucional 
constituído por edifícios, oficinas, funcionarias, clientes; por otro, un espacio 
social, conformado por relaciones de poder, por discursos -de funcionarias, de 
los medios, de la calle y de expertos- y por pugnas por los límites de definición 
de lo público y de lo privado. 

De esta manera, indagando sobre la forma en que se va construyendo el es­
pacio real-institucional, es posible visualizar de qué manera diversos sectores 
pertenecientes ai sistema penal, a los gobiemos nacional y municipal, y a múlti­
ples organizaciones civiles y de derechos humanos, han intervenido e intervie­
nen en el proceso de creación de la nueva Justicia, y en el proceso de ampliación 
o de reducción de la clientela de estajusticia. A su vez, el empotramiento dei es­
pacio social sobre el espacio real-institucional predica acerca de las formas en 
que este nuevo ámbito se ha ido constituyendo como una arena de conflicto en 
Ia cual interactúan agentes alineados de acuerdo con ideas e intereses diversos y 
en Ia que se enfrentan y/o se amoldan a formas nuevas y tradicionales de "hacer 
política". 

BREVE HISTORIA DE LA CREACIÓN DE LA CIUDAD AUTÓNOMA 
DE BUENOS AIRES Y DE SU HIJA, LA JUSTICIA CONTRAVENCIONAL 

En agosto de 1994 se llevó a cabo en la Argentina la reforma de la Constitu­
ción Nacional. La nueva Carta Magna estableció, entre otras medidas, que la 
ciudad de Buenos Aires constituiria un Estado autónomo. En e! artículo 129 de 
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la Constitución Nacional se establece que "la ciudad de Buenos Aires tendrá un 
régimen de gobiemo autónomo con facultades propias de legislación y jurisdic­
ción, y su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo de la ciu­
dad". 

Si bien quienes propulsaban el tema de la autonomia -el Frente Grande y la 
Unión Cívica Radical- constituían la minoria, las mayorías se vieron modifica­
das, en la medida en que algunos constituyentes peronistas de la ciudad de Bue­
nos Aires apoyaron la reforma.3 En este sentido, la oposición más abierta no se 
planteó tanto desde el Partido Justicialista como desde aquellos sectores pero­
nistas que pertenecían a la província de Buenos Aires. 

Como se expuso en el párrafo anterior, la norma constitucional otorga una 
jurisdicción plena a la ciudad autónoma. Este hecho se traduce en que la nueva 
ciudad Estado debe tener un Poder Judicial propio;1 con todas sus funciones y 
dependencias. Sin embargo, mediante la posterior sanción de dos leyes encarga­
das de regular la autonomia de la ciudad,5 se estableció que la única Justicia que 
tendría Ia ciudad de Buenos Aires seria la Justicia contencioso administrativa6 y 
la Justicia contravencional. Los fueros civil, penal, laboral, etcétera, seguirfan 
perteneciendo ai ámbito de la Nación. En otras palabras, de acuerdo con estas 
leyes la idea primigenia de los impulsares de la autonomia, de traspasar la Justi­
cia nacional ai ámbito de la ciudad no se produciría, y só lo se crearlan los juzga­
dos contencioso-administrativos y los contravencionales (CELS 1996: 82). 

Durante la elaboración de la Constitución {1995) que actualmente rige la 
ciudad de Buenos Aires, la convención constituyente -en un acto de autonomía­
creó una Justicia propia y redactó normas transitarias para el traspaso de la Jus­
ticia nacional. De acuerdo con este nuevo esquema, el flamante Poder Judicial 
de la ciudad contemplaria la existencia de un Consejo de la Magistratura, de un 
Tribunal Superior -con funciones constitucionales- y de un Ministerio Público. 

Paralelamente, una cláusula transitaria de la Constitución de la ciudad esta­
bleció que dentro de los tres primeros meses de funcionamiento de la Legislatu­
ra se debería dictar un código contravencional, de no ser así los edictos queda­
rlan derogados automáticamente y desaparecerían las contravenciones de la 
estructura punitiva. 

EDIITOS Y CONTRAVENCIONES 

La facultad policial de efectuar detenciones en virtud de faltas contravencio­
nales era un importante medio de control de la población por esa fuerza, relacio­
nado directamente con "un modo sistemático de ejercicio dei poder y con una 
concepción dei control y de la 'seguridad' violatoria de los derechos humanos y 
civiles" (CELS, Palmieri, 1996: 20). En los casos de detención por edictos poli­
ciales, la agencia policial era la encargada tanto de la detención, como de la pro­
ducción de prueba, acusación y juzgamiento por la falta cometida. Las prohibi­
ciones o mandatos contenidos en los Edictos Policiales y en el Reglarnento de 
Procedimientos en Materia Contravencional de la Capital Federal, que eran su­
mamente abiertos en su redacción, careclan en general de descripciones de las 
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acciones prohibidas y presentaban, por el contrario, un meticuloso retrato dei 
autor dei hecho contravencional y de las condiciones de vida de las personas, 
centrándose en cuestiones como la vagancia, Ia mendicidad y la prostitución 
(CELS, 1994: 82). De esta manera, los edictos policiales constituían una clara 
política de control selectiva y arbitraria, en manos de la agencia policial (CELS, 
Palmieri, 1996: 25; Tiscornia, 1997) y, a su vez, servían para e! cumplimiento 
de funciones burocráticas, en tanto permitían demostrar una permanente activi­
dad policial mediante Ia constante detención de personas. 

Desde la muerte dei joven Walter Bulacio en manos de Ia policia en 1991, 
estas atribuciones ejercidas con discrecionalidad por Ia agencia policial-lo mis­
mo que las detenciones por averiguación de identidad- han sido fuertemente 
cuestionadas desde diferentes sectores de la sociedad civil, como organismos de 
derechos humanos y organismos no gubernamentales.7 

Con la creación dei Estado autónomo de Ia Ciudad de Buenos Aires, esta 
discusión, de larga data en los organismos de derecho humanos y en Ias asocia­
ciones civiles, fue apartada de la órbita dei Congreso Nacional y la tarea de dic­
tar Ias normas en materia contravencional pasó a la Legislatura de Ia ciudad. En 
e! artículo "garantias judiciales" de la Constitución de la ciudad se pone de ma­
nifiesto que los edictos -tal cual existían- no podían seguir operando. Uno de 
los elementos centrales que se utilizó para alegar Ia inconstitucionalidad de es­
tas normas de bajajerarquía es que no puede hablarse de estado peligroso si no 
existe delito, en otras palabras, se estaba cuestionando la detención por "porta­
ción de cara" . Gran parte de la discusión sobre la regulación de los edictos y 
contravenciones se centró en determinar si el poder que le otorgaba a la policia 
el control de los mismos radicaba en la facultad de condenar o en Ia de detener. 
En función de esta disputa - y como un logro de la segunda posición- se hizo 
constar en las garantias que no puede existir detención por faltas contravencio­
nales, lo que generó una fuerte reacción de uno de los principales actores dei 
drama, la agencia policial. Tal como seõala Gastón Chillier (1998: 11): "Duran­
te Ia vigencia de Ia estatuyente, la Policia Federal ejerció diversos mecanismos 
de presión con e! fin de impedir la pérdida de la facultad de detener personas por 
edictos o contravenciones. Una nota publicada en e! diario La Nación, dei 8 de 
septiembre de 1996, titulada 'Presiones que dan frutos ', cita una fuente policial 
de jerarquia que explica los motivos por los cuales la autoridad policial no ve 
con buenos ojos quedarse sin los edictos, porque los cons ideran ' una excelente 
herramienta para la prevención' . ' Es la única arma que tenemos en la calle para 
enfrentamos de igual a igual con los que roban [ .. . ] Si no usamos la excusa de 
los edictos o la averiguación de antecedentes t,cómo interrogamos a los sospe­
chosos?'". 

EL TRASPASO Y LA CREACIÓN DE LA "NU EVA JUSTICIA" 

La Justicia contravencional tuvo dos argumentos centrales sobre los que se 
apoyaron los propulsores de su creación. Por un lado, la implementación de un 
aparato judicial que quitase de manos de la policia la facultad discrecional de 
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realizar detenciones por la comisión de edictos; por otro, la posibilidad de crear 
una Justicia garantista y democrática, " apartada" de la muy impopular y critica­
da - sobre todo en los últimos afíos- Justicia nacional. 

Estos dos argumentos permiten distinguir diferentes actores. Por un lado, los 
legisladores, las organizaciones de derechos humanos y civiles, y las agrupacio­
nes vecinales, que discuten el tema de los edictos y el Código de Convivencia 
Urbana; por otro, los distintos sectores de Ia Justicia, que litigan sobre Ia cues­
tión de su democratización y Ias posibilidades de traspaso. 

LOS LEGISLADORES, LAS ORGANIZACIONES DE DERECHOS HUMANOS 
Y CIVILES, LOS "VECINOS" Y EL CÓDIGO DE CONVIVENCIA URBANA 
DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

Ante la inminente eliminación de los edictos, el 9 de marzo de 1998 la Le­
gislatura portefía llamó a una sesión legislativa para Ia discusión y posterior san­
ción de un Código de Convivencia Urbana para Ia Ciudad de Buenos Aires. En 
palabras de los propios legisladores portefíos, se redactó un Código de Convi­
vencia Urbana que no tuvo el debate en la sociedad que hubiese sido necesario, 
pero el riesgo de que se produjese un vacío legal en Ia ciudad de Buenos Aires 
- argumento utilizado como caballito de batalla por legisladores de Ia oposición8 

y por Ia Policía Federal-, hizo que el 9 de marzo se lo aprobase, pero desde su 
origen estaba destinado a ser modificado. 

Más aliá de estos cuestionamientos y dificultades, la sanción dei Código de 
Convivencia Urbana fue planteada como un momento fundacional en la historia 
de Ia ciudad de Buenos Aires, " un paso histórico en la consolidación dei dere­
cho de la gente frente a los que detentan el poder" , en síntesis, un triunfo en Ia 
lucha por los derechos civiles. En este primer momento de la discusión, la dero­
gación de los edictos hizo Ias veces de factor aglutinante de las diferentes postu­
ras de los representantes legislativos. Así, Ia sanción dei Código de Convivencia 
Urbana fue por votación unánime, a pesar de que tanto en los medios de comu­
nicación como en las discusiones puntuales sobre cada uno de los artículos que 
conformaban Ia nueva normativa comenzaban a hacerse visibles las fisuras que 
llevarían a Ias reformas dei 2 de julio de 1998 y dei 5 de marzo de 1999. 

En un primer momento, que culmina con la sanción dei Código de Convi­
vencia Urbana, los actores que aparecen claramente identificados eran: 

1. Los organismos de derechos humanos y civiles y las asociaciones de traves­
tis y de trabajadoras dei sexo, que apoyaban Ia redacción de un código respe­
tuoso de los derechos y Ias garantias de todos los ciudadanos. 

2. La Policía Federal que continuaba defendiendo su facultad de detención por 
edictos y apelaba a Ia ciudadanía y a las autoridades de gobiemo, sostenien­
do que con las modificaciones Ie habían " atado las manos" . 

3. El gobiemo de la ciudad, que había presentado su propio proyecto,9 rechaza­
do por los dos sectores mencionados anteriormente. 
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Sin embargo, e! carácter democrático de la norma no garantizaba, como se­
fíala Gastón Chillier (1998: 17), la democratización de las prácticas policiales 
institucionalizadas ni tampoco la mirada tolerante de vastos sectores de la socie­
dad, atravesados por un siglo de dispositivos de control policiales autoritarios y 
secretos (cf. Tiscomia, 1997). 

En poco tiempo una polémica confusa, profunda y básicamente violenta se 
instauró en la arena pública. En ella, los legisladores de los distintos partidos 
-sin llegar a constituirse como una cuarta posición- se movieron ai ritmo de las 
presiones ejercidas por uno u otro sector. Será recién en la primera reforma (ju­
lio de 1998) que los vecinos, organizados por barrios, aparecerán como claros 
actores dei "drama de la convivencia". 

DE LA CONVIVENCIA A LA VIOLENCIA: LA PROGRESIVA OCLUSIÓN 
DE LOS ESPACIOS DE DEBATE Y LA PARTICIPACIÓN, Y LA APARICIÓN 
DE LA "RAZÓN DE ESTADO" 

A escasos cuatro meses de su aprobación, e! nuevo Código de Convivencia 
Urbana sufrió la primera reforma. A ella se llegó como consecuencia de violen­
tas disputas acerca de la necesaria prohibición o no de la prostitución callejera. 
Con la presentación de los "vecinos" como un nuevo actor que entra en la arena 
de disputa, la discusión fue sufriendo una suerte de transformación que convir­
tió e! tema de la discusión pública en una cuestión de "moral". La exhibición de 
la prostitución callejera fue objeto de atención de la política y de los medios de 
comunicación. Esto tuvo por resultado una campana sostenida en contra dei Có­
digo de Convivencia Urbana por no haber contemplado la prohibición dei ejer­
cicio de la prostitución. 

La sesión dei 2 de julio - así como las discusiones previas- fueron delineando, 
a grandes rasgos, dos amplios ejes argumentales que pueden caracterizarse como 
"morales" vs. "progresistas" .10 Los primeros giraban en tomo a ideas clave, tales 
como la familia, la religión, los nifíos y e! orden. Por otro lado, los argumentos 
"progresistas" hacían referencia a ideas tales como la tolerancia, las garantías, los 
derechos y la solidaridad. La sesión concluyó con la incorporación, entre otras fi­
guras, dei artículo 71 "alteración de la tranquilidad pública". No penalizó la ofer­
ta sexual ni reglamentó el ejercicio de la prostitución. Ésta sería objeto de san­
ción sólo cuando alterara la tranquilidad pública. El clima de enfrentamientos en 
que se desarrolló la sesión prefiguró la corta vida dei artículo incorporado. 11 

A los actores anteriormente citados, se sumaban ahora otros nuevos. La ma­
yoría de ellos provenía de agrupaciones vecinales -principalmente de los barrios 
de Palermo, Saavedra, Flores y Constitución- nucleadas tanto desde los Centros 
de Gestión y Participación promovidos por e! gobiemo de la ciudad, como des­
de agrupamientos independientes y también aquellos promovidos por las tradi­
cionales cooperadoras policiales.12 

En un clima de creciente intolerancia, en el que e! debate sobre la "morali­
dad" dei Código de Convivencia Urbana se contaminaba rápidamente con el de­
bate sobre la creciente "inseguridad" que la derogación de los viejos edictos pro-
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vocaba, se llegó a la siguiente reforma. Con un nuevo y definitorio actor social: 
el gobiemo nacional en el contexto de Ia disputa electoral. 

La reforma dei Código de Convivencia sancionada el 5 de marzo de 1999, 
contempló la penalización tanto de la prostitución callejera como de su cliente­
la.13 El nuevo artículo -que fue consensuado entre los distintos bloques- esta­
blece la sanción de aquellos que ofrezcan o demanden "para si u otras personas 
servicios sexuales en los espacios públicos" . Las penas a esta contravención va­
rían entre trabajos comunitarios y multas (con un mínimo de$ 20 y un máximo 
de$ 500 por dia de sanción), ya que Ia posibilidad de penalizar a los infractores 
con penas de hasta treinta dias de arresto fue desechada por falta de consenso. 

De acuerdo con los relatos tanto de los actores como de los medios de pren­
sa, las autoridades dei bloque de la Alianza intentaron convencer a los legislado­
res rebeldes de su bancada pero fracasaron y, por ello, debieron negociar con sus 
pares opositores. En los dias previos a Ia votación, la Alianza había elaborado 
un borrador de proyecto lo suficientemente ambiguo como para que se permitie­
se la existencia de zonas rojas sin llegar a penalizar por completo Ia prostitu­
ción. Así, se especificarían los sítios en los que se prohibía la prostitución calle­
jera: "En el frente o proximidades de viviendas, establecimientos educativos, 
templos, cementerios, paseos públicos y lugares donde se estén desarrollando 
actividades comerciales y culturales". Sin embargo, ai no contar con los votos 
suficientes que respaldasen la reforma dentro de la propia Alianza y tener que 
recurrir a los votos de otros bloques, se debió "consensuar" una modificación 
que directamente penalizase la prostitución, dejando de lado cualquier posibili­
dad de instalación de zonas rojas. 

La sesión empezó dos horas y media más tarde de lo previsto (estaba anun­
ciada para las 11) y - a diferencia de la sesión dei 2 de julio- prácticamente no 
hubo público. Só lo algunos vecinos " morales" pudieron entrar -aunque sin car­
teles o pancartas- y no se permitió el ingreso de ningún travesti ni prostituta. 

El resultado de la votación se repartió dei siguiente modo: 

A favor: 43 
Encontra: 4 14 

Abstenciones: 11 

De esta manera, el artículo sancionado satisfizo con creces el pedido y la 
propuesta que el aíio último había enviado a la Legislatura el Jefe de gobiemo 
porteilo, en la que había solicitado que se penalizara ofrecer o requerir para si u 
otra persona, en lugares públicos, servicios sexuales. 

Podría decirse que la historia de lo que finalmente culminó en esta última re­
forma comenzó el 2 de julio de 1998, pero la decisión política de reformar el 
Código de Convivencia recién se tomó en febrero de 1999, cuando el presidente 
de la Nación, Carlos Menem, comenzó a castigar públicamente ai Jefe de go­
biemo y candidato presidencial de la Alianza, Fernando De la Rúa, aduciendo 
que el gobiemo de la ciudad de Buenos Aires permitia que " las mujeres comer­
cializaran sus cuerpos en todas partes" . 
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La refonna quedó. as í, como el fruto no sólo de las quejas y movilizaciones 
de los vecinos morales15 a lo largo dei afio último, sino como producto de unte­
ma fundamentalmente electoral. El tema de la prostitución en las calles de Bue­
nos Aires fue visto por los operadores de la Alianza como un costo político alto 
para el candidato de ese partido. " En un afio de elecciones, el presidente Carlos 
Menem aprovechó cada oportunidad que tuvo a mano para pegarle ai candidato 
presidencial de la Alianza. Y uno de los flancos que escogió es, j ustamente, el 
Código de Convivencia"' (diario C/arín, 4 de marzo de 1999). 

En esta misma línea de estrategia política, días antes de la sesión, Carlos 
Menem amenazó con " reimplantar los edictos policiales en la ciudad de Buenos 
Aires para sustituir el mamarracho dei Código" (diario C/arín, 4 de marzo de 
1999). AI día siguiente, el Poder Ejecutivo Nacional presentó el decreto N° 150 
que "confusamente" se difundió como si fuera el retorno de los edictos policia­
les a la Capital de Buenos Aires, y que según el ministro de Justicia, Granillo 
Ocampo, simplemente era "un texto ordenado de las facultades que tiene la po­
licia" (diario C/arín, 4 de marzo de 1999) o, en otros ténninos, de la regulación 
de las facultades que tiene la policia para detener por averiguación de identidad. 

Así, en ningún momento se pensó esta problemática, que surgió con la dero­
gación de los edictos como un problema de convivencia - tal el nombre dei códi­
go- entre ciudadanos, sino como una clara y evidente disputa entre agencias, 
funcionarias y legisladores. Así lo expresó patéticamente el legislador Sbar: 

[ ... ]nos llevan de manera apresurada, de manera veloz, ai connicto y a la coli­
sión, ai choque entre competencias; y creo - lo digo con gran congoja, con sincero 
pesar y lamento- que aun cuando esto traiga consecuencias para muchas personas, 
aun cuando se vaya a convertir a muchas personas que ejercen una actividad lícita, 
en víctimas de una norma. aun cuando dicha norma sea de dudosa constitucionali­
dad. la misión más sagrada de esta Legislatura en e/ dia de hoy, la ra::ón de Estado, 
es evitar ese confl icto constitucional. ese choque de competencias que es el riesgo 
mayor ai que nos están impulsando, el abismo ai que nos quieren empujar [destaca­
do nuestro]. 

Resumiendo, podría decirse que - si seguimos la línea de la '·evolución" de 
las posturas de los legisladores porteilos- lo que empezó siendo una discusión 
política estructura/, donde lo que se discutia era la subordinación de la policia al 
aparato de Justicia así como el lugar de los ciudadanos con respecto a las insti­
tuciones, tenninó como una discusión político coyuntural, en la que el eje de 
discusión se trasladó hacia un hecho particular: las elecciones pres idenciales. 
Previamente se había pasado por una discusión que hizo las veces de puente en­
tre ambos "extremos", la discusión moral, que detenninaba qué era lo bueno y 
lo maio, lo honesto y lo deshonesto y mediante la que se había establecido una 
línea de asociación que comenzaba en la prostitución, continuaba con las drogas 
y fmalizaba con la delincuencia. Registro dei discurso que actuó como el tennó­
metro que pennitía medir las ventajas y los costos electorales que esta reforma 
podia traer. 

Como dijo el copresidente de la Alianza, Abel Fatala, refLriéndose a la pena-
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lización de la prostitución, "aunque suene pacato es lo que la sociedad nos esta­
ba demandando [ ... ] tampoco podíamos permitir que Menem hiciera campana 
electoral con este tema" (diario Clarín, 4 de marzo de 1999). En la misma línea, 
Gabriela González Gass sostuvo que " necesitábamos este tema dei debate polí­
tico. o queríamos que la cuestión de la prostítución quedara en manos dei me­
nemismo" (diario Clarín, 4 de marzo de 1999). Entonces, decidieron ganarle de 
mano y penalizaria ellos mismos. 

<.ESPACIOS DE DEMOCRATIZACIÓN? El PROCEDIMIENTO 
CONTRAVENCIONAL: LA LETRA DE LA LEY Y LOS lÍMITES DE SU ACCIÓN 

La estructura de la Justicia contravencional está conformada por cuatro juz­
gados, siete defensorías y doce fiscalías. Tanto las fiscalías como las defenso­
rias, están integradas - hasta el momento- por un titular -fiscal o defensor- y un 
secretario. Las fiscalías funcionan con turnos semanales, que comienzan los días 
miércoles ai mediodía y fmalizan e! miércoles siguiente. Cada vez que un fiscal 
está de turno opera sobre toda la ciudad de Buenos Aires y no sobre una zona 
específica, como ocurría con anterioridad. 

De acuerdo con lo referido por distintos funcionarios, en un turno ingresan 
alrededor de 400 causas y el tiempo legal con el que cuentan los fiscales para 
instruir esas causas es de sesenta días hábiles. Por las características procesales 
dei código contravencional, 16 el fiscal es el funcionaria encargado de !levar a 
cabo la instrucción, es la única persona habilitada por la ley para tomar cual­
quier clase de medidas. El juez, en este tipo de procedimientos, actúa fundamen­
talmente como un juez de garantias dei imputado. La instrucción está, exclusiva­
mente, en manos dei fiscal, quien va a determinar los tíempos y las medidas 
probatorias que se van a tomar y con las que posteriormente se va a sustentar -Q 

no- una acusación para luego pedir -Q no-la elevación ajuicio. Por otra parte, 
el procedimiento es oral, es decir que el juicio se realiza en una audiencia oral, 
donde se exponen la declaración de la persona a la que se le imputa una contra­
vención determinada, las declaraciones de los testigos, las preguntas dei fiscal y 
dei defensor, los alegatos dei fiscal y el defensor y, finalmente, la sentencia. 

El tiempo con el que cuentan para instruir una causa es de seis meses, es de­
cir que ai cumplirse ese plazo sin una sentencia firme la causa prescribe, o sea 
que esa persona ya no podrá ser juzgada por la comisión de esa acción. La úni­
ca causa por la cual se puede interrumpir la prescripción es la no comparecencia 
injustificada (no presentarse ai juzgado) dei contraventor a la audiencia dei jui­
cio oral. 

Uno de los objetivos de este procedimiento judicial es la velocidad. Se trata 
de acciones ilegales menores, con lo cual se aspira a una resolución pronta y 
económ ica. De acuerdo con los primeros datos estadísticos elaborados por la 
Justicia contravencional, la mayor cantidad de actas labradas por la policia co­
rrespondia a las siguientes contravenciones: obstrucción via pública, patoteris­
mo, pelea, portación de arma, desorden y suministro de alcohol a menores. 
Cuando en marzo de 1998 se sancioná el artículo 71 (alteracíón de la tranquili-
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dad pública), vinculado a la prostitución, pasó a ocupar un claro primer lugar en 
el ranking contravencional. 

LOS AITORES EN EL ESCENARIO: LOS PRIMEROS FUNCIONARIOS 
CONTRAVENCIONALES 

La vertiginosidad con Ia que debió implementarse la Justicia contravencio­
nal, una vez derogados los edictos policiales en marzo de 1998, hizo que se tu­
viese que aprovechar el único aparato burocrático existente en el ámbito de Ia 
ciudad de Buenos Aires que podía ser de utilidad para tal fm, aunque sea en for­
ma transitoria: la justicia de faltas. La justicia de faltas era un aparato burocráti­
co que se encontraba en el ámbito administrativo, no era un aparato judicializa­
do; es decir, los jueces de faltas cumplían Ia función de jueces pero de forma 
administrativa. Dentro de su competencia se hallaban cuestiones como Ias in­
fracciones de tránsito, infracciones municipales (fábricas que derraman líquidos 
en las calles, bares que ponen sus mesas en la vereda), etcétera. Las multas que 
se cobraban formaban parte de los recursos con los que contaba esta justicia. 

Hasta el I O de noviembre de 1998 siguieron funcionando los mismos jueces 
de faltas, pero en un nuevo esquema institucional y organizativo: Ia Justicia con­
travencional, conformada por un Ministerio Público -compuesto por fiscales y 
defensores-, jueces, un Tribunal Superior y un Consejo de la Magistratura. A 
partir de esa fecha se designaron nuevos funcionarios para cumplir esa tarea, 
mediante un decreto firmado por el Jefe de gobiemo de la c iudad. Se reubicó a 
los empleados y empezaron a generarse los primeros conflictos entre la nueva y 
Ia antigua estuctura: 

[ ... ]Esta gente funcioná desde marzo que se aprobá el Código hasta el lO de no­
viembre, cuando salió el decreto designándonos a nosotros, el decreto de De la Rúa, 
en el mismo cargo. Hubo movidas, alguno que erajuez pasá a asesor, algunos volvie­
ron a faltas y quedaron algunos de los empleados de faltas que después cuando vieron 
cámo venía la mano, que cambiaba en cuanto a regias de trabajo y un montón de co­
sas más, e! 90% pidiá volver a faltas. Primero no se queria ir nadie, a la semana se 
querían ir todos ... Quedaron 3 o 4, que son los que en definitiva tenían ganas de tra­
bajar, los demás volvieron todos. Y bueno y ahora quedá la estructura conformada 
por los funcionarias nombrados por decreto y con estos tres o cuatro empleados de 
faltas, que cobran sueldo por faltas y ningún otro apoyo operativo más que los secre­
tarias (defensora contravencional). 

Los nuevos funcionarios fueron designados ad referéndum, es decir que el 
nombramiento definitivo está sujeto a lo que resuelva el Consejo de la Magistra­
tura ai momento de realizarse los concursos para cubrir esos cargos. La prolon­
gada designación en el cargo sin elllamado a concurso necesario genera situa­
ciones que, según los propios actores, atenta contra Ia independencia y el "buen" 
funcíonamiento de la Justicia: 

Bueno, eso produce mucha inseguridad de parte de los funcionarias. Seguramente 
eso siempre va a atentar contra la independencia, digamos. Tampoco por las cuestio-
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nes que se tratan no hay una injerencia muy directa. Yo por lo menos, que vengo de 
la Justicia federal, bueno, me parece como que es recontra independiente (la contra­
vencional) [risas). Pero hay determinadas políticas respecto esteee ... y que se impul­
san desde el Ejecutivo a lo que son mucho más permeables esta gente mientras no es­
tén confirmados en el cargo. Acá pueden rajar a cualquiera. Nosotros, incluso yo, los 
secretarias ni siquiera cobramos acá, todavía (secretario contravencional). 

RELACIONES PELIGROSAS EN LOS NUEVOS ESCENARIOS: FISCALES 
Y POLICÍAS 

Las características procesales de la Justicia contravencional, donde el fiscal 
es Ia figura central encargada de " impulsar la acción", de llevarla a cabo, hacen 
que estos funcionarias se conviertan en una suerte de " informantes clave" y de 
protagonistas principales a la hora de indagar sobre el funcionamiento de la mis­
ma. Éste es un punto fuerte que Ia diferencia de la Justicia penal nacional. Cada 
lectura sobre la nueva Justicia, cada entrevista realizada, cada crítica efectuada 
recae necesariamente sobre la figura de los fiscales y no tanto sobre los jueces, 
como sucede cuando uno realiza una investigación sobre prácticas y costumbres 
en el ámbito de la Justicia nacional. Pero si el Ministerio Público es el protago­
nista, el primer actor de reparto es Ia Policía Federal. 

Según los propios fiscales, no es posible hablar dei funcionamiento de la 
Justicia contravencional sin hablar dei trabajo con y de Ia policía. En este senti­
do -de acuerdo con los contravencionales- parecerían presentarse dos tipos de 
problemas en la aplicación dei código por parte de la fuerza policial: por un la­
do, el desconocimiento en cuanto al funcionamiento concreto de la nueva nor­
mativa y la resistencia ai cambio, por otro, la continuidad en Ias prácticas de 
persecución con Ias que la policía ha operado históricamente (CELS, 1994-
1995-1 996-1997). Dentro de este último punto, aparece la queja de la misrna po­
licía centrada en que con e! nuevo código no pueden hacer seguridad porque 
"tienen las manos atadas". 

No sé cuántos artículos son, pero de cuarenta y pico de artículos dedicados a con­
travenciones, los únicos que siguen haciendo [aplicando] son los mismos que hacían 
antes con los edictos o con lo que eran cuestiones de policia de la ciudad. Es decir, si­
guen habiendo 2° H [escándalo-prostitución], ahora 7 1, sigue habiendo 2° C [escán­
dalo-travestismo ], ahora obstrucción a la via pública o borracho manejando o borra­
cho molestando por ahí por hostigamiento. Y después siguen haciendo lo que antes 
era cosa de faltas que ahora pasó a ser contravencíonal, como violar los semáforos, 
como cruzar la barrera ferroviaria, quedan las viejas actas de comprobación de in­
fracciones municipales que ahora las trasladaron ai acta municipal. Pero en realidad 
el objeto de atención sigue siendo el mismo, no se aplica ninguna contravención de 
las nuevas (fiscal contravencional). 

Comparativamente, parecen existir muchas más consultas de parte de la po­
licía a la Justicia contravencional que a otros fueros. En general algunos funcio­
narias plantean que las consultas de la policia son excesivas "porque ellos saben 
qué es lo habitual, lo normal dentro de lo que es una contravención". Antes que 
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dudas acerca de la aplicación dei nuevo código, parecerían pequenos boicots, 
críticas solapadas (y no tanto) hacia la nueva nonnativa. Otros sostienen que en 
realidad no existe una verdadera preocupación por parte de la jefatura policial 
para informarse sobre cómo deben aplicar el código, son los "subalternos" los 
que consultan: 

[ ... ] la consulta no te la hace cl comisario o el subcomisario que de esto no tiene 
mucha idea o no se preocupa mucho. me parece a mí. Siempre es el principal de ser­
vicio, el principal de ealle el que te hace la consulta. Y te consultan cualquier cosa. 
Entonces consulta alteléfono dei que está de turno en esa zona. Cuando nosotros ha­
cemos requerimientos por escrito se los mandamos ai Seiior Jefe de Policia [ ... ]. Los 
criterios de aplicación se los mandamos ai jefe. Y el jefe nunca nos contesta. siempre 
nos contesta un subordinado. Es todo un dato[ ... ). Y cuando te mandan una contesta­
ción a nível jefatura. las contestaciones son burocráticas. Te mandan una carta con un 
considerandum donde dice ··no estamos de acuerdo··, qué sé yo. y te cierran diciendo 
.. poniéndonos a disposición de los solicitado por el seiior fiscar·. o quieren crear de­
sobediencia. ·· i. acepto. me pongo a disposición"' (fiscal de cámara contravencional). 

Así, en esta ·' renovada" relación entablada entre el Ministerio Público y la 
Policía Federa l, se produce una suerte de "se acata pero no se cumple" por par­
te de la fuerza de seguridad. En cuanto ai desconocimiento de la aplicación de la 
reglamentación, éste tennina siendo casi la explicación de fondo de los funcio­
narias judiciales dei por qué de la falta de colaboración de la policia en su cali­
dad de auxiliar de la Justicia y de organismo preventor. De esta manera, pasa a 
un segundo plano la decisión política de no actuar en la calle, de parte de la 
fuerza, 17 para ser desplazada por el argumento de la " ignorancia" de sus agentes. 

Tomando como central esta última situación se ha sostenido, por parte de los 
funcionarias judiciales, la importancia y la necesidad de implementar cursos de 
fonnación dictados por los fiscales a la misma policía y -simultáneamente- se 
han enviado instrucciones desde la fiscalía de cámara (Resolución N° 3 dei Mi­
nisterio Público, 11-08-98) al jefe de policía acerca de cómo deben hacer las ac­
tas contravencionales y cómo deben producir la prueba contravencional para 
evitar que todo el proceso sea declarado nulo por "defectos de fonna":18 

[ ... ) aparte a la policia la verdades que siempre te cuesta bastante adaptarse a los 
cambios. ;,no? Entonces venían ... -se levantan actas cada vez que se comete una con­
travención- y venian muy mallabradas las actas, por boludeces en general. por ejem­
plo. gran parte de las actas era porque había gente meando en las calles, que son real­
mente boludcces. hechos que nunca se van a probar porque nunca vas a tener 
testigos. Creo que ahora en la última época a partir de enero. se dieron directivas a la 
policia, también se la está instruyendo un poco, se están dictando cursos, se están la­
brando muchas más contravenciones y hay un poco más de movimiento y temas un 
poco más ·'grosos"" (secretario de defensoría contravencional). 

Los cursos de fonnación que se imparten en la Academia Superior de Policía 
a todo el personal de la comisarías -oficiales, suboficiales y agentes- son obli­
gatorios. El problema que se planteó con los cursos es que se hizo evidente que 
no existia una política clara acerca de Ia línea a seguir, lo que refleja, a su vez, 
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las propias contradicciones entre los funcionarios judiciales encargados de llevar 
a cabo el cumplimiento de la nueva normativa: 

Lo que pasa es que es también, qué es lo que vos le transmitis a la policia. Por 
ejemplo. el dia que fui yo, el fiscal que me acompaiiaba a mi para transmitirle [ ... ]. 
bueno los policias están muy preocupados si cllos pueden adoptar o no medidas de 
coacción directa, eso los desvela: si pueden llevar detenidos, si no pueden llevar dc­
tenidos. si pueden secuestrar, si no pueden secuestrar. Y el tema giraba en parte a 
eso. Y este tipo para ilustrar qué es lo que se podía hacer, dijo una frase parecida a 
ésta: ··ustedes pueden pegar palo, si ustedes tienen que pegar pato, peguen pato [ .. .]. 
Porque son ustedes los que están ahí, son ustedes los que están en el momento, enton­
ces peguen" (fiscal contravencional). 

Este extracto muestra no sólo las diferencias acerca de cómo debe llevarse a 
cabo un procedimiento en las formas sino sobre las ideas que se manejan respec­
to de las atribuciones de la policía y la injerencia que pueden ~ deben- tener 
las fuerzas de seguridad y las instituciones dei Estado sobre la vida de los ciuda­
danos. Es este mismo punto el que conduce a otro problema en el cual parece 
haber menos discusiones y enfrentamientos entre la Justicia y la policía, y sobre 
el que se ha generado cierto consenso sostenido en el tiempo y en las costum­
bres- "las cosas siempre se hicieron así"- y en las dificultades edilicias, de pre­
supuesto, de personal -"si mandamos a detener a alguien no tenemos donde me­
terlo" . La cuestión que aparece, nuevamente, aqui es el tema de las detenciones 
o, en términos contravencionales y garantistas, " la aprehensión cautelar". 

PRÁCTICAS VIEJAS, PRÁCTICAS NUEVAS. EN LA CALLE: LA POLICÍA 

Según el Código Contravencional, el primer paso que debe seguir el personal 
contraventor (la policía) es invitar a la persona que está cometiendo una activi­
dad que constituye una contravención, a cesar en la misma. Debe labrar un acta 
y citaria para que se presente en sede judicial en el término de cinco días. En ca­
so de que el "contraventor" no cese en su actividad, el policía puede aplicar la 
"coacción directa" a fin de "hacer cesar la conducta de flagrante contravención, 
cuando pese a la advertencia se pers iste en ella" . En ese caso la persona puede 
ser aprehendida cautelarmente y llevada a sede judiciaL Es decir, no puede ser 
!levada a una comisaría sino a los institutos que correspondan a la Justicia con­
travencional y, mientras éstos no existan, a la fiscalía. Otra posibilidad de deten­
ción que tiene la policía es hacerlo para acreditar identidad cuando la persona no 
pueda mínimamente19 curnplir con los requisitos. Frente a esta situación, antes 
de entrar en vigencia el código las autoridades policiales comenzaron a decir 
que " tenían las manos atadas" porque no podían detener a nadie: 

Para ellos, en la Argentina, la documentación de identidad es toda dudosa. Enton­
ces, para ellos la única manera para establecer fehacientemente la identidad es me­
diante la toma de dactilares [ ... ] Por lo tanto, hay que llevar a todos a comisarías (fis­
cal de cámara contravencional). 
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De esta manera, en un principio - según la queja de los fiscales- la policia no 
detenía por contravenciones, razón por la cuallos fiscales se vieron "obligados" 
a sal ir para hacer operativos para "mostrarle" a la policia cómo era la tarea: 

Entonces, hicimos un par de operativos y demostramos que nosotros podíamos 
identificar. ya que ellos no lo hacian. Entonces, armamos una guardia baja con perso­
nal de la comisaría x, armamos una oficina e hicimos las identificaciones nosotros en 
nuestra dependencia (fiscal de cámara contravencional). 

La contraofensiva de la policia -apoyada por el Poder Ejecutivo Nacional­
se produjo a comienzos dei mes de septiembre, cuando resolvió implementar el 
operativo "Espiral Urbana". 

A partir de ayer, a las siete de la maftana, la ciudad de Buenos Aires tiene coloca­
do su propio dispositivo espiral preventivo. Se trata dei Servicio Especial Metropoli­
tano (SEM) o Espiral Urbano, ideado por la Policia Federal para prevenir la ola de 
asaltos, reforzando la actividad de las comisarías, luego dei fracaso dei Cerrojo Acti­
vo y dei Operativo Restaurantes. Cuenta con 400 hombres divididos en cuatro cuer­
pos que patrullarán en forma concéntrica las calles de la ciudad. Cada cuerpo dispo­
ne de cuarenta y dos vehículos, dei apoyo de helicópteros y de ochenta parejas de 
lnfantería. El gobiemo nacional aportó $ 30 millones para sustentar ai SEM, de los 
cuales, $ 20 millones serán destinados a la compra de equipamientos, y $ I O millones 
a la incorporación, por etapas, de 3 mil policias nuevos, y a la convocación de casi un 
millar de retirados antes de fm de aiio. Durante la presentación dei SEM no faltaron 
la críticas ai Código de Convivencia y a la invocación al caducado edicto que penaba 
el merodeo [ ... ] (diario Página 12, 1° de septiembre de 1998). 

Fue así que, mediante un trabajo de ingeniería normativa, la Policia Federal 
se valió de las herramientas "legales" con que contaba para contrarrestar la " in­
movilización de manos" que adujo la policia ante la derogación de los edictos 
policiales. En esta linea, anunció que comenzarían a aplicar la llamada Ley Lá­
zara, que permite detener a las personas durante diez horas para averiguar su 
identidad: 

[ ... ]Durante el tiempo que dure el operativo en un barrio, la Policia podrá identi­
ficar a las personas que considere como 'sospechosas'. En este punto es donde apli­
carán la Ley Lázara [ ... ] Además, en estos operativos -que serán sorpresivos-la Poli­
cia podrá registrar autos, buscar armas, drogas y taxis robados, y aplicará el Código 
Contravencional (Ciarín, 1° de septiembre de 1998). 

Durante la conferencia de prensa, en la que se presentó el nuevo operativo, 
el Jefe de Superintendencias Metropolitanas, comisario Femández, arremetió 
explicitamente contra el Código de Convivencia Urbana: 

[ ... ) no es operativo porque no permite la prevención. No cuenta con las figuras 
necesarias. Sólo nos habilita a pedir identificación. Si el sospechoso tiene una gan­
zúa, se la podemos secuestrar. Pero no lo podemos detener, porque no había llegado 
a robar nada. o hay prevención. Entonces tenemos que apelar ai Código Penal [ ... ] 
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la policia debe amoldarse a las leyes que dictan los legisladores [ ... ] con las escasas 
herramientas que disponemos, debemos responder a la gente[ ... ] osotros tenemos 
que ir buscando formas más activas, dentro de los medios que nos otorgan la leyes, 
para dar respuesta a la gente, como lo hacemos con el SEM (diario Clarín, 1° de sep­
tiembre de 1998). 

La respuesta por parte de los fiscales de cámara a esta arremetida de la Poli­
cia Federal contra el Código de Convivencia y la Justicia de la que ellos fonna­
ban parte, fue conminar a la fuerza ai labrado de actas contravencionales para 
demostrar que la nueva Justicia existe y funciona: 

No hay voluntad política de aplicar el Código [ ... ] si en 15 días siguen sin levantar 
actas, vamos a presentar una denuncia penal por incumplimiento de deberes de fun­
cionario público contra los responsables de la política de seguridad (fiscal de cámara 
Juan C. López, diario Página 12, 4 de septiembre de 1998). 

Así, al mes aproximadamente, según evaluación de los propios funcionarias 
judiciales la "productividad" de las comisarias había aumentado: 

Lo que sale en los diarios es cierto (la policia diciendo " tenemos las manos ata­
das'"), pero para abajo también es cierto que empiezan a duplicar y triplicar el traba­
jo, de todo, mal hecho, invento, qué sé yo, pero hacen productividad [ ... ] Te hacen 
500 actas para un mes, cuando antes te habían hecho 500 actas en tres meses. i.Qué 
significa esto? Dicen: "No, por las dudas que nos metan una denuncia penal por in­
cumplimiento de deberes, hago cosas" (fiscal contravencional). 

LPRÁCTICAS DEMOCRÁTICAS O TRASVASAMIENTO DE 
PRÁCTICAS AUTORITARIAS? 

La creación de la Justicia contravencional, dada la historia y las característi­
cas que presentan los edictos, está ubicada en una intersección donde se dibuja 
un espacio de disputa entre la agencia judicial y la policial. La aplicación de 
edictos ha funcionado durante mucho tiempo como una variable que permitía 
demostrar el "buen funcionamiento" dei trabajo policial. Así, los fmes de las de­
tenciones por edictos podían sostenerse en múltiples necesidades: "demostrar 
que en el distrito o comisaría se continúa manteniendo determinado grado de 
control, buscar cierto efecto a nivel jurisdiccional, castigar faltas de "pago" y 
hasta cumplimentar estadísticas" (CELS, Palmieri, 1996: 25). En este contexto, 
ante la incomodidad que te producía la aplicación dei código contravencional, la 
policia se valió no sólo de otras nonnas de mayor o menor jerarquia, sino que 
recibió la solicitud de boca dei propio Ministerio Público de labrar actas contra­
vencionales, que no es otra cosa que la vieja práctica de "hacer estadística", pero 
ahora a pedido explícito de los propios fiscales de cámara. 

R: [ ... ] el hecho de darle en su momento (los fiscales) la orden a la policia de "co­
laboren, hagan actas", como le dijeron en ese curso. Bueno, "hay que hacer actas". 
Entonces, los canas tienen ahora la orden de hacer dos actas contravencionales por 
turno. 
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P: Estadistica. 
R: Claro. estadistica, volvemos a lo mismo. 
P: i,Ésa fue la orden de los fiscalcs? 
R: La orden de los fiscales de cámara fuc trabajen más. Entonces la orden que les 

bajó jefatura a las camisarias es que tienen que hacer dos contravcnciones por turno, 
o sea ocho contravenciones por dia o importa de qué. o sca .. hacemos 500 meado­
res" (fiscal contravencional). 

AI pedido de efectuar estadística - procedimiento que deja un campo libre 
para la detención- se sumaron todas las estrategias -legales y no tanto- para de­
tener con las que cuenta la policía, pero ahora con el respaldo de un código y 
una Justicia que se supone garantista y respetuosa de los derechos de los ciuda­
danos. Así, entre las prácticas recicladas y las estrategias implementadas para la 
detención se encuentran: 

I. Convertir una contravención en un delito. Cuando una persona está come­
tiendo una contravención, el oficial preventor debe invitaria a cesar en la ac­
tividad; de persistir en su acción, puede proceder a una aprehensión cautelar, 
pero si la persona se resiste recién en ese momento puede detenerla por "re­
sistencia a la autoridad", acción contemplada en el código penal, es decir, un 
delito. En varios casos la polida sal tea todas las instancias contravenciona­
les y detiene directamente por resistencia a la autoridad, cuando el supuesto 
contraventor no cesó en la actividad. 

2. Aplicar la coacción directa la mayor cantidad de veces que le sea posible, en 
otras palabras, convertir la excepción en regia. 

3. Volver a detener a las personas a las cuatro cuadras de haber sido liberadas 
por " persistir en la actividad" (particularmente en el caso de travestis y pros­
titutas que salen de la fiscalía vestidas como habían llegado). 

EL 0800-FISCAL. ENTRE LA DISCUSIÓN SOBRE LA JERARQUÍAS DEBIDAS 
Y LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN SOBRE LAS NUEVAS 
GARANTÍAS 

En noviembre de 1998, la fiscalía de cámara creó una vía nueva de denun­
cias y consultas: el 0800-fiscal. Se trata de un servicio telefónico, con dos líneas 
rotativas, atendido las veinticuatro horas dei dia por nueve secretarios de cáma­
ra. En un principio el 0800 fue pensado como un servicio para que los vecinos 
de la ciudad de Buenos Aires aclaren dudas y realicen denuncias y para que la 
policía pueda evacuar consultas acerca de procedimientos puntuales. Dentro de 
la justificación dei 0800 se sostenía que lo que se estaba buscando era un cri te­
rio uniforme de actuación dei ministerio público. 

Más aliá de la discusión acerca de la posibilidad/imposibilidad de lograr ob­
jetividad y uniformidad absoluta en las respuestas y de lo deseable/indeseable de 
que esto sucediera, (.qué es lo que comenzó a ocurrir? Los fiscales de turno em­
pezaron a plantear que los secretarios de cámara estaban interfiriendo sobre su 
competencia en la medida en que la policía le estaba preguntando a otro funcio-
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nario sobre lo que debían hacer en una causa que les '·pertenecía" . Que ai mis­
rno tiempo se estaban aplicando distintos criterios para resolver un mismo hecho 
y se estaban tomando medidas sin una previa consulta a quien era el ··fiscal na­
tural" dei caso. Superposición de cornpetencias, incongruencias, en otras pala­
bras, disputa de poder. 

Ahora bien, esta disputa cuasipatrimonialista (criterio de "pertenencia.') es, a 
su vez, atravesada por otro contlicto, incluso más determinante que el primero, 
de acuerdo coo las consideraciones de los actores: los secretarios de cámara ... 
jno son abogados! Por lo tanto, cualquier información o conocimiento que po­
sean queda dei lado de Ia falta de formación y capacitación. Así, los problemas 
no parecen tener su origen en la escasa información y las múltiples contradiccio­
nes acerca dei modo en que se debe aplicar el código, con qué criterioso en fun­
ción de qué política criminal, sino en la formación profesional de los "que atien­
den el 0800": 

Fiscal: También es eso, porque si uno en el 0800 o la gente que contestara ai 
0800 fuera gente totalmente capacitada, con experiencia. con conocimiento de dere­
cho penal, de derecho contravencional, de derecho administrativo ... <.Qué especíme­
nes tenemos? Un literato, que es el que más sabe de derecho penal. Tenemos un lite­
rato pero es el que más sabe de derecho penal... 

Defensora: Es el más decente. 
F: El más decente. Después tenemos un asesor. político .... Después tenemos una 

seilora que era pianista ... Entonces vos decis: yo por lo menos no confio en absoluto 
en la respuesta que pueda llegar a dar a la policia[ ... ] (fiscal y defensora contraven­
cional). 

El punto es que en el funcionamiento consuetudinario, tradicional, histórico 
de la Justicia nacional, ningún juez es el encargado directo de evacuar Ias con­
sultas de la policia, ni de tomar personalmente las indagatorias a los imputados 
y, mucho menos, a los testigos. Y es en este punto en el que reaparecen coo toda 
su fuerza los argumentos clientelares y personalistas sobre los que se estructura 
la Justicia y que siguen funcionando como el mejor modo posible en el que se 
pueden organizar las cosas o, por lo menos, el menos maio: 

Es cierto que también hay un nivel de delegación -en toda la Justicia- que yo no 
sé si está bien o está mal, pero está aceptado. Qué sé yo, ningún juez penal te evacua 
directamente las consultas. el que tiene la función de evacuarias es el secretario dei 
juzgado. al que se !e atribuye, no legalmente pero en la práctica es así. Ahora, eso 
puede estar bien o mal, qué sé yo, es lo que hay. es lo que se ha hecho siempre. Pero 
por lo menos. y yo sé. una cosa es que a mí me evacue una consulta mi secretario que 
es un tipo que trabaja conmigo, que me responde directamente, que yo le puedo 
transmitir mis criterios y que además le puedo exigir una responsabilidad determina­
da y eventualmente adoptar las medidas que sea. .. si hace una cagada. a que me eva­
cue un seiior que ni siquiera depende de mí, con el cual no tengo ningún tipo de con­
trol. no lo conozco, no trabajo con ellos, él no trabaja conmigo. no están bajo mi 
mando, entonces es mucho peor, digamos la situación. Inevitablemente, el secretario 
de la fiscalía a veces contesta alguna consulta (fiscal contravcncional). 
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Este mismo planteo de "fortalecimiento de una identidad judicial", tan evi­
dente en el caso de los secretarias de cámara en tanto no son abogados, se sos­
tiene cuando se habla de los funcionarias Gueces, fiscales y defensores) designa­
dos actualmente en los cargos, quienes, aunque abogados, provienen dei campo 
político (ex asesores de legisladores, por ejemplo, o de otros fueros -<:iviles, co­
merciales o de faltas). 

Lo que se puede observar en estos ejemplos es que no se está planteando un 
cuestionamiento de las prácticas con las que se opera - "es lo que se ha hecbo 
siempre"; "no sé si está bien o mal pero está aceptado"- sino que el eje está 
puesto casi exclusivamente en la judicialización de la Justicia, en trabajar con 
gente que "se maneje con criterios judiciales", sean cuales fueren esos criterios. 
Una apelación a la conciencia práctica20 (Giddens, 1995) de los actores judicia­
les, entendida como la panacea que podrá salvar a la Justicia contravencional dei 
fantasma de la "administrativización". 

CLIENTES DEL SISTEMA. EL PERFIL DEL CONTRAVENTOR 

La mayoría de los contraventores no tiene una asistencia jurídica particular. 
Esto se debe, en parte, a que se trata de hechos menores donde no pareceria te­
ner mayor importancia la existencia de un defensor particular para la resolución 
efectiva dei caso. Sin embargo, la otra parte de la explicación radica en la ex­
tracción social de las personas sobre las que opera el Código de Convivencia. 

En general, según los propios funcionarios, los contraventores son la gente 
"más desamparada". Así, cuando se !abra un acta por orinar en la calle, quien se 
ve implicado generalmente es un linyera; cuando se trata de ruídos molestos, el 
obrero de Edesur que estaba trabajando para la empresa; cuando es obstrucción 
de la vía pública, e! empleado de un canal de cable ai que lo mandaron a poner 
la mesa en la calle. Una cosa similar sucede con las contravenciones por venta 
de alcohol a menores. En los maxikioscos, en general los encargados son jóve­
nes que tienen la orden dei dueno de vender alcohol y que, ai momento de pre­
sentarse en la fiscalía, ya ni siquiera tienen ese trabajo: 

Te caen tipos que hasta a veces caen, cuando vienen acá, ya están desocupados 
porque los rajaron dei kiosco, entendés. Se da esa cuestión. Entonces, nosotros tene­
mos que hacer un lío con un tipo desocupado. "Sí, en ese momento yo vendía alcohol 
porque atendía un kiosco. Y entonces vino un pibe y no le pedí documentos". Capaz 
que tiene un pedido de pena de 500 mangos (secretario de defensoría contravencio­
nal). 

La otra gran cantidad de detenciones se realiza por el artículo que correspon­
de a "desorden", o sea, aquellos casos en los cuales se producen disturbios en un 
partido de fútbol. Y finalmente, está la estrella de los artículos, el polémico "71" 
que hasta la última reforma penaba la "alteración de la tranquilidad pública" y 
que actualmente pena en forma directa, el ejercicio de la prostitución. En este 
caso, los clientes son prostitutas y travestis, pero la aplicación e interpretación 
de este artículo merece un capítulo aparte. 
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"SI TIENE CARA DE PERRO, LADRA COMO UN PERRO, MUEVE LA 
COLA COMO UN PERRO, ES UN PERR0'~1 

Fueron éstas las gráficas instrucciones dadas por el fiscal de cámara Juan 
Carlos López a los comisarios de la Policia Federal cuando plantearon -con pos­
terioridad a la reforma dei Código de Convivencia de marzo de 1999- Ias difi­
cultades que se les presentaban para demostrar, en su tarea de prevención, que 
una chica parada en una esquina es una prostituta. 

Lo que quedó plasmado en esta frase es la lógica de "portación de cara" con 
Ia que vienen operando algunos fiscales contravencionales y que queda ai descu­
bierto al momento de sancionarse una norma que avala Ia persecución de ciertos 
sectores de Ia población. Así, esta lógica también podia rastrearse antes de Ia re­
forma, tanto en la policía como en los fiscales, cuando la contravención -refe­
rente a Ia prostitución- castigaba la "alteración de Ia tranquilidad pública" . 

La idea que maneja(ba) Ia fuerza policial -sostenida en su accionar concre­
to- era casi sencilla y evidente: cuando se labraba el acta contravencional, en la 
descripción dei hecho se hacía constar "ejercicio de la prostitución": 

( ... )por como está redactado mi interpretación es que lo que tiene que haber es una 
alteración de la tranquilidad pública, no un grupo de minas ejerciendo la prostitución, 
o minas o travestis o gays o lo que fuera. Entonces, lo que tiene que haber para mí es 
eso, primero quilombo, después vemos por qué se produce. Si se produce porque hay 
gente gritando. si hay gente jugando ai póker, o putas. Y hasta ahora el funciona­
miento real era exactamente a la inversa, porque "hay putas", "hay alteración a la 
tranquilidad pública" (fiscal contravencional). 

En esta misma línea de pensam iento -que sirve como soporte legal de Ia 
práctica policial- los fiscales de cámara ban sostenido, en una resolución envia­
da ai resto dei ministerio público, que ai aplicar el artículo 71 se debe interpre­
tar que Ia mera concentración de personas constituye una contravención; con lo 
cual tres mujeres en la esquina de Godoy Cruz y El Salvador a lastres de la ma­
nana serían "elementos" perturbadores de Ia tranquilidad pública. 

Y es así que, indefectiblemente, el tema dei artículo 7 1 conduce nuevamente 
ai problema de Ia detención. De este modo, desde argumentos "garantistas", se 
sostiene que aunque los contraventores no puedan ser llevados a Ia comisaría 
como medida cautelar, de igual modo terminan s iendo molestados: 

Vos no pierdas de vista que eso le significó a la mina cuando estaba ahí, si no la 
llevaron a identificar, estar una hora y media por ahí, hasta que vi no el patrullero, fue 
a buscar el acta, qué sé yo (defensora contravencional). 

Sin poner en duda lo que implica este "despliegue" de prevención policial, lo 
cuestionable es que desde este mismo discurso se termina justificando el traslado 
a sede policial - atribución con Ia que había terminado el código contravencional­
para evitar molestias en Ia caiie. Así, desde los funcionarios más "garantistas" se 
cuestiona Ia imposibilidad que tiene Ia policia de detener, alegando que -en los ca­
sos de alcoholización en la via pública, por ejemplo- resulta tan estigmatizante es-
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tar detenido en un hospital como en una comisaría. Tal vez se podría compartires­
ta opinión de un control social descentralizado y más laxo y considerar que están 
casi en un pie de igualdad la guardia de una comisaría que la de un hospital, si no 
se contase con los casos de violencia y abuso policial con los que se cuenta y no 
se conociesen las prácticas y costumbres con las que opera la fuerza, elementos 
que, por otro lado, son de público conocimiento para la agencia judiciaL22 

Sumados a estos argumentos, se esgrimen otros que se sostienen en una irn­
posibilidad estructural y funcional en la aplicación dei código. Ante ello se pro­
duce, por parte de los funcionarias judiciales, una cierta complacencia que varia 
-según los casos- entre el convencimiento militante o la resignación conformis­
ta. El artículo 24 dei Código de Convivencia dice que ai labrar una acta contra­
vencional se debe efectuar una consulta ai ministerio público y dar intervención 
dei juez o jueza, " consultado sin demora, él o la fiscal, si éste o ésta considera 
que debe cesar la aprehensión se deja en libertad inmediatamente ai imputado 
notificándole el dia y hora que debe comparecer ante él o la fiscal. En caso con­
trario la persona debe ser conducida directa e inmediatarnente ante juez o jueza. 
Cuando e! juez o jueza decida mantener la prevención debe realizar la audiencia 
dei artículo 46 y dictar sentencia en las cuarenta y ocho horas siguientes". Ante 
esto, los funcionarias consultados plantearon lo siguiente: 

R: Pero por ejemplo eso, hasta donde leíste, hoy eso no se puede hacer. Cuando 
lo detenés a las tres de la maiiana y no hay ningún juez o jueza a donde lo puedas 
conducir inmediatamente. 

P: Pero en esos casos: qué está sucediendo hoy, i)os llevan a la fiscalía o lo detie-
nen? 

R: Lo llevan a la comisaría. 
P: i, Y detienen muchos? 
R: Pero en realidad eso es para cuando ai tipo lo vas a dejar pegado para el futu­

ro. O sea. eso lo vas a hacer si lo dejás detenido por las próximas cuarenta y ocho ho­
ras hasta que hagas el juicio. Lo que ahora se está haciendo es llevarlo detenido ai so­
lo efecto de identificarlo: van a la comisaría, le sacan las fichas y lo despachan, nada 
más. Digamos, se lo lleva por otro fin qu.e es el fin de identificarlo, no con el fin de 
aprehenderlo para ... porque el tipo merece quedarse detenido como consecuencia de 
la contravención cometida. 

En otros casos se alega que los contraventores deben ser llevados a la comi­
saría porque no existe el espacio tisico necesario para que sean alojados. En sín­
tesis, la cuestión de las lirnitaciones impuestas a la detención termina convirtién­
dose en un problema con el que directamente no se está de acuerdo (se /e está 
quitando a la policía una herramienta indispensable), o que no se puede modifi­
car porque fue pensado para una estructura y unos recursos con los que no se 
cuenta (los mandamos a la comisaría porque acá en la fiscalía no pueden es­
tar), o que altera las prácticas y costumbres (las cosas siempre se hicieron así) . 
En otras palabras, termina siendo sólo un problema burocrático, donde lo que 
importa es cumplir con las instancias procesales necesarias y que hacen ai "de­
bido proceso", sin tomar en cuenta que lo que está enjuego es la privación de la 
libertad de una persona, aunque "sólo" sean cuarenta y ocho horas: 
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Si está bien hecho (e! procedimiento), sólo pareceria que lo podés dejar detenido. 
Lo cual a mi me parece absurdo cso también (los limites a las detenciones) porque a 
veces tenés que probar las cosas. Un tipo con 39 (tenencia de annas) ... (,CÓmo probás 
que es un arma en cuarenta y ocho horas? No tenés una perícia ... una perícia balísti­
ca no te la hacen en cuarenta y ocho horas, salvo bueno no sé que sea un asunto fede­
ral, pero como no somos la Justicia federal , no nos van a hacer una perícia en cuaren­
ta y ocho horas. Cómo pruebo yo, fiscal en el juicio, que eso era un anna., que 
funcionaba perfectamente. que no tenia ningún defecto [ ... ] (fiscal contravencional). 

Volviendo ai planteo dei principio, la Justicia contravencional se está convir­
tiendo en un aparato burocrático que tiene su propia lógica y que demanda un 
crecimiento dei s istema para que justifique su existencia. De este modo, desde 
los funcionarias judiciales se demanda una mayor publicidad de la Justicia con­
travencional para lograr una comunicación más fluida y directa entre ésta y la 
comunidad - s in la intennediación de Ia policía- y para conseguir, a su vez, un 
crecimiento dei aparato: 

F: Pero, claro, pero es un absurdo además, porque si vos querés tener más actas, 
no le tenés que pedir a I~ policia, le tenés que pedir a la gente. Si vos le decís a la 
gente tres dias en ~anã! 13, tres dias en canal 9, tres dias en ATC, salís en un progra­
ma de periodismo diciendo "mire, seiior, usted puede hacer denuncias por esto, por 
esto. por esto"', ahi se te va a incrementar sabés cómo la lista de contravenciones. 

D: ... y que vengan todos a Carabelas 278. 
F: Claro, y que vengan todos a Carabelas 278. que llamen acá. Ésa es la fonna de 

incrementar transparentemente el trabajo. Si no, lo otro es " bueno, llenemos bulto de 
números··, es una idiotez. 

P: Bueno, es el mismo sistema que antes. 
F: El mismo sistema. 
P: Pero ahora sale de! lado dei mismo Poder Judicial. Por eso te preguritaba a vos 

que un fiscal te ti ró la orden "che, necesito condena acá". 
P: i,Cómo? 
D: Sí, si, a mi me han llegado a decir "che, pero (,COn éste no se puede lograr una 

condena?, dejá que lo condenen que necesitamos un número de estadistica'·. 
F: Necesitamos número de estadística. 
D: Yo le dije "bueh, mirá, si vos querés condena decíle a tu gente que trabaje 

bien", (,no? Porque en última instancia para mí también es importante que salgan 
condenas, yo estoy de acuerdo con eso, porque si no estamos todos laburaiJdo ai pc­
do, (,Cntendés? Porque ya te digo, el tipo maneja cn pcdo, se va a la casa y dice "acá 
no pasa nada··. O sea. está todo el teatro, si hacemos el juicio oral, todo muy lindo, 
entonces. yo hablo, el otro habla y el tipo se va como si nada (defensora y fiscal con­
travencional). 

Existe, por lo tanto, una demanda desde los funcionarias mismos para que se 
produzca un crecimiento dei sistema: un aumento de las denuncias implica un 
aumento de Ias condenas. De esta manera, Ia lógica burocrática de esta nueva 
Justicia prevalece sobre la resolución de los conflictos y sobre los intereses de Ia 
ciudadanía que pretendia salvaguardar. Estos contlictos -que efectivamente 
existen en las relaciones interpersonales y cotidianas de la ciudad- son triviali­
zados y, fmalmente, colocados en un segundo plano, tanto como el hecho mis-
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mo de someterse a una instancia judicial o pasar por una situación de detención 
policial. 

DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES: 
LAS GUARDIAS TELEFÓNICAS 

El 25 de febrero de este afio, el juez correccional Luis Schelgel envió un es­
crito ai Jefe de la Policia Federal, Baltazar Garcia, en el que explicaba el modo 
en que debe actuar la policia en los casos en que detiene a una persona para que 
sea identificada en una comisaría.23 Junto con este escrito se distribuyó un for­
mularia que la fuerza de seguridad debería llenar por triplicado explicando las 
razones y circunstancias de cada detención. Asimismo, se recordaron los dere­
chos que asisten a las personas demoradas por averiguación de identidad, a sa­
ber, la comunicación telefónica·con algún amigo o familiar, la imposibilidad de 
que sean alojadas con detenidos por la comisión de algún delito y la existencia 
de la Defensoría dei Pueblo, adonde también podrían comunicarse telefónica­
mente. Una de las copias dei formularia con las razones de la detención queda 
en manos dei demorado, otra es enviada ai juzgado correccional de turno y la 
otra a la Defensoría dei Pueblo. 

A partir de este és"crito -fruto dei acuerdo entre el juez y el fiscal correccio­
nal de turno y la Defensora dei Pueblo- se resolvió habilitar un número de telé­
fono para que se pudiesen comunicar las personas detenidas por acreditación de 
identidad. E! teléfono salió publicado en e! diario Página 12 y tuvo repercusión, 
fundamentalmente, en e! sector que involucraba a aquellos que podían ser dete­
nidos por el artículo 71 dei Código de Convivencia, quienes comenzaron a lia­
mar e! domingo 8 de marzo por la noche para hacer consultas sobre lo que iba a 
suceder el !unes, cuando entrase en vigencia e! código reformado. La mayoría 
eran travestis, prostitutas y duefios de bares, que querían saber qué ocurriría 
cuando empezase a funcionar e! artículo con sus cambios. No eran éstos los 
"clientes" que esperaban recibir los abogados de la defensoría, ya que ellos pen­
saron que quienes iban a llamar era gente detenida, afectada por la " ley Lázara" . 

A continuación se narrarán tres "historias" ocurridas durante las primeras 
noches posteriores a la aplicación dei código reformado, que sirvirán como mi­
croescenas que condensan las lógicas corporizadas en prácticas, con las que ope­
ran fiscales y policias cuando deben aplicar el Código de Convivencia. 

PRIMERÀ HISTORIA 

Una travesti (8.) es detenida en la calle un viernes a la madrugada para ser 
identificada, para acreditar su identidad.24 Es llevada por la policia a la sede de 
la fiscalía a fio de cumplir con el procedimiento y ai rato es dejada en libertad. 
Sale de la fiscalía y, a las cuatro cuadras, es detenida nuevamente porque -según 
la policia- había reincidido en la conducta. Ante este hecho, B. llama a la De­
fensaria dei Pueblo para contar su situación. La abogada que la atiende llarna a 
la fiscalía y habla con el fi scal, quien Je dice que sí, que efectivamente esa mu-
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chacha había pasado por ahí, pero que habían acreditado su identidad y que la 
habían dejado ir, pero que de ningún modo había sido detenida nuevamente por­
que de haber sido así, la policia le tendría que haber notificado. La abogada in­
sistió y le infonnó que la detenida se había comunicado con ella; el fiscal insis­
tió en que era imposible. Finalmente, la abogada decidió dejar pasar veinte 
minutos para comunicarse de nuevo y confirmar si había llegado la infonnación. 
Pasado ese plazo, habló otra vez con el funcionario judicial, quien esta vez le 
confmnó que la travesti estaba siendo trasladada y que cuando llegase a la fisca­
lía volverían a hablar para ver qué había pasado.25 AI rato llamó de nuevo B. a 
la Defensoría para decirle que ya estaba en Carabelas, sede de las fiscalías. La 
abogada pidió hablar con el fiscal, a quien le escuchó decir: "No, no, no, si quie­
re hablar que liame ai 0800. Yo por ese teléfono no hablo" (B. estaba llamando 
desde su teléfono celular). La abogada llamó ai 0800 y la atendió el fiscal. El 
diálogo entre ambos fue el siguiente: 

Fiscal: No, usted la infonnación que tiene es totalmente errada porque esta chica 
persistió en la conducta. 

Abogada: i Y usted cómo sabe que persistió en la conducta? 
Fiscal: Porque hay fotos. 
Abogada: Ah, hay fotos. i Y qué se ve en las fotos? 
Fiscal: Nada doctora. Hay que revelarias. 
Abogada: Suponiendo que haya fotos ... iUstedes cómo saben que esas fotos per­

tenecen a la segunda detención y no a la primera? Porque perfectamente se pueden 
haber sacado las fotos, total están en el rollo. 

Fiscal: Porque yo por Iey creo en la policía, que es la autoridad preventora de las 
contravenciones, yo no puedo desconfiar de eso. Si a mí la policía me trae el acta di­
ciendo que esas fotos corresponden a eso, yo confio en eso. Ellos son los preventores. 

Abogada: Lo que pasa, doctor, es que el problema con estas chicas hay que pre­
verlo. Porque si ustedes no tienen una tienda de joggins, esta gente entra vestida de 
prostituta y sale vestida de la misma manera Entonces no hay forma de que lleguen 
a destino. 

Fiscal: No, porque ella estaba a veinte cuadras de la casa. 
Abogada: A mí no me importa el camino. Tienen que prever esto. Si ustedes no 

tienen alguna manera o un móvil que las lleve a la casa, esta gente va a ser detenida 
catorce veces en la noche. Cada vez que ustedes las dejan en libertad, caminan dos 
cuadras y Ias detienen. A esta chica la había detenido dos veces Ia misma comisaria. 

Finalmente, e! fiscal dijo que iba a disponer una aprehensión cautelar porque 
está prevista para los casos de coacción directa y por ... cuestiones de fe (en la 
institución policial). A los pocos días, B. fue absuelta. 

SEGUNDA HISTORIA 

Esa misma madrugada, personal de la comisaría 25 (Palermo) le !abra un ac­
ta a otra muchacha (S.) por infracción ai artículo 71 y la deja ir. Pasado un rato, 
le vuelven a Jabrar un acta pero esta vez la detienen. S. se comunica con la De­
fensoría dei Pueblo para avisar que la están trasladando a la comisaría. La abo-
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gada le dice que no se preocupe, que se quede tranquila, que la están !levando a 
la fiscalía porque - según lo que dice el Código de Convivencia Urbana - no 
pueden trasladaria a una comisaría. Pasado un rato, S. vuelve a llamar: 

S.: Mirá estoy hace una hora en el camión en frente a la comisaría, los canas se 
bajaron y estoy sola en el camión hace una hora a cá sentada'·. 

Ante esta situación la abogada llama a la comisaría y pide hablar con el co­
misario. La atiende un ayudante que había estado la primera vez que la intercep­
taron y le dice que "justo" en ese momento se estaba yendo el camión para Ca­
rabelas. La abogada !lama a la fiscalía pero una empleada se niega a darle 
información sobre ese caso, diciéndole que ella no tenía forma de acreditar que 
era quien decía ser, ni podia demostrar que trabajaba donde decia trabajar. Fi­
nalmente, un fiscal de cámara que estaba por ahí y escucha la conversación, la 
atiende: 

Fiscal: Lo que pasa es que esta gente persiste en la conducta, acá estão haciendo 
un despelote bárbaro, está lleno de gente. Ellos buscan la violencia sin darse cuenta 
de que son la parte más débil. No se dan cuenta de que son la parte más débil y noso­
tros lo que vamos a tener que hacer ahora ... Vos entendés, el juez es nuevo, está ca­
gado hasta las patas, no sabe qué hacer, así que ahora las vamos a trasladar a una co­
misaria. 

Abogada: (.Cómo a una comisaria? 
Fiscal: Si, porque acá no se las puede tener, rompen los vidrios, amenazan, hay 

gente afuera, hay gente adentro. Mis empleados no pueden trabajar; así que van a ir 
directo a la comisaría. 

Luego de esta conversación el fiscal de cámara cambió el tono y establecien­
do cierta complicidad y preocupación por la situación, le mandó un mensaje a la 
Defensora dei Pueblo a través de la abogada: 

Mirá, decile a Alicia que yo estoy muy preocupado porque como no tenemos ins­
tituto para detener a esta gente, las tenemos que terminar mandando a la comisaría y 
a mí esto no me gusta pero no tengo otra sal ida. Así que decíle a Alicia, que yo no sé 
si el planteo de la acción de inconstitucionalidad (dei artículo 7 1) sirve, yo no estoy 
tan seguro que esto sea inconstitucional, pero lo que si hay que solucionar es el pro­
blema de los institutos de encierro. 

El paso siguiente de la Defensoría dei Pueblo fue enviar a otro abogado para 
que hiciera un informe sobre las condiciones en las que estaban detenidas las su­
puestas contraventoras. Cuando finalizó el informe -alrededor de las 15:00- re­
cién estaban empezando a llamar a las muchachas para hacer el procedimiento 
(habían sido detenidas a las 3:20 de la madrugada). S. y las otras muchachas 
también fueron absueltas. 
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TERCERA HISTORIA 

El miércoles por la noche llama una muchacha y dice que babía sido deteni­
da junto con otras porque estaban ejerciendo la prostitución . La policía se les 
acercó y Ias "invitó" a cesar en la actividad, pero aparte les dijeron que se las 
iban a !levar porque no tenían documentos. AI persistir en la acción, se les dijo 
que iban a ser detenidas por resistencia a la autoridad. finalmente, fueron dete­
nidas por haber cometido una contravención y haber reincidido en Ia misma, por 
averiguación de identidad, por resistencia a la autoridad. Ni Ias mujeres ten ían 
muy claro por qué habían sido detenidas, ni Ia fuerza de seguridad por qué las 
había detenido. Sólo sabían que había prostitutas y que -por un motivo u otro­
las podían !levar. El motivo es otro tema 

Según el Código de Convi vencia Urbana, los preventores deben - antes que na­
da- invitar a cesar en la actividad. En este caso como las supuestas contraventoras 
no lo hicieron, Ia policía dijo que habían íncurrido en el delito de resistencia a la 
autoridad --previa aclaración de que iban a ser demoradas por averiguación de 
identidad. La policía tiene una cantidad de pasos contravencionales antes de llegar 
a convertir una contravención en un delito. El argumento dei comisario era que 
habían becho un gran desorden, que se habían resistido a Ia autoridad y que, por 
consiguiente, se las había detenido. Lo que se puede observares que más aliá de 
las irregularidades -que las hubo- lo que tuvo Ia policía fue un cruce de posibili­
dades y de interpretaciones acerca de qué artículo, Iey o norma de haja jerarquía 
podían aplicar, con la complacencia silenciosa y "resignada" de jueces y fiscales. 

Llevadas a la comisaría, las muchachas llamaron y explicaron que Ies indica­
ban que no las podían dejar en libertad porque estaban esperando sus anteceden­
tes. La cuestión es que el ministerio público no está autorizado para buscar ante­
cedentes, solamente para acreditar la identidad, con lo cual no existe ningún 
motivo para que busquen antecedentes en materia contravencional. Los fiscales 
sólo pueden acreditar identidad, pero es una tarea que Ies compete directamente 
a ellos, no a la policía. 

Estas distintas "historias" dieron lugar para que Ia Defensoría dei Pueblo en­
viase un informe ai Consejo de la Magistratura de Ia Ciudad --cuerpo que estará 
a cargo de los concursos para ocupar los cargos de funcionarios contravenciona­
Ies- en el que se informaba acerca de los incidentes ocurridos durante esas no­
ches y también se solicitaba Ia investigación de la conducta de los funcionarios 
(fiscal de cámara, juez y fiscal de turno) para que, eventualmente, se la tuviese 
en cuenta, cuando se realizaran los concursos para ocupar esos cargos.26 

CONCLUSIONES 

La implementación de Ia Justicia contravencional implicaba dos riesgos. Por 
un lado, que se continuasen puniendo conductas que por sus características de­
berían ser resueltas a través de mecanismos desjudicializados y alternativos ai 
sistema penal; por otro, que se crease un nuevo aparato que justificara su exis­
tencia mediante un mayor control y persecución penal. 
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En relación con el primer punto, si bien es cierto que no se buscó la cons­
trucción de un aparato desjudicializado -por el contrario, el objetivo erajudicia­
lizar conductas que antes sólo estaban en manos de la fuerza policial- los men­
tores de la reforma tuvieron como eje principal de la misma lograr un sistema 
con una mayor racionalidad burocrática y que tuviese entre sus fundamentos 
principales el respeto de los derechos humanos y de las garantias civiles. 

Una de las primeras preguntas formuladas ai comienzo de este artículo se re­
fería ai alcance de las mallas -;.se extienden a nuevos espacios?- y a los tipos 
de peces que caían en ellas -;,son los mismos de siempre, son otros, son menos, 
son más? Sin lugar a dudas, durante los primeros tiempos de la implementación 
de la nueva normativa -etapa que aún continuamos viviendo-, se ha producido 
una suerte de encogimiento de las redes, así como nuevos intentos de crear otras 
mallas que reemplacen a las que fueron sacadas de circulación. Este proceso 
ambíguo se debió, en parte, al desconcierto producido por la nueva situación y, 
en parte, ai reacomodamiento de los viejos y los nuevos pescadores. 

Fundamentalmente, en los primeros momentos de este proceso quedaron 
fuera de las redes tradicionales quienes eran sus clientes habituales: los travestis 
y las prostitutas. Paradójicamente, estos sectores fueron atrapados por nuevas 
mallas que los ubicaron en el centro de la atención pública. Organizaciones ve­
cinales de algunos barrios portenos, acompanadas por los medios de comunica­
ción, salieron en una cruzada moral a denunciar y combatir la propagación de la 
prostitución. Páginas y páginas de los diarios, miles de minutos televisivos, ma­
nifestaciones por las calles de Palermo, de Flores y de Constitución para quejar­
se por ese "flagelo" que parecia azotar como una peste, las castas y profilácticas 
calles de Buenos Aires. Es con este telón de fondo, que se produce la reforma 
dei código contravencional de marzo de 1999. Las redes -replegadas en un pri­
mer momento- son arrojadas coo renovadas fuerzas por los pescadores y exten­
didas con mayor amplitud para captar grandes cantidades de estos antiguos 
-aunque renovados en publicidad- peces. 

Este artículo só lo permite arriesgar algunas hipótesis sobre la densidad, el ta­
mano y el alcance de las nuevas redes. El peligro de la incorporación en el fun­
cionamiento judicial de una cantidad de prácticas que eran utilizadas tradicional­
mente por la policia en su actividad cotidiana, parece cierto. Estas prácticas 
dirigidas sobre determinados sectores de la población permitían a la institución 
no sólo producir estadísticas que demuestren la eficacia laboral de la fuerza, 
sino demostrar un alto grado de control y una mayor presencia policial sobre la 
jurisdicción. Son todos estos mecanismos que conforman ese ejercicio de la vio­
lencia poco espectacular, permanente y opacado, que caracteriza el quehacer 
policial (Tiscomia, 1997), los que comienzan a ser retomados por fiscales y fun­
cionarias judiciales en su trabajo cotidiano y en el marco de un discurso "garan­
tista y democrático" que ha sido el elemento legitimador dei nove! código con­
travencional. 

Esto implica que lajudicialización de las contravenciones produjo una reac­
tualización de las relaciones entre el ministerio público y la policia, que será ne­
cesario profundizar. Es éste un momento de asombro y acomodamiento a la nue-
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va normativa, que conlleva un aggiornamiento de prácticas consuetudinarias (tal 
sería el caso de las estadísticas), tanto como un aprendizaje y una rutinización 
de nuevas tareas, en un proceso de disputa entre agencias por nuevos y viejos 
espacios de poder. 

Otra de las preguntas planteadas ai comienzo dei artículo , se referia a/lama­
no de los agujeros de la red. Pensar en los posibles intersticios de la "malla con­
travencional" por donde los peces podrían escabullirse es aún una tarea apresu­
rada. Sin embargo, sería factible e interesante cambiar el sujeto y el punto de 
partida de la pregunta: en lugar de partir desde las posibles fisuras por las cuales 
las víctimas logran evadir el sistema, hacerlo desde las hendiduras que permiten 
que se filtren prácticas autoritarias en el ejercicio dei poder de la policía y de la 
Justicia. Desde este lugar, es posible interrogarse acerca de la ausencia de meca­
nismos que permitan monitorear la implementación y el funcionamiento de un 
código que, en su proyecto originario, pretendía contemplar el respeto de los de­
rechos civiles y que, en su aplicación jurídica, se encolumnaba tras postulacio­
nes garantistas y democráticas. Una vez más, pareciera que los gestores dei nue­
vo código partieron dei supuesto de que Ias normas en su aplicación modifican 
Ia realidad y dejan en un segundo plano e l análisis de Ias prácticas, las tradicio­
nes y las costumbres sobre las que ésta se estructura. 

(.Existe una nueva red? (.Está siempre visible o está camuflada? No es evi­
dente que la Justicia contravencional aparezca como un aparato que controla 
"nuevas conductas", sin embargo, está claro que se trata de un sistema burocrá­
tico que va construyendo su identidad en oposición y alianza con otros sectores, 
ya sean éstos la Policía Federal, la Justicia nacional o la justicia de faltas. Y es 
también este proceso de constitución de una nueva identidad judicial, un proce­
so de disputa de poder donde se está definiendo en manos de quién va a quedar 
el nuevo aparato punitivo. 

Finalmente, (. Cuáles son los ejectas sobre e/ resto de/ mar, es decir, la socie­
dad? Páginas y páginas de diarios, chorros de tinta volcados en revistas, progra­
mas políticos, noticieros, reuniones barriales, manifestaciones frente a la Legis­
latura, todos esos espacios dedicados a discusiones que tenían como centro la 
prostitución, la inseguridad, las "imposibilidades y obstáculos" de la policía. To­
do ello generado por el nuevo código. Sin lugar a duda, en cuestiones de oleaje, 
la nueva normativa generó un verdadero maremoto. 

I. Este artículo ha sido elaborado sobre la base dei infonne de avance de beca de iniciación UBA 
de Maria José Sarrabayrousse Oliveira. 

2. Así fue expresado por ellegislador Agustín Sbar durante el debate:"[ . .. ) Como creemos que la 
autonomia de esta ciudad autónoma de Buenos Aires está dada para maximizar, para aumentar, 
para expandir la autonomia de sus habitantes, creemos que si ése es el objetivo supremo dei Go­
biemo, el Código Contravencional, lejos de los nefastos edictos policiales, debió ser un Código 
de Convivencia. Un Código dedicado a pensar cuáles son aquellas conductas que afectan Ia pro­
moción, Ia expansión, la mejora de la convivencia entre las personas. No cuáles conductas afec­
tan la moral en abstracto, los poderes dei Estado sin limites o Ia discrecionalidad de un funcio-
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nario policial de detener a alguien, como decía el diputado ZafTaroni, por portación de cara, sino 
cuáles son las conductas que afectan la posibilidad de que otro ciudadano de la ciudad de Bue­
nos Aires maximice, expanda, desarrolle su propia autonomia individual". El proyecto presen­
tado por Sbar fue el que, con modificaciones, finalmente fue aprobado. 

3. Según el relato de una de las constituyentcs dei Frente Grande, el apoyo de ciertos peronistas a 
la autonomia de la ciudad se debía, en parte, ai triunfo dei Frente en las elecciones constituyen­
tes: ··Emonces los peronistas -porque había peronistas autonomistas- aumentaron su función de 
autonomia cn función de su propio capital político: 'Levamos a dccir a la gente que hemos con­
seguido la autonomia, nos vamos a cuasiindependizar'. Los peores cnemigos, claramente, eran 
los de la província de Buenos Aires". 

4. Hasta ese momento, los conflictos que ocurrían en el territorio de la ciudad de Buenos Aires se 
resolvian en el marco de la Justicia nacional, ai no contar con una Justicia propia dei distrito. 

5. Las mencionadaS leyés fueron propulsadas por los senadores justicialistas Cafiero y Snopek, de 
la província de Buenos Aires y de la província de Jujuy, respectivamente. 

6. La Justicia contencioso adminsitrativa se ocupa de las contiendas en las que está inserta la ciu­
dad, por ejemplo, los contratos que haya incumplido, los amparos presentados por los ciudada­
nos, las I icitaciones. etcétera. 

7. En líneas generales, los cuestionamientos jurídicos a la aplicación de edictos policiales se han 
sostenido en dos ejes: I) falta ai principio de legalidad en tanto los mandatos y prohibiciones no 
proceden -<n su origen- de autoridad legislativa - aunque hayan sido convertidos en ley me­
diante un decreto, durante la dictadura dei período 1955-1958 de Pedro E. Aramburu; por otra 
parte, se trata de un derecho penal de autor y no de acto; y 2) contravención ai principio de juez 
natural, en la medida en que otorga facultades de juzgamiento y aplicación de penas a un órgano 
administrativo -<neste caso, la policia. 

8. Me refiero a los sectores opuestos a la Alianza, fue rza mayoritaria en la Legislatura portei'la. 
9. El proyecto presentado por el gobierno de la ciudad de Buenos Aires fue criticado por los orga­

nismos de derechos civiles por incluir, entre otras figuras, la prostitución, el acecho y la posibi­
lidad de arresto. Cabe aclarar que. si bien entre los proyectos en danza éste era el más afin a las 
pretensiones de la Policia, tampoco la conforrnaba. 

I O. Los ejes argumentales seleccionados y definidos para el análisis no impl ican la preexistencia de 
facciones homogéneas ni adscripciones definitivas de los actores a las mismas, pero entendemos 
que son de utilidad para el objetivo de esta ponencia.: mostrar de qué manera se manifiestan las 
disputas sobre el sentido de determinados conceptos y categorias. 

11 . Una muestra dei clima de antagonismo en el que se desarrolló la sesión la constituyen los carte­
les q·ue los grupos enfrentados levantaban, según qué legislador hiciera uso de la pai abra Un re­
gistro de campo de Lucia Eilbaum es ilustrativo ai respccto: 
"Cuando comenzó a hablar Suárez Lastra - Unión Cívica Radical- vecinos que apoyaban la pro­
hibición de la prostitución levantaron carteles dei tenor: 'Spartacus Boys. No ai artículo 71 ', 
'Legisladores: queremos entregar el código de los vecinos' (se hab!an recibido cerca de cin­
cuenta propuestas de vecinos y de organizaciones no gubernamentales, etcétera), 'No a la ciu­
dad autónoma dei santo travesti de Bs. As.', 'Hoy inauguramos confusión', ·Basta de burla: an­
tes no tuvieron tiempo de consultar, t.ahora qué?', 'Conceja.les: cuando asuman los legisladores, 
avisen', 'Basta de burla: no queremos código basura. No sexo en el espacio público, no violen­
cia callejera', ' Basta de burla: ustedes serán responsables. lncitan ai vecino', ' Basta de burla: le­
yes claras sin baches. Responsables de ocasionar violencia' , 'Jozami- Suárez Lastra: (.CUál es el 
negocio? Revocatoria de mandato' . 'Lajusticia es la verdad dei plan de Dios, sobre la paz y las 
cosas reside vivir este plan ', "Legisladores: ustedes se harán responsables de los errores futu­
ros', 'S.O.S. Barrio Constitución: no discriminen nuestros derechos humanos·, 'Sei'lores legisla­
dores: legislen consentido común, no con ideologismos'. 
El grupo de ·vecinos por la convivencia', contrarias a la penalización de la prostitución, tam­
bién hab!a nevado sus caneles: 
'No cedan la presión vecinal ', 'No cedan la presión policial', 'No sean cómplices de asesinato', 
'No sean cómplices de la Policia', 'Somos sostén de fantilias. De nuestro trabajo comen nues­
tros hijos' (AMAR), 'Respeto a los derechos humanos' (monja oblata), 'No a zonas rojas. So­
mos trabajadoras libres·, 'Cuidado de caer en la hipocresia No condenar a quienes ofrecen se-
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xo y no a quienes lo denuncian' , ·Apoyo ai Código de Convivencia sin refonnas·. Cuando lle­
garon las madres de Plaza de Mayo, trajcron nuevos carteles: ·un muerto por semana por gati­
llo fácil" , ' 178 Centros Clandestinos de Detención durante la dictadura militar a cargo de la Po­
licia', ' 354 policias beneficiados por las leyes de Punto final y Obcdiencia Debida', 'No a la 
intervcnción policiar , ' Si ai Código de Convivencia. no a la represión policiaL '488 muertos 
por la policia en 14 anos de gobierno constitucional', ·2000 detenciones por mes en la CBA an­
tes de la derogación de los edictos '. y una serie de carteles con los nombres de victimas de ca­
sos resonantes: ' Andrés Núnez', 'Walter Bulacio', ·sergio Durán·, 'Cristián Campos·. 'Miguel 
Bru' y ·Maria Soledad"'. 

12. Para un análisis de las asociaciones vecinales nucleadas en tomo ai problema de la inseguridad 
urbana véase Croccia, Mariana; Eilbaum, Lucia; Lekennan, Vanina y Martinez, Josefina ·'Con­
sejos de seguridad barriales y participación ciudadana. Los miedos y las libertades", en Sozzo, 
Máximo (ed.), Seguridad urbana, nuevos problemas, nuevos enfoques, Santa Fe. UNL, 1999. 

13. El articulo 71 dei código contravencional - incorporado con la refonna dei 2 de julio de 1998-
no contempla la penalización de la prostitución, sino que condenaba la alteración de la tranquili­
dad pública. 

14. Los legisladores que se opusieron ai despacho de la mayoria, fundamentando profusamente su 
posición fueron: Eduardo Jozami, Dora Barrancos y Facundo Suárez Lastra. El cuarto legislador 
que votó en contra fue Adriana Zacardi. 

15. La categoria "vecino moral" es utilizada en Eilbaum, Lucia y Sarrabayrouse, Maria José (1998) 
para caracterizar a los vecinos cuyos argumentos se centraron en ejes de tipo moral, antes que 
en razones de índole politica. El arquetipo de vecinos morales serian los vecinos de Palenno or­
ganizados en tomo a las quejas por la prostitución en ciertas zonas de Palenno Viejo. 

16. El Código Contravencional está inscripto en el proceso de refonnas en la Justicia que se viene 
desarrollando en el transcurso de los últimos anos en la Argentina: procedimiento oral, jurado 
de enjuiciamiento, etcétera. 

17. Véase Tiscomia, Sofia; Eilbaum, Lucia y Leckennan, V., "Detenciones por averiguación de 
identidad. Argumentos para el debate sobre sus usos y abusos··. en CELS, Seminario sobre de­
tenciones policiales, julio 5 de 1999. 

18. EI cuadro de situación presentado por los fiscales de cámara destaca: bajo nível de actuación de 
la policia en la calle, escasa iniciativa propia en zonas de conflicto, falias en la confección de las 
actas contravencionales y defectos en la obtención de la prueba contravencional. 

19. En lo que respecta ai "minimamente", existen distintas interpretaciones por parte de los aboga­
dos dei alcance que tiene el adverbio en la aplicación de la nonna: ·'Mínimamente, dice. Para mi 
son recaudos menos exigentes que los de la ley de averiguación de antecedentes, de acreditación 
de identidad. Porque si tuvieran un registro de conducir, eso minimamente acredita la identidad; 
cuando no hablar de testigos, (,no? O sea, pareciera que es menor la exigencia" (abogada de la 
Defensor ia dei Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires). 

20. Giddens ( 1995: 24) sostiene que el entendimiento de los agentes es vehiculizado en numerosas 
oportunidades por su conciencia práctica que consiste ·'en todas las cosas que los actores saben 
tácitamente sobre el modo de ·ser con' en contextos de vida social sin ser capaces de darles una 
expresión discursiva directa". 

21. Frase dei fiscal de cámara contravencional Juan Carlos López, a los comisarios de la Policia Fe­
deral. Diario Clarin, lO de marzo de 1999. 

22. Además de los numerosos casos de abusos policiales que tienen como consecuencia la muerte 
dei detenido (véase, entre otros, CELSIHRW, La inseguridad policial. Violencia de lasfuer=as 
de seguridad en la Argentina, durante el tiempo en que el proceso que se describe tuvo lugar, 
tomó estado público la denuncia contra un juez federal que involucraba ai jefe de Seguridad 
Personal de la policia Federal, por presunta protección de la prostitución. Asimismo, las inves­
tigacioncs dei fiscal Pablo Lanusse, sobre corrupción -cobro de canónes a detenidos por contra­
venciones y averiguación de identidad -en jurisdicción de varias camisarias de la ciudad. 

23. A partir de la llamada " ley Lázara", sancionada en 199l,la policia perdió la facultad de detener 
por averiguación de antecedentes; lo que puede seguir haciendo es proceder a identificar a las 
personas cuando existan indícios vehementes de que cometió o está por cometer un delito. 

24. Existe un articulo en el Código de Convivencia Urbana que pennite llevar a un contraventor a 
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la fiscalia para acreditar identidad cuando no se pueda cumplir minimamente con el requeri­
miento. 

25. La primera irregularidad, en este caso, es que B. tiene tiempo de comunicarse con la abogada 
en la Defensoria, y ella, a su vez, con el fiscal de turno, antes que la policia, con lo cual se ob­
serva que no existe una notificación inmediata de la policia ai fiscal con posterioridad a la de­
tención. 

26. Esta medida se tomó pocos dias después de que ese mismo organismo presentase la acción de 
inconstitucionalidad por la sanción dei reformado artículo 71. 
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COMENTARIO 

Flavio Rapisardi 

El carácter de este comentario es el de un conjunto de indicaciones a partir 
de las cuales es posible producir una serie de reflexiones y, de esta manera, 
complementar lo que aquí ya fue analizado. Mi interpretación de la ponencia de 
Sofia Tiscomia consistirá en una intervención limitada a uno de los ejes aborda­
dos. Éste es la reflexión que se realiza sobre la construcción, las funciones y la 
transformación dei espacio sociocultural estructurado a partir de la derogación 
de los edictos, de la puesta en vigencia dei Código de Convivencia y de las mo­
dificaciones dei artículo 71. No abordaré el tema de la competencia institucional 
ai que se refiere el trabajo y que se considera como una de las condiciones ma­
teriales y determinantes de la actual forma de control comunitario. Esta omisión 
no implica restar importancia a la cuestión de Ia disputa entre agencias, sino que 
se fundamenta en la intención de profundizar un solo aspecto dei problema que 
nos convoca. El punto de vista a partir dei cual pretendo abrir este campo de re­
flexión es una lectura dei trabajo desde una perspectiva de intervención teórico­
práctica de minorias. Es decir, una lectura que básicamente aplica a las catego­
rias y a los enfoques aportados por la teoría queer. 

La pregunta q~;~e articula este comentario a la ponencia de Sofia Tiscomia, y 
que se constituye en el punto de fuga desde el que pretendo analizarla, es t,cuá­
les son los efectos, en términos de institucionalidad democrática, dei nuevo Có­
digo de Convivencia Urbana, sobre las formas de regulación sociocultural ope­
radas sobre las minorías por orientacíón sexual e identidad de género? Esta 
pregunta permitirá articular una lectura de la ponencia con el problema de las 
nuevas formas de participación ciudadana, objeto de este seminario. 

Las minorías por orientación sexual, es decir, gays, lesbianas y bisexuales, y 
por identidad de género, travestis y transexuales, constituyeron uno de los secto­
res más castigados por los edictos policiales y por la Ley de averiguación de an­
tecedentes. El objetivo de estas normativas era perseguir, disciplinar y reprimir 
a todos aquellos sectores estigmatizados sobre los que se descargan elaboradas 
retóricas de peligrosidad moral frente a la necesidad, como sostiene Mackin­
tosh, 1 de delinear la sociedad de buena conciencia y costumbres como ideal re­
gulativo. Desde la colonia, con sus bandos policiales, pasando por las detencio­
nes masivas de prostitutas bajo el gobiemo de Rosas, la creación de nuevas 
figuras contravencionales por parte dei coronel García en 1932, hasta e! otorga­
miento de facultades para el juzgamiento de nuevas figuras contravencionales a 
partir de la aprobación en 1985, de la ley 23.184, impulsada por Fernando De la 
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Rúa, los edictos constituían claramente, un instrumento de repres ión y control 
sobre los sectores no contractualizados o subcontractualizados: vagos, toxicó­
manos, prostitutas, travestis, gays, desocupados, lesbianas, jóvenes, inmigrantes, 
opositores, etcétera. Ya casi a fines dei siglo XX, más precisamente el 9 de mar­
zo de este aiío, la Legislatura porteiía aprobó el nuevo código. Esta iniciativa 
fue, como se indica en la ponencia, ·'producto de una lucha sostenida durante 
anos por organismos de derechos humanos y asociaciones civiles" . En este pun­
to considero importante distinguir las acciones de estos colectivos. Si bien algu­
nos de los organismos de derechos humanos tradicionales trabajaron en función 
de la derogación de los viejos edictos, las acciones civiles más notorias contra la 
reglamentación provinieron de los movimientos de minorias y de otras asocia­
ciones civiles. Por ejemplo, la CHA que se fundó con el expreso motivo de bre­
gar por la derogación de los edictos y de la Ley de averiguación de anteceden­
tes, debido a las continuas y cada vez más violentas razias y detenciones 
practicadas durante el gobiemo radical y, especialmente, bajo la administración 
de Antonio Trócoli en el Ministerio dei Interior. Esto no significó que las mino­
rias por orientación sexual e identidad de género fueran las únicas víctimas de 
esta reglamentación, sino que debido a complejos factores socioculturales y eco­
nómicos, que no abordaremos aqui, esta minoria comenzaba a politizarse y a 
avanzar sobre el espacio público. En este proceso, que Kosofsky2 denominó co­
mo "salir dei closet y volcarse a las calles", las reglamentaciones utilizadas co­
mo formas de coerción se constituyeron en el eje aglutinante dei activismo, aun­
que luego fueron opacadas por Ias luchas civiles en tomo ai sida. 

Ya a comienzos de Ia década de 1980, la Comunidad denunciaba estas nor­
mativas como un engranaje dei aparato represivo. A este reclamo se sumaban 
distintas asociaciones de jóvenes y grupos antiautoritarios. En cambio, en la re­
tórica de algunos organismos de derechos humanos este reclamo era minimiza­
do. Un ejemplo de esta situación fueron los intentos de elaboración de una soli­
citada conjunta en contra de los edictos, en el afio 1989. Esa solicitada 
condenaba la acción policial contra distintos sectores sociales. Algunos organis­
mos de derechos humanos se negaron a firmaria. Casi ninguno concurrió a las 
reuniones en las que se redactó el documento y otros enviaron su adbesión via 
fax. Por el contrario, otras organizaciones sociales, como el CIBA, Centro de In­
quilinos de Buenos Aires, que en aquellos anos enfrentaba exitosamente a la po­
licia en sus intentos de desalojo, y grupos feministas trabajaron en la elabora­
ción y la difusión de este documento. La importancia de la historización de las 
luchas contra los edictos reside en su valor de muestra para entender su función 
y alcance como regulación cultural. 

Es innegable, como se sostiene en la ponencia de Sofia Tiscomia, que los 
edictos policiales constituían un modo sistemático de ejercicio dei poder, viola­
teria de los derechos humanos. En relación con esta vieja normativa, el Código 
de Convivencia aparece como un avance en tanto el nuevo sistema garantiza los 
princípios, los derechos y las garantias constitucionales. Es decir, se reconoce la 
presunción de inocencia a favor dei imputado y otros princípios de derechos hu­
manos presentes en tratados intemacionales. Sin embargo, como todos sabemos, 



El Código de Convivencia Urbana 177 

existe una marcada distancia entre las garantias reconocidas por un contrato y la 
efectividad dei mismo. Esta distancia puede entenderse con el concepto " esqui­
zia dei contractualismo", es decir, el " acuerdo" enmascara las condiciones rea­
les de acceso ai goce de derechos acordados. En este caso, si consideramos e! 
Código de Convivencia como un modo de regulación cultural, las garantías 
acordadas son, en general , no reconocidas y violadas. Cabe aquí la afirmación 
que Sofia Tiscomia plantea hacia e! fmal de su trabajo: "Una vez más pareciera 
que los gestores dei nuevo código partieron dei supuesto de que las normas en 
su aplicación modifican la realidad" . Es decir, la vieja hipótesis legalista en la 
que siempre deambula e! progresismo no hace más que reproducir las escis iones 
entre la política como abstracción y las condiciones reales de acceso y participa­
ción. 

(,Cuáles son las escisiones que produce ell}uevo código en relación con las 
minorías? En general son las mismas que las dei viejo código, aunque de mane­
ra diferente. Pero para entender esto debemos aclarar, en primer lugar, cuál es, 
como sostiene Sofia Tiscomia, el "perfil de los contraventores". En el trabajo se 
afirma, citando a un funcionaria, "son la gente más desamparada", es decir, 
aquellos que por extracción social se encuentran marginados o marginadas. Sin 
embargo, en este punto propongo realizar una distinción entre dos categorias, 
como modo de volver a analizar las formas en que se aplica la nueva normativa. 
Si distinguimos entre desigualdad material y diferencia cultural,. veremos que la 
aplicación dei código es operada sobre amplios sectores que se definen por una 
posición relativa no sólo en la estructura económica sino, también, en relación 
con prácticas culturales, como la homofobia, la lesbofobia, el machismo, la tra­
vestofobia y la xenofobia. 

Obviamente, la relación entre desigualdad y diferencia no puede plantearse 
como la articulación de dos instancias radicalmente independientes, pero sí se 
debe destacar la autonomia relativa de estas dos cuestiones, en e! momento de 
operar como princípios legitimadores de prácticas de marginación e irrespetuosi­
dad cultural. En este sentido, el Código de Convivencia sigue siendo, ai igual 
que iós eoictos, un modo de regulación discriminador y autoritario en dos senti­
dos. En primer lugar, en su letra, por el artículo 71 que, como indica Sofia Tis­
comia, conduce indefectiblemente ai problema de la detención en condiciones 
muy poco diferentes a las practicadas bajo el régimen de los edictos, por su rela­
ción con la falta de infraestructura y por el espacio de ambigüedad, que funda y 
autoriza en los hechos con la detención por resistencia a la autoridad, es decir, 
conectando la contravención con el delito. Así, la represión de la prostitución 
constituye una práctica claramente autoritaria, en tanto reprime a un colectivo de 
sujetos con e! fin de enmascarar una situación concreta de desigualdad en las po­
sibilidades y en las condiciones de acceso a los circuitos de trabajo y de reparto 
de bienes materiales y simbólicos. Es decir, e! Código de Convivencia, hace in­
visible la pobreza. Mujeres y travestis constituyen dos colectivos que soportan 
-el segundo más que el prirnero- no sólo el acceso desigual a los circuitos, sino 
también y en relación con esta situación, la irrespetuosidad cultural. 

En segundo lugar, el Código de Convivencia es un modo de regulación auto-
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ritario y discriminatorio, en tanto el garantismo de su letra es siempre excedido 
de hecho por las prácticas represivas. Por ejemplo, si bien de su letra fueron bo­
rradas cuestiones como las citadas por Sofia Tiscomia, vagancia y mendicidad, 
a lo que nosotros podemos sumar el famoso edicto 2do. F, es decir, el edicto por 
el cual se podía detener a una persona por utilizar ropa dei sexo opuesto - princi­
pio aún vigente en el Código de faltas de la provincia de Buenos Aires, artículo 
92, inciso b, o en el Código de faltas de Santa Fe, artículo 78-, otras figuras 
contravencionales son utilizadas como pretextos de detención. Así, a las mi­
croescenas que plantea Sofia Tiscomia podemos sumar otra. Como todos sabe­
mos, en consonancia con el reconocimiento de no discriminación por cuestiones 
de orientación sexual en e! Estatuto de la Ciudad de Buenos Aires, los hoteles 
alojamiento de la ciudad penniten e! acceso a personas dei mismo sexo. Luego 
de la sanción dei Código de Convi vencia, dos jóvenes dei sexo masculino de­
nunciaron, y esto se repite cotidianamente, que a la salida de un hotel alojamien­
to, la policia estaba esperando al que "mejor estaba vestido", de acuerdo con lo 
manifestado por uno de los afectados, y fue detenido por prostitución, ante la 
negativa de ceder a las presiones para pagar un sobomo. De esta manera, el có­
digo, como modo de regulación, reproduce las esquizias de los distintos modos 
de contractualismo y legalismo. Si bien el artículo 71 no regula directa y autori­
tariamente otro colectivo que e! de las travestis y las mujeres en estado de pros­
titución, su utilización excede esos grupos y regula a otros sectores sociales su­
balternos. 

Aquí surge el interrogante por la posibilidad de un código de regulación co­
munitaria, que impida las prácticas discriminatorias de la policia y, por lo tanto, 
dei Estado contra Ias minorías. Lo cierto es que si aceptamos que cualquier figu­
ra contravencional puede ser utilizada como medida punitiva, entonces el pro­
blema de Ia necesidad de institucionalizar modos de regulación, requiere de me­
didas y prácticas antidiscriminatorias en contextos más amplios que el de un 
código de convivencia. En este sentido, se debe inscribir la utilización de las re­
gulaciones dei código, en el marco de tendencias político-culturales provenien­
tes, en general, dei Estado y, en particular, dei Ministerio dellnterior. Es decir, 
más aliá de la arbitrariedad policial existen directivas macros que regulan no só­
lo el accionar legal sino que también regulan la intensidad y la extensión de las 
prácticas de cobecho. En síntesis, el accionar policial no se puede reducir ai re­
sultado o inercia de un juego burocrático o a una competencia entre agencias. 
Ahora bien, esta contextualización no quita responsabilidad a quienes sancionan 
estas normativas de contemplar las situaciones de hecho, que en este caso exce­
den a todas luces el garantismo, ni a la inercia burocrática que en la ponencia de 
Sofia Tiscornia se observa acertadamente. 

De este modo, nuevamente las minorias por orientación e identidad, que son 
uno de los sectores más afectados, encabezaron la resistencia a los aspectos dis­
criminatorios dei nuevo código. Como se sostiene en el trabajo de Sofia Tiscor­
nia, podemos dividir el campo de debate en los vecinos, por una parte, y; por 
otra, Ias asociaciones de minorias y de derechos humanos. Aqui podemos com­
plejizar el planteo. En primer lugar, el denominado grupo "vecinos" sólo hace 
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referencia a un grupo sumamente heterogéneo, conformado por sectores duros, 
organizados en tomo a las cooperadoras policiales y por un sector inorgánico, 
que se expresó en alguna marcha y en los cabildos de discusión sobre la nueva 
normativa. Aquí cabe resaltar, como se indica en la ponencia, la complicidad de 
algunos medios de comunicación, que llegaron a pregonar el nuevo código con 
infografias, que representaban a una prostituta frente a una Iglesia como conse­
cuencia inmediata dei mismo. 

Por e! lado de los opositores a las reformas encontramos a los organismos de 
minorias por orientación e identidad, sectores autónomos dei feminismo, la aso­
ciación de meretrices y el apoyo de algunos organismos de derechos humanos, 
especialmente el grupo Hijos de Desaparecidos. Sin embargo, también en este 
sector se pueden distinguir posiciones heterogéneas. Las travestis y las prostitu­
tas se diferenciaron en relación con los argumentos esgrimidos. Mientras la 
agrupación de prostitutas, AMAR, argumentó el derecbo a los tratos privados 
como modelo de relación en las prácticas de prostitución, las asociaciones de 
travestis sostuvieron la imposibilidad de trabajar como consecuencia inrnediata 
de la nueva regulación. En la manifestación de minorias frente a la Embajada 
Británica se exhibió un cartel con la leyenda "Nosotras queremos trabajar". Por 
otra parte, este colectivo se opuso a los programas de "acción afirmativa" pro­
puestos por algunos legisladores, ya que este tipo de iniciativas alertaban, sólo 
producen enfrentamientos entre los sectores desocupados, cuando el conflicto es 
un problema estructural en el reparto de la riqueza y dei empleo. 

Esto, a mi parecer, permite profundizar la división entre "morales y progre­
sistas", propuesta por el trabajo, incorporando la idea de "trabajo" a las otras no­
ciones distinguidas y esgrimidas en la ponencia, como la tolerencia, las garan­
tias, los derechos y la solidaridad. Nuevamente, las categorias de desigualdad y 
de diferencia no permiten releer el conflicto y articulan los aspectos materiales 
y culturales dei mismo. 

De este modo, podemos concluir que, como sostiene Sofia Tiscornia, al co­
mienzo, e! Código de Convivencia significó para las minorias por orientación 
sexual e identidad de género una reducción de Ias "mail as de represión". La 
transformación de la oferta como de la demanda de sexo en la vía pública en fi­
gura contravencional, significó la reinstauración de las redes de represión, aun­
que bajo ciertas reglamentaciones garantistas que no han podido frenar, en mu­
chos casos, brutales palizas y extorsiones de las que son objeto estas minorias. 
Si bien, como ya dije, cualquier figura contravencional puede ser utilizada como 
excusa para estas prácticas, la modificación dei articulo 71 constituye una berra­
mienta privilegiada por su amplia utilización más aliá de su literalidad para las 
prácticas represivas. Como sostiene e! trabajo, las redes han sido relanzadas con 
mayor fuerza, con intenciones de judicialización que ayer vimos concretarse con 
la primera penalización a una travesti de la zona de Palermo. 

Antes de concluir resulta interesante abordar e! citado tema de los efectos so­
bre e! resto de la sociedad de esta nueva reglamentación y que aqui Sofia Tis­
comia planteó en términos de "oleaje". El Código de Convivencia ha reglamen­
tado no sólo las prácticas sobre las que define figuras contravencionales, sino 
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que también ha instaurado una regulación material-simbólica sobre el conjunto 
de Ia sociedad. Como sabemos, las relaciones entre mayorias y minorias en Ia 
teoria democrática modema exigen la irnplementación de conceptos universales 
de justicia, que se articulen con la direccionalidad dei derecho, de tal manera de 
asegurar la distribución equitativa de bienes y de reconocimiento cultural. La 
idea de tolerancia es rechazada, por su carga religiosa y su limitación, a un mero 
reconocimiento cínico. Es decir, 1<! artjculación entre mayorías y minorias nece­
sita algo más que buenas intenciones y exige la articulación de un proyecto 
emancipador de fuerte carácter igualitario. Frente a este ideal, el código operó 
una regulación en sentido contrario. EI espíritu dei código se expresó patética­
mente en las palabras de la legisladora frepasista Liliana Chiemajcowsky, quien 
en un reportaje en el diario Página 12 afirma: "Las minorias no pueden imponer 
a Ias mayorias sus propias opciones éticas o estéticas" , es decir, en la posterga­
ción producida por los artículos represivos, se expresó toda una filosofia que 
condena la subaltemidad a conjuntos sociales en los que se conjugan la irrespe­
ruosidad cultural y la marginación económica. 

En síntesis, y retomando la íntroducción a este seminario en relación con es­
te trabajo, podemos poner en duda, como se interroga la ponencia de Tiscomia 
respecto dei Código de Convivencia, la efectividad dei reconocimiento expreso 
de nuevos derechos, si el garantismo de la postura contractualista no es acampa­
nado por programas que aseguren el ejercicio efectivo e igualitario de la ciuda­
dania en contextos de fuertes desigualdades de clase y de menosprecio cultural. 
La valoración cultural y la igualdad económica constituyen las instancias que 
deben articular todo proyecto de regulación como modo de superar la abstrac­
ción de las propuestas liberales de ciudadanización y no resolverse en una sim­
pie e inocua valoración multiculturalista a i modo de los comunistaristas conser­
vadores o socialdemócratas. El debate sobre la posibilidad y Ias condiciones de 
estas articulaciones prosigue abierto, pero esta indefinición no justifica ni auto­
riza Ias lamentables soluciones propuestas en el Código de Convivencia. Desoír 
los aportes de las minorias compelen a repetir una vez más los viejos esquema­
tismos que condenan a toda iniciativa política a reproducir distintos modos de 
domínio y que Sofia "Tiscomia caracteriza como los "dos riesgos" abiertos por 
el Código de Convivencia. 

I. Mackintosh, Mary, The Homosexual Role in Queer Theory!Sociology, Steve Seidman (ed.), 
Blad.-well Publishers, Oxford, 1996. 

2. Kosofsk')', Sedgwick, Epistemology of rhe c/oser, Penguin, Londres, 1993. 



COMENTARIO 

Eduardo Jozami 

No era especialista en estos temas, pero fui Convencional Constituyente 
cuando se sancionó la derogación a plazo de los edictos y me tocó presidir una 
de las comisiones legislativas que trató el tema dei código contravencional y a 
partir de allí tuve una notoriedad superior a la deseada, tal vez en relación con 
este tema y su difusión en los medios. 

Creo que la ponencia de Sofia Tiscomia y Maria José Sarabayrousse resume 
bien la evolución de esta discusión sobre el Código de Convivencia, de este in­
tento de reforma que en un momento nos hizo concebir a todos esto que ellas 
llaman la ilusión fundacional, es decir, la idea de que en la ciudad se estaba 
avanzando hacia la sanción de normas más democráticas, más avanzadas, un 
concepto distinto de la convivencia y que se cerró con una sensación muy amar­
ga. Porque de algún modo, el retroceso en relación con el Código de Conviven­
cia, afecta, me parece, otros aspectos que dan pie para una reflexión acerca de 
las formas de hacer política hoy en la Argentina. El trabajo es bastante claro en 
ese sentido, cuando senala algunos de los argumentos con los que se fundamen­
tá la reforma ai artículo 71 , es decir, la nueva prohibición de la prostitución ca­
llejera, que en realidad tenía mucho menos que ver con los ejes dei debate hasta 
ese momento y mucho más con la incapacidad de la dirigencia politica de defen­
der ciertos princípios o resistir determinado tipo de presiones. Creo que, por otra 
parte, lo ocurrido con el Código de Convivencia, como se senala en e! trabajo 
que comento, muestra lo que recién se llarnaba la hlpótesis legaljst&, esta idea de 
que se puede modificar la realidad sancionando leyes más avanzadas. Esta es 
una situación complicada, la planteo como una experiencia personal. Cuando a 
uno le toca ser legislador o constituyente, no puede hacer nada mucho mejor que 
tratar de sacar las mejores leyes, pero por otro lado, creo que no es difícil darse 
cuenta de que muchas veces esas leyes valen más como argumentos para el de­
bate, es decir, como la expresión pública de determinadas posiciones, que por 
tener un peso institucional pueden llegar a valer más que un artículo o un discur­
so, pero que dificilmente lleguen a modificar la realidad y a tener efectos si no 
van acompaiíadas de otro tipo de prácticas, de otro tipo de debates. Creo que es­
to se advierte claramente cuando pensamos que la Convención Constituyente en 
1996 sancionó la necesidad de derogar los edictos noventa dias después de ins­
talada la LegislatUra ·de la Ciudad de Buenos Aires y estableció en su artículo 13 
estas normas tan avanzadas que proscriben la peligrosidad sin delito, toda posi­
bilidad de sancionar normas basadas en el derecho penal de autor y pasaron casi 
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dos afios en los que se trabajó silenciosamente en este código, en lo que después 
fue e! Código de Convivencia, sin que los mismos sectores políticos -y aquí in­
cluyo una autocrítica, porque yo era uno de los constituyentes- que sancionamos 
la necesidad de derogar los edictos hayamos promovido ningún tipo de debate 
en la sociedad, para de algún modo preparar las condiciones que hicieran posi­
ble una aceptación más favorable dei código que se iba a sancionar. 

Cuando se dice entonces que nos vimos obligados a sancionar e! Código de 
Convivencia en un plazo muy breve, porque a los noventa dias de instalada la 
Legislatura se operaba la caducidad de los edictos, de algún modo esto es cierto 
y tiene, por otro lado, como seguramente ustedes saben también, su explicación 
en la demora dei Jefe de Gobiemo de la Ciudad de Buenos Aires en enviar su 
proyecto, en la dificultad de llegar a un consenso dentro de lo que después fue la 
Alianza para la sanción de un proyecto único, pero me parece que de alguna ma­
nera la carencia de fondo, e! error más serio fue no haber planteado la necesidad 
de un debate con la más amplia participación de la sociedad, y entonces esto ex­
plica que cuando se sancionó el código, con algún apoyo -en la primera sesión 
estaban presentes sólo algunos organismos de derechos humanos y representan­
tes de las organizaciones de las minorias sexuales-, inmediatamente se desata 
una feroz campana de oposición a la nueva norma, frente a lo cual no hay ningu­
na reacción, o mejor dicho, no hay una reacción de igual importancia de! lado de 
los defensores dei código. 

Creo que rápidamente se iba a poner a prueba hasta dónde llegaba la, diga­
mos así, voluntad política de modificar estas normas que se expresaban en los 
edictos policiales, hasta dónde llegaba la voluntad política de enfrentarse con la 
institución policial. Creo que si uno compara los debates parlamentarios, funda­
mentalmente e! primero y el último, es decir, e! de sanción dei código y e! de la 
aprobación dei articulo 71 , encuentra, por un lado, la paradoja de que parece que 
hay legisladores que se contestan a si mismos, es decir, legisladores que están 
argumentado en contra de otros que son ellos mismos un afio antes y, por otro 
lado, lo que seõalaba previamente, de que no se trata de explicar por qué es me­
jor: no se dice que la experiencia de derogación de los edictos nos ha enseií.ado 
que es bueno que sea prohibida la prostitución callejera, sino que lo que se sefia­
la es que es una necesidad política porque de lo contrario e! presidente Menem 
iba a ser quien iba a imponer esta prohibición y entonces parece que en la com­
petencia con él se olvidaba que, en última instancia, lo que Menem iba a inten­
tar hacer antes que nosotros, era lo contrario de lo que pensábamos nosotros. Pe­
ro en esta situación de competencia marketinera, de competencia electoral, 
pareciera ser que lo importante era que un tema que se decía que no era reditua­
ble, desde e! punto de vista electoral y probablemente no lo sea, desapareciera lo 
antes posible dei escenario público. 

Me parece que se sefiala bien en la ponencia que esta voluntad de reformar la 
norma no fue acompafiada de una preocupación similar respecto de las condicio­
nes de su aplicación. Aqui tiene una gran responsabilidad el Gobiemo de la Ciu­
dad de Buenos Aires, porque la integración de la nueva justicia contravencional 
estuvo limitada por presupuesto, en prirner lugar, por poca decisión política de 
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constituir un nuevo fuero, por demora en los nombramientos, lo que no es raro 
si uno piensa, por otra parte, que el Jefe de Gobiemo de la Ciudad de Buenos 
Aires nunca compartió la orientación dei código contravencional que sancionó 
la Legislatura. Esto muestra otra de las debilidades, entonces, con las que surge 
el nuevo ordenamiento. Es decir, votado por unanimidad, pero por un conjunto 
de legisladores de la oposición, que en privado decían que no estaban de acuer­
do, pero que frente a lo que suponían que era un contexto favorable, porque in­
sisto estaban presentes en el recinto sólo los grupos que adherían a la derogación 
de los edictos y a la sanción de! nuevo código, no se atrevieron. Beliz es el caso 
más notable de quienes no se atrevieron en ese momento a votar en contra y mu­
chos legisladores de la mayoría, que de algún modo en las tradiciones de sus 
partidos tenían fundamentos para adoptar esta medida, pero que, bueno, el tiem­
po no tardaria en poner a prueba hasta dónde llegaba la profundidad de esta con­
vicción. Sin el apoyo de! Gobiemo de la Ciudad de Buenos Aires y sin una de­
cisión clara de encarar la constitución de un nuevo fuero contravencional y con 
un temor muy fuerte de cualquier enfrentamiento con la polida, viendo retros­
pectivamente esto no es difícil explicarse por qué el Código de Convivencia o el 
intento de sancionar un Código de Convivencia más avanzado tuvo la suerte que 
finalmente tuvo. 

No voy a abundar sobre la actitud de los legisladores porque me parece que 
en Ia ponencia está perfectamente planteado. Además, creo que esto se explica, 
insisto, o mejor dicho da pie para una reflexión que vale no só lo para el Código 
de Convivencia sino para muchas otras situaciones similares. Lo que se sefíala 
en el trabajo acerca de! discurso de Zbar que efectivamente es uno de los legis­
ladores que en general defiende posiciones más democráticas, a mí me hizo re­
cordar algún discurso que se pronunció en el Parlamento nacional cuando se vo­
tó la ley de obediencia debida. Sin embargo, aunque estoy tan en contra de! 
discurso de hoy como de aquel discurso de la obediencia debida, me parece que 
en esta ocasión hay cierto matiz hasta ridículo, porque nadie podía negar que en 
aquella situación, durante el gobiemo dei Dr. Raúl Alfonsín, había una crisis se­
ria. Esto no queria decir, por supuesto, que uno tuviera que votar Ia ley de obe­
diencia debida para resolver esa crisis, pero de alguna manera podia decir que se 
cedió a las presiones, y las presiones eran de una entidad suficientemente impor­
tante. 

Decir que el tema, la discusión en torno a la prostitución callejera ponía en 
peligro el gobiemo dei Dr. De Ia Rúa o podía generar una cris is institucional en 
el país, realmente parece una humorada. Pero ese fue el tono, yo diria el hilo 
conductor, el eje en tomo ai cual se estructuró el apoyo a Ia nueva reforma por­
que, insisto, era muy difícil conseguir que los legisladores que habían sanciona­
do el código un afio antes, encontraran fundamentos de otro tipo para votar esta 
medida. 

Esto, digo, da pie para pensar qué puede pasar frente a situaciones similares, 
porque pensemos que en la Argentina hay a veces presiones más fuertes que las 
que pueden ejercer los vecinos de Palermo y de Constitución, aunque estén apo­
yados por la policia y entonces esto me parece que llevá a que si no reflexiona-
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mos cómo puede un partido político que llega ai gobiemo o un grupo legislativo 
organizarse y plantear cómo resiste a este tipo de presiones, me parece que el 
porvenir de cualquier reforma democrática en la Argentina está seriamente cues­
tionado. 

Por otro lado, creo que se perdió en la Argentina, en Buenos Aires en parti­
cular, una oportunidad importantísima, porque en realidad la sanción dei Códi­
go de Convivencia ayudó a dar a luz muchos episodios en tomo a la corrupción 
policial en relación no sólo con travestis y prostitutas, pero en buena medida con 
ellos. Ustedes saben que de las cincuenta y dos comisarías de la Capital hubo 
aproximadamente cuarenta comisarios que fueron trasladados en relación con 
estos hechos. Quiere decir que si hubiera existido la decisión política de salir a 
enfrentar este clima de cuestionamiento ai Código de Convivencia que se basa­
ba en que la policia quedaba desarmada como consecuencia de la nueva norma 
y haber planteado consecuentemente lo que dijimos en la Constituyente cuando 
se votó la derogación de los edictos y es que estas normativas eran una fuente de 
corrupción permanente y de caja policial, y que esto se evidenciaba con las de­
nuncias de los fiscales y los procesamientos de algunos policias, creo que se hu­
biera generado la posibilidad de avanzar más seriamente en una discusión acerca 
de la reforma de la institución policial. 

A esto creo que se reaccionó, yo diría, con terror. Esta posibilidad no se uti­
lizá en ningún momento, e incluso cuando hasta para defenderse en el debate.en 
los medios hubiera sido posible decir ·'sí, ustedes cuestionan a los legisladores 
que votaron el código, pero por qué no piensan lo que está pasando con el comi­
sario tal o el comisario cual", ya que en esos días se habían publicado en los dia­
rios las denuncias por corrupción, en general la inmensa mayoría de los legisla­
dores y de los dirigentes políticos no intentó impulsar ese debate. Por otro lado, 
me parece que es importante, ver que en buena medida esto se perdió en el de­
bate en los medios, antes de perderse en la Legislatura, pero no simplemente por 
una cierta perversidad inherente a los medios. Yo diria que por dos razones: en 
primer lugar, porque la dirigencia política democrática, digamos, los que esta­
ban comprometidos con los partidos que votaron el código, en la inmensa mayo­
ría de los casos desertaron dei debate. Es decir, quedaron unos pocos o queda­
mos, para decirlo más claramente, unos pocos legisladores que habíamos votado 
el código poniendo la cara en cuanto programa aparecia, pero en general, nadie 
vio a los principales dirigentes de los partidos que habían votado el Código de 
Convivencia salir a enfrentar esta oleada cuestionadora. Y, por otro lado, me pa­
rece que esto tiene que ver con lo que recién se planteaba en el comentario, tam­
bién acerca dei rol que jugaron los organismos de derechos humanos y otras or­
ganizaciones sociales. Creo que da que pensar que un grupo tan pequeno de 
vecinos de la ciudad, los llamados vecinos de Palermo, de Constitución y otros, 
que en realidad son muy pocos, es cierto que a esta altura son un grupo muy or­
ganizado, financiados por alguna comisaría que van a cuanta manifestación ha­
ya, aunque sea en Jujuy, relativa a alguno de estos temas, pero de cualquier ma­
nera son muy pocos y parece mentira que esos pocos no sólo salían en los 
medios sino que incluso a veces eran más en las movilizaciones que se hacian 
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en la Legislatura, que los representantes de sectores que se supone que son mu­
cho más amplias. Recuerdo un comentaria que le hicimos, en la Comisión de 
Derechos Constitucionales, ai pres idente de la FUBA, quien panicipaba en la 
discusión de la comisión activamente, planteando el apoyo ai código y que no 
debia ser reformado: ·' Bueno, la FUBA se supone que representa a 200 o 300 o 
500 mil estudiantes, estos senores que están acá se representan a si mismos, sin 
embargo hacen más ruído que ustedes". Creo que esto que decimos para la FU­
BA también puede aplicarse a algunos organismos de derechos humanos que tu­
vieron una adhesión, yo diria, relativamente formal. Es decir, adhirieron, firma­
ron solicitadas, pero no hicieron de esto una cuestión central. Creo que se 
cometió el errar de actuar como si este fuera exclusivamente un tema que tenia 
que ver con las minorias por orientación sexual. No se vio que esta última ins­
tancia era una discusión sobre las garantias democráticas y los derechos civiles 
para el conjunto de la población y creo que esto explica, en buena medida, el re­
sultado que finalmente tuvo todo este proceso, porque frente a una presión muy 
fuene de un sector que sabia que lo que se estabajugando era mucho más que la 
discusión sobre la prostitución callejera, que en última instancia tenía que ver 
con una concepción democrática de la seguridad, con proteger los privilegias 
policiales o encarar la posibilidad de una reforma de la institución policial frente 
a esta concepción que se planteaba de un lado, creo que dei otro hubo una res­
puesta parcial e, insisto, donde muchos de los que debieron haber tenido una 
participación más activa finalmente se ausentaron. 

Me parece que esto dejà algunas dudas respecto dei futuro en esta materia. 
Yo no sé si ustedes se habrán dado cuenta de que, después de haber sido el gran 
tema, hoy se habla muy poco acerca de todo lo que tuvo que ver con el código 
contravencional. Yo diria que incluso hasta todos tenemos ganas de hablar poco 
porque ha quedado una sensación de derrota y, por otro lado, es como si ya no 
tuviéramos derecho a planteamos algunas ilusiones. Es decir, centrar exclusiva­
mente hoy la discusión en tomo a una futura reforma dei código me parece que 
seria equivocado. Ustedes piensen que esta sensación de derrota en relación con 
el código contravencional, por ej emplo, le ha quitado sentido a una discusión 
muy imponante como es la discusión sobre el tema dei traspaso de la policia a 
la ciudad de Buenos Aires, díscusión donde hoy parece que el Gobiemo Nacio­
nal no la quiere traspasar, el Gobiemo de la Ciudad no la quiere recibir, a veces 
parece que es ai revés, pero nunca se ponen de acuerdo los dos en el mismo sen­
tido. Y digo que le ha quitado buena pane dei fundamento que podria tener esta 
discusión para realmente interesar a la gente, porque la aspiración de que la ciu­
dad de Buenos Aires tuviera su policia no era simplemente para tener más po­
der, era por la posibilidad de encarar desde la ciudad una reforma democrática 
de la institución policial. En este clima de confusión y de escepticismo genera­
do por la reforma dei Código de Convivencia parece que ese camino hoy está 
cerrado y, entonces, la misma discusión sobre la autonomia empieza a ser una 
discusión puramente formal, porque como me parece que se seilala muy bien a] 
principio de esta ponencia, esta ilusión fundacional tenía que ver con que la lu­
cba por la autonomia de la ciudad de Buenos Aires era la lucha por la profundi-
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zación de la democracia en la ciudad de Buenos Aires, era la lucha por Ia instau­
ración de una institucionalidad distinta en esta ciudad. Esto explica el entusias­
mo con que se sancionó la Constitución en 1996, también las prirneras leyes que 
se dictaron en Ia Legislatura, la Jey sobre la Audiencia Pública, la ley sobre el 
Defensor dei Pueblo, las leyes de organización de los poderes de la ciudad, la 
ley sobre iniciativa popular y en este contexto generado por la posterior reforma 
dei Código de Convivencia, es como si hubiéramos cerrado un capítulo, yo es­
pero que no esté definitivamente cerrado, pero me parece que esto nos obliga a 
una reflexión muy profunda sobre las limitaciones de ese intento democrático 
que empezó en la Constituyente en 1996 y me parece que, para esta discusión, el 
trabajo de Sofia Tiscomia y de María José Sarrabayrousse es realmente un apor­
te muy valioso. 
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